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			Presentación
  Humberto Muñoz García1

			Éste es un libro que me parece valioso de leer y volver a consultar después, porque trata de un tema que es fundamental en nuestra época; un tema para dilucidar y resolver muchos de los problemas que enfrenta nuestro país: gestar el conocimiento científico, que es punta de lanza para desarrollar a la sociedad mexicana y para que ella logre transitar por el siglo xxi con mayor bienestar y distribución de la riqueza, con una buena conducción del Estado.

			Siempre que se habla de la política científica en México, sin remedio, tengo que recordar al insigne humanista que fue Justo Sierra. Dijo dos cosas que me llaman la atención para presentar este libro: que el fondo de todo problema social y político implica resolver el problema de la educación. En nuestros tiempos, la educación requiere forzosamente influir y ampliar la cultura científica y ciudadana entre toda la población, del niño al adulto mayor.

			La segunda idea es que “la acción educadora de la universidad resulta de su acción científica”. La ciencia y la universidad están profundamente ligadas. Por eso, es que la política de la ciencia no debe ser independiente o aislada de la política de la educación superior, particularmente del posgrado. Y ambas deben atender y servir juntas a la sociedad mexicana.

			Quiere decir, atender los problemas nacionales, en sus vinculaciones con lo local y lo global. Quede claro que la universidad produce capital cultural, simbólico y social, porque produce capital científico; y hace esta tarea de una manera completa.

			Cuando se habla de política, o de políticas, se cae en el terreno del poder, en este caso del campo de la ciencia. En dicho campo existen grupos de interés que buscan posiciones de poder para favorecer u obstaculizar determinadas políticas públicas para el avance de la ciencia. Grupos que compiten por participar en la definición y ejecución de las políticas para lograr mayores beneficios y desarrollar proyectos de investigación que cuenten con recursos suficientes y oportunos. El análisis político-académico de la ciencia no puede dejar de observar el juego político de intereses porque perdería su esencia. Por lo demás, la investigación científica cuesta y su lógica de proliferación siempre eleva los costos.

			Pero hoy en día (2020) está suficientemente claro que el conocimiento científico y la información se asocian a la creación de valor y a las posibilidades de que se implante una determinada hegemonía política con control del aparato para hacer ciencia. Por esta razón, entre otras, para un país como el nuestro, es imperativo tener una comunidad científica que participe directamente en la definición de las políticas, de los programas, y en la presupuestación de los recursos y cómo se distribuyen. Asimismo, que en tales tareas se conjuguen académicos de las ciencias naturales y exactas con académicos de las humanidades y las ciencias sociales.

			En México, y en otras partes, hoy se habla profusamente de la importancia de la innovación ligada a la tecnología y a la investigación científica. Esta tríada ha dado vuelcos en la concepción de sus relaciones en el espacio y en los tiempos recientes. De ahí que sea relevante su examen en este momento histórico del país en que se pretende dar un cambio a la política de la ciencia, no sin sobresaltos. Enfrentar el desarrollo desigual y concentrado de la investigación científica en el territorio nacional para que la era digital no deje desperdiciada a una parte considerable de la República.

			El material de este libro va a ser de importancia para todos quienes tienen inquietudes sobre el rumbo en esta materia. Contiene exámenes sobre el pasado inmediato (2012-2018) y sobre los últimos años cuando se han presentado iniciativas que han hecho perder a la comunidad académica su confianza en las instituciones y en las autoridades del ramo. Ha colaborado para ello el asunto de los fideicomisos, las denostaciones a los investigadores, pero sobre todo la falta de una visión del papel de la ciencia, el cansancio de la competencia por becas y es­tímu­los, que no tiene un sentido académico sustancial, y la incomprensión de la valía de lo que hacen los académicos profesionales.

			De toda esta problemática, el libro abre posibles rutas de salida, otorga información nueva y muestra los posibles malestares que hoy por hoy nos han llevado a las universidades, a los académicos y a los investigadores a una nueva encrucijada histórica.

			La problemática que trata este libro forma parte de la vocación y las preocupaciones académicas del Programa Universitario de Estudios sobre la Educación Superior (puees). La producción de conocimiento va de la mano de instituciones universitarias como la nuestra. El libro ha sido escrito con la intención de tomar voz y participar en el debate razonado que se lleva a cabo en el país, acerca del papel que desempeña la ciencia en el desarrollo y fortalecimiento de la sociedad mexicana.

			El puees, a través de su Seminario, ha contado desde siempre con el apoyo del Instituto de Investigaciones Sociales, donde se encuentran adscritos los editores del libro y lugar donde ha funcionado la sede del Programa. Otro de los pilares que ha sostenido al puees ha sido el Instituto de Investigaciones Económicas que, junto con el de Sociales, ha realizado importantes proyectos sobre el devenir científico, que es uno de los principales desafíos que tiene México, porque influye sobre la sociedad, la cultura, la economía y la política, en la nación, y en la participación del país en las tendencias académicas a nivel global.

			Para publicar este libro ha sido necesario reunir fuerzas institucionales. La conjunción de apoyos para esta tarea es muestra de la importancia del tema. Al puees, y a los dos institutos mencionados, se sumaron la Coordinación de Humanidades y la de Investigación Científica, las cuales se percataron de inmediato de la relevancia de esta obra. Ambas coordinaciones auspician la realización de investigaciones inter y multidisciplinarias, que concluyen con resultados concretos, como es el caso de los contenidos de este volumen.

			Prólogo 
  William Lee Alardín2, Guadalupe Valencia García3

			El libro que el lector tiene en sus manos muestra los movimientos y oscilaciones entre las políticas de innovación y ciencia en el periodo de 2012 a 2018. A lo largo de 10 capítulos, las y los autores ofrecen análisis pormenorizados de la política, o mejor aún, de las Políticas públicas, de Ciencia, Tecnología e Innovación en nuestro país. En su conjunto muestran formas complejas en las que se articulan, cuando lo logran, la generación de conocimiento científico, la innovación y la tecnología. Ninguna de estas tres sería posible sin la otra y es, desde luego, la creación de conocimiento científico, el desarrollo de ciencia básica, la plataforma irrenunciable de toda innovación y adelanto tecnológico.

			El derecho a la ciencia, estipulado por la unesco en su Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y refrendado en el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales de 1966, enuncia que: “Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten”. Adelantándose a su época, el enunciado incluye a la innovación y a la tecnología, aun sin nombrarlos, al hablar del adelanto de la ciencia y del aprovechamiento de la misma en beneficio de la población. El Estado mexicano se sumó a la consideración de la ciencia como bien público, y el 15 de mayo del 2019 publicó el decreto que adiciona al artículo 3º constitucional los beneficios del desarrollo de la ciencia y la innovación tecnológica.

			A nivel global, es innegable que en las últimas décadas los avances en el conocimiento y sus aplicaciones han traído enormes beneficios para un creciente número de personas, disminuyendo por ejemplo las enfermedades y la pobreza, así como aumentando la expectativa y calidad de vida de cientos de millones de personas. También es claro que el crecimiento acelerado en lo demográfico y lo económico, y las desigualdades persistentes, presentan problemas de primer orden para la humanidad. A escala mundial, algunas de estas manifestaciones se observan en el cambio climático, grandes migraciones forzadas y una acelerada degradación ambiental. El reto está en saber utilizar y aplicar, con sabiduría y ponderación, los avances para un mayor beneficio, considerando que si no hemos logrado evitar o mitigar algunos de estos problemas, no es por un exceso de inversión y confianza en la generación de conocimiento sino, al contrario, por un déficit y sobre todo por una falta de articulación con la aplicación de este conocimiento a la solución de problemas y, específicamente, con una visión de largo plazo, al igual que en su correcta valoración hacia y por la sociedad.

			No obstante que el camino legal ha sido abierto, la cti sigue siendo una asignatura pendiente, especialmente en Latinoamérica y muy par­ticularmente en nuestro país, según se nos advierte en este libro. Los editores lamentan que sigamos siendo el país que menos invierte en la materia entre los miembros de la ocde, considerando que dicho organismo atribuye a la inversión en ciencia y tecnología una cuarta parte del crecimiento económico en países en vías de desarrollo. Nos parece muy atinado e importante siempre, pero más aún en esta coyuntura, hacer un balance crítico de nuestra situación. Es ilusorio pensar que se puede mejorar una situación si no se conoce de dónde viene y si no se rescatan y aprovechan los aprendizajes previos. En este sentido, la oferta de los autores es una contribución muy valiosa a la discusión en nuestro país el día de hoy.

			La apuesta por la ciencia, entonces, debe ser vista siempre como una estrategia probada y segura de crecimiento económico y de beneficio social. Invertir en ciencia o en desarrollo para el bienestar constituye un falso dilema. Si bien es cierto que los usos de la ciencia en ocasiones no han correspondido con los fines que conduzcan a mejoras sociales, también lo es que no hay bienestar posible sin el desarrollo de la ciencia y de los innumerables beneficios que de ella derivan. Dicho de otra manera: no hay posibilidades de diseñar y ejercer una política social incluyente e integral sin contar con una sinergia positiva entre cada uno de los componentes de la llamada cti.

			La garantía del uso benéfico de los avances científicos y tecnológicos, y de su propagación adecuada para un mayor bienestar es, por supuesto, materia de debate político, de participación social, de legislación que conduzca a leyes y reglamentaciones para dar lugar a políticas públicas asertivas e incluyentes para lograr una mayor igualdad. Entre otras muchas de las innumerables derivaciones positivas de la ciencia, la innovación y la tecnología, pueden contarse las vías de comunicación que conducen a clínicas y escuelas; el equipamiento básico para poder estudiar o para hacerse una radiografía en un pueblo lejano; la erradicación de ciertas enfermedades que azotaron a las poblaciones hace apenas algunas décadas; conectividad para estar cerca de quienes han migrado. Y, en el horizonte de todos nosotros, una vacuna contra el Covid-19, con alcance universal. En el fondo, el derecho a la ciencia puede ser visto como el preámbulo necesario a todos los otros derechos, tanto materiales como intangibles: a la salud, a la vivienda, al agua, a la educación, al desarrollo personal y social, y a un medio ambiente saludable. En pocas palabras: a una vida digna.

			Introducción   
Rafael Loyola Díaz, Judith Zubieta García4

			La falta de visión de futuro de una economía propia 
basada en la competitividad que proporciona 
el conocimiento, genera un círculo vicioso donde 
la educación, la ciencia y la tecnología se privan,
de manera creciente, de recursos y simpatías nacionales.

			Foro Consultivo Científico y Tecnológico (2006: 40)

			Al igual que cualquier otra política pública, la destinada a la ciencia, la tecnología y la innovación (cti) se va configurando por etapas, con avances y retrocesos, especialmente en economías como la mexicana. Salvo que una sociedad experimente un proceso de cambio social profundo, de corte revolucionario, es poco probable que cualquier cambio o modificación pueda anular los avances alcanzados o ignorar, desconocer o descalificar los procesos o desarrollos logrados, que con toda seguridad demandaron grandes esfuerzos y valiosos recursos. Esto debería ser muy claro y bien sabido en países como México, donde pareciera que los tomadores de decisiones, tanto en el sector público como en el privado, no acaban de advertir el carácter estratégico del conocimiento ni la relevancia de fortalecer y consolidar un sistema en el que las instituciones de educación superior y los organismos de investigación interactúen y colaboren con el sector productivo y social en la generación y transferencia de conocimientos, el desarrollo de tecnología y la innovación.

			Mientras en México hemos observado y hasta en ocasiones participado en debates sobre los enfoques o aproximaciones teóricas que pudieran servir de base en la definición de las políticas en la materia, sin que por ello hayamos logrado evitar el surgimiento de falsos dilemas, el mundo desarrollado y algunos países emergentes han ido transitando por distintas fases en materia de iniciativas y programas en las que gobierno, academia y empresas fomentan y contribuyen a la generación de conocimiento y a la innovación.

			En momentos como los que estamos experimentando con una pandemia como la Covid-19, es cada vez más clara la relevancia de contar con un sistema nacional de ciencia, tecnología e innovación (cti) vigoroso, cuyo valor, más allá de las aportaciones académicas que puedan derivarse de él, sea reconocido socialmente como promotor de bienestar y desarrollo. Estos no son tiempos de discutir el carácter estratégico de la cti, tampoco de poner en cuestión el lugar que debe ocupar en la economía o en la sociedad. Las evidencias abundan y nos permiten afirmar que, con políticas adecuadas y recursos suficientes, el conocimiento contribuye a enfrentar los desafíos de la humanidad, a promover la inclusión social y a construir una agenda para la sustentabilidad. No obstante, en México seguimos debatiendo, en lo que a cti se refiere, dilemas como los siguientes:

			
					Debemos desarrollar investigación de frontera o solamente concentrarnos en aquella que coadyuve a la solución de problemas de los sectores sociales desfavorecidos;

					Al sector público le compete fomentar y aportar recursos para que el productivo incorpore valor agregado o sólo debe concentrarse en el desarrollo de la ciencia y en las demandas de conocimiento para el ámbito público y social;

					Es el sector de ciencia el que debe financiar el estímulo a la innovación, le corresponde a otra secretaría del gobierno federal o no es de su responsabilidad;

					La cti es atribución única de la Federación o se deben generar políticas y acciones para que las entidades participen, financien y expandan instituciones y actividades de investigación y desarrollo tecnológico en las regiones; y,

					Se debe propiciar más autonomía a las universidades y otorgárselas a otros organismos públicos de cti —como los centros públicos de investigación (cpi)— o concentrar las decisiones en organismos rectores, recortar facultades a directivos de organismos de ciencia y responsables de universidades, y fortalecer la fiscalización pública a costa de la flexibilidad y agilidad de los organismos generadores de cti.

			

			No deja de llamar la atención que estos debates sigan ocupando parte de la agenda mientras que, en los países avanzados, en no pocos de los emergentes y hasta en naciones que exploran rutas para salir del atraso, como las integradas en la Unión Africana, se plantean horizontes ambiciosos que responden a otras interrogantes.

			En este conjunto de países la discusión de las últimas décadas se ha situado en torno a la búsqueda y exploración de los mejores modelos y políticas públicas para fomentar la cti, incorporando estrategias de financiamiento que permiten proveer a las universidades y centros de investigación de los recursos que se necesitan. También analizan otras maneras de concebir la generación de conocimiento y su transferencia o articulación, incorporando la necesaria descentralización institucional y territorial, explorando modelos para el mejor desempeño de sus actividades, vinculándose con el mercado, con las necesidades del sector público y las del empresariado, con intereses ya sean políticos o industriales, muy en el estilo de lo que Bruno Latour y Javier Echeverría entienden por tecnociencia.5

			Para visualizar de manera más apropiada el contexto en el que hemos enmarcado el conjunto de ensayos reunidos en el presente volumen y ofrecer coordenadas que nos den pautas para entender en qué estadio se encontraba el aún incipiente Sistema Nacional de cti, a partir de las políticas puestas en marcha durante la administración del presidente Enrique Peña Nieto, conviene mencionar algunos antecedentes que permiten situar los avances en materia de generación de conocimiento, su derivación en bienes o servicios y su impacto o aprovechamiento social.

			Partimos de que la cti sigue siendo una asignatura pendiente en Latinoamérica y México no es la excepción. En su conjunto, padece debilidades de carácter estructural que involucran tanto recursos humanos y financieros como a otros de tipo organizativo e institucional, asociados con que ha florecido fundamentalmente en instituciones públicas y con apoyo gubernamental limitado y todavía muy distante de lo que se debería haber invertido en el sector, de conformidad con su ranking en la economía mundial; por desgracia, seguimos siendo el país que menos invierte en la materia entre los miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde).

			A pesar de que en este libro no se abordan formalmente temas educativos ni se establecen comparaciones entre países, el simple hecho de que la escolaridad promedio en México sea apenas superior a los 9.2 años —según los datos generados en 2018 por el entonces Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación—, revela el gran déficit que tenemos en materia de personal especializado y, por ende, en la infraestructura requerida para realizar investigación de frontera y desarrollo tecnológico, ambos indispensables para transitar hacia una economía menos basada en la exportación de recursos naturales y la maquila, y más en el conocimiento que genera grandes transformaciones, más allá de las que directamente pudieran impactar al sector industrial. Como diría el doctor José Sarukhán Kermez (1996):

			Es un hecho que el dominio de la tecnología ha dado como consecuencia que la brecha entre países ricos y pobres sea cada vez más amplia. Hace ya medio siglo que algunos países tuvieron la visión de transformar lo que era la “ciencia en pequeño”; es decir, la que se realizaba en pequeña escala y por pequeños grupos de científicos en las universidades, a la “gran ciencia”, conformada por grandes grupos de investigadores y sustentada en el apoyo de los gobiernos y de las industrias. Estos países son ahora los que llevan la delantera y en los que es muy clara la relación entre ciencia, tecnología y producción.

			Más recientemente, algunos autores latinoamericanos han planteado que probablemente no baste tener éxito en la creación, ampliación o modernización de las capacidades endógenas en materia de cti; quizás tampoco sea suficiente reforzar la investigación y el desarrollo tecnológico, o fortalecer las transformaciones productivas y los procesos de innovación; y puede ser que, como asegura Sagasti (2011: 208), “tampoco sea suficiente seguir el camino trazado por los países y regiones que crearon sus capacidades endógenas antes que nosotros”.

			Pareciera que el modelo seguido por las economías más avanzadas requiere ajustes significativos, en tanto que no ha logrado contribuir a la creación de modelos de desarrollo que generen bienestar, acorten la inequidad e incluyan el principio de sustentabilidad y de respeto al medio ambiente, junto con el obligado desafío de ponerse en correspondencia con la profunda transformación civilizatoria en curso. Por ello, resulta pertinente preguntarnos sobre qué bases se deben fincar las políticas y los programas de cti que promuevan aproximaciones asintóticas hacia otro modelo civilizatorio que compatibilice desarrollo/sustentabilidad/medioambiente con niveles superiores de bienestar. Sin lugar a duda, la pandemia que en todo el mundo ha generado múltiples crisis —no sólo la de carácter sanitario— en sólo unos cuantos meses de este 2020, ha puesto más que en evidencia la urgencia de buscar cambios que demandan nuevos enfoques, nuevas corrientes de pensamiento y nuevos conceptos para entender al mundo y favorecer su transformación virtuosa.

			Desde luego, no se trata de adoptar posturas desesperanzadoras como la que Alcántara (2005) o el mismo Sagasti (2011) evocan al citar a Camus (1942), en la metáfora que sugiere que la construcción de capacidades científicas y tecnológicas en países en desarrollo es una tarea propia de Sísifo. En efecto, como se advierte en los 10 capítulos de este libro, México ha hecho inversiones en tiempo y en recursos de muy diversa índole; se han formado recursos humanos altamente capacitados, se han construido o fortalecido instituciones, se han diseñado e implementado diversas políticas de cti —unas exitosas, otras no tanto— y, sin embargo, al cabo de un tiempo muchos de estos esfuerzos tienden a desaparecer.

			En las condiciones actuales, en las que prevalece la zozobra porque aún no logramos estimar la magnitud del impacto económico y social que generará esta pandemia, debemos tener presente que el ajuste estructural que muchos países latinoamericanos pusieron en marcha para contender con crisis económicas recurrentes en el siglo pasado tuvo implicaciones negativas en el desarrollo y consolidación de sus sistemas de cti. Desde antes de la expansión del sars-cov-2 se advertían señales que apuntaban en esa dirección y que, conforme transcurre 2020, se han ido confirmando al publicarse indicadores oficiales que evidencian una severa contracción de la economía nacional, ilustrada por la drástica caída del Producto Interno Bruto (pib) y del empleo, con los consecuentes aumentos en los índices de pobreza. Estas estadísticas se han acompañado de acentuadas reducciones en los presupuestos de cti, como en recursos para proyectos, becas, apoyos a asociaciones científicas o financiamiento para los centros públicos de investigación (cpi) y para otras instituciones que son pilares del aparato científico y tecnológico de México. Estos recortes y desmantelamientos han estado acompañados de otras medidas, como la cancelación de numerosos fideicomisos con los que se financiaron importantes proyectos de investigación y programas de fortalecimiento a la infraestructura en cti.

			La ocde ha mostrado que la inversión en ciencia y tecnología es la causa del 25 por ciento del crecimiento económico en países en vías de desarrollo y de cuando menos el 50 por ciento en los países desarrollados. Como se explica en el capítulo I de este libro, éste y otros organismos financieros internacionales —a los que diversos gobiernos recurrieron en busca de ayuda en el pasado— sugirieron modelos de ajuste y políticas de apoyo a la innovación que condicionaron la asignación de recursos a la educación, la investigación y el desarrollo. Hoy en día se ha hecho evidente que el gobierno mexicano, en manos del presidente Andrés Manuel López Obrador, no aumentará como sería necesario los recursos que de por sí ya venían recortados de los tres años previos. Para el presupuesto de 2021, sólo se contempla un ligero incremento que está lejos de compensar los severos ajustes anteriores, por lo que se tendrán menores posibilidades de competir internacionalmente.

			Precisamente en el sentido de contribuir a mejorar las condiciones de vida de millones de mexicanos —muchos de ellos en condiciones de extrema pobreza—, es donde hay que enmarcar esfuerzos e inversiones que son necesarias para construir las capacidades locales que nos permitan generar, adquirir y utilizar el conocimiento, tanto el derivado de la investigación de frontera como el proveniente de los saberes nativos y tradicionales que todavía sean pertinentes. Los ejemplos que algunas naciones dieron, en el sentido de haber construido y desarrollado capacidades de investigación e innovación, algunas partiendo de condiciones similares a las nuestras, ya no pueden ser tomados como recetarios para enfrentar los retos que México tiene por delante, como tampoco debemos distanciarnos ni dejar de abrevar de la mejor ciencia que se produce en los países avanzados y emergentes, al igual que aprender de las nuevas modalidades para abordar complejos proyectos de investigación, como señala el doctor José Sarukhán. Además de políticas claras y bien definidas, esas economías contaron con el compromiso gubernamental de destinar fondos públicos a tal fin.

			Un ejemplo lo constituye el proyecto de la Europa de la investigación, delineado en paralelo a la configuración del mercado común, para el que los jefes de Estado acordaron la creación de la Europa del conocimiento que más tarde derivaría en la apuesta por la economía del conocimiento, en el Consejo de Lisboa realizado en el 2000. Ello tuvo como objetivo renovar el aparato productivo con base en el conocimiento, bajo el imperativo de traducir la ciencia en innovación. El dilema, para ese momento, se resumía en retomar la vitalidad del mercado europeo frente a las economías asiáticas y la norteamericana, a la par que despuntaban los países emergentes, particularmente los articulados en lo que se denominó brics, integrado por Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica.

			En esta circunstancia, y no sin tensiones con las comunidades científicas, para la primera década de la presente centuria en Europa se había arraigado un cierto espíritu por la competencia y el saber; el saber para una economía competitiva e innovadora; y la pérdida del dominio del científico frente al sector financiero y el investigador empresario. De esta forma se impuso lo que Karsenty definió como tecnomercado o Gibbons y Nowotny como ciencia modo 2; esto incluyó en las instituciones de cti los contratos por objetivos, una buena gestión de corte empresarial poniendo de moda el concepto de gobernanza, donde el sector financiero/presupuestal adquirió más relevancia en la conducción de la política en cti (Karsenty, 2010; Nowotny, Scott y Gibbons, 2001). Este modelo sería impulsado por los grandes organismos financieros, como el Banco Mundial y el Iberoamericano para el Desarrollo, y sería re­tomado y promovido por la ocde entre sus países afiliados, al igual que se difundirían sus directrices y recomendaciones por Latinoamérica (Sagasti, 2011).

			Visto desde lo ocurrido luego de la Segunda Guerra Mundial en Estados Unidos y en los países que configuran la Unión Europea, incluyendo a la Gran Bretaña que participó del mismo impulso en cti, se pueden mencionar algunos de los componentes que caracterizan a los sistemas de ciencia y tecnología en esas regiones, al igual y como puede estar presente en varios de los principales países asiáticos, particularmente en China y Corea, y en otras economías como la de Israel, India, la de Australia y, hasta hace poco, la de Brasil. Estos son: a) la cti ocupa un lugar estratégico en el desarrollo nacional y es fortalecida desde sus principales políticas públicas; b) se promueve tanto la investigación básica como la aplicada en articulación con el sector empresarial, al igual que para ayudar a resolver demandas específicas de interés público o privado; c) el sector público participa de manera determinante en la promoción y financiamiento de tales actividades, junto con el sector empresarial que paulatinamente ha ido incrementando su participación; d) el sector público promueve el entorno legislativo e institucional para que se faciliten las actividades de ciencia y se fomente la colaboración entre el sector académico y el empresarial, incluyendo aspectos de financiamiento y uso de recursos; e) los trabajos que se ejecutan suelen ser inter y multidisciplinarios, y cuentan con la presencia de un conjunto de profesionales que son quienes ejecutan los grandes proyectos; y f) las universidades y otros organismos públicos comparten el espacio con instituciones privadas de cti, o bien con centros de investigación de las empresas.

			En lo que respecta México, se puede decir que la ciencia en un principio, y más tarde las actividades de desarrollo tecnológico e innovación, son de historia muy reciente. Sin necesidad de remontarnos a las vocaciones y actividades de investigación desde los tiempos de la colonia, tampoco a lo sucedido durante el largo periodo conocido como el Porfiriato ni a los despuntes de acciones públicas para la ciencia y la tecnología (cyt) en los gobiernos de la posrevolución a principios del siglo pasado, cuando incluso se crearon instituciones como el Instituto Politécnico Nacional (ipn) y se diseñaron algunos programas para promoverlas, se podría decir que como política pública ambiciosa empezó en los años setenta del siglo pasado. A partir de ese momento, particularmente con la creación del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt), en diciembre de 1970, se puede decir que arrancaron los esfuerzos públicos para la construcción de un sistema nacional de cti. Desde esta fecha observamos cuatro momentos hasta el año 2018.

			El primero, de 1971 hasta 1988, periodo caracterizado por la formación de una planta de investigadores a través de un ambicioso programa de becarios, el fomento de la investigación en las instituciones de educación superior, el despliegue de políticas y programas de fomento científico y de desarrollo tecnológico, el financiamiento de laboratorios y la creación de organismos de investigación dependientes del gobierno federal, al igual que la puesta en marcha del Sistema Nacional de Investigadores (sni) que ayudó a proteger los ingresos y retener a la planta académica que empezaba a salir del país por la crisis económica de principios de los años ochenta.6

			El segundo se puede ubicar entre 1988 y 2000, dos administraciones gubernamentales de continuidad para el sector a través de apoyos a la investigación básica, creación de nuevos organismos de investigación y fortalecimiento de los existentes, lanzamiento de programas para la incorporación de jóvenes recién doctorados a los organismos de cyt y captación de talentos mexicanos que residían en el extranjero e investigadores consolidados de otras nacionalidades; mejoramiento de la calidad de los posgrados nacionales mediante programas de certificación y apoyos financieros a los acreditados; introducción de mecanismos de evaluación; creación de un nuevo modelo público para actividades de cyt —el Centro Público de Investigación, cpi—, al igual que mejora del entorno normativo y programas de apoyo dirigidos a la transferencia de conocimiento por la vía del desarrollo tecnológico, lo mismo que se dieron los primeros pasos para impulsar la innovación.

			El tercer momento corrió del año 2000 al 2012, y fue también de continuidad en las políticas y programas aplicados. Se puede decir que en este periodo se ejecutó un ajuste severo en cyt, pues mientras se expandía y consolidaba la pequeña comunidad científica nacional, a la vez que se fomentaba la tecnología y se ensayaban estrategias para su expansión y mejor articulación con el sector productivo, se tensionó el rumbo al aplicarse una política dominante de impulso al desarrollo tecnológico bajo el concepto de una ciencia para el desarrollo económico, al tiempo que se introdujo el concepto de innovación.

			Con esta visión se pretendió apoyar una ciencia que fortaleciera la productividad y la competitividad en las empresas; se diluyó la investigación básica para en su lugar impulsar la investigación aplicada, idea que se quiso llevar más lejos con la creación de centros de investigación aplicada; se crearon y fondearon programas de apoyo a las empresas para facilitar la transferencia de conocimiento y se lanzaron los primeros programas de estímulos fiscales para incentivarlas a que invirtieran en desarrollo tecnológico e innovación. Además, se diseñó una nueva estructura para el gobierno de la cyt, acompañada de la desectorización del Conacyt de la Secretaría de Educación para vincularlo al ámbito de la Presidencia de la República, con la aspiración de tener una mayor visibilidad desde el Poder Ejecutivo; empero, este intento no se pudo afianzar y el Consejo terminó por sectorizarse de facto en la Secretaría de Economía. A ello se añadió la creación de un ramo presupuestal específico para el sector de cyt. Lo que se pretendía era impulsar una política de largo aliento para la cti, con el motor de la tecnología y la innovación, de ahí la estructura de gobierno que se legisló, el involucramiento de las entidades federativas, la promoción de organismos estatales de cyt y una legislación ad hoc, además de pugnar por el incremento de la participación del sector privado (Canales, 2011). No obstante, la complejidad de esta etapa, en la que Conacyt tuvo cinco directores generales, y gracias a la activa y muy comprometida participación de la comunidad, de academias y sociedades científicas se logró aprobar una ley para el sector en la que se devolvió a la ciencia su lugar central, a pesar de que perduraba la inclinación por políticas centradas en la innovación.

			El cuarto momento va de 2012 a 2018 y coincide con el regreso del Partido Revolucionario Institucional (pri) al poder. El análisis de esta etapa es justo el motivo del presente volumen.

			Colegas que desde hace tiempo venimos reflexionando y escribiendo sobre los temas de ciencia y sociedad en México, algunos con énfasis en la política de cti, otros en la del sector educativo o en el de la relación entre academia y mercado, nos dimos a la tarea de dar seguimiento a lo propuesto y alcanzado por el gobierno de Enrique Peña Nieto. Este ejercicio se hacía atractivo en virtud de que era la oportunidad de visualizar cómo, desde un campo específico, el del sector de cti, el viejo partido oficial retomaba responsabilidades, visualizaba la política en la materia —luego de 12 años de conducción por el Partido Acción Nacional (pan)— e imprimía nuevos horizontes.

			A cada uno de los autores de este libro le pedimos realizar un balance de lo acontecido en el tema de su especialidad. Luego de varias reuniones de trabajo en las que se discutieron los avances, las limitaciones y los enfoques adoptados, pudimos contar con los 10 capítulos que finalmente integran esta obra y que comparten, entre otros, los siguientes ejes:

			
					La política de cti que se aplicó desde el año 2000 hasta 2018, incluyendo al segundo gobierno de alternancia encabezado por el Revolucionario Institucional, siguió la misma dirección; lo agregado en la gestión del doctor Enrique Cabrero fue el intento por reposicionar la ciencia; los esfuerzos por renovar y rejuvenecer la planta académica; la apertura para crear nuevos organismos de cti; el interés por fortalecer algunas regiones y el incremento de fondos para investigación, a la vez que se dio continuidad a lo establecido en desarrollo tecnológico e innovación, entre lo más destacado;

					En la fase final del análisis y discusión de las diversas aportaciones, coincidimos con el cambio de gobierno. No fue difícil advertir que la nueva administración pública federal está determinada por una amalgama de fuerzas políticas que parece sientan sus raíces ideológicas en el añejo concepto del nacionalismo revolucionario, adosado de un conglomerado ideológico que tiene reminiscencias de muy variado origen.Este conglomerado de fuerzas está cohesionado en un discurso presidencial que repetidamente señala como propósito romper con el neoliberalismo —conceptualizado de una manera poco precisa y con carga valorativa—, que busca recentralizar el poder como estrategia para atender a los grupos sociales más desfavorecidos, a través de una política de asistencialismo social que incluye retomar el dominio del gobierno sobre los intereses económicos.
Si bien todavía no es el momento para llegar a aseveraciones concluyentes, este espíritu se refleja también en el Conacyt y se ha expresado en el intento de desvirtuar lo que se venía haciendo en la materia. Algunas de las acciones emprendidas, a manera de ejemplo, son: el desmantelamiento de lo alcanzado en materia de transferencia de conocimiento y de innovación con el sector productivo; el cuestionamiento a una versión de la ciencia que no se preocupa por resolver problemas de los sectores menos favorecidos; el acento en proyectos aplicados más abocados a resolver problemas de grupos sociales en situación de pobreza o marginación, aunque con una generación de conocimiento diluida; la recentralización de las decisiones y la apuesta por una nueva estructura de gobierno de la cti sin organismos de contrapeso, sin autonomía y con una agenda de investigación muy a tono con los programas asistenciales del gobierno federal.
De ahí que los autores hayamos construido espacios de diálogo en los que comentamos los cambios en proceso y los confrontamos con lo sucedido en la administración previa. Al mismo tiempo, mantuvimos la voluntad y el compromiso de realizar un análisis de lo ocurrido durante el gobierno de Peña Nieto en materia de cti, con el afán de ponderar los avances alcanzados, sin dejar de observar en dónde los propósitos no fueron alcanzados o los esfuerzos se dirigieron hacia otros rumbos.


					A partir de la definición de Javier Echeverría sobre política en ciencia y tecnología —aquella que “promueve, desarrolla y transforma el contexto en el que los científicos van a investigar y los tecnólogos a innovar”—, y considerando que dicho contexto será determinante “para decidir qué investigaciones son procedentes (o prioritarias) y cuáles no” (Echeverría, 2005), coincidimos en la tesis de que esta política debe estar configurada y desarrollarse por distintos cuerpos de la administración pública federal, por los distintos niveles de gobierno, por universidades públicas y centros de investigación, así como por el sector privado. Por ello, tomamos la decisión de centrar el análisis en lo ocurrido en el Conacyt, al considerar que se trata de una buena ventana para mirar lo sucedido y lo que tuvo un peso determinante para decidir, financiar, coordinar e instrumentar las actividades de i+d que se realizan en México.

			

			Finalmente, los autores de los textos que integran el presente volumen esperamos que el ejercicio de investigación, análisis y reflexión cumpla con el propósito de diseñar nuevas rutas que enriquezcan el potencial científico de México y fortalezca sus capacidades en cti, de acuerdo con el nivel que le corresponde como una de las 15 economías líderes a nivel mundial. Asimismo, apostamos por mejorar las condiciones que permitan participar en la generación de conocimiento de frontera en campos de oportunidad, propiciando una más ágil transferencia de conocimiento que ayude a resolver problemas sociales lacerantes y contribuya a un desarrollo equitativo, incluyente, sustentable y en armonía con el medio ambiente.
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			Capítulo I 
  Primeros trazos de una nueva política en cti
  Rafael Loyola Díaz7, Judith Zubieta García8, Tania M. Téllez Serrano9

			Introducción

			El discurso dominante en materia de política científica y tecnológica (cyt) durante las administraciones de los presidentes Vicente Fox Quesada (2000-2006) y Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012) de privilegiar la tecnología y la innovación —bajo el argumento de fortalecer a un sector productivo que sigue sin comprometerse con la innovación y la incorporación del conocimiento como estrategia para ser competitivo y productivo— además de cuestionado, poco a poco empezó a ceder el paso a una visión interesada en restablecer la posición de la ciencia y la investigación fundamental, con el fin de hacerla pertinente y que contribuyera a la innovación.

			Para comprender mejor los cambios y ajustes introducidos durante la gestión del doctor Enrique Cabrero al frente del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) (2013-2018), al tiempo de entender la particularidad y alcances de la política en ciencia, tecnología e innovación (cti) que promovió la administración del presidente Enrique Peña Nieto, en este capítulo analizamos las directrices que la caracterizaron durante los dos periodos presidenciales anteriores (2000-2012). Al revisar el origen del modelo que privilegia la innovación, su introducción en México y sus impactos, también presentamos las propuestas que se generaron ante el proceso electoral de 2012 y los primeros trazos del gobierno de Peña Nieto en la materia, así como la orientación que tuvo el gasto del Conacyt. 

			Debe recordarse que en el sexenio del presidente Vicente Fox, el ingeniero Jaime Parada estuvo al frente del Conacyt durante casi cuatro años; en los últimos dos fue sustituido por el doctor Gustavo Chapela. Por su parte, el presidente Felipe Calderón nombró al maestro Juan Carlos Romero Hicks para dirigir el Consejo durante la mayor parte de su administración, aunque ya casi para terminar fue relevado por el doctor Enrique Villa. Seguramente por su trayectoria y cercanía con instituciones académicas, los dos directores sustitutos —ambos con grado de doctor y amplia experiencia en la gestión— intentaron hacer correcciones de rumbo que, infortunadamente, no lograron cristalizar en el poco tiempo que estuvieron en el cargo.

			Origen y difusión del modelo que prioriza 
el desarrollo tecnológico y la innovación

			Las directrices y acciones que se aplicaron en las administraciones panistas no fueron producto del azar sino derivaciones de un modelo de política pública que tuvo sus orígenes en las recomendaciones que impulsaron organismos internacionales, como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) y el Banco Interamericano de Desarrollo (bid) en los países que reportan un menor desarrollo en la materia, independientemente de sus especificidades. En otros países de la región, los resultados fueron similares a los obtenidos en México, salvo el caso de Brasil que, durante el gobierno de Luiz Inácio Lula da Silva (2003-2011), logró un crecimiento vigoroso en la investigación y el desarrollo tecnológico (i+d).10

			Al rastrear el origen de ese modelo que prioriza el desarrollo tecnológico y la innovación, resulta fácil detectar que, desde hace más de 30 años, varios organismos internacionales han insistido en la necesidad de un aparato de cyt articulado y encaminado a mejorar la productividad y a fortalecer la competitividad de las empresas como estrategia para mejorar el bienestar social y reducir las desigualdades.11

			El concepto de “economía del conocimiento” se acuñó en Europa durante el proceso de constitución del espacio europeo de la investigación y terminó siendo el modelo de política para la ciencia, la tecnología y la innovación (cti) que se adoptó en el viejo continente, además de haber fungido como la “hoja de ruta” que fue exportada por la ocde a sus países miembros y hacia otras regiones interesadas en impulsar la cti. Como parte del proceso de construcción de la Comunidad Europea, se estableció como prioridad el acercamiento a las premisas de la “sociedad del conocimiento”; la última fase de ese proceso se desarrolló en la década de los años noventa del siglo pasado y mantiene sus directrices hasta la actualidad. Esta fase se caracterizó por la pérdida de vigor del proyecto y por ambiciones nacionales para dar paso a la Europa unida, la Europa del conocimiento. Empero, ésta se fue desvaneciendo ante la “economía del conocimiento”, fincada en el objetivo de que el viejo continente estuviera anclado en las competencias y el saber para alcanzar una economía competitiva e innovadora (Karsenty, 2010; Nowotny, Scott y Gibbons, 2001 y 2003). Como parte de este impulso se introdujo en los organismos de investigación el contrato por objetivos para alentar la buena gestión a costa de una pérdida de la visión de conjunto o, como diría Javier Echeverría, una paulatina configuración del modelo de la tecnociencia (Echeverría, 2003). 

			Se puede decir que el proyecto de crear un espacio común para la i+d en Europa se inició con la propuesta de la sociedad de la información que pronto pasó a la del conocimiento, bajo la consideración de que la producción y calidad de vida de la población dependían más de la creación de conocimiento que del intercambio de bienes. Poco después, ya bajo la presidencia de Portugal en la Comisión Económica, la iniciativa se dirigió hacia la creación del Espacio Europeo de Investigación, análogo al Espacio Europeo de Educación Superior, iniciado en 1999. En su reunión del año 2000, la Comisión Europea aprobó lo que se conoce como Estrategia de Lisboa, proyecto que otorga una gran importancia a la innovación en los esfuerzos por alcanzar la meta estratégica de la Unión Europea de volverse la sociedad del conocimiento más competitiva en el 2010. Sus ejes fundamentales son: preparar y organizar la transición hacia una sociedad que combina el crecimiento económico con buenas condiciones de calidad en el trabajo y altos estándares de vida de la población, a lo que se denomina Modelo Social Europeo, teniendo como premisa la competitividad. Con esta decisión, como bien señala Isabelle Bruno, se ató la investigación científica a la economía, decisión que poco después se ratificaría con la resolución de integrar en un solo consejo mercado interior, industria e investigación. Esta decisión del año 2002 echó por la borda la ruta inicial sobre la que había transitado el proyecto, consistente en mantener vinculada la investigación con la educación, la formación profesional y la cultura (Bruno, 2008 y 2010).

			La ocde también trabajó en sentido similar. En 1996 publicó el libro titulado L’économie fondée sur le savoir, que presenta las mejores prácticas de la economía del conocimiento, tomándolas como referencia para encaminar a los distintos regímenes hacia su aplicación y para situar, en el centro de las decisiones gubernamentales, el papel de las empresas y la relevancia de los denominados Sistemas Nacionales de Innovación (sni). Bajo este supuesto estableció el Triángulo del Conocimiento, consistente en la producción del saber por la investigación, su difusión por medio de la enseñanza y su valorización mediante la innovación (Bruno, 2008; ocde, 1996). Tanto la visión como la hoja de ruta han sido utilizados por este organismo para implantar el modelo en los países asociados y en aquellos otros que lo solicitaron.

			Resulta evidente que, entre los años 2000 y 2012, México asumió los diagnósticos y recomendaciones emanados de dicho modelo para construir el ambicionado Sistema Nacional de Innovación.

			Por su parte, en el año 2000, el Banco Interamericano de Desarrollo (bid) elaboró su estrategia para la región.12 Sin desconocer avances significativos que registraban algunos países, particularmente Brasil, Argentina, Chile, México, Costa Rica, Venezuela y Colombia, afirmó que, al igual que 40 años atrás, persistía un rezago en productividad, tecnología y ciencia. Con esta apreciación estableció como principal problema esa baja productividad (situada por debajo de la mitad del promedio mundial), señalándola como la explicación del poco aprovechamiento tecnológico y la baja competitividad de las empresas. A este problema sumó los de competitividad rezagada, gasto en i+d por debajo del 1 por ciento del Producto Interno Bruto (pib), dominio del sector público, producción científica por debajo de la media mundial (concentrada en Brasil, México, Argentina, Chile y Venezuela). Además, acusó atrasos en infraestructura en cyt, bajos salarios y opacidad en la asignación de fondos. En el diagnóstico se reconocían progresos en aspectos normativos, metrología y control de calidad, y reportaban éxitos en i+d en los países punteros, pero fue enfático al señalar que las empresas carecían de “tradición tecnológica”. En el diagnóstico se insiste que la inversión en i+d debía reposar en las empresas, particularmente en los países de ingresos medios, aunque manifestó reservas por el bajo desempeño del capital privado, apreciación que lo llevó a plantear la necesidad de “comprender mejor por qué razón las empresas gastan tan poco en i+d” (bid, 2000).

			Con fundamento en ese diagnóstico y a pesar del errático rendimiento en i+d, de la complejidad para lograr vincular universidad y empresa y, sobre todo, de la baja participación del sector privado, el documento del bid definió una estrategia cuyo elemento central se ubicó en el desarrollo de la tecnología. Para el caso, estableció los siguientes objetivos:

			lograr que las empresas y otras instituciones incorporen cada vez más nuevas tecnologías en la producción y los procesos conexos; acrecentar los montos, la eficacia y la productividad de las inversiones en ciencia y tecnología; elevar la cantidad y la calidad de los recursos humanos de nivel superior; establecer vinculaciones más estrechas entre los distintos componentes de los sistemas nacionales de innovación; fortalecer la cooperación internacional en cyt, y complementar todas estas medidas con inversiones en educación básica, media superior y superior, y en capacitación (bid, 2000: 2).

			El compromiso con este objetivo llevó al banco a considerar la conveniencia de desatender por el momento a la investigación científica, en aras de favorecer el desarrollo tecnológico como estrategia para impulsar crecimiento económico, fortalecer el empleo, mejorar la producción agrícola, la salud y la calidad y precios de los productos y servicios que llegaran al consumidor. En esta tesis el bid fue enfático, a la vez de prudente, al considerar que la estrategia no estaba desligada de la ciencia, y menos de su menosprecio, al puntualizar: “se debe hacer hincapié en el desarrollo de la tecnología —acrecentando la difusión y la utilización de i+d en el sector productivo—, de modo de rectificar una situación que ahora favorece a la investigación científica, si bien ambos elementos se tendrán que fortalecer en el futuro” (bid, 2000: 3).

			Así pues, para la primera década del nuevo siglo el entorno internacional, los organismos vinculados a la problemática y los expertos tomaron como hoja de ruta el necesario avance hacia la constitución de un Sistema Nacional de Innovación, cuyo objetivo era llevar la investigación científica al mercado, impulsar la productividad, fomentar el aprovechamiento de la tecnología por las empresas y cimentar esta dinámica en el sector productivo con el propósito de lograr que sus porcentajes de inversión en cyt se acercaran a los de los países líderes. En esta apreciación no deja de reconocerse el papel que debía tener el Estado como promotor y conductor de la política en cti, de forma tal que incluso el bid puntualizó que, si el Estado no la financiaba, la sociedad no podría “cosechar cabalmente los beneficios de las innovaciones tecnológicas”; para el caso, le asignó las responsabilidades de formar científicos y docentes, a la vez de “capacitar científicos e ingenieros” (bid, 2000: 7).

			Huelga decir que este organismo financiero, con supuestos similares a los de la ocde y con cuantiosos recursos económicos para implantar el modelo de la innovación, tuvo una influencia determinante en el desarrollo de la cyt en América Latina, y México no fue la excepción (Sagasti, 2011).

			La introducción del concepto “innovación” en México

			En el caso de México, esos mismos organismos multilaterales manifestaron extrañamiento no sólo por el rezago que evidenciaban los indicadores más ortodoxos que pretendían dar cuenta del avance de la i+d en cualquier economía del mundo, sino también por la distancia que existía entre los espacios de generación de conocimiento y el sector productivo, por la fragilidad o desinterés de las empresas en invertir en conocimiento e innovación, y por lo errático o fallido de las políticas aplicadas en materia de transferencia de conocimiento. En la misma dirección, dichos organismos habían venido externando su preocupación por la fragilidad y baja operatividad de los “Sistemas Nacionales de Innovación” que ellos mismos contribuyeron a implantar (Sebastián, 2007; Bruno, 2008; Cimoli, 2000; bid, 2000; Sagasti, 2011; unesco, 2010; ocde, 2012). Por ello, es conveniente revisar los orígenes de la incorporación del término “innovación” en el discurso oficial mexicano y observar que, más que una moda, pareciera que el concepto es ya una característica intrínseca de las sociedades modernas. Casi podríamos decir que se trata de un sinónimo de avance tecnológico, pero también de una visión y de un conjunto de estrategias para el crecimiento económico, aunque pocos autores se hayan detenido a cuestionar cómo es que la innovación pasó a formar parte del paradigma dominante.

			Desde hace más de seis décadas, Schumpeter (1942) reconoció que el motor del modelo económico actual es la innovación aunque, ya desde la época del Renacimiento, Francis Bacon (1625) hubiera considerado que los procesos asociados a toda innovación conllevan ciertos riesgos.13 El simple reconocimiento del posible impacto negativo de la innovación —y, consecuentemente, de las políticas tecnológicas adoptadas— obliga a reflexionar sobre el papel que debe jugar la cyt en la búsqueda de mejores condiciones de vida, de sistemas productivos más competitivos, y como garante de la capacidad de una nación para enfrentar los desafíos y las aspiraciones de la población, en un mundo cada vez más interconectado.

			En efecto, si la innovación se ha convertido en un valor social y políticamente aceptado para el modelo económico vigente, particularmente en los países desarrollados y en algunos de los emergentes, antes de haberla incorporado como elemento central en la política pública en materia de cyt debería haberse reflexionado sobre qué tipo de valores son los que se le han de relacionar y cuáles sus implicaciones éticas, tanto en términos de sus ventajas (por su potencial generador de valor) como de sus desventajas (por su potencial destructivo). En este debate necesariamente deberían participar universidades y centros de investigación y desarrollo (i+d), que son en nuestro país las instituciones fundamentales en la generación de conocimiento. No obstante, cuando este concepto empezó a tomar fuerza en las administraciones del Partido Acción Nacional (pan), este debate no se abrió a la comunidad.

			Consecuentemente, en la primera década del nuevo siglo, México asumió un papel ejemplar en la tarea de instrumentar las orientaciones de una política que privilegiaba dicha concepción de innovación, la cual se puede resumir en tres puntos: 1) ciencia para el desarrollo (sin adjetivos); 2) ciencia para el incremento de la productividad; y 3) ciencia para aumentar la competitividad de las empresas. Con este propósito, y en una aplicación obsecuente —sin las obligadas mediaciones nacionales—, se siguieron las recomendaciones de los organismos internacionales ya mencionados.

			Como se expuso en el apartado anterior, la ocde elaboró una agenda —definida por la investigación aplicada, el desarrollo tecnológico y la innovación— hacia la que debía dirigirse no sólo el entorno normativo y la arquitectura del andamiaje institucional encargado de la gestión de la cti, sino también —y de enorme trascendencia— los fondos públicos disponibles (amc / fccyt, 2005; Loyola y Zubieta, 2005; Ibarrola, 2007; Paredes y Loyola, 2010; Conacyt, 2010: 336).14 En México esto ocurrió de una manera abrupta y sin haber advertido que esa agenda estaba dirigida a retomar la competitividad de los países europeos que se veían rezagados al lado de la economía norteamericana y la de los países asiáticos, en el entendido de que ya disponían de una sólida comunidad científica (Bruno, 2008).

			En los hechos, la Asociación Mexicana de Directivos de la Investigación Aplicada y el Desarrollo Tecnológico, A.C. (adiat) se convirtió en una especie de think tank para el Conacyt, promoviendo acciones siempre acordes con los dictados de la ocde y con una reducida apertura hacia las expresiones de otros sectores de la comunidad académica, particularmente de aquellos que trataban de impulsar una visión distinta.

			En el modelo legado por las dos primeras administraciones públicas federales de este siglo se diluyó la importancia de los diferentes roles que pueden jugar científicos y tecnólogos, se estrechó la visión y participación a un grupo cerrado —compuesto eminentemente por directivos de centros vinculados a grupos empresariales o a las mismas empresas— y también a la mirada proveniente de una sola corriente de pensamiento dentro de la Sociología de la Ciencia o incluso dentro de la Sociología de la Innovación, habiéndose llegado al extremo de generar una suerte de conflicto, para el momento inexistente, entre científicos y tecnólogos.15 En esta circunstancia, lo que no vieron los replicadores del modelo ocde y bid fue que, para ese momento, México estaba en proceso de consolidar una comunidad científica que, aunque reducida en tamaño, ya era robusta y podía fungir como preámbulo para incursionar en el desarrollo tecnológico.

			Este contexto —caracterizado por el impulso de organismos internacionales dominantes en la definición de políticas científicas y su consecuente implantación en administraciones públicas que tenían un equipo embebido de esa filosofía en el Conacyt, además de las personas que dirigían la adiat y un grupo de científicos sociales que operó como correa de transmisión de esa visión— explica el espíritu empresarial que envolvió al Conacyt y su discurso por la productividad y la competitividad. El imperativo de la innovación estuvo acompañado por la asignación de fondos cuantiosos a los actores que exaltaban “la tecnología y la innovación”, aunque no hubiese evidencias de su capacidad para desarrollarlas ni de lo que se entendía por una u otra. Mientras fluían considerables peculios hacia la iniciativa privada, los destinados a la investigación no solamente fueron reducidos comparativamente, sino que el Conacyt los compartió con la Secretaría de Educación Pública (sep). Efectivamente, esta Secretaría se convirtió en la protectora de la ciencia, dejando de lado a un Conacyt que se alejó de su función de Consejo de Ciencia (Loyola y Zubieta, 2005).16

			Un dato que revela con claridad los cambios en las prioridades para asignar recursos en esa época es la distribución del gasto en investigación y desarrollo experimental (gide) que reportó México entre los años 2000 y 2012. Mientras que en el año 2000 el rubro de desarrollo experimental solamente recibió 2’535,967 miles de pesos (equivalente a un 16 por ciento del total de recursos del sector gobierno y alcanzando casi el 25 por ciento del gide total), para el año 2009 ya absorbía poco más de seis veces ese monto, alcanzando un 43 por ciento en el gide nacional (es decir, 27’065,178 miles de pesos, de los cuales el 23 por ciento provino del gobierno, porcentaje que corresponde al 31 por ciento del presupuesto asignado al sector), siendo notoriamente mayor al presupuesto asignado ese año a la investigación básica, que apenas alcanzó el 25 por ciento del total.17 Como se mostrará más adelante, son evidentes los cambios favorables que registra el gide a partir del 2010, periodo en el que se observa una distribución más balanceada del gasto, en beneficio de la actividad científica de nuestro país (Conacyt, 2018).

			Dicho brevemente, el Conacyt asumió el control de los fondos de tecnología e innovación y los convirtió en su actividad central, mientras que el fondo de ciencia no solamente quedó estancado, sino que, al compartirlo con la sep, se vio mermado. En este mismo sentido es que se explica la práctica sectorización del Conacyt en la Secretaría de Economía.18

			Gráfica 1

			Distribución del gide del sector productivo por tipo de actividad, 2000-2017
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			Fuente: Conacyt (2017: 179; 2013a: 200; 2011: 198).

			Al analizar la distribución de la aportación del sector productivo al gide entre 2000 y 2012, no extraña que ésta haya estado centrada en el “desarrollo experimental”, como se puede apreciar en la gráfica 1.

			Si bien se reconoce que en la larga hegemonía priista se dieron avances en materia de cyt, no se puede afirmar que se hayan tomado las decisiones más ambiciosas que pudieran haber garantizado un sistema nacional vigoroso en la materia, incluso a pesar de la bonanza petrolera de los años setenta y noventa del siglo pasado. Un indicador de carácter general que resume en buena medida el tamaño del esfuerzo e interés del gobierno federal en ese largo periodo es el porcentaje del pib que se destinó al gide y que siempre ha estado muy lejos del 1 por ciento recomendado por la unesco y por la ocde. En este panorama no dejan de sorprender los buenos años para la cyt mexicanas durante la última década del siglo xx, donde en 1999 se destinó el 0.41 por ciento, cuando en 2000 se ejerció un 0.31 por ciento (Conacyt-dape, 2018).

			Otros saldos del inédito esfuerzo por la innovación

			Debe reconocerse que, durante las administraciones panistas, las capacidades científicas y tecnológicas a nivel nacional tuvieron un progreso constante, aunque no significativo, además de que en algunos años fue inferior al impulso de las dos décadas previas. En lo particular, el cambio hacia una concepción centrada en la innovación implicaba incrementos en los indicadores asociados a la productividad científica, la transferencia tecnológica y la participación del sector privado en el sistema nacional de cti.

			A continuación, presentamos el comportamiento de algunos de esos indicadores para evidenciar los errores de haber adoptado un modelo que no respondía ni a las necesidades del país, ni a la comunidad científica ni a las expectativas del sector empresarial.

			En lo relativo a la inversión privada en cyt, ésta no se logró promover a niveles siquiera cercanos a la inversión pública, lo cual se contrapone con una premisa básica de la innovación tecnológica —en el marco de la economía del conocimiento— respecto al papel fundamental del sector privado en la inversión en la materia. En ese sentido, si bien la participación del sector privado en el gide llegó a alcanzar un 57 por ciento en 2005 (que fue la cifra más alta en todo el periodo), este porcentaje disminuyó año con año hasta 2012, año en el que representó tan sólo el 31 por ciento (Gobierno de la República, 2018).

			Precisamente en el tema de los recursos hay que destacar que en 2002 se crearon los fondos mixtos (Fomix), con el objetivo de vincular al Conacyt con las entidades federativas, una iniciativa que se recuperó durante la administración que inició en 2012, como parte de una política de apoyo a la descentralización científica y fortalecimiento de las regiones menos favorecidas. En ese sentido, si bien el número de proyectos aprobados en el marco de estos fondos no mostró una tendencia clara entre 2002 y 2012, el presupuesto aumentó cada año, comenzando con 172 mdp y llegando a los 1,169 mdp en el último año.

			Por su parte, el indicador sobre producción científica evidencia que las publicaciones de mexicanos incluidas en el Institute for Scientific Information (isi) aumentaron de 4,633 en el año 2000, a 11,216 en el 2011. Sin embargo, la participación porcentual de la producción mexicana en el total mundial prácticamente se estancó a partir de 2007 (Conacyt, 2005 y 2013b).

			En el ámbito de la formación de recursos humanos, las becas de posgrado tuvieron un incremento constante, pasando de 10,249 en el 2000 a 44,833 en 2012. Sin embargo, la proporción de becas destinadas al extranjero no aumentó al mismo ritmo, pues de 2,331 becas para realizar estudios fuera de México al inicio del periodo, únicamente se registraron 3,789 al final del periodo. Esta proporción no es acorde con los requerimientos de las instituciones de educación superior en el contexto de la economía del conocimiento, donde la movilidad de estudiantes representa la posibilidad de generar flujos y redes de conocimiento, además de romper la endogamia que generalmente empobrece el trabajo académico.19

			En cuanto a los recursos humanos ya formados en cyt, el Sistema Nacional de Investigadores (sni) registró un crecimiento constante y rompió el relativo estancamiento experimentado en la década de los noventa. Este sistema estaba integrado por 7,466 investigadores en el año 2000, mientras que en 2012 ya se había alcanzado una cifra de 18,554. Asociado a este indicador, en las estadísticas oficiales también se consideran los recursos humanos que cuentan con estudios de posgrado, mismos que se duplicaron entre 2000 a 2005, aumentando de 22,228 a 43,922, siendo esta última cifra la mayor de todo el periodo, pues a partir de ese año y pese al gran incremento registrado en esa etapa, hubo disminuciones hasta llegar en 2012 a su cifra más baja: 29,921 (Conacyt, 2010b, 2012).

			Uno de los indicadores que tradicionalmente se utiliza para mostrar la actividad innovadora de una nación, aunque no el único ni el más adecuado en ciertos contextos, es el número de patentes. Así, las patentes solicitadas en México tuvieron un periodo de estancamiento del año 2000 al 2004 (en el año 2000 se solicitaron 13,061 patentes, mientras que, en 2004, apenas se registraron 13,194 solicitudes).

			Es conveniente destacar que la composición de las patentes solicitadas según la nacionalidad de quien las postula muestra una escasa participación de mexicanos. Desde 1993 y hasta 2006 las solicitudes que éstos presentaron no superaron las 600; no obstante, a partir de 2007 y hasta 2012 el número de solicitudes postuladas por nacionales se duplicó, alcanzando un total de 1,292 (impi, 2018: 6). Si bien se trata de una cifra muy menor en comparación con las solicitudes presentadas por extranjeros —fundamentalmente de Estados Unidos, Alemania y Japón—, las cifras evidencian el reducido impacto del Programa de Estímulos a la Innovación (pei) implementado en 2009, en sustitución del Programa de Estímulos Fiscales.

			En lo relativo a las patentes otorgadas, observamos un crecimiento constante desde 1995, aunque las patentes otorgadas a mexicanos no hayan superado las 300 y únicamente hayan estado por encima de las 200 en el periodo de 2009 a 2012. Este volumen nuevamente resulta insatisfactorio frente a las 5,924 otorgadas tan sólo a estadounidenses en el último año del periodo (impi, 2018: 9). Esta circunstancia también se refleja en el coeficiente de inventiva nacional, que hasta 2007 se mantuvo en cifras cercanas a las registradas en la década de los noventa, registrando pequeños incrementos a partir de 2008 hasta alcanzar un 0.13 en 2012. Resulta evidente que se trata de niveles sumamente desventajosos, pues el coeficiente de inventiva de Japón en 2004 fue de 32.41, mientras el de Corea ascendió a 20.18, Alemania reportó un coeficiente de 12 y Estados Unidos, de 6.95 (Conacyt, 2017: 90; Albornoz, 2010). Como era de esperar, el mismo fenómeno se observa en la relación de dependencia tecnológica, que pasó de 406.7 mdd de egresos y 43.1 de ingresos en 2000, a 772.6 mdd de egresos y 96.4 de ingresos en 2011 (Conacyt, 2013b: 81).

			En otro aspecto, no menos importante, los centros públicos de investigación (cpi), en particular el Sistema de Centros Conacyt, se descuidaron y se relajó su importancia como modelo alterno y prometedor para la investigación, la formación de recursos humanos y el desarrollo tecnológico, además de significar un instrumento privilegiado para que el sector público y las empresas potenciaran sus esfuerzos en materia de innovación.20

			A los cpi y centros Conacyt se les restó vitalidad por acciones u omisiones como las siguientes: 1) se obstaculizó el ejercicio de su autonomía técnica, administrativa y operativa que les otorga la ley; 2) carecieron de una política de fomento y consolidación, y no dispusieron de mecanismos de planeación y financiamiento de largo plazo que ampliaran sus potencialidades y les permitiera su ampliación hacia otras regiones del país; 3) resintieron una sobrecarga regulatoria que les complicó cumplir con los requisitos de una auténtica rendición de cuentas; y 4) no se actualizaron los mecanismos y criterios de operación que ya se habían agotado, como es el caso de los de evaluación y, peor aún, experimentaron la falta de criterios y mecanismos apropiados para la designación de sus titulares, de tal suerte que se fortaleciera la competencia de liderazgos creativos y pertinentes para los propios centros.

			Las notas apuntadas como un breve diagnóstico de los cpi en el párrafo anterior pusieron en evidencia la necesidad de contar con un marco jurídico renovado que les otorgara certeza respecto al estatus del personal científico —pendiente que sigue sin ser resuelto— y les permitiera mejorar sustantivamente los mecanismos de vinculación y de fomento a la innovación, además de la urgencia de diseñar una política visionaria y ambiciosa que fuera más allá del Conacyt para recrear y fortalecer el modelo de cpi.

			En suma, a pesar de los cuantiosos recursos que se invirtieron en cti, los saldos estuvieron lejos de los esperados en materia de innovación y el aparato que se legisló para mejorar la gobernanza de la cti no solamente no agilizó la toma de decisiones, sino que la complicó. Tampoco operaron los mecanismos de seguimiento —al no funcionar del todo su sectorización en la Presidencia de la República— ni las nuevas instancias que fueron creadas a la par de la nueva ley.

			Así pues, los magros resultados de las dos administraciones panistas se condensan en el estancamiento o progreso marginal de los indicadores de cti; en el desplazamiento de la comunidad científica de los espacios de decisión en beneficio de burocracias y de algunos sectores empresariales; en un estancamiento de los ya de por sí frágiles indicadores de desarrollo tecnológico e innovación, a pesar de los significativos recursos y programas que se les destinaron; en el fracaso de los esfuerzos por incrementar la participación de las empresas en la inversión en i+d y por lograr que se incorporara el conocimiento en sus actividades. Si bien el número de miembros en el sni casi se triplicó, también se advierten señales de su falta de renovación y, por lo mismo, del envejecimiento de la planta académica, además de la falta de interés por crear nuevos centros de investigación, junto con el descuido en el fortalecimiento de la infraestructura.

			Empero, a su favor está el haber metido en la agenda pública la innovación y en haber logrado, junto con la resectorización del Conacyt fuera de la sep, la creación de un ramo presupuestal exclusivo para la cyt, el ramo 38.

			Con base en estos saldos de la política en cti de los primeros 12 años del tercer milenio, podemos identificar los cambios planteados en la política científica durante el sexenio del presidente Enrique Peña Nieto. En los siguientes apartados, luego de abordar brevemente el debate sobre la cti en la etapa electoral de 2012, presentaremos algunos de los indicadores más relevantes y, en función de su disponibilidad, su comportamiento a partir del año 2000. Éstos evidenciarán algunos de los cambios que se empezaron a registrar a partir de la llegada al poder de un nuevo gobierno.

			La renovación de los poderes federales 
en 2012 y las propuestas para la CTI

			Ante la oportunidad que representaba la renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo en el ámbito federal, durante 2012 circularon cinco grandes propuestas para la política que se debería diseñar en materia de cti. La primera está contenida en el documento titulado Declaración de Monterrey: sociedad y economía del conocimiento para impulsar la competitividad y el desarrollo sustentable de México, formulado por la adiat (2012); la segunda tiene el título de Inclusión con responsabilidad social. Una nueva generación de políticas en educación superior, formulada por la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (anuies, 2012); la tercera fue presentada por el doctor Arturo Menchaca en su calidad de presidente de la Academia Mexicana de Ciencias (amc) con el enunciado El único camino hacia el desarrollo de México pasa por el conocimiento (mimeo). La cuarta propuesta está contenida en el documento denominado “Propuestas de la Secretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación” (mimeo), a cargo del doctor René Drucker Colín y avalada por el candidato del Partido de la Revolución Democrática (prd), Andrés Manuel López Obrador. La quinta es el documento titulado Hacia una Agenda Nacional en Ciencia, Tecnología e Innovación, promovido por la Universidad Nacional Autónoma de México (unam) y avalado por 64 instituciones, entre las que se encontraban universidades y organismos públicos de investigación, otras instituciones de Educación Superior (ies) privadas, academias profesionales y algunas empresas (unam et al., 2012). Sin duda, esta última fue la propuesta más respaldada.

			En el diagnóstico sobre el saldo en la materia, todas las propuestas coincidieron en que existía rezago en todos los rubros y una limitada inversión con respecto al pib, además de que lo invertido se situaba en el nivel más bajo de los países de la ocde, también distante de lo que invierten otras economías emergentes y por debajo del promedio de otras naciones de América Latina. Más aún, enfatizaban que la inversión de la iniciativa privada era muy reducida con respecto a lo que ocurría en otros países; afirmaban que era limitado el número de investigadores y tecnólogos para una población y una economía como la mexicana, y que la formación de doctores estaba muy lejos de lo reportado por otros países —siendo Brasil la referencia permanente— y poniendo en evidencia las grandes distancias que nos separan de los países líderes.21

			Luego de estas grandes convergencias, cada propuesta formuló apreciaciones particulares. Mientras la adiat no hizo mayor cuestionamiento al modelo vigente, más allá de reconocer que la inversión privada no había estado por encima del 2.0 por ciento del pib y señalar que el Estado debía invertir más, la anuies expuso que la existencia de dos ramos presupuestales —uno para educación superior y otro para ciencia— había contribuido a la desarticulación entre ambas esferas; la amc subrayó que se había dado una degradación en el interés y responsabilidad del Estado de fomentar la ciencia, de tal suerte que la cti prácticamente había desaparecido de las prioridades en la agenda pública.

			En el documento del doctor Drucker se mencionaba la caducidad del modelo público que se había aplicado hasta ese momento, la persistencia de una compleja e inoperante estructura para gestionar la cti, una normatividad rebasada y fuera de sintonía con las nuevas condiciones que se demandaban del quehacer científico, al igual que para promover el desarrollo tecnológico y la innovación. Además, se señalaba que desde hacía más de 10 años se había adoptado un modelo sin las debidas mediaciones nacionales y sin considerar la infraestructura, la política económica y las características del empresariado mexicano, por lo cual era imposible responder favorablemente a una política volcada a incrementar la productividad y la competitividad de las empresas. 

			Por su parte, la propuesta de la unam destacaba la baja inversión en cti con respecto al pib y los pobres indicadores en rubros como el número de investigadores, formación de doctores y en patentes registradas por connacionales, además de reconocer una gobernanza poco operativa en virtud de la sectorización del Conacyt en la Presidencia de la República y de un Consejo General (el cgicdti), presidido por el Ejecutivo federal, que no operaba y había dejado al sector en una suerte de indefinición y falta de seguimiento por parte del gobierno federal.

			En el rubro de las propuestas se dieron coincidencias significativas, con excepción de lo planteado por la adiat. En efecto, hubo coincidencia en la necesidad de reubicar la cti dentro de la agenda pública, de lograr que fuera incluida entre las prioridades y se asumiera como estratégica para el desarrollo nacional; por ello se pronunciaron por elevarla a rango de secretaría de Estado. En este tema, la propuesta de la unam sugirió que el gobierno decretara la cti como prioritaria y que, si la Presidencia de la República no fortalecía su apoyo al sector, mejor se optara por crear una secretaría de Estado, dedicada exclusivamente a la ciencia o de manera conjunta con la educación superior.

			En dirección similar se planteaba la urgencia de que se cumpliera el ordenamiento legal de asignarle el 1 por ciento del pib, porcentaje que debería alcanzarse con la participación del sector privado. Por su parte, la unam propuso que también participaran en este esfuerzo los gobiernos de los estados, coincidiendo con otros en la necesidad de fortalecer y aumentar las plazas de investigadoras e investigadores, duplicar el número de becas y mejorar la infraestructura. Un punto sobresaliente fue la sintonía que se registró en la definición de nichos de oportunidad y en estimular una investigación que fuera pertinente para la atención de requerimientos nacionales y de los dilemas regionales. También se pronunciaron por el fortalecimiento y autonomía de los centros Conacyt y por la actualización y simplificación de la normatividad vigente.

			Desde luego, hubo diferencias o puntos donde las visiones se distanciaron. La propuesta de la adiat, por ejemplo, básicamente reiteraba que se favoreciera la relación con las empresas y que las prioridades fueran las expresadas por la iniciativa privada, con lo cual se insistía en la necesidad de que el sector de investigación definiera su quehacer en función de las empresas y que el Estado otorgara mayores recursos y legislara un entorno normativo favorable. Sobre el papel que deberían jugar las empresas, además de colaborar con las ies, solamente se pronunciaba porque invirtieran más, al pasar del 15 al 45 por ciento del porcentaje de la inversión global en cti para el año 2018.

			La anuies, la unam y el documento de Drucker destacaron la necesidad de tener otra plataforma para la coordinación y gestión de la cti junto con la construcción de una nueva institucionalidad que flexibilizara, fuera más eficiente y mejorara la toma de decisiones en la materia, además de reiterar la urgencia de retomar el binomio ciencia-tecnología, al igual que su vinculación con la educación superior, punto en el que también coincidió Arturo Menchaca. Entre las grandes orientaciones, sus propuestas se inclinaron por una cti comprometida con un modelo de desarrollo sustentable y cuidadoso del ambiente.

			La propuesta de la unam hizo particular insistencia en darle centralidad a la ciencia, argumentando su potencial para transformar la realidad y destacando la importancia de la libertad para su mejor desarrollo, además de su ineludible carácter laico y apartidista. Por lo mismo, estimó que el conocimiento debería ser considerado bien público y fundamental en materia de soberanía y seguridad nacional. De manera similar, insistió en el rol de ésta en la innovación y para la atención de los problemas o necesidades nacionales, sin dejar de lado el impulso a la investigación de frontera y enfatizando que la ciencia se rige por su propia lógica; esto es, que no debe estar supeditada a necesidades específicas.

			Tales propuestas se pronunciaron por el fortalecimiento de la planeación y la evaluación institucional —incluso la unam sugirió la creación de un Sistema Nacional de Evaluación—, por una visión y una política que considerara todas las ramas del conocimiento y la vocación por el cultivo del conocimiento de frontera, incluyendo las ciencias sociales y las humanidades, disciplinas a las que también incluyó en la definición de nichos de oportunidad.

			De manera análoga, coincidieron en fortalecer la vinculación y el impacto social en la conveniencia de formar profesionales en transferencia de conocimiento, punto en el que también convergieron con la adiat. A la vez, la unam se pronunció por reformar la normativa para facilitar la vinculación, por la creación de una Agencia Nacional de Innovación y hasta por el regreso y fortalecimiento de los estímulos fiscales para las empresas que incorporaran i+d y fueran emprendedoras. Conviene mencionar que en su propuesta también resaltó que la innovación era más una competencia de las empresas que de la academia.

			En cuanto a los centros Conacyt y otros cpi, varias propuestas compartieron la idea de fortalecerlos y de diseñar una política de largo plazo. El documento del candidato del prd, por un lado, agregó que se les debía dar plena autonomía de gestión, mejorar los mecanismos de designación de sus titulares y dotarlos de una ventanilla, en el sector público y al más alto nivel, que los coordinara, promoviera e impulsar su crecimiento y los consolidara como modelo de i+d. Por otro lado, la propuesta de la unam propuso fundar centros para investigar temas estratégicos y aprovechar los nichos de oportunidad de las regiones, de ahí que también insistiera en la necesidad de aplicar una política diferenciada que fortaleciera a las regiones menos favorecidas en cyt, al tiempo que se dotaba a los cpi de una ley orgánica acorde a sus especificidades.

			Dado este panorama, se puede decir que en realidad había básicamente dos visiones y dos tipos de propuesta. La primera fue la de la adiat, la cual se puede definir como la de la continuidad de la política que estaba en curso luego de 12 años de administración del pan, los cuales fueron exitosos en tanto logró posicionar su postura para la orien­tación de la política en cti, y el Conacyt destinó cuantiosos recursos públicos a sus intereses y programas, aunque los saldos no hubieran sido del todo favorables a sus propósitos. Empero y en apego a lo que con singular claridad escribieron algunos de sus seguidores, los resultados se quedaron cortos en virtud de que las capacidades del Conacyt se restringieron “por la fuerte influencia de las élites científicas sobre la toma decisiones, el proceso de evaluación, la definición de objetivos y la conducción de la política de cti”; desde esa perspectiva, afirmaron que el denominado sistema de innovación había quedado cautivo entre la agenda de investigadores y estudiantes de posgrado frente a otro tipo de necesidades, para rematar con la conclusión de que “los beneficiarios de los instrumentos, estudiantes e investigadores, han crecido rápidamente a lo largo del periodo de análisis (1940/2010, nota de los autores), dejando poco espacio de maniobra para apoyar al resto de los instrumentos disponibles” (Corona et al., 2013: 24).

			La otra visión fue la que compartieron la anuies y la propuesta del doctor Drucker, avalada por el candidato a la presidencia del prd, a la que mucho se acercaron tanto la presentada por la amc como la que, con mayor detalle en consideraciones y sugerencias, se presentó en el documento pivoteado por la unam. Esta segunda visión se resume en llamar la atención sobre la pobreza de los resultados obtenidos y la falta de competitividad de México frente a economías similares —tanto en el ámbito latinoamericano como ante los demás miembros de la ocde—, además de coincidir en señalar la inoperancia de la estructura para la gobernanza de la cti. De manera particular, acentuó la definición de prioridades y de campos estratégicos o de nichos de oportunidad, se inclinó por el lanzamiento y fortalecimiento de proyectos ambiciosos, junto con la creación de nuevos organismos de i+d, al tiempo de fortalecer los centros Conacyt y el modelo de cpi. Finalmente, debe reconocerse que a la vez que subrayó la conveniencia de elevar la jerarquía de la cti en el interés del Estado (a través de una mayor atención presidencial o, mejor aún, mediante la creación de una secretaría de Estado), también puso en la ecuación la mejora del marco normativo. Más aún, la unam se pronunció por una ley que estableciera competencias en los tres niveles de gobierno, promoviera la descentralización y fomentara la vinculación.

			El documento que formuló la unam por intermediación de su Coordinación de la Investigación Científica —y, como ya se mencionó, al que se sumaron los principales actores académicos y sectores empresariales interesados en un mejor acercamiento entre la ciencia y la empresa— constituyó el principal referente sobre el que se construyó la política que fue impulsada durante la administración del presidente Peña Nieto.22

			Los horizontes del nuevo gobierno

			Desde la ceremonia en la que se dio posesión al doctor Enrique Cabrero como director general del Conacyt, tanto el titular entrante del Ejecutivo federal como el nuevo responsable de la cti marcaron la ruta a seguir, en concordancia con los principios de convergencia analizados en el apartado anterior y sin romper con el tema de la innovación ni abandonar el propósito de lograr que la i+d contribuyera a incrementar la productividad y competitividad del país. En esta circunstancia, la visión y las propuestas que distinguieron los postulados de la nueva política en cti estuvieron fundamentados en seis ejes:

			
					Ubicar a la ciencia en el centro del sistema, reconociendo la relación que existe entre la investigación básica, el desarrollo tecnológico y la innovación;

					Reconocer que la estructura institucional era inadecuada y que había rezagos en el plano normativo;23

					Abordar el desafío de la transferencia de conocimientos más allá de simplemente canalizar recursos sin supervisión ni seguimiento;24

					En materia de financiamiento, además de reforzar el presupuesto, asumir el compromiso de alcanzar lo estipulado en la ley; es decir, asignar el equivalente al 1 por ciento del pib al gide al término el sexenio, además de diseñar una estrategia que permitiera triplicar el presupuesto en 8 o 10 años;25

					Retomar la práctica de asignar o establecer prioridades;26 y,

					Instrumentar políticas diferenciadas para apoyar regiones y entidades con menos capacidades en cti.

			

			En un país donde el eslabón más débil de la cadena que conecta la generación de conocimiento con su aplicación es precisamente el sector privado —como lo reconocieron en varias ocasiones los directivos del Conacyt y ha quedado asentado en evaluaciones realizadas por la ocde y el Foro Consultivo Científico y Tecnológico (fccyt)—,27 reviste una importancia estratégica que el Estado promueva el fortalecimiento del sector y asuma su liderazgo. Esto debe darse a la par de explorar nuevas vías que permitan a las empresas mexicanas entender y aceptar que no serán competitivas si no invierten y aprovechan el conocimiento, especialmente el que se genera o puede generarse en el territorio nacional.

			No obstante, el propio doctor Cabrero reconocería, luego de cuatro años de haber iniciado su gestión, que, si bien el gobierno pretendía alcanzar el objetivo de asignar el 1 por ciento del pib a cti, con el sector privado el nivel de inversión no se mantenía igual; en su opinión, el sector privado era “mucho más cauteloso y gradualista” a la hora de invertir en la materia.28

			El Programa Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación 
(peciti 2014-2018)

			A pesar del retraso que acusó la presentación del peciti, no fue sino hasta mediados de 2014 cuando se aprobó y se dio a conocer. El objetivo fundamental y los nuevos propósitos del Conacyt —vistos desde el peciti y en algunos otros documentos, entre los cuales destaca el Programa Institucional 2014-2018— señaladamente insistían en impulsar a México “hacia la economía del conocimiento” y en lograr “que el desarrollo científico y tecnológico se constituyan en pilares del desarrollo económico y social sustentable” (Cfr. Conacyt, 2014a: 5). Con ese propósito se establecieron como objetivos particulares el incremento de la inversión nacional en cti hasta alcanzar el 1 por ciento del pib en el gide,29 y el fortalecimiento del capital humano altamente calificado —enfatizando el impulso de vocaciones científicas al igual que la promoción de programas formativos en campos de interés y atendiendo la mejora de la calidad, incluyendo el ámbito de las tecnologías y de la innovación.30

			En lo relativo a los centros de investigación, se propuso la creación de algunos nuevos en campos prioritarios, promoviendo su ubicación en aquellos estados con capacidades menores y aprovechando así sus propios nichos de oportunidad. De igual forma, se bosquejó la instrumentación de esquemas innovadores de asociación, entre los que se contempla la participación de centros de interés público, mixtos o privados, además de contemplar una mejora en el posicionamiento internacional de todos ellos mediante asociaciones en temas de frontera y de interés para México. Asimismo, se señaló la necesidad de flexibilizar el marco regulatorio y normativo, lo que forzaría la expedición de una nueva ley orgánica para el modelo de cpi. Otra meta promisoria del programa especial fue expresada en términos de explorar nuevas formas de colaboración entre las ies y organismos de investigación —institutos y centros— con el propósito de favorecer la transferencia de conocimiento y potenciar su aprovechamiento, a fin de incorporar las actividades de investigación e innovación en la actividad económica y estimular la creación de empresas de base tecnológica, lo mismo que de alta tecnología.

			En materia regional fueron varias las propuestas que se formularon. Entre ellas destacan las siguientes: a) fortalecer las capacidades para un desarrollo sustentable e incluyente mediante la aplicación de una política diferenciada; b) atender los problemas locales; c) crear nuevos organismos de investigación; d) incrementar los recursos económicos destinados a los fondos mixtos (Fomix) y al Fondo Regional de Desarrollo Científico y Tecnológico (Fordecyt), lo mismo que otorgar apoyos diferenciados a las entidades de la República, en función de sus capacidades; e) lanzar una convocatoria que contemplara problemas nacionales; f) introducir estímulos específicos y revisar esquemas para fortalecer a universidades estatales con pocos académicos en el sni.

			Además, el peciti puntualizó campos prioritarios, caracterizados por el cultivo de conocimientos de frontera. Entre ellos, los temas de salud, seguridad, seguridad alimentaria, combate a la pobreza, recursos hídricos, cambio climático y conservación de la biodiversidad, junto con sustentabilidad, sustentabilidad energética y tecnologías para la productividad.

			De manera paralela, contempló la creación de un Programa de Cátedras con la finalidad de incorporar jóvenes talentosos a la i+d, ofrecerles espacios de trabajo y estimular el rejuvenecimiento de la planta científica, además de ayudar a equilibrar las capacidades de las regiones, atender prioridades nacionales y promover la investigación de frontera. De lograrlo, se anticipaba el impacto que tendría en el fortalecimiento de las instituciones de investigación y en la formación de capital humano de alto nivel (Conacyt, 2014b).

			De conformidad con lo establecido en el peciti, el mecanismo para alcanzar tales objetivos consistía en lograr una correcta articulación entre gobierno, academia y empresa, además de lograr una interacción armoniosa entre generación de conocimiento, desarrollo de tecnología e innovación (Conacyt, 2014b; Cabrero, 2014).

			En resumen, el nuevo peciti revaloró la generación de conocimiento, además de poner el acento en la formación de capacidades en cyt; el aprovechamiento y fomento de las capacidades regionales, lo mismo que la definición de nuevas capacidades, particularmente en nichos de oportunidad, y en las ventajas comparativas de las regiones, propiciando una articulación armónica con el sector productivo. Además, llama la atención, como ya se apuntó, su correspondencia con la propuesta de la unam y de la anuies, habiendo coincidido también con lo presentado por el doctor Menchaca, al igual que llama la atención su distancia respecto a la formulada por la adiat.

			La ejecución de la política ampliada

			En este último apartado se analiza la dirección que tomó la nueva política en cti a partir de cuatro grandes temas, a saber: presupuesto, política regional, desarrollo tecnológico e innovación, y recursos humanos en cti. Los otros grandes temas e iniciativas de la nueva administración del Conacyt son analizados a profundidad en los demás capítulos de este libro.

			Presupuesto

			A pesar de que el gide representó el 0.31 por ciento del pib en el 2000, en el periodo que se extiende hasta 2018 experimentó variaciones, alcanzando en ese año el 0.47 por ciento que, a pesar de estar lejos de la meta trazada por el gobierno de Enrique Peña Nieto del 1 por ciento (véase gráfica 2), es uno de los porcentajes más elevados en la historia de México, luego de haber obtenido el 0.53 por ciento en 2014. Desde luego, estas cifras no dejan de ser alarmantes desde cualquier punto de vista, y no sólo porque México sea el país que menos invierte en el 

			Gráfica 2

			Relación gide / pib México, 2000-2018
(porcentajes)
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			Fuente: Datos de 2000-2017 tomados de Dirección Adjunta de Planeación y Evaluación del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. Dato de 2018 recuperado de Sexto Informe de Gobierno Federal, 2018. Anexo estadístico, p. 262.

			sector dentro de la ocde, cuyo promedio oscila alrededor del 2.3 por ciento.31

			No obstante lo anterior, las tasas de crecimiento anual del gide registraron fuertes variaciones durante todo el periodo, aunque llama la atención que entre 2014 y 2017 la tendencia haya sido marcadamente decreciente (véase gráfica 3).

			Gráfica 3

			Tasa de crecimiento anual gide total, 2001-2018
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			Fuente: Elaborado con base en información de la Dirección Adjunta de Planeación y Evaluación del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (2018).

			La unesco brinda estadísticas que permiten realizar análisis comparativos. Así, en su Informe sobre el estado de la ciencia en el mundo, revela que los países en desarrollo aportaron el 17.2 por ciento del gide mundial en 2002, mientras que para 2007 su participación había alcanzado un 23.7 por ciento. En ese mismo periodo Brasil pasó del 1.6 al 1.8 por ciento, Turquía se movió del 0.4 al 0.6 por ciento, en tanto que México se mantuvo por debajo del 0.5 por ciento. De manera agrupada, los países desarrollados presentaron en ese periodo una inversión en cyt, expresada como porcentaje del pib, entre 2.2 y 2.3 por ciento; los emergentes, entre 0.8 y 1.0 por ciento, muy lejos del 0.4 por ciento de México (unesco, 2010).

			En 2014, Norteamérica y el oeste de Europa representaron el 47.5 por ciento de la inversión mundial en i+d, mientras que el este de Asia y el Pacífico, el 38.6 por ciento. En contraste, Latinoamérica y el Caribe únicamente aportaron el 3.6 por ciento de las inversiones a nivel mundial (unesco, 2017). En un mapa elaborado por la unesco (véase mapa 1) se puede apreciar la relación gide/pib mundial como un indicador de la intensidad de la inversión en investigación y desarrollo para el 2019, donde se evidencia la brecha entre Estados Unidos, Europa, China y Japón, cuya intensidad de inversión se encuentra por encima del 2 por ciento, frente a América Latina, África y el resto de Asia, que se encuentran por debajo del 1 por ciento.

			Por su parte, el Gasto Federal en Ciencia y Tecnología (gfcyt) ejercido mantuvo un crecimiento sostenido desde el año 2000, pasando de 22,923 mdp a 86,214 mdp en 2017, y superando los 90,000 mdp en 2018 (véase gráfica 4).32

			A pesar de que en los primeros años del gobierno priista hubo un crecimiento mayor respecto al registrado en los sexenios panistas, en los últimos años el incremento del gfcyt se desaceleró, resultado de la disminución del presupuesto asignado al Ramo 38.

			Mapa 1

			Intensidad de inversión en i+d, 2019
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			Fuente: Tomado de unesco (2019: 2).

			Gráfica 4

			Gasto Federal en Ciencia y Tecnología (gfcyt), 2000-2018
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			Fuente: Datos de 2000-2006 recuperados de Gobierno de la República (2017). Datos de 2018 recuperados de Gobierno de la República (2018: 293).

			En el arranque del sexenio del presidente Peña Nieto, el Gasto en Investigación y Desarrollo Experimental del sector gobierno (gide-Gob) presentó un incremento considerable, aumentando en 4’795,710 miles de pesos entre 2013 y 2014.33 A pesar de que entre 2015 y 2017 se presentaron reducciones al gasto, la cifra alcanzó los 35’282,000 miles de pesos en 2018, como se puede apreciar en la gráfica 5.

			Gráfica 5

			gide sector gobierno, 2000-2018
(en miles de pesos)
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			Fuente: Conacyt, Vía pnt (2018). Gobierno de la República (2017: 283; 2018: 294).

			En términos de la distribución del gide por sector de ejecución, en los últimos años del sexenio anterior es claro que fue el sector público —gobierno e instituciones de Educación Superior (ies)— el que invirtió la mayor proporción, a pesar del conjunto de programas que se pusieron en marcha para que el sector privado aumentara su participación (véase gráfica 6).

			Gráfica 6

			gide por sector de ejecución, 2000-2018
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			Fuente: Conacyt, Vía pnt (2018). Gobierno de la República (2018). 

			La i+d se compone de investigación básica, investigación aplicada y desarrollo experimental, de acuerdo con el Manual Frascati, cuya metodología ha sido adoptada por el gobierno mexicano para reportar sus indicadores en materia de cyt.34 En el periodo analizado, la composición del presupuesto público estuvo orientada a fortalecer la investigación básica, en contraste con el impulso que se había dado al desarrollo experimental durante los gobiernos panistas, como se aprecia en la gráfica 7.

			Gráfica 7

			gide sector gobierno por actividad, 2000-2017
(en miles de pesos corrientes)
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			Fuente: Conacyt (2017).

			Pese al incremento en los recursos destinados a la investigación básica, al sumar el presupuesto dirigido a la investigación aplicada con el del desarrollo experimental —evidencia del interés por generar conocimiento con fines prácticos y de innovación— se advierte que superan al primero, de manera comparable con lo sucedido en los dos sexenios anteriores. En efecto, mientras en 2007 el sector gobierno destinó el 38 por ciento de sus recursos a investigación básica y un 62 por ciento a investigación aplicada y desarrollo experimental, la información oficial muestra que ambas proporciones son similares a las reportadas en 2017 (Conacyt, 2017 y 2018).

			En lo que refiere a los recursos que le fueron asignados al Conacyt, es evidente su crecimiento: de 3,192.3 mdp de presupuesto original en el año 2001 pasó a 17,463.4 mdp en el 2012 y a 21,437.9 mdp en 2018, aunque, como ya se ha señalado, no se logró rebasar el techo del 0.5 por ciento del pib (Conacyt, 2018). A pesar de los incrementos registrados en el presupuesto hasta 2016, año en el que se alcanzó una cifra máxima histórica de 27,356.5 mdp, a partir de 2017 se advierte una fuerte reducción hasta llegar a los 21,138 mdp (véase gráfica 8).

			Gráfica 8

			Presupuesto Conacyt, original y ejercido, 2000-2018
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			Fuente: Conacyt, Plataforma Nacional de Transparencia (mayo 2018) y shcp, presupuesto Ramo 38.

			Como se comentó líneas atrás, el Conacyt clasifica su presupuesto con base en los componentes de las actividades científicas y tecnológicas contempladas en el Manual Frascati, a saber: investigación y el desarrollo experimental, educación y enseñanza científica y técnica, y los servicios científicos y tecnológicos. No obstante, en 2007 agregó a su presupuesto un nuevo componente: la innovación.35 Como se puede apreciar en la gráfica 9, el Consejo destinó grandes recursos a la investigación y el desarrollo experimental en el sexenio anterior, aunque éstos al final registraran la reducción que ya se ha comentado; sin embargo, los datos también ponen de manifiesto el compromiso que esa administración asumió con la educación, al no disminuir su presupuesto. 

			Gráfica 9

			Presupuesto Conacyt por tipo de actividad (mdp)
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			Fuente: Gobierno de la República (2018: 294).

			En lo concerniente al financiamiento de la investigación científica, el Conacyt fue disminuyendo el presupuesto destinado a ciencia básica, a pesar de que también decrecían las aportaciones provenientes de otros fondos, como se puede apreciar en la gráfica 10. Ello indica que el incremento que reporta la investigación básica en el gide no provino propiamente del Conacyt, sino de las ies.

			Gráfica 10

			Aportaciones para investigación científica (mdp)
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			Fuente: Conacyt (2018). Avances en Política de Ciencia, Tecnología e Innovación. Recuperado de https://www.conacyt.gob.mx/index.php/el-conacyt/planeacion-y-evaluacion/libros-e-informe-de-logros-2013-2018 (consultado en diciembre de 2018).

			En esta circunstancia es evidente que el ambicioso programa especial que la administración entrante diseñó en materia de cti se vio afectado por una obligada reducción del gasto público, producto de una multiplicidad de factores entre los que destaca la caída de los precios del petróleo.36

			En 2015 México experimentó un severo golpe debido a la caída de los precios del petróleo. De acuerdo con una investigación de México Evalúa, ese hecho representó una caída del 59 por ciento en los ingresos petroleros que también se acompañó de la reducción en la producción de crudo. Como consecuencia, se puede afirmar que estos choques negativos disminuyeron los ingresos públicos y algo similar sucedería con el gasto. No obstante, el gobierno aumentó el monto de los recursos ejercidos en 2016. Esto último se logró, en parte, por incrementos en la recaudación y en los ingresos no tributarios y no petroleros (México Evalúa, 2016).

			Si miramos el comportamiento del presupuesto federal en los últimos cuatro años de la administración de Enrique Peña Nieto (epn) se observa una disminución de 2015 a 2017. Sin embargo, en 2018 se registra un aumento que supera el presupuesto disponible en términos reales para 2015.

			Cuadro 1

			Presupuesto de egresos de la Federación de 2014-2018
(billones de pesos)
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			Nota: Montos en pesos de 2018.

			Fuente: Transparencia presupuestaria. Presupuesto de Egresos de la Federación de 2014 a 2018. Recuperado de https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/Datos_Abiertos

			El cuadro 1 muestra que el presupuesto disponible del gobierno tuvo una caída de 1 por ciento entre 2015 y 2017. No obstante, en 2018 hubo un incremento del 4 por ciento en el Presupuesto de Egresos de la Federación.

			Una vez analizada la dinámica presupuestal de los últimos cinco años se concluye que el gobierno encontró mecanismos que le permitieron expandir el gasto; empero, esta expansión no se dio de manera uniforme en todos los rubros del gobierno ya que el presupuesto destinado a cyt sufrió una reducción considerable.

			Los recursos asignados a cti se pueden analizar a partir de dos enfoques: 1) ramo administrativo; y 2) función del gasto. El primer enfoque muestra el monto asignado al Conacyt; el segundo, identifica el presupuesto para funciones relacionadas con cti. Este último considera el presupuesto de varios ramos administrativos, entre éstos el del Conacyt.37 En el enfoque administrativo, en los últimos tres años de la administración de epn se observó una tendencia de reducción presupuestal del Consejo, de forma tal que entre 2015 y 2018 el presupuesto se le redujo en un 28.2 por ciento. La disminución más amplia se observa en 2016, a pesar de que el gobierno federal incrementó su gasto de acuerdo con lo observado en el presupuesto realmente ejercido.

			Cuadro 2

			Presupuesto asignado al ramo Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología
(millones de pesos)
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			Nota: Montos en pesos de 2018.

			Fuente: Transparencia presupuestaria Presupuesto de Egresos de la Federación de 2014 a 2018. Recuperado de https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/Datos_Abiertos

			Si lo observamos desde el enfoque funcional, se puede ver que la reducción presupuestal en cti tuvo una mayor concentración en el ramo administrativo en comparación con el gasto funcional. Lo anterior se debe a que en el periodo de análisis se observa una reducción de alrededor del 22 por ciento.

			Cuadro 3

			Presupuesto asignado a la función cti
(millones de pesos)
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			Nota: Montos en pesos de 2018. 

			Fuente: Transparencia presupuestaria Presupuesto de Egresos de la Federación de 2014 a 2018. Recuperado de https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/Datos_Abiertos

			De esta forma observamos que, a partir de los cuadros 2 y 3, se identifican dos cambios que no corresponden con las tendencias de gasto. La reducción presupuestal al gasto por ramo administrativo se da entre el año 2015 y 2016, periodo en el que las finanzas públicas se vieron más afectadas por los cambios en el precio del petróleo. No obstante, si se analiza el enfoque por gasto funcional, se observa que la caída más fuerte se dio entre 2016 y 2017.

			Naturalmente, las dificultades impidieron alcanzar la tan anhelada y jurídicamente obligatoria meta de invertir el 1 por ciento del pib en cti; pero también es posible constatar, como lo muestran los datos, que una vez más se utilizó de argumento de la baja en los ingresos del gobierno federal para ejecutar recortes al sector mucho más severos que los aplicados para el resto de la administración pública, a pesar de que en el último año del gobierno federal se incrementó el gasto público.38

			Conclusiones

			A principios de los años setenta del siglo pasado, el gobierno mexicano creó el Conacyt con el objetivo de impulsar la ciencia y la tecnología en México, actividades que estaban tibiamente cobijadas en algunas universidades y en pocos organismos de investigación públicos, como los ligados a los sectores petrolero, agrícola, eléctrico y al sistema de salud.

			Durante sus primeros años de vida el acento estuvo puesto en formar a los futuros investigadores mediante un ambicioso programa de becas, que se ha mantenido por haber demostrado su pertinencia y éxito. Paulatinamente se fueron creando o fortaleciendo otras instituciones dedicadas a la i+d, en las que se esperaba pudieran ubicarse los recursos humanos altamente calificados que se iban formando.

			Una vez que se dispuso de una infraestructura más fuerte y de cierta masa crítica de investigadores, la atención estuvo centrada en mejorar sus condiciones de trabajo con el propósito de que no migraran, en definir los mecanismos que operarían los procesos de evaluación que se habían implantado, en incrementar la competitividad científica y estimular la internacionalización, al tiempo que se ponían en marcha las primeras acciones para favorecer el desarrollo tecnológico y la vinculación con el sector productivo. No es sino hasta la década de los noventa cuando el país cuenta ya con una infraestructura científica promisoria que muestra estar en condiciones para fortalecerse y consolidarse. Al mismo tiempo, los programas de posgrado nacionales están en plena fase de expansión, aunque poca atención se había puesto en la identificación y robustecimiento de las capacidades para el desarrollo tecnológico y la innovación. No obstante, debe reconocerse que esto no pudo ocurrir antes, simplemente por carecer de las capacidades necesarias y de la infraestructura pertinente. Así, el siguiente paso era incursionar en la transferencia de conocimiento y en el desarrollo de tecnología, sin que ello afectara o tensionara lo ya alcanzado.

			A partir del nuevo siglo, con las administraciones presidenciales a cargo del pan, el todavía incipiente sistema de cyt fue puesto en tensión al destinar cuantiosos recursos al desarrollo tecnológico y a la articulación de la academia con el sector productivo, sin disponer de las mediaciones y estrategias pertinentes, ni del capital humano que se requería; tampoco contaba México con un sector empresarial que tuviera claro el valor potencial del conocimiento y la disposición a invertir en el sector.

			Sin la debida reflexión, los responsables de la cti de entonces adoptaron las recomendaciones emanadas de varios organismos multilaterales, comprometidos en ese momento con la innovación, aunque éstas sólo hubieran sido provechosas en países con capacidades científicas ya consolidadas. Como resultado, la estrategia en cyt empezó a difuminarse, producto de una visión que, además de desconocer la actividad y las instituciones que la desarrollaban, era distante de la cultura científica. Ello puso también en evidencia el poco conocimiento que se tenía del trabajo e importancia de los organismos públicos especializados en cyt con los que ya se contaba.

			En 2012 llegó una nueva administración y puso en marcha una política que, en términos generales, no resultó ser tan diferente de las anteriores; es decir, se continuó apostando por la articulación del sistema de cti con el sector productivo y por el fortalecimiento de la investigación aplicada, el desarrollo tecnológico y la innovación. La diferencia fue la de haber reposicionado el valor de la ciencia y de la investigación básica, con una visión más armónica de la articulación entre ciencia y mercado, y con una estrategia distinta para apostar por el desarrollo tecnológico y la innovación, sin soslayar la investigación fundamental; a la vez que se dedicó una mayor atención a la formación e incorporación de investigadores jóvenes y a atenuar las grandes diferencias regionales. No obstante, como se pudo constatar después, el eje central de la política lo constituyó una cti comprometida con la productividad y la competitividad, tal y como venían recomendando los organismos internacionales desde tiempo atrás.

			Con base en estos elementos, el balance en materia de cti del gobierno de Enrique Peña Nieto, como se puede ver en los demás textos de este libro, debería responder a las siguientes interrogantes: ¿logró la investigación básica la centralidad que se prometió?; ¿se aproximó el país a una economía basada en el conocimiento, como tanto se anunció?; ¿los cambios en la competitividad nacional estuvieron basados en el desarrollo tecnológico propio?; ¿pudo Conacyt mostrar al empresariado mexicano la importancia de invertir en cti?; ¿se fortaleció la capacidad nacional para absorber recursos humanos de alto nivel, en función de las desigualdades y necesidades regionales?

			Cualesquiera que sean las respuestas a estas preguntas, no deja de llamar la atención que cada vez que México enfrenta una crisis económica, la cti es uno de los sectores que resulta más afectado, con lo cual se continúa posponiendo el momento de reconocer que se trata de un sector estratégico para que el país pueda incorporar el conocimiento al enfrentar sus necesidades y dilemas, al igual que para alcanzar una economía competitiva a la que se pueda añadir el ingrediente de la sustentabilidad.
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			Capítulo II
  La gobernanza para la cti en la restauración priista: del propósito a la realidad, 2012-2018
  Alejandro Canales Sánchez39

			En México, después de dos periodos de gobierno de un representante del Partido Acción Nacional (pan), los resultados de las elecciones federales del 2012 marcaron el retorno de un candidato del Partido Revolucionario Institucional (pri) a la Presidencia de la República. El hecho fue notable porque el asunto de la alternancia en el poder no solamente parecía adquirir plena vigencia, sino también porque resultaba significativo que el partido que había acumulado al final del siglo pasado más de siete décadas de gobierno de partido único y cuya derrota electoral pareció indicar su final como fuerza política competitiva, regresaba de nueva cuenta al Poder Ejecutivo federal. Así que la posibilidad de un nuevo viraje en la administración pública y/o una continuidad de varios proyectos en marcha de tiempo atrás, podrían formar parte de las coordenadas sobre las que avanzaría el entonces nuevo gobierno.

			Cansino (2012) argumentó que en México no era correcto seguir hablando de transición, porque en realidad ésta culminó en el año 2000 cuando se registró la primera alternancia, puesto que ahí cambiaron las estructuras sobre las que se sostenía el régimen de partido hegemónico y el orden político que prevalecía. Sin embargo, una serie de interrogantes se abrieron sobre las condiciones que posibilitaron el retorno priista. De hecho, algunos analistas lo atribuyeron al desempeño y decisiones de la administración previa, la que encabezó el presidente Felipe Calderón. Por ejemplo, se destacaron los negativos que acumuló su administración debido al rechazo que recibió su estrategia de lucha contra el narcotráfico y su política contra la pobreza que derivaron en altos índices de desaprobación de su gestión y esa percepción fue trasladada a la candidata de su mismo partido (Olmeda y Armesto, 2013). También se advirtió la ausencia de resultados en la atención de los problemas nacionales más sobresalientes:

			ninguna de las características de la estructura social mexicana mencionadas —desigualdad, pobreza, debilitamiento del sindicalismo, expulsión de población hacia Estado Unidos, precariedad del empleo y otras similares— surgieron en el sexenio de Calderón; venían de atrás. Lo significativo del periodo es que el esfuerzo se centró en mantener baja la tasa de inflación y no hubo ningún esfuerzo significativo para revertir los procesos mencionados; hacia ellos la política consistió básicamente en administrarlos (Meyer, 2015: 35).

			Por el contrario, otros tenían una perspectiva más optimista y consideraron que la alternancia formaba parte de los procesos de consolidación democrática de la nación (Castañeda y Aguilar, 2011).

			Los acontecimientos del ámbito político más amplio tenían su relevancia porque las políticas públicas se consideran como una variable dependiente de las instituciones políticas fundamentales —como la Presidencia de la República o las fuerzas políticas representadas en el Congreso— y un resultado de las capacidades y habilidades de los actores políticos para establecer acuerdos intertemporales y cooperativos (Spiller y Tommasi, 2003). La diferencia de votos entre el candidato triunfador de las elecciones del 2012 y su más cercano competidor no fue abrumador, pero sí más amplio que el logrado en las elecciones de seis años antes, lo que establecía un margen de negociación diferente. Enrique Peña Nieto obtuvo el 38.2 por ciento del total de votos emitidos en la elección presidencial (ife, 2012), 6.62 puntos porcentuales por arriba de Andrés Manuel López Obrador, el contendiente que le seguía en la votación, mientras que en el 2006 la diferencia fue .58 décimas de punto porcentual. En el Congreso el pri no obtuvo mayoría absoluta (la mitad más uno del total de escaños), pero con el 41 por ciento de posiciones en ambas cámaras tenía las fracciones parlamentarias más grandes y podía ampliar su mayoría sumando los votos del Partido Verde que formó parte de su alianza en las elecciones, aun así no alcanzaba mayoría calificada (tres cuartas partes del total) y tenía que negociar con el resto de las fracciones para impulsar cualquier iniciativa de ley. Un tema que sería importante desde los primeros días de su gobierno. 

			Entonces, el periodo que inició en el 2012 planteaba, como ocurrió en la alternancia del año 2000, la posibilidad de un cambio sobresaliente o una continuidad, tanto en el tipo de relaciones sostenidas entre los diversos actores como en el tipo de iniciativas en marcha. Porque si se producen acuerdos cooperativos entre los actores principales y van más allá de los límites de un periodo de gobierno, cabría esperar el sostenimiento a lo largo del tiempo de las políticas públicas y una mayor efectividad. A la inversa, si los acuerdos cooperativos no se producen o la ruptura es evidente, las políticas públicas podrían ser inestables o modificarse notoriamente. 

			En este texto examinamos qué propuestas y modificaciones se realizaron en la gobernanza del sistema científico y tecnológico en la administración 2012-2018, ubicando declaración de intenciones, propósitos, formas de participación y sus resultados. En primer lugar, se precisa el concepto de gobernanza y documentan las iniciativas que se formularon al comienzo del sexenio. En segundo lugar, se analizan los principales resultados alcanzados, ponderando condiciones y ámbitos de responsabilidad. Para finalizar se plantean una serie de reflexiones.

			La gobernanza del sistema científico y tecnológico

			Según diferentes autores (pnud, 1997; Pierre, 2000; Haldenwang, 2005), el término “governance” o “gobernanza” comenzó a utilizarse a partir de fines de los años ochenta y comienzo de los noventa. Aguilar (2010) identifica que, a partir de la crisis fiscal y política, sectores sociales advirtieron que en realidad no toda acción de gobierno es de gobierno, es decir, que no toda actividad del gobierno es directiva ni desemboca en resultados positivos; por el contrario, sus acciones pueden ser más bien de desgobierno. A su vez, esa distinción permitió repensar el concepto y la práctica de gobierno porque dio lugar a la posibilidad de que la sociedad no solamente fuera dirigida o comandada gubernamentalmente, sino que podrían tener cabida otros actores, organizaciones privadas y sociales, para las tareas de gobierno, la cooperación y la coordinación. En el terreno académico, la utilización pionera del concepto se le atribuye al libro coordinado por Jain Kooiman (1993), cuyo sentido refiere a la conducción sociopolítica que implica una mayor interacción entre actores sociales y gubernamentales, así como la adaptación del gobierno a un entorno más complejo en términos políticos, sociales y económicos; la mayor complejidad e interdependencia de actores derivan en redes que ejercen una influencia creciente en las políticas públicas (Rhodes, 1996). El caso es que, como dice Aguilar, por primera vez se hace la distinción entre “el gobernar” propio del gobierno y “la gobernanza”, como el nuevo proceso de dirección de la sociedad.

			El término gobernanza lo utilizó el Banco Mundial para referirse a la importancia de la regulación pública, el acceso a la información y la eficacia de los servicios como condición indispensable para lograr un crecimiento y un desarrollo económico, lo que dio lugar, en diferentes naciones, a cambios relevantes en la administración pública; por ello se le asocia con el cambio y la reforma de las instituciones. Para Aguilar (2010) gobernanza fundamentalmente se refiere a un “nuevo proceso directivo”, no necesariamente antigubernamental, porque lo que hace es establecer un nuevo tipo de relación entre gobierno y sociedad para la definición y logro de los objetivos sociales. Un cambio que pasa de la verticalidad y la centralidad como rasgos principales de la forma de gobierno, a una asociación, interdependencia y coordinación del gobierno con diferentes organizaciones para el ejercicio gubernamental. 

			Otros autores, como Gutman (2004), mantienen cierta reserva sobre el alcance conceptual y las implicaciones de la noción de gobernanza, porque reemplaza el concepto de gobierno y, sobre todo, porque lo ven más como una ideología que soslaya las diferencias políticas y se dirige a una reforma de élites, basada en la mejora administrativa, no en el cambio de las instituciones políticas fundamentales. Guy Peters (2005) destaca que lo subyacente a un enfoque de gobernanza es la idea de que una mayor participación de los ciudadanos permitirá mejorar la tarea de gobierno, tanto por la base democrática que reconoce como deseable una creciente participación e influencia ciudadana en el curso de las políticas que le atañen, como por la lógica administrativa que plantea un mejor desempeño de cualquier organización si el ciudadano o el público en general está involucrado.

			Así, gobernanza aparece como una forma de gobierno —considerada en su sentido más genérico— en donde la definición de problemas, la toma de decisiones y su puesta en práctica es coherente, coordinada, sistemática, con distribución de competencias y responsabilidades, y adoptada a diferentes niveles y por diferentes agentes, no solamente por las élites administrativas. En el caso del sistema científico y tecnológico implicaría sobre todo que los problemas de interés público que se definen, los puntos que integran la agenda del sector, las decisiones a tomar e incluso las acciones a poner en marcha no tienen como referente único a la administración gubernamental, sino que se distribuyen y comparten con otros agentes y sectores relevantes del ámbito científico y tecnológico, aunque estos últimos tampoco expresan posiciones homogéneas, cada sector tiene sus preferencias e intereses. Las reformas al marco normativo desde fines de los años noventa han establecido una estructura que intenta dar cabida a otras participaciones: diferentes órganos e instancias que intervienen en la conducción del sistema, al cual se le han agregado otros más, unos se han consolidado y otros han mostrado su ineficacia. Entonces, para el periodo 2012-2018 convendría precisar qué propuestas y modificaciones se realizaron, tanto como quién y de qué forma participó, principalmente porque antes de iniciar el ejercicio de gobierno del periodo, diferentes voces expresaron la intención de elevar el rango del organismo rector de las políticas del sector y también de llevar a cabo una reestructuración importante del sistema. 

			La fallida Secretaría de Educación Superior, 
Ciencia y Tecnología

			Después de las modificaciones previstas en las reformas a la ley sectorial de 1999 y 2002, las cuales incorporaron nuevos instrumentos y otros órganos en la conducción del sector, la estructura administrativa se conservó durante la década siguiente. Los cambios introducidos al final de los años noventa y comienzo de los 2000 fueron amplios y variados: a) la instauración de los fondos competitivos (fondos mixtos y sectoriales, por ejemplo); b) el establecimiento de la valoración de resultados como mecanismo para recibir recursos adicionales; c) mayores capacidades de conducción al organismo rector de la política científica y tecnológica, tales como la creación de un ramo de gasto propio en el Presupuesto de Egresos de la Federación (Ramo 38) y el establecimiento de una máxima autoridad (Consejo General de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico) que no sería de gestión operativa sino un órgano de política y coordinación intersectorial, encabezado por el Ejecutivo federal y en el que participarían todos los secretarios de Estado vinculados a las políticas públicas en ciencia y tecnología; d) una Conferencia Nacional de Ciencia y Tecnología, como instancia de coordinación del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) con las autoridades del sector en las entidades federativas que promovería de forma más organizada y sistemática la descentralización; e) la Red Nacional de Grupos y Centros de Investigación que se proponía para articular a los grupos de investigadores de diferentes instituciones y de distintos sectores; y f) muy especialmente, la participación de otros agentes y grupos para el diseño de las políticas, lo cual quedó reconocido en la creación de una instancia de consulta y representación, como el Foro Consultivo Científico y Tecnológico.40

			Al inicio del periodo de la administración 2012-2018 se mantuvieron los mismos órganos y la misma estructura administrativa, pero desde antes de las elecciones presidenciales y durante la misma campaña electoral, en algunos sectores académicos y científicos estaba la idea de modificar nuevamente la cabeza del sector y convertirla en una secretaría de Estado. Desde tiempo atrás se pensaba como una posibilidad, principalmente porque otras naciones habían elevado a rango de ministerios o departamentos las instancias encargadas de coordinar las actividades del sector, pero también porque la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (ocde) en el 2008, en su revisión de la política de innovación en México, propuso mejorar las estructuras de gobernanza del sector. En particular, en la publicación definitiva de su examen, como parte de sus recomendaciones indicó que la creación de una secretaría de ciencia y tecnología era una práctica común en los países de esa organización y que Conacyt aspiraba legítimamente a cumplir tal función, pero que no había tenido los medios ni tampoco la posición institucional para lograrlo. Sin embargo, la misma ocde precisó que: “La creación de una nueva secretaría parece poco realista en la actualidad […] En el corto plazo, la opción más factible es un consejo intersecretarial, encabezado por el presidente (de la República)” (ocde, 2009: 24). La anotación solamente ratificaba la instancia que estaba en operación desde la reforma normativa del 2002: el Consejo General de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico. Algunos de los principales actores del sector, como el Foro y la Academia Mexicana de Ciencias, consideraban que la desectorización del Conacyt de la Secretaría de Educación Pública (sep) no había sido suficiente ni tampoco lo era el Consejo General, aunque la idea de avanzar un paso más provino de dos senadores del Partido de la Revolución Democrática (prd) que ingresaron una iniciativa de ley, en septiembre de 2011, para reformar la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (loapf). Uno de los senadores ocupaba la titularidad de la Comisión de Ciencia y Tecnología del Senado y el otro era el coordinador de la fracción parlamentaria e integrante de la Junta de Coordinación Política de la Cámara, así que el proyecto de ley parecía contar con cierta probabilidad de avanzar en el Congreso. La propuesta consistía en añadir un párrafo al artículo 26 de la loapf e incluir la “Secretaría de Ciencia y Tecnología”, con lo cual se modificaría la regulación y número de secretarías de Estado de la estructura centralizada. Además, en otro artículo (38 Bis) se precisaron las funciones, atribuciones y responsabilidades que tendría la instancia proyectada.41 Sin embargo, contrario a lo previsto, la propuesta solamente se quedó en comisiones.

			El proyecto de crear una secretaría cobró nueva relevancia en la campaña presidencial de 2012. Los diferentes actores no estaban de acuerdo sobre los rasgos precisos que podría adoptar la posible nueva instancia administrativa, porque algunos opinaban que solamente debería incluir al sector ciencia y tecnología, particularmente proclives a esta posición fueron las asociaciones de científicos del área de las ciencias naturales y exactas; otros actores, como la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (anuies) y funcionarios universitarios, consideraban que lo deseable era incluir también al sector de la Educación Superior en la misma secretaría, porque ya tenía rango de subsecretaría en la Secretaría de Educación Pública. La primera vez que se formuló la propuesta fue por Andrés Manuel López Obrador (amlo), entonces precandidato por la Coalición Movimiento Progresista (prd, mc y pt), y la formuló en enero de 2012 en un foro sobre educación, ciencia y tecnología, realizado en la ciudad de Aguascalientes. Ahí planteó que si ganaba la presidencia realizaría 15 acciones y en la número 14 precisó: “Se creará la Secretaría de Ciencia y Tecnología que definirá la política en esta materia e integrará y coordinará el buen funcionamiento del Conacyt y de todos los institutos y centros de investigación”. Además, también indicó que el secretario de la misma sería René Drucker Colín (acción número 15).42 Después, en la plataforma electoral del Movimiento Progresista que respaldaba la candidatura de Andrés Manuel López Obrador, en la propuesta número 249 de las 469 que integraron su plataforma planteó: “Transformar el Conacyt en un Consejo de Estado donde estén representados todos los sectores vinculados a la ciencia y a la tecnología, a fin de formular las políticas y lineamientos para el fomento de la investigación científica y el desarrollo tecnológico, y crear mecanismos para fortalecer la investigación en las instituciones de educación superior”.43 La misma propuesta quedó en el programa de gobierno que presentó.

			Aparte del candidato presidencial y las asociaciones de científicos y rectores que se habían manifestado por la creación de una secretaría del ramo, también lo hizo la Asociación Mexicana de Directivos de la Investigación Aplicada y el Desarrollo Tecnológico (adiat). Esta organización agrupa un número importante de ingenieros y representantes institucionales, además tiene un asiento en el Consejo General de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico. En específico, en el congreso de adiat celebrado en marzo del 2012, presentó lo que llamó “Declaración de Monterrey”, un documento con 11 propuestas localizadas principalmente en el terreno de la política científica y educativa. Ahí quedó incluida como línea de acción un “nuevo marco normativo para el impulso a la educación superior, ciencia, tecnología e innovación”, en la cual recomendó tres acciones específicas: creación de la Secretaría de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación; mantener a Conacyt como su órgano sectorizado y encargado de la operación de fondos, programas y proyectos estratégicos; y creación de un Gabinete Especial de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación. En el mismo congreso la adiat organizó la comparecencia de los entonces aspirantes a la Presidencia de la República y, según lo que reportó, Andrés Manuel López Obrador y Josefina Vázquez Mota suscribieron la declaración, mientras que Enrique Peña Nieto, representante del pri, solamente felicitó a la asociación por el documento, mostró respaldo, pero no lo suscribió.

			Algo similar ocurrió en el encuentro de los candidatos presidenciales con los rectores agrupados en la anuies el 21 de mayo de 2012. En ese encuentro, la asociación les presentó el documento “Inclusión con responsabilidad”, en el cual se incluía un eje de nuevo diseño institucional para la educación superior y como propuesta se anotaba: “la anuies propone la creación de la Secretaría de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación, y el fortalecimiento de las instancias de planeación en todas las entidades federativas del país” (anuies, 2012: 37), la cual constituía una de las propuestas más sobresalientes, junto con la del establecimiento de presupuestos plurianuales. Sin embargo, el respaldo para el tema del presupuesto fue unánime, pero no para la creación de la secretaría. De hecho, el candidato del pri, Enrique Peña Nieto, volvió a expresar su reticencia.

			Después de realizadas las elecciones y una vez declarado triunfador Enrique Peña Nieto, en la etapa de transición sostuvo diversos encuentros con múltiples sectores. Uno de ellos fue con un grupo de científicos que había elaborado un documento de propuestas para el sector científico y tecnológico. El encuentro se llevó a cabo el 27 de septiembre en Ciudad Universitaria y ahí mismo el ya presidente electo presentó al responsable del área de ciencia y tecnología del equipo de la transición: Francisco Bolívar Zapata. Un reconocido científico universitario en el área de biología molecular y biotecnología, investigador emérito y ganador del premio Príncipe de Asturias. En la reunión, le hicieron entrega de un documento de diagnóstico y propuestas del sistema científico y tecnológico: “Hacia una agenda nacional en ciencia, tecnología e innovación”.44 Aunque el documento no estaba firmado, en su parte introductoria se sostenía que había sido consensado con más de un centenar de representantes de más de 60 organizaciones (académicas, sociales, empresariales, gubernamentales) y sumaba más de una docena de propuestas. El objetivo principal que destacaba era: “Hacer del conocimiento y la innovación una palanca fundamental para el crecimiento económico sustentable de México, que favorezca el desarrollo humano, posibilite una mayor justicia social, consolide la democracia y la paz, y fortalezca la soberanía nacional”.

			Pero, de interés para este capítulo, también incluyó una propuesta sobre el tema de la gobernanza. En particular, el documento puntualizaba las dificultades que habían ocurrido con la operación y funcionamiento del Consejo General que debía encabezar el presidente de la República, el cual no había sido convocado ni sesionado conforme lo previsto y varios de los asuntos simplemente se postergaban, así que en el documento se destacó que si se mantenía la misma estructura, el presidente debía otorgarle una atención personalizada. En caso contrario, si la agenda del presidente no le permitía estar al tanto del Consejo, se anotó en el documento, entonces: “una alternativa plausible sería dar mayor jerarquía a la actual cabeza del sector, a través de la creación de una nueva secretaría que se hiciera cargo de robustecer su gobernanza” (p. 54). Además, añadieron dos instancias más que podrían fortalecer la gobernanza del sistema: una de ellas era la creación de una Agencia Nacional de Innovación, la cual operaría como organismo descentralizado y fideicomitante de la nueva secretaría, recuperaría el trabajo de un Comité Intersectorial de Innovación que ya estaba en funciones y estaría encargada de fomentar la relación con el sector empresarial; la otra fue la creación de una oficina asesora, cercana al Ejecutivo federal, e incluso le plantearon que el Consejo Consultivo de Ciencias ya existía y una posibilidad podría ser fortalecer el papel y la participación de ese Consejo.

			Las propuestas, como se podrá advertir, enfatizaban la relevancia del papel del Ejecutivo federal en el impulso al sector científico y tecnológico, la regulación y coordinación de las instancias administrativas y el componente del sector privado en las políticas públicas. Enrique Peña Nieto, entonces presidente electo, cuando le plantearon las diversas alternativas, enfáticamente dijo que reiteraba su compromiso para que el Estado tomara el liderazgo de una mayor inversión pública en la materia y especificó que debía ser medible y valorarse en su periodo de gestión. Todavía más relevante fue la posición sobre el tema de la gobernanza. Peña Nieto recordó que en el periodo de campaña se comprometió a crear una “Fundación para la Innovación, la Ciencia y la Tecnología”, así que también lo sumó como compromiso. No obstante, sobre la posible nueva secretaría para el sector, no fue un rechazo como el que había mostrado meses antes, pero tampoco una aceptación explícita, en su lugar dijo: “déjenme llevarme esta propuesta, déjenme valorarla y analizarla”.45 Las probabilidades parecían mayores porque el equipo de transición planeaba rea­lizar modificaciones a la estructura de la administración pública.

			No obstante, poco más de un mes después, fue claro que la valoración de las posibilidades fue negativa. Antes de que iniciara el periodo de gobierno, legisladores del pri y del pvem presentaron dos iniciativas de reforma, pero no estuvo considerada la educación ni tampoco la ciencia. Una primera reforma ingresó en el Senado como cámara de origen y propuso la creación de una Comisión Nacional Anticorrupción, dados los reconocidos problemas en este terreno y el imperativo de atender las faltas administrativas y las conductas de corrupción en el terreno gubernamental en sus diferentes niveles.46 El otro proyecto de reforma sí proponía modificar la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y cambios en las secretarías de Estado; sin embargo, no incluía una Secretaría de Ciencia, únicamente propuso concentrar en la Secretaría de Gobernación las actividades de seguridad interior, así como la conducción de las políticas en materia de seguridad interior y el mando sobre la policía federal y auxiliar.47 Además, planteó la creación de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu), la cual asumiría las funciones de la entonces Secretaría de la Reforma Agraria y estableció que la Secretaría de Desarrollo Social se concentrara en combatir la pobreza y la desigualdad en la niñez, la juventud y las mujeres; también le añadió actividades que estaban bajo la responsabilidad de otros organismos. Nada sobre una nueva estructura administrativa para las actividades científicas y tecnológicas.

			La capacidad directiva del Conacyt

			El periodo de gobierno 2012-2018 inició el primer día de diciembre sin el nombramiento de un titular para el organismo rector de la política científica y tecnológica. La designación vendría un mes después: el 3 de enero fue nombrado el doctor Enrique Cabrero Mendoza como director del Conacyt. En su discurso de toma de posesión identificó lo que consideró el mayor problema de la ciencia y tecnología en México. Por ejemplo, dijo: “Un diagnóstico objetivo nos lleva a reconocer que México ha llegado tarde a su integración en la llamada sociedad del conocimiento. Es un hecho que, por muy distintas razones, nos hemos quedado atrás en el fomento de una política científica y tecnológica”. Todavía más importante, destacó que, aunque los recursos financieros eran importantes, no constituían el principal problema. En su opinión, una parte de la explicación era que:

			no hemos sido capaces de integrar todos estos elementos bajo una normatividad adecuada y al amparo de una política pública clara y eficaz.

			Una política que genere e impulse proyectos de largo plazo, que traduzca el conocimiento básico en aplicaciones diversas y procure el apoyo a empresas comprometidas con la inversión en la materia.

			Es claro. No hemos logrado esta integración a causa de un entramado institucional rígido y burocratizado, que no ha permitido un adecuado sistema de incentivos en el sector.48

			Es decir, lo que el entonces nuevo titular estaba proponiendo era modificar el marco institucional del sistema científico y tecnológico; superar su rigidez, desarticulación, burocratización, y colocar los incentivos correctos. El asunto era (y sigue siendo) no solamente ajustar un rediseño en Conacyt, sino si el sistema debiera concentrarse en impulsar el desarrollo tecnológico, especialmente a la búsqueda de un vínculo más fuerte y prolongado entre la industria y la academia, o bien dirigirse a desarrollar la ciencia básica, o intentar un fomento de una y de otra. En ese momento, Cabrero se pronunció por conciliar ambos esfuerzos, aunque no era la primera vez que se intentaba ensayar ese camino, administraciones anteriores también lo habían propuesto, pero al poco tiempo cejaban en el empeño, continuaban con mayor énfasis en una sola línea o buscando un precario equilibrio en ambas. En el caso de la administración 2012-2018, y tal vez era lo diferente respecto de iniciativas anteriores, es que se propuso intentarlo recuperando las relaciones ya existentes y “tejiendo una red de política pública con acuerdos y compromisos visibles, verificables y medibles”.

			La propuesta parecía viable, sobre todo porque la estaba formulando una persona que se había dedicado a analizar la política pública en el sector, fue titular de un centro de investigación, un especialista en política pública y había realizado un estudio en el que planteó que el principal problema del sistema científico y tecnológico era la construcción de una verdadera red de política pública (Cabrero, Valadés y López, 2006). Además, una vez nombrado director del Conacyt, recibió instrucciones del Ejecutivo federal para avanzar en cinco aspectos: 1) diseñar una hoja de ruta para que al término del sexenio se alcanzara el 1 por ciento del pib de inversión en el sector y el 1.2 por ciento en una década, un trabajo que debía realizar en coordinación con la Secretaría de Hacienda; 2) diseñar políticas públicas diferenciadas para las regiones y estados conforme sus capacidades; 3) fortalecer el Sistema Nacional de Investigadores (sni), especialmente con la ampliación de su volumen y el apoyo a los grupos de investigación existentes; 4) concretar un verdadero Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, en coordinación con dos secretarías (Educación y Economía); y, 5) fortalecer los mecanismos de vinculación entre el sector productivo y la academia.

			La segunda línea de mando en la estructura de Conacyt, las direcciones adjuntas del organismo, fueron integrándose paulatinamente, aunque su ratificación se demoraría porque los nombramientos debían ser aprobados por la Junta de Gobierno.49 Hacia la mitad del primer año de gobierno, la media docena de titulares de la direcciones adjuntas estaba completa: en Desarrollo Regional quedó como responsable Elías Micha Zaga, quien se había desempeñado como titular del Consejo Mexiquense de Ciencia y Tecnología, precisamente en el periodo de gobierno de Enrique Peña Nieto en el Estado de México y se sumó al grupo de funcionarios federales provenientes de esa entidad. En la dirección adjunta de Desarrollo Tecnológico e Innovación, una estructura dedicada al fomento, aplicación y explotación del conocimiento fue nombrado Luis Gabriel Torreblanca Rivera, una persona que previamente había ocupado la dirección de un centro público de investigación, la del Centro de Innovación Aplicada en Tecnologías Competitivas (Ciatec). Una dirección más, la de Centros de Investigación que coordina el conjunto de centros públicos de investigación del propio Conacyt, fue encabezada por Inocencio Higuera Ciapara, un ingeniero que una década antes había ocupado la dirección adjunta de Desarrollo Regional y también la de Desarrollo Científico y Académico. Por último, para la dirección de Desarrollo Científico fue designada Julia Tagüeña Parga, una de las posiciones más relevantes para promover y fortalecer el desarrollo de la investigación científica y también de mayor interés entre la comunidad científica.

			En el primer año de gobierno, todavía faltaba por precisarse si habría una reorganización del Conacyt. El titular del organismo, en la LXIV Asamblea de anuies, celebrada en noviembre de 2013, adelantó algunas de las líneas de trabajo que pensaba poner en marcha. Ahí reiteró el conocido diagnóstico de la baja inversión en la materia, el todavía escaso volumen de personal de alto nivel dedicado a las actividades científicas y tecnológicas, así como la falta de articulación entre universidad y empresa, entre otros aspectos. Además, lo relativamente novedoso que en ese entonces anunció Enrique Cabrero, fueron algunas precisiones sobre la puesta en marcha de un programa dirigido a los jóvenes egresados del doctorado: “Cátedras Conacyt”. Una iniciativa para aligerar las dificultades que afrontaban los doctores en el mercado laboral, al cual nos referiremos más adelante. Tal vez porque lo anunciado en la sesión de anuies fue insuficiente para la fecha de corte del primer año de gobierno, en la víspera de cumplir un año de gestión, Conacyt difundió un comunicado en el que se destacó otra medida relevante: su reorganización. El titular del organismo la resumía bajo la idea de que Conacyt “salga de sus oficinas de Insurgentes para convertirse en una fábrica de ideas”, lo que en su opinión implicaría llevar a cabo una reorganización de sus instancias, instrumentos y capacidades, pero sin expandir su burocracia y sin incrementar su costo.50 Planteó realizar dos acciones: por una parte, en la primera mitad de 2014, instaurar una red activa con los centros públicos de investigación (cpi) para que sus sedes permitieran identificar a los talentos. Por otra parte, crear alrededor de 10 a 15 consejerías en el mundo que representaran la política científica y tecnológica en el exterior y dependieran de las embajadas de México en países o regiones estratégicas, como Canadá, Alemania, la Unión Europea, Japón, Brasil o China. 

			Sin embargo, lo cierto es que ni en 2014 ni en los años siguientes hubo tal reorganización, el financiamiento, como más adelante veremos, fue declinante y las propuestas se quedaron en ideas. No obstante, sí se creó una nueva instancia.

			Coordinación de Ciencia y Tecnología de la Presidencia

			Si bien al iniciar el sexenio estaba confirmado que el Conacyt no escalaría a rango de secretaría de Estado y seguramente no se modificaría de forma sustantiva la gobernanza del sistema, todavía estaba por resolverse si habría una nueva instancia en el conjunto de órganos directivos del sistema de ciencia y tecnología.

			A escasos días del comienzo del periodo, el 6 de diciembre, en su primera gira nacional, el Ejecutivo federal, en su cuenta personal de Twitter dio cuenta de las actividades realizadas en Nuevo León, como la inauguración de centros de investigación en el Parque de Investigación e Innovación Tecnológica (piit) y lo notable es que en el mismo tuit anunció la creación de la “Coordinación de Ciencia y Tecnología de la Presidencia”. No hubo más detalle, tampoco información que corroborara el anunció en el Conacyt ni tampoco apareció en la versión estenográfica de la presidencia. Sin embargo, en abril de 2013, al publicarse el reglamento de la Oficina de la Presidencia de la República, ahí apareció como una de sus unidades la “Coordinación de Ciencia, Tecnología e Innovación” (Diario Oficial de la Federación, 2-04-2013: 2-8).

			Es decir, la mencionada coordinación sería parte de las estructuras administrativas más próximas al entorno de trabajo del Ejecutivo federal, porque la Oficina de la Presidencia tenía cinco unidades de apoyo: Jefatura de la Oficina; Secretaría Particular del Presidente; Coordinación de Asesores del Presidente; Coordinación de Comunicación Social; y Secretaría Técnica del Consejo de Seguridad Nacional. La primera unidad, la Jefatura de la Oficina, estaba encabezada por Aurelio Nuño Mayer, y tenía siete subunidades a su cargo: la secretaría técnica del gabinete y seis coordinaciones. Una de estas últimas era la Coordinación de Ciencia, Tecnología e Innovación, así que la relación con el Ejecutivo federal solamente quedaba mediada por una persona.

			Según el reglamento, las funciones básicas de la Coordinación no serían estrictamente de coordinación o de diseño de políticas, su función sería coadyuvar, participar o apoyar especialmente al Conacyt. Por ejemplo, podía colaborar en la elaboración de diagnósticos del sector, apoyar al Conacyt en las modificaciones al marco normativo o en los análisis globales, lo mismo que propiciar la vinculación del Ejecutivo federal con “instancias públicas y privadas de desarrollo tecnológico, científico y de innovación”. No tenía previstas actividades de coordinación y tampoco tendría una relación directa con el Ejecutivo federal.

			La nueva instancia, en la estructura de gobernanza del sector, parecía competir o desempeñar la misma función y casi que el mismo principio de creación que el Consejo Consultivo de Ciencias de la Presidencia (cccp). Un órgano instaurado al iniciar la administración de Carlos Salinas de Gortari, precisamente como “unidad de asesoría y apoyo técnico del Ejecutivo federal” (Diario Oficial de la Federación, 24-01-1989: 2). La diferencia era que la coordinación era una sola persona y físicamente estaba en las instalaciones del Ejecutivo federal, mientras que el cccp era un órgano colegiado, integrado por quienes han recibido el Premio Nacional de Ciencias y Artes y aceptan participar. Los integrantes del Consejo y el de su coordinador general son honoríficos, es decir, no reciben remuneración, pero cuentan con una secretaría ejecutiva que designa el propio Ejecutivo federal y es el mecanismo a través del cual se canalizan los recursos y apoyos al Consejo para su funcionamiento. Sin embargo, lo cierto es que la mayor visibilidad e interlocución del Consejo fue en el sexenio de Salinas de Gortari, en las administraciones posteriores perdió relevancia y dejó de ser una instancia de consulta.

			Agencia Nacional de Innovación 
o Comité Nacional de Productividad

			En el terreno del desarrollo tecnológico también se había propuesto la creación de una instancia que podría encabezar los esfuerzos en ese terreno. En el documento ya mencionado previamente (“Hacia una agenda nacional en ciencia, tecnología e innovación”) y como se indicó, a la propuesta de una secretaría de Estado para fortalecer la gobernanza del sistema, también se añadió la creación de una Agencia Nacional de Innovación. Un organismo que podría ser descentralizado y funcionar como fideicomitante de la entonces nueva secretaría. La sugerencia era que la agencia potenciara el trabajo del Comité Intersectorial de Innovación que se había creado unos años antes y se encargara de consolidar la participación del sector empresarial (p. 56). En la misma reunión de septiembre de 2012, en la que un grupo de científicos le hizo entrega del documento de propuestas, el entonces presidente electo Enrique Peña Nieto expresó sobre la innovación:

			En esta materia formulé varios compromisos en el ámbito educativo, precisamente para que, vinculado al tema que hoy nos ocupa, el de la ciencia y la tecnología, pudiéramos lograr un mayor desarrollo. Déjenme sólo enunciar algunos de ellos porque también es ocasión de reafirmar el compromiso que tengo para alcanzar estos objetivos: me comprometí a crear una Fundación para la Innovación, la Ciencia y la Tecnología, con la participación del sector privado, como un mecanismo más de involucrar y de comprometer al sector privado (Versión estenográfica, 27-09-2012).

			El Ejecutivo federal se refería a la creación de una fundación, el documento de propuestas que le entregaron proponía una agencia, en ambos casos lo que intentaban era impulsar la innovación y el desarrollo tecnológico, sobre todo porque el Comité Intersectorial de Innovación —creado a raíz de que el tema de innovación fue elevado a rango de ley— había resultado insuficiente para respaldar los esfuerzos. La reforma a la Ley de Ciencia y Tecnología del 2009 incluyó el término “innovación” en todo el articulado y ahí también propuso la creación del comité. Según la ley, sería un comité especializado del Consejo General de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico —el máximo órgano de política del sector— y le correspondería “diseñar y operar la política pública de innovación”.51 Algunas de las facultades que se le atribuyeron fueron la aplicación de recursos financieros, el establecimiento de las reglas de operación de los fondos sectoriales de innovación y las recomendaciones en materia de normalización y derechos de propiedad intelectual. La misma ley especificó que el comité, a diferencia de otros comités especializados del mismo Consejo, estaría presidido por el titular de la Secretaría de Economía, aunque el vicepresidente sería el director de Conacyt y como otro integrante más el secretario de Educación Pública. El reglamento interno del comité, sin embargo, fue publicado casi un año después (Diario Oficial de la Federación, 24-03-2010) y aunque preveía sesionar, de forma ordinaria, por lo menos dos veces al año, poco trascendieron sus actividades, como la propuesta de impulsar las compras públicas innovadoras. Así que parecía una sugerente propuesta sustituirlo o reforzarlo por una Fundación o una Agencia Nacional de Innovación.

			Al final, no hubo ni agencia ni fundación, fue instaurado otro comité. En mayo de 2013 Peña Nieto creó por decreto el Comité Nacional de Productividad (cnp), como órgano consultivo y auxiliar del Ejecutivo federal y de la planta productiva, presidido por el secretario de Hacienda e integrado por una veintena de personalidades, entre ellos, los secretarios de Economía, Educación Pública, Trabajo y Previsión Social, el direc­tor de Conacyt y representantes de instituciones de educación superior, de media superior, de organizaciones empresariales y sindicales (Diario Oficial de la Federación, 17-05-2013). No era un órgano propiamente para impulsar la innovación, pero la incluía entre sus funciones. El comité estaba previsto desde la reforma a la Ley Federal del Trabajo de 2012, es decir, desde la administración previa, porque ese gobierno había enfatizado la política de ampliar y mejorar las oportunidades de empleo.52 En el 2013, la primera función que se le asignó al reciente Comité fue la de proponer estrategias, políticas y acciones en materia de productividad y empleo, para que fueran consideradas por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal. También se le asignó la tarea de proponer mecanismos de coordinación entre las distintas dependencias de la administración pública federal, lo mismo que entre los sectores público, social y privado. El comité, en materia de innovación tecnológica, solamente daría su opinión y, “en su caso, recomendación, diagnósticos y análisis sobre el funcionamiento y prospectivas” (fracción V del artículo 6º). En realidad, como se puede advertir, el comité no es un órgano de decisión, solamente podía diseñar estrategias y recomendaciones, aunque reunía a funcionarios de primer nivel y a representantes de distintos sectores. El otro aspecto que también vale la pena notar es que la estructura de gobernanza del sistema quedaba casi de la misma forma que había operado en administraciones anteriores y, nominalmente, solamente se modificaba con una instancia en la parte superior de la conducción del sistema. Esto es, como se puede apreciar en el diagrama 1, el Ejecutivo federal asumía y sumaba otro organismo consultivo más en el sector. En términos organizativos no dependía del Ejecutivo federal, pero se añadía a la relación entre el Conacyt, el Ejecutivo federal y diferentes secretarías de Estado. 

			Diagrama 1

			Estructura de gobernanza del Sistema Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación

			[image: ]

			La operación y los resultados del periodo

			Las expectativas de la comunidad científica e incluso de algunos directivos del sector eran muy altas al comienzo del periodo. Por una parte, en el denominado Pacto por México, firmado por el Ejecutivo federal y los representantes de las tres principales fuerzas políticas al día siguiente de que tomó posesión el presidente, quedó incorporado el compromiso de promover el desarrollo a través de la ciencia, la tecnología y la innovación. En el documento, como parte de los “acuerdos para el crecimiento económico, el empleo y la competitividad”, se planteó que se sentarían las bases para convertir a México en una “economía del conocimiento” y se anotaron tres grandes objetivos: inversión del 1 por ciento del pib en ciencia y tecnología; establecer prioridades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología; e incrementar el número de investigadores, centros de investigación y patentes. Además, para el objetivo de financiamiento anotado en el pacto, se comprometió una meta específica: la inversión del 1 por ciento del pib en el sector se alcanzaría de manera gradual y el incremento comenzaría en el presupuesto 2013 (compromiso 46). Sobre las prioridades de desarrollo de la ciencia se destacó que se estructuraría un programa de largo plazo en todo el país (compromiso 47) y de forma más bien ambigua e imprecisa se dijo que se incrementarían los investigadores, centros y patentes (compromiso 48).

			Por otra parte, la confianza fue en ascenso sobre la posibilidad de modificar el marco normativo de la función pública y tal vez un eventual rediseño institucional de la administración, porque en materia educativa, en el mismo pacto, se anunció que se impulsaría una reforma legal y administrativa para incrementar la calidad educativa, para aumentar la matrícula y para “que el Estado mexicano recupere la rectoría del sistema educativo nacional, manteniendo el principio de laicidad”. Efectivamente, a los 10 días de iniciado el sexenio, el gobierno federal ingresó una propuesta de reforma al artículo 3º constitucional en la Cámara de Diputados que fue aprobada velozmente el 20 de diciembre; después fue turnada al Senado que la aprobó al día siguiente, luego pasó a los congresos estatales y finalmente la reforma fue publicada en 25 de febrero de 2013.53 Es decir, el ciclo completo de la aprobación de un proceso de reforma constitucional tomó menos de tres meses. Por supuesto, como ya lo habíamos precisado en las páginas iniciales, a pesar de que el pri no tenía mayoría calificada en el Congreso, la coalición electoral que había establecido con el Partido Verde y las negociaciones con los partidos opositores para la formulación del Pacto por México, le permitieron una rápida aprobación de la iniciativa de ley y otras reformas denominadas estructurales. En estos términos, parecía relativamente sencillo intentar modificaciones normativas menores.

			Sin embargo, también rápidamente fue claro que las cosas no serían tan sencillas en el ámbito de la ciencia y la tecnología. En la administración 2006-2012, la de Felipe Calderón, habían quedado de manifiesto las dificultades de operación y funcionamiento del Consejo General de Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación, el máximo “órgano de política y coordinación”. En el esquema trazado páginas atrás se puede advertir que el Consejo, como quedó expresado en la reforma a la ley del sector 2002, está colocado precisamente abajo de la figura del Ejecutivo federal, porque en ese entonces la figura presidencial, a pesar de que no tenía el peso de las décadas previas, todavía quedaba la impronta del sistema basado en un régimen presidencial: acercar los órganos e instrumentos de gobierno al presidente de la República, porque mientras más cerca estuvieran garantizaban mejores resultados. Sin embargo, prácticamente desde su instauración, el Consejo incumplió funciones y responsabilidades, sencillamente porque las agendas de los altos funcionarios que lo integran, comenzando por el Ejecutivo federal, lo hacían poco funcional y operativo. 

			La ley marca que el Consejo General se integra por 21 personas con derecho a voz y voto. Lo encabeza el presidente de la República y funge como secretario ejecutivo el director de Conacyt. Pero también son miembros permanentes nueve secretarios de Estado: Relaciones Exteriores; Hacienda y Crédito Público; Medio Ambiente y Recursos Naturales; Energía; Economía; Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; Comunicaciones y Transportes; Educación Pública; y Salud. Igualmente participan representantes de: Foro Consultivo Científico y Tecnológico; Academia Mexicana de Ciencias; Conferencia Nacional de Ciencia y Tecnología. Tres representantes del sector productivo; un representante de los centros públicos de investigación; el secretario de anuies; y dos representantes de la comunidad científica o tecnológica. Además, si fuera el caso, el Ejecutivo federal puede invitar a personalidades a algunas sesiones.

			La ley le reserva al Consejo la responsabilidad de establecer las correspondientes políticas nacionales en el Programa Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, así como la aprobación y actualización de este último. En materia de recursos financieros tiene la capacidad de definir prioridades y criterios de asignación presupuestal; también debe sancionar el proyecto de presupuesto sectorial que será incluido en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación, lo mismo que rendir un informe anual del estado que guarda la ciencia, la tecnología y la innovación en el país. Es decir, ahí se toman las grandes definiciones de política para el sector; sin embargo, el principal problema es que el Consejo no se reúne y las decisiones quedan en suspenso. La situación fue más grave en la administración de Felipe Calderón porque el programa sectorial no se presentó en los plazos normativos puesto que el Ejecutivo federal no lograba hacerse un espacio para convocar al Consejo y aprobar el programa. De hecho, los premios de la Academia Mexicana de Ciencias, los premios nacionales y el Premio México tuvieron significativos retrasos.

			En estos términos, cada vez fue más evidente que el cgicydt no se podía sostener bajo las mismas condiciones, así que, en febrero de 2012, después de un primer intento en 2011, la diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso del Partido Nueva Alianza (Panal) presentó una iniciativa para añadir un párrafo al artículo 5º de la Ley de Ciencia y Tecnología, y permitir que el presidente y secretarios pudieran nombrar suplentes. La exposición de motivos de la iniciativa anotaba: 

			se ha confirmado que la actual integración del Consejo General de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico no ha resultado operativamente funcional, debido a que el artículo 5 del citado ordenamiento de forma taxativa establece que el presidente de la República lo presidirá, así como de los titulares de nueve secretarías de Estado…[…], sin posibilidad de establecer la suplencia de funcionarios por ausencia de los titulares mencionados, por lo que desde el inicio de la actual administración federal el consejo general se reunió por última vez como órgano de política y coordinación el 26 de septiembre de 2008, fecha en la que se aprobó el Programa Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación 2008-2012… Ante la imposibilidad de cumplir a cabalidad lo previsto en los artículos citados, se confirma la necesidad de reformar el artículo 5 de la ley objeto de la presente reforma, para incorporar en la integración del Consejo General de Ciencia y Tecnología la figura de la suplencia por ausencia del presidente de la República y los nueve funcionarios.54

			Además, en las consideraciones de la iniciativa se justificó que se trataba de una “suplencia por ausencia” y no una “delegación de funciones”. En la primera, el suplente actúa en representación de aquél; en la segunda, lo hace en nombre propio y toma sus propias decisiones. En el caso del cgicydt, parece que seguía y sigue vigente la confianza en la omnipresencia del más alto nivel. Un año después de ingresada la iniciativa, los diputados la aprobaron el 19 de febrero de 2013. En el pleno, todos se pronunciaron a favor, ninguno en contra y pasó al Senado para su ratificación o rectificación.55 Sin embargo, la reforma aprobada permaneció en la Cámara Alta en comisiones, no pasó ni en esa legislatura ni en las siguientes, así que el Consejo se quedó de la misma forma.

			En la administración 2012-2018, la primera reunión del cgicydt fue en septiembre de 2013, precisamente para la aprobación del presupuesto consolidado del sector. Luego, al año siguiente, en el mes de mayo, para autorizar el peciti, así como los cambios normativos sobre acceso abierto a la producción científica, ahí también se acordó la creación del Repositorio Nacional. Después, en abril del 2015, el Consejo se reunió por tercera vez. En esa ocasión también se aprovechó la ocasión para la entrega de los premios de la Academia Mexicana de Ciencias (amc). De hecho, los premios se habían acumulado desde el 2012 porque el Consejo no se había reunido. La cuarta reunión del Consejo fue el 27 de mayo de 2016 para entregar el Premio México de Ciencia y Tecnología del año previo, una de las escasas actividades bajo la responsabilidad del Consejo Consultivo de Ciencias de la Presidencia. Finalmente, el 15 enero de 2018 se reunió en Querétaro, Qro., por quinta y última vez, nuevamente para entregar los premios acumulados de 2016 y 2017. La norma dice que el Consejo debe sesionar por lo menos dos veces al año y de forma extraordinaria las veces que sean necesarias; sin embargo, como se puede advertir, en el sexenio no se cumplió lo que dice la ley y tampoco en los anteriores. Y otra vez, como en el sexenio previo, la presentación del peciti y la entrega de premios se pospusieron una y otra vez porque el Consejo no se reunía. Otro asunto es que las reuniones del Consejo no son públicas y tampoco lo son las actas de sus sesiones, así que solamente se conoce lo que informan los comunicados de la presidencia o el mismo Conacyt. Por la misma razón, otra iniciativa de reforma a la Ley de Ciencia y Tecnología aprobada en 2017 por la Cámara de Diputados, complementaria a la del 2013, aunque tampoco fue ratificada en el Senado, planteaba que los suplentes del presidente y de los secretarios de Estado debían tener como mínimo rango de subsecretarios y, además, que las sesiones debía ser cuatrimestrales y las actas publicadas en el portal de Internet del Conacyt.56 No obstante, ninguna de las dos reformas fue ratificada en el Senado, así que la ley y el Consejo continuaron de la misma forma. Tal vez una de las razones de por qué las reformas que intentaban el nombramiento de suplentes no prosperaron se debió a que no todos los sectores compartían la conveniencia de la suplencia, comenzando por las propias autoridades del sector, porque advertían que de llevarse a efecto los nombramientos serían irrelevantes: no tendrían la posición jerárquica para tomar decisiones de importancia, o bien, tendrían un nivel relativamente similar al de la Junta Directiva del mismo Conacyt y solamente habría una duplicación de personas y posiciones. El Consejo continuó de la misma forma.

			La irrelevancia de la coordinación

			En abril de 2013, como ya lo indicamos, quedó instalada la “Coordinación de Ciencia, Tecnología e Innovación” y Francisco Bolívar Zapata fue designado como titular de la misma. El contacto no era directo con el Ejecutivo federal, estaba mediado por el jefe de la Oficina de la Presidencia, así que a él se dirigían las recomendaciones, propuestas o estudios de la coordinación. La titularidad de la oficina fue ocupada de 2013 a 2015 por Aurelio Nuño, hasta que el 27 de agosto de 2015 fue designado secretario de Educación Pública y lo sucedió en el cargo Francisco Guzmán Ortiz. A pesar de que la Oficina de la Presidencia era una posición clave en las decisiones de gobierno, también en la relación con los sectores público, privado y social, así como en la evaluación de las políticas públicas, en realidad esa relevancia no se trasladó de la misma forma a todas sus unidades técnicas, como lo era la Coordinación de Ciencia y Tecnología.

			Por ejemplo, la coordinación del sector quedó vacante rápidamente, después de casi dos años de funcionar como lo había establecido la norma y prácticamente sin desempeñar ninguna actividad de trascendencia pública. El primer titular, Francisco Bolívar presentó su renuncia al cargo el 18 de septiembre de 2015 para anotarse como candidato y competir por la rectoría de la Universidad Nacional Autónoma de México (unam). En su carta de renuncia al presidente Peña Nieto le agradeció:

			Bajo su liderazgo y compromiso, sumamos esfuerzos para propiciar el crecimiento del sector ciencia, tecnología e innovación, alcanzándose un incremento inédito de 0.43% a 0.56% en el presupuesto para ciencia y tecnología, por lo cual estamos doblemente agradecidos con usted.57

			Otro dato indicativo de la escasa relevancia de la Coordinación de Ciencia y Tecnología de la presidencia es que, después de la renuncia de Bolívar, la instancia quedó sin titular poco más de medio año, hasta que el gobierno federal modificó nuevamente el reglamento de la Oficina de la Presidencia y ahí sobrevino un nuevo nombramiento. 

			La Jefatura de la Oficina de la Presidencia reorganizó sus unidades y actividades. Los cambios fundamentales radicaron en asumir la coordinación de asesores del presidente y quedarse solamente con las cinco unidades técnicas más sobresalientes.58 Según el mismo reglamento, se creó una nueva instancia: la Coordinación General de Política y Gobierno, y a ella quedaron subordinadas la Secretaría Técnica del Gabinete; la Coordinación de Enlace Institucional, y la Coordinación de Ciencia, Tecnología e Innovación. A pesar de que no se modificaron las funciones que tenía asignada la Coordinación de Ciencia, ahora ya no dependía del titular de la oficina, sino de una coordinación de esa oficina, jerárquicamente se alejaba otro nivel más de la figura del Ejecutivo federal, lo que reflejaba su densidad en las políticas públicas del sector.

			El Ejecutivo federal nombró a Elías Micha como nuevo coordinador a partir del primer día de abril de 2016.59 Micha se desempeñaba como director general adjunto de Desarrollo Regional del Conacyt desde el 2013 y antes de ese cargo dirigió el Consejo Mexiquense de Ciencia y Tecnología, en el periodo en el cual Peña Nieto se había desempeñado como gobernador de la entidad. Sin embargo, ni su desempeño previo en el Conacyt ni su anterior relación con el Ejecutivo federal fueron factores que marcaran una diferencia pública en el papel que entonces y después desempeñó la Coordinación de Ciencia, Tecnología e Innovación. A su vez, en el Conacyt, en la dirección que ocupaba Micha nombraron a Federico Graef Ziehl, quien asumió la dirección del Centro de Investigación Científica y de Educación Superior de Ensenada (cicese) en la década previa y anteriormente había ocupado otros cargos en el mismo Conacyt; la Dirección Adjunta de Desarrollo Regional generalmente era ocupada por personas que se habían desempeñado en los centros públicos de investigación. En fin, el asunto es que el principio que había animado la sustitución de una secretaría de Estado por una instancia más próxima al Ejecutivo federal, para maximizar logros y una mejor eficacia, ni fue una instancia ejecutiva ni tuvo los resultados esperados en el periodo.

			De la declaración de propósitos a los hechos

			En el sexenio 2006-2012 la estructura directiva de Conacyt mostró una relativa inestabilidad prácticamente durante todo el periodo, inició un director general y poco tiempo antes de concluir el sexenio concluyó otro; casi el conjunto de direcciones adjuntas estuvo en un permanente ajuste de cambio de titulares. En contraste, en la administración 2012-2018 permaneció el mismo director y salvo algunos ajustes en la segunda línea de mando del Conacyt, también la estructura fue relativamente estable. Además, como ya lo indicamos, la especialidad académica del titular y sus declaraciones iniciales permitían suponer que habría un vuelco en las normas, en el funcionamiento del sistema, en la estructura de incentivos, en la expansión de capacidades, en la consolidación del sistema, en la articulación de los elementos o la política en red. Al menos formaron parte de las intenciones expresadas.

			Sin embargo, lo esperado no ocurrió. Dos años después de iniciado el gobierno, con motivo del segundo informe de gobierno, el director del Conacyt compareció ante las Comisión de Ciencia y Tecnología del Senado. El entonces presidente de la comisión, Alejandro Tello Cristerna, le dio la bienvenida y le pidió a Enrique Cabrero que platicara sobre los logros alcanzados en el segundo año de gobierno y también acerca de los retos del sector.60

			Una primera intervención del titular de Conacyt puntualizó algunos de los avances más sobresalientes en el periodo. Por ejemplo, destacó que se había realizado la sesión del Consejo General y la consecuente aprobación del peciti para el periodo. No obstante, nada dijo sobre el retraso observado en su publicación en el Diario Oficial de la Federación, demora atribuida a que no recibía la aprobación del Consejo General simplemente porque éste no sesionaba. Más o menos el mismo retraso que había ocurrido en el sexenio previo, volvió a ocurrir en el periodo 2012-2018. La normatividad indicaba que los programas sectoriales y especiales considerados en el Plan Nacional de Desarrollo, como el peciti, debían aparecer a más tardar el último día de abril de 2014, todos aparecieron publicados alrededor de esa fecha, menos el peciti.61 Posteriormente, el director de Conacyt informó que se publicaría el 21 de mayo de 2014 en el Diario Oficial de la Federación, pero tampoco se publicó en esa fecha ni en el mes siguiente.62 Después apareció una versión del programa en la página electrónica de Conacyt, pero no era la publicación oficialmente válida. Finalmente, apareció en el Diario Oficial de la Federación el 30 de julio de 2014. Tal vez el retraso y la omisión no constituían fallas graves, pero sin duda eran un indicador de la laxitud del marco normativo y las dificultades de operación de los órganos de gobernanza del sector.

			La intervención del director del Conacyt continuó con los avances de los cinco objetivos planteados en el peciti, como el nivel de inversión, los recursos humanos (becarios, miembros del sni y los formados para el sector energético), el programa Cátedras Conacyt, el repositorio nacional de información científica y la participación en el Fondo Bilateral sobre Educación Superior, Innovación e Investigación. En su turno, los senadores hicieron las preguntas del caso. El senador Romero Hicks fue el primero en participar y su primera pregunta, de las 10 que formuló, tenía que ver precisamente con el tema del rediseño institucional del organismo rector. El senador expresó: 

			Tengo una lista amplia enunciativa, porque no alcanzaría el tiempo del que disponemos el día de hoy y la presentación, la agradezco, actualiza alguna de las cifras que nos presentó el doctor Cabrero en la última reunión y además ya introduce, a partir de la aprobación del Programa Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, algunas consideraciones, tengo 10 telegramas:

			Primero, a casi 45 años de la fundación del Consejo por el presidente Echeverría, el director general ha comentado sobre la necesidad de un rediseño institucional y quisiera preguntar en qué etapa va esto y hacia dónde se perfila…63

			Otros senadores tomaron la palabra, añadieron otras preguntas referentes a los recursos financieros y al vínculo de algunas acciones con las reformas estructurales en marcha. Los principales cuestionamientos quedaron formulados. El titular de Conacyt respondió algunas interrogantes, no todas. Habló de un ajuste en el cálculo de las estimaciones del gasto privado y una diversificación de los instrumentos de promoción. También destacó el Programa de Formación de Capital Humano para el Sector Energético. Igualmente, apuntó los ajustes que se podrían realizar al sni, como darle mayor cabida al desarrollo tecnológico, considerar otros productos (no solamente publicaciones), un sistema más basado en la confianza y el trabajo colectivo, entre otros aspectos. También especificó la canalización de los recursos derivados de las sanciones a los partidos políticos, las reticencias que existen sobre las Cátedras Conacyt y los montos de algunos fondos sectoriales. Sin embargo, nada dijo sobre un eventual rediseño del organismo rector de las políticas científicas y tecnológicas y tampoco nada ocurrió a ese respecto en los años restantes del periodo. Nada sobre las consejerías ni la política en red que se había perfilado. 

			Tampoco fue sobresaliente la capacidad del Comité Nacional de Productividad (cnp) como el órgano que traería ventajas y beneficios a la gobernanza del sistema, no fue mejor que el Comité Intersectorial de Innovación ni el Consejo General. El Comité Intersectorial fue creado en 2009, era presidido por el secretario de Economía y fungía como vicepresidente el director de Conacyt, de forma ordinaria debía reunirse al menos dos veces por año. Sin embargo, solamente hasta su sesión número 12, correspondiente al año 2013, planteó un programa de trabajo que tenía como líneas de trabajo: incentivar el gasto en cti; incrementar la disponibilidad del capital emprendedor y semilla; aumentar la capacidad innovadora empresarial; incentivar la cultura de protección; y fortalecer la vinculación entre la academia y la empresa.64 Los propósitos no estaban mal, pero no hubo programas para los siguientes años y tampoco un informe de resultados o de las acciones puestas en marcha por el comité. Es decir, ese comité tampoco funcionó.

			En 2013, como ya indicamos, se instauró el cnp como un órgano consultivo y auxiliar del Ejecutivo federal y de la planta productiva que podía formular propuestas y emitir opiniones, pero nada más. A pesar de que podía diseñar estrategias integrales y tenía como fortaleza la reunión de funcionarios de primer nivel y representantes de distintos sectores, no tenía capacidad de decisión. La norma decía que el comité sería presidido por el secretario de Hacienda e integrado por una veintena de personalidades, entre ellos, los secretarios de Economía, Educación Pública, Trabajo y Previsión Social, el director de Conacyt y representantes de instituciones de educación superior, de media superior, de organizaciones empresariales y sindicales. Según el mismo decreto de creación, debía reunirse al menos cuatro veces al año de forma ordinaria y de forma extraordinaria las veces que estimara necesarias (artículo 5º). Sin embargo, después de su instalación en el 2013, solamente se reunió dos veces en el 2014, tres veces en el 2015 y dos en 2016. Un funcionamiento irregular y con tendencia a disminuir. En materia de innovación tecnológica, el comité solamente daría su opinión y, “en su caso, recomendaciones, diagnósticos y análisis” sobre innovación tecnológica (fracción V del artículo 6º del decreto de creación). El cnp solamente identificó algunas estrategias de desarrollo para sectores como turismo, gastronomía, comercio al menudeo, autopartes y proveeduría aeroespacial. Específicamente propuso diferentes medidas para los últimos tres sectores. También, en noviembre de 2015 propuso la creación de tres grupos en lo que llamó “Gran Alianza por una Política Industrial de Nueva Generación”. Uno de esos grupos tendría como objetivo la “Generación de Talento” y estaría bajo la responsabilidad del secretario de Educación Pública.65 El grupo fue instalado en mayo de 2016, pero al parecer hasta ahí quedó la iniciativa. 

			El comité en 2016 también presentó recomendaciones para el sector energético (recomendaciones que incluyeron matrices de compromisos e indicadores de desempeño para el sector energético. Hidrocarburos). Las recomendaciones se dirigieron a la Secretaría de Energía pero también a diferentes organizaciones empresariales, como la Asociación Mexicana de Empresas de Hidrocarburos, la Confederación Patronal de la República Mexicana o la Confederación de Cámaras Industriales.66 Además, en el mismo año, el comité reformó su organización y funcionamiento.67 Por una parte, la composición básicamente fue la misma que la planteada desde su creación, pero la diferencia es que incluyó la figura del titular del Ejecutivo federal a la cabeza de los integrantes, “en calidad de presidente honorario”. El resto permaneció de la misma forma, el comité siguió siendo presidido por el titular de Hacienda y como miembros secretarios de Estado, el director de Conacyt y representantes de empresarios, de trabajadores, de instituciones de educación superior y de media superior. Es decir, tal vez en previsión de lo que ocurría con el Consejo General, el Ejecutivo federal era miembro honorario, pero no presidiría ni tendría que estar presente en el organismo para que éste pudiera sesionar. Además, otro cambio que tal vez para el comité no fue relevante pero sí para los propósitos del tema de innovación, fue que la fracción en donde se aludía a la innovación tecnológica en el decreto de 2013 no fue recuperada en el de 2016, así que parecía que el tema ya no formaría parte de sus responsabilidades. Sin embargo, el último informe del gobierno federal indicó que el cnp en colaboración con la ocde había aprobado una “Estrategia de formación de habilidades para México” que incluía a todas las instituciones que participaban en la gobernanza del sector (educativas, gobierno federal, sector empresarial) e incluía un plan de acción de siete ejes; además, por recomendaciones del mismo comité, anotó el informe, se tenía el compromiso de fomentar redes regionales de diseño y desarrollo tecnológico, así como la intención de poner en marcha un Centro Nacional de Emprendimiento e Innovación.68 No obstante, todo quedó en declaración de intenciones. Otro asunto es que en 2016 también se puso en marcha el programa que estaba relacionado con el impulso a la innovación y el incremento de recursos para alentar la participación del sector privado en el sector científico y tecnológico: el Programa para la Productividad y Competitividad Industrial (ppci), cuyo diseño se insertaba en el Programa para Democratizar la Productividad.

			Finalmente, la intención de reestructurar el funcionamiento del Conacyt y formar una red con los centros públicos de investigación (cpi) que el titular del organismo había expresado al comienzo del periodo, se anunció en el penúltimo año de gobierno como una acción a poner en marcha. En el marco de la reunión de órganos de gobierno del Conacyt en mayo de 2017, los directivos de los centros también firmaron el convenio de creación de nueve consorcios de los cpi que sería, dijeron, una nueva forma de trabajo. En el peciti, como parte de las estrategias para articular el esfuerzo en materia de inversión en ciencia, tecnología e innovación se había propuesto como línea de acción “promover la creación de clusters y consorcios público-privados para desarrollar proyectos a nivel sectorial y regional” (p. 54). Los consorcios eran una novedad relativa en el campo de la ciencia y la tecnología y especialmente en la región de América Latina, aunque en otros ámbitos, como el empresarial e incluso en el de la bibliotecología, tenían su historia. Si prescindimos del tema del financiamiento público, un consorcio es, básicamente, un acuerdo de cooperación entre firmas u organizaciones para desarrollar proyectos conjuntos que le darán un valor agregado a los procesos y productos, así como mejores rendimientos a los participantes. Respecto al anuncio de creación de consorcios, los directivos anunciaron que los cpi se agruparían en coordinaciones a cargo de Conacyt. Días después, el organismo informó los nombres de los nueve consorcios de distintas especialidades que integrarían a los centros públicos.69 Por ejemplo, estaba el “automotriz” con 12 cpi y estaría ubicado en Aguascalientes; también el de “estudios metropolitanos”, aglutinando a seis centros y se localizaría en Querétaro. Otros en Mérida, San Luis Potosí, Ciudad del Carmen, etcétera. Además, el comunicado informaba que para el 2018, el último año de la administración preveía contar con 18 consorcios consolidados. Al final del periodo, en el último informe de gobierno, reiteraba los nueve consorcios y reportaba que se habían canalizado 1,445 millones de pesos para apoyar 22 consorcios.70 Sin embargo, de ese total, indicaba que solamente seis estaban en operación, 11 por instalarse y cinco en la etapa de diseño. Es decir, la iniciativa, los planes y el financiamiento otra vez habían llegado tarde.

			En resumidas cuentas, en el periodo no se subsanaron las dificultades de operación y funcionamiento del máximo órgano de política y coordinación. Las nuevas instancias que se crearon, en cercanía relativa con el Ejecutivo federal, como la Coordinación y el Comité Nacional, tampoco resultaron en una mejor gobernanza del sistema, así que siguieron en operación los mismos instrumentos, organismos y mecanismos que se habían instaurado desde las reformas a la ley de 1999 y 2002. Entonces, la conducción del sistema científico y tecnológico y sus resultados tampoco podían ser muy diferentes de los experimentados en administraciones anteriores. Además, sobre las iniciativas que se habían anunciado, algunas no se pusieron en práctica y otras se pusieron en marcha demasiado tarde como para valorar sus resultados. Otras más se quedaron en el camino de las intenciones a los hechos, como sería la reforma del marco normativo que anunció el director de Conacyt al comienzo de su gestión y reiteró en el último año de ejercicio. Efectivamente, una reforma a la Ley de Ciencia y Tecnología, suscrita por el Ejecutivo federal, fue presentada en la Cámara de Senadores en el año de conclusión del periodo 2012-2018, la cual incluía modificaciones relevantes. Por ejemplo: proponía asentar en el marco normativo el principio de planeación a largo plazo en materia de ciencia y tecnología, al igual que requisitos precisos para el perfil del titular del Conacyt, algunos cambios en la operación de los centros públicos de investigación —eliminación de los convenios de Administración por Resultados, entre ellos—, la ciencia abierta y cambios en los instrumentos de la política del sector.71 No obstante, no fue el único proyecto. 

			Un mes antes, a instancias del entonces senador Juan Carlos Romero Hicks, 76 senadores de todas las fracciones parlamentarias con representación en el Congreso suscribieron otra iniciativa de ley, animada casi con el mismo principio: planeación de largo plazo. El diagnóstico trazado en la exposición de motivos también apuntaba a modificar el diseño institucional del sector y planteó: “se deben sentar las bases que permitan la planeación en la materia a largo plazo, la finalidad de realizar una reingeniería es eliminar las barreras ya detectadas en diversos análisis y diagnósticos realizados por distintas instituciones como Conacyt y el Foro Consultivo, entre otros”.72 La propuesta básica era añadir un párrafo a la fracción V del artículo 3º y una reforma al artículo73 constitucionales para reconocer el derecho de toda persona a gozar de los beneficios del progreso científico y para garantizar los recursos financieros del sector. Tanto el proyecto de ley del gobierno federal como el de los senadores podrían haber sido complementarios en una eventual reforma del marco normativo del sector; sin embargo, seguramente por la dinámica en el Congreso y la relación entre legisladores y gobierno federal, el periodo de sesiones legislativas concluyó y ni una iniciativa ni la otra lograron la aprobación, así que al final del sexenio, normativamente, todo quedó más o menos de la misma forma.

			Reflexiones finales

			Las expectativas que se habían expresado sobre una modificación organizacional importante que elevaría de rango la política científica y tecnológica se mantuvieron antes del inicio del periodo y alrededor del primer año de gobierno. La propuesta de que Conacyt, el organismo rector de las políticas pudiera convertirse en una secretaría de Estado se había expresado con cierta insistencia en los tiempos de la campaña presidencial, respaldada por algunos actores, pero la recepción general fue ambivalente y no fue la excepción la del candidato ganador de las elecciones presidenciales. Desde los primeros días del sexenio fue claro que no habría una nueva secretaría, pero el posterior nombramiento del director general del Conacyt, por su especialidad académica y experiencia laboral, sugería que podría impulsar una reingeniería institucional, la cual podría convertir al organismo en una entidad más eficaz y eficiente, capaz de fortalecer y articular un sistema frágil, disperso y altamente concentrado.

			Ciertamente se modificaron ligeramente las direcciones adjuntas del organismo y se crearon otras instancias menores, pero no hubo el rediseño institucional que se esperaba ni tampoco el que se anunció como posibilidad, no solamente para una mayor y mejor representación en el territorio nacional, sino también fuera de él, en las sedes diplomáticas. Los factores que intervinieron pueden ser variados, pero el hecho es que no se llevó a efecto. Las iniciativas para reorganizar y dinamizar una parte del sistema científico y tecnológico, los centros públicos de investigación Conacyt, llegaron en el último tramo de gobierno, cuando difícilmente se pueden sostener los esfuerzos presupuestales, la base organizativa y la continuidad de las acciones para consolidar e institucionalizar un diseño novedoso. Desde el comienzo de los años del 2000 cobró relevancia y reconocimiento la noción de políticas de Estado para destacar las decisiones de largo aliento, basadas en acuerdos intertemporales, las que se sostienen más allá de los periodos legislativos o gubernamentales y cuentan con los recursos necesarios, en contraposición con las políticas gubernamentales de corto plazo, inestables y acotadas a un periodo; por la misma razón, desde la reforma a la Ley de Ciencia y Tecnología de 2002, ahí quedaron incluidas las que se consideran las bases de una política de Estado. Sin embargo, lo cierto es que persisten medidas y programas que se han puesto en marcha, o no, por acuerdos de corto plazo o por la presión de los recursos financieros. 

			En el periodo abordado, en el terreno de la gobernanza, el cambio más notable fue la creación de la Coordinación de Ciencia, Tecnología e Innovación en el primer año del ejercicio gubernamental. La instancia, como lo hemos advertido, estaba vinculada al Ejecutivo federal a través de la oficina de la Presidencia de la República. No obstante, con uno o con otro titular al frente de la coordinación, en realidad no marcó una diferencia en el impulso a las políticas científicas y tecnológicas. Continuaron los anteriores cauces de participación de la comunidad científica, previstos en las reformas normativas de 1999 y 2002, como la relación sostenida con las academias y el papel desempeñado por el Foro Consultivo; también los mismos instrumentos de conducción y organización del sistema, como los fondos (institucionales, sectoriales y mixtos) y la distribución del financiamiento. No marcó una diferencia sustancial en una mejor gobernanza del sistema. Tal vez lo relativamente sorprendente, en el marco normativo y en el conjunto de estructuras directivas del sistema, es la persistente y repetida impronta de crear organismos cercanos o dependientes del Ejecutivo federal. La instauración del Consejo Consultivo de Ciencias, el Consejo General de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico, así como la Coordinación de Ciencia, Tecnología e Innovación e incluso el Comité Nacional de Productividad, lo expresan claramente. Entonces, cabría suponer que, en el régimen político, y no se diga en la administración pública, la figura presidencial sigue ejerciendo una fuerza de atracción para todo lo que se considera asunto de mayor interés público, por el poder que concentra, las responsabilidades que asume, por las facultades que despliega, pero sobre todo porque pareciera convertir en hechos lo que fueron intenciones o declaraciones. Lo paradójico, por lo menos en el terreno científico y tecnológico, es que las evidencias van en sentido contrario o su vigencia es muy limitada.

			Otro aspecto que también vale la pena considerar es la reticencia, dificultad o imposibilidad de reformar la ley para subsanar sus evidentes contradicciones. Por una parte, seguramente el Ejecutivo federal tenía presente los problemas crecientes generados por la operación y funcionamiento del Consejo General, máximo órgano de política y coordinación del sector, con mayor razón los directivos del sector, los organismos participantes del Consejo e incluso de los propios legisladores; todos parecían reconocer las dificultades e importancia de buscar soluciones. No obstante, las iniciativas de ley para este asunto no se llevaron a efecto. Una de las posibles razones es que, con sus fallas y escasa funcionalidad, la composición vigente del Consejo General es preferible porque asegura cercanía con el Ejecutivo federal y mayor capacidad en la toma de decisiones. A pesar de que sí se llevaron a cabo algunas modificaciones al marco normativo del sector, la gran reforma no tuvo lugar. A diferencia de lo ocurrido en otros sectores, simplemente no se aprobaron y se quedaron en comisiones. Como lo hicimos notar, si bien el partido gobernante no tenía mayoría calificada en el Congreso, las negociaciones entre las fuerzas políticas representadas en el Congreso y entre éste y el gobierno federal, habían logrado acuerdos para diseñar y aprobar las denominadas reformas estructurales, así que reformas menores habrían transitado con mayor facilidad. Desde luego, el sector científico y tecnológico pudo ser subestimado en su relevancia legislativa, por no desempeñar un papel estratégico similar al reconocido a las áreas donde operaron las reformas estructurales o simplemente por los intercambios entre los grupos parlamentarios. Tal vez en la integración de la agenda legislativa, en los procesos de negociación entre grupos parlamentarios y en la inestable relación entre el Congreso y gobierno federal, se encuentra otra parte de la explicación de por qué algunos asuntos menores sí llevaron a cambios en la ley y otros de mayor importancia no alcanzaron a tocar el marco de la ley. La dinámica legislativa es otra historia.

			Finalmente, una de las promesas más importante del sexenio, formu­lada en el Pacto por México, firmada como compromiso y ratificada como primer objetivo en el programa sectorial, fue la de incrementar gradualmente el financiamiento para la investigación científica y el desarrollo tecnológico, a fin de poder alcanzar el 1 por ciento del pib que marcaba la ley al final del periodo. En el 2013 el indicador de inversión era de 0.45 por ciento del pib, alcanzar la meta que ya tenía rango de ley significaba más que duplicar el nivel de recursos (públicos y privados). Sin embargo, la estimación para el final del sexenio fue de 0.47 por ciento del pib, un incremento sumamente modesto sobre la línea base y bastante alejado de lo que fue el mayor compromiso en la materia. Vale la pena notar que no todo lo que se propuso realizar tenía su base en mayores recursos financieros, pero ni lo que sí, ni lo que no, mostraron un cambio sustancial. En el primer caso, los indicadores de insumo y productividad no tuvieron incremento sustantivo; tampoco fue notable la modificación del marco normativo. Por otra parte, resulta difícil, cuando no imposible, que, con un modesto nivel de inversión en el sector, el cual no ha sobrepasado un punto porcentual como proporción del pib, se puedan ampliar las capacidades, fortalecer e impulsar el sistema de forma sostenida.
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			Capítulo III
  La cti en el gobierno del presidente Peña Nieto. ¿Reposicionamiento de la ciencia e impulso a las regiones?
  Rafael Loyola Díaz73, Judith Zubieta García74,  Tania M. Téllez Serrano75

			Introducción

			Desde los inicios de la administración del presidente Enrique Peña Nieto (2012-2018) se fueron advirtiendo indicios de una visión más integral de la ciencia y las humanidades que la que prevaleció durante los dos sexenios anteriores. Entre las primeras señales de cambio se encuentra la búsqueda de alternativas para aligerar una estructura innecesariamente compleja y poco eficaz en la gestión de la ciencia, la tecnología y la innovación (cti), lo mismo que para mejorar su marco normativo.76

			Poco a poco las autoridades que tomaron posesión como directivos del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) fueron haciendo referencia a políticas de fortalecimiento de regiones menos desarrolladas —aprovechando sus potencialidades y creando nichos de oportunidad— mientras se actualizaban y trataban de reforzar programas con marcadas prioridades, tanto en investigación como en desarrollo (i+d).

			Es importante señalar que la agenda nacional en materia de cti ya había dejado de estar exclusivamente circunscrita a la acción del Conacyt, en virtud de que se habían creado otras instancias autónomas —como el Foro Consultivo Científico y Tecnológico (fccyt)— y nuevas agencias de gobierno, desde donde se posibilitaba el impulso de políticas públicas para el sector, particularmente en tiempos en los que la mayoría de los estados de la Federación habían constituido sus consejos estatales de ciencia y tecnología, además de la existencia de unas cuantas secretarías de ciencia, como la que creó el gobierno del entonces Distrito Federal en 2013.77 Empero, no deja de ser cierto que el principal promotor e inversionista del ramo —a pesar de los múltiples estímulos canalizados a la iniciativa privada y de los intentos realizados para diversificar las fuentes de financiamiento— continuó siendo el gobierno federal. Cabe recordar que, desde su creación, a principios de la década de los setenta del siglo pasado, el Consejo ha sido una entidad clave en la configuración del todavía incipiente Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, al que en las últimas décadas se le fue adicionando la innovación.

			El presente texto ofrece un acercamiento analítico a la instrumentación de la política de cti en el sexenio 2012-2018, con especial énfasis en el desempeño de la institución encargada de diseñarla y ponerla en marcha: el Conacyt. Hemos puesto particular atención a las estadísticas, oficiales u obtenidas mediante la Plataforma Nacional de Transparencia, correspondientes a cada uno de los programas que se pusieron en marcha o que continuaron operando durante este periodo.

			Así, este capítulo complementa el elaborado por los mismos autores bajo el título “Primeros trazos de una nueva política en cti”, aunque el libro en su conjunto pueda considerarse como resultado de un ejercicio de análisis y reflexión grupal, iniciado con el interés de realizar un balance objetivo sobre la gestión del sector en el sexenio anterior, a la luz de los cambios que han estado anunciando las nuevas autoridades que asumieron esta responsabilidad en diciembre de 2018.

			Política regional

			Dentro de las alternativas para balancear de manera más equitativa las capacidades científicas y tecnológicas regionales, el gobierno trazó una estrategia considerando la división del país en tres regiones, de acuerdo con sus capacidades en materia de cti, con el propósito de elaborar políticas y apoyos diferenciados que favorecieran a los estados menos desarrollados. Dicha estrategia se apoyó en la creación de nuevos laboratorios nacionales, en la construcción de agendas estatales y regionales de innovación, en los fondos mixtos (Fomix) ya existentes, en el Fondo Institucional de Fomento Regional para el Desarrollo Científico, Tecnológico y de Innovación (Fordecyt), y en el fortalecimiento de los centros públicos de investigación (cpi) coordinados por el Conacyt, al tiempo que se crearon consorcios con el fin de aprovechar de manera más eficiente los recursos disponibles.

			A continuación, se analiza cada una de estas acciones, utilizando para tal fin las estadísticas disponibles.

			Centros públicos de investigación (cpi) Conacyt

			Al tratarse de organismos públicos especializados en la formación de alto nivel, lo mismo que en investigación científica y desarrollo tecnológico, estos centros han mostrado ser un instrumento privilegiado para que el sector público y las empresas potencien sus esfuerzos en materia de innovación.78 Afortunadamente, así fue como la nueva administración visualizó este grupo de instituciones denominado “Sistema de Centros”, por lo que se puede afirmar que el sentido de la política científica tuvo en este sistema uno de sus principales instrumentos.79

			En 2014 la nueva administración perfiló una ambiciosa política en el ramo y anunció el rompimiento al veto de creación de nuevas paraestatales, con la proyección de cinco nuevos centros Conacyt (Cabrero, 2014). En efecto, a finales de 2014 el Conacyt contempló impulsar la expansión de la infraestructura dedicada a i+d bajo tres modalidades (Cabrero, 2014; Conacyt, 2014). La primera modalidad consistía en la creación de cinco nuevas paraestatales del tipo cpi en distintas entidades federativas: dos en la hoy Ciudad de México (dedicadas a la investigación en política educativa y al envejecimiento); dos en el estado de Querétaro (orientadas a la industria aeronáutica y a los estudios metropolitanos) y uno en San Luis Potosí, dedicado al análisis de zonas áridas. La segunda modalidad radicaba en el lanzamiento de un nuevo modelo de centro, definido por la concurrencia de varios socios que le darían soporte, ya fuera con la figura de consorcio, o bien, con la de centros mixtos. En esta versión se visualizó la creación de un centro en el estado de Tabasco (dedicado a los temas del cambio global y la sustentabilidad) y otro en Yucatán (especializado en agrobiotecnología); en Veracruz se vio la conveniencia de establecer un cluster de ciencia y tecnología; en Aguascalientes, otro centro más para abordar aplicaciones de Big Data, al tiempo que en Nayarit se esperaba fundar uno orientado hacia la acuicultura, mientras que en Michoacán se establecerían dos: uno dedicado a la innovación y el desarrollo agroalimentario y, el otro, a la energía geotérmica.80

			La tercera modalidad consistía en la creación de unidades de investigación o consorcios, a partir de los centros Conacyt existentes, ya fuera de manera independiente o asociados entre sí. De esta forma se proyectaron dos en el estado de Yucatán: uno especializado en petróleo y, el segundo, en materiales; en Hidalgo uno para cultivar la agroalimentación y la biotecnología vegetal; en San Luis Potosí otro más, que cultivaría el estudio de materiales y la metrología; en Durango uno, centrado en energías renovables; y, por último, en Guerrero se esperaba crear una unidad en agrobiotecnología.81

			Es claro que el fortalecimiento de las capacidades científicas nacionales fue concebido básicamente por la vía de los centros de investigación bajo la tutela del propio Consejo, basándose en la incorporación de jóvenes investigadores y en la creación de infraestructura en los sitios donde inicialmente se detectaron necesidades o algún potencial. De esta forma, el modelo de los consorcios de investigación terminó sustentado en una asociación entre aquellos centros que respondieron a los criterios de interdisciplina, regionalidad y pertinencia con impacto social que fueron previamente estipulados. En 2018, al cierre del sexenio, existían 23 consorcios de investigación, clasificados en cuatro sectores, según se advierte en el mapa 1.

			Mapa 1

			Consorcios de investigación en funcionamiento, 2018
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			Fuente: Tomado de Cabrero (2018: diapositiva 11).

			Además de la apuesta del Conacyt por los consorcios de investigación, se puso en marcha una ambiciosa reingeniería del Sistema de Centros de forma tal que, para mediados de 2016, ya se disponía de un proyecto de reconfiguración que pretendía avanzar hacia un sistema especializado, con mayor integración, complementariedad y con el compromiso de involucrarse en proyectos colaborativos.82

			Con el fin de que los procesos de toma de decisiones y de planeación pudieran ser resueltos más ágilmente, el resultado de la implementación de esta estrategia fue la puesta en marcha de cinco coordinaciones dentro de la Dirección Adjunta de Centros de Investigación: 1) Manufactura Avanzada y Procesos Industriales; 2) Física y Matemáticas Aplicadas y Tecnologías de la Información; 3) Medio Ambiente, Producción de Alimentos y Biotecnología; 4) Economía Pública y Desarrollo Regional; y 5) Historia y Antropología Social (Conacyt, 2016a).

			También se echaron a andar tres instrumentos para facilitar la integración de los centros, dos de ellos de nueva creación. Los programas de investigaciones de largo aliento (pila) son el primero; el segundo, las estrategias de centros para la Atención Tecnológica a la Industria (ecati); y el tercero son los ya mencionados consorcios.

			Adicional a éstos, se visualizó una nueva estructura de gobierno que facilitaría y agilizaría su operación, al igual que apoyaría y promovería la formulación y desarrollo de proyectos (Conacyt, 2016a y 2018b). Infortunadamente, esta nueva estructura no encontró apoyo en las autoridades centrales, especialmente en la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp), por lo que nunca operó.83

			Los recursos presupuestales

			En términos económicos, como se puede apreciar en la gráfica 1, la proporción del presupuesto del Ramo 38 destinada a los cpi Conacyt se transformó: en el año 2000 los recursos se distribuían de manera prácticamente equivalente entre el Consejo y los centros, mientras que, en 2018, la proporción apenas superó la quinta parte.

			No obstante, en esta reducción relativa en el presupuesto del Ramo 38, se asignaron recursos adicionales para el fortalecimiento del Sistema de Centros Conacyt, que permitieron ampliar y mejorar su infraestructura, al tiempo de actualizar y fortalecer su equipamiento.

			Gráfica 1

			Distribución del presupuesto Ramo 38, 2000-2018
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			Fuente: Conacyt, “Informe general del estado de la ciencia, la tecnología y la innovación” (2007-2017); Cámara de Diputados (2017 y 2018).

			Infortunadamente, a mediados de 2016 las expectativas de crecimiento se abandonaron debido a los severos ajustes presupuestales aplicados por el gobierno federal. En esta tesitura, el doctor Cabrero precisó que si bien lo deseable hubiera sido que se lanzaran 10 nuevas iniciativas, al menos cuatro consorcios se encontraban ya avanzados en su proceso de formación: los dos de Querétaro y los otros dos de San Luis Potosí.84

			Resulta pues evidente que en el sexenio anterior al de la llamada 4ª Transformación (2018-2024), el Sistema de Centros Conacyt encontró un segundo gran impulso, luego del recibido durante su creación en la administración de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994), evidenciado en indicadores como el presupuesto programado que se muestra en la gráfica 2.

			Gráfica 2

			Presupuesto programado para los cpi Conacyt, 2000-2018 
(millones de pesos)

			[image: ]

			Fuente: Conacyt (2018). Presupuesto cpi-Conacyt. Vía Plataforma Nacional de Transparencia.

			En el Capítulo IV se aborda la situación de los centros con mayor de­talle; sin embargo, es necesario mencionar que haber desaprovechado la oportunidad de contar con una nueva Ley Orgánica del Sistema Nacional de Centros Públicos de Investigación fue un error de graves consecuencias. Resulta inexplicable que el Congreso no la haya expedido, a pesar de que la propuesta planteaba la ejecución y observancia obligatoria de todos los cambios que le fueron incorporados a la ley aún vigente (Espinoza, 2018).

			Agendas estatales y regionales de innovación

			La Dirección Adjunta de Desarrollo Regional del Conacyt tuvo un papel central en la creación de agendas estatales y regionales de innovación, generadas con el objetivo de definir prioridades sectoriales y áreas de especialización en cada entidad y región, a fin de enfocar de manera estratégica el impulso a la innovación.85 En el mapa 2 se muestran los sectores prioritarios estatales que fueron identificados en dichas agendas.

			Mapa 2

			Sectores prioritarios estatales, 2018
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			Fuente: Tomado de Cabrero (2018: diapositiva 13).

			No obstante el esfuerzo realizado por descentralizar el impulso a la cti, el enfoque predominante que se encontró detrás de estas agendas se enmarca en el mainstream de las teorías de la innovación; en particular, en lo que se refiere a los sistemas regionales de innovación. En este sentido, las desigualdades entre entidades federativas y regiones —especialmente en cuanto a la presencia de actores empresariales que demandan conocimiento (científico y tecnológico)— se unieron al añejo problema de la falta de vinculación entre éstos y los centros de investigación e instituciones de educación superior ubicadas en sus territorios.86

			Efectivamente, una de las principales críticas a los intentos por construir relaciones productivas entre los actores de diferentes regiones y entidades es la de haber considerado que las políticas de cti, por sí mismas, serían capaces de generar sistemas regionales de innovación, tal y como indica la pauta seguida por los países desarrollados, en donde primero se generaron las condiciones prácticas que más adelante permitieron construir sistemas de innovación en diferentes escalas.87

			Muy pronto quedó claro que en México era preciso que cada entidad y región discutiera sus vocaciones sobre la base de las fortalezas existentes, para entonces diseñar estrategias que posibilitaran alcanzar los futuros deseados. La poca o nula articulación entre los programas federales, y de éstos con los regionales y estatales, generó otro tipo de retos y obstáculos en las tres agendas regionales establecidas: centro-norte, sur-sureste y norte. Un ejemplo de ello fue la falta de correspondencia entre los sectores estatales definidos como prioritarios con las especialidades disciplinarias de la comunidad científica asentada en cada entidad o región.88

			Efectivamente, pronto quedó claro que sólo a la luz de las condiciones particulares de algunas entidades y regiones tendría sentido tomar como referente el modelo seguido por los países desarrollados, rechazando todo aquello que pudiera desterritorializar y enajenar la práctica científica y tecnológica.

			Afortunadamente, las agendas reforzaron la urgencia de construir visiones de largo plazo, lo que evidenció la necesidad de impulsar las capacidades científicas y tecnológicas de las entidades y regiones, al tiempo que permitieron contar con un instrumento de planeación que incorporaba el monitoreo y la evaluación de sus avances.

			Los fondos Fordecyt y Fomix

			Otros cambios que llaman la atención son los que registró el presupuesto destinado al Fondo Regional de Ciencia y Tecnología (Fordecyt) en los primeros años del sexenio en estudio. Mientras que en 2013 este fondo registró un incremento de 250 millones de pesos (mdp), lo que le permitió llegar a un monto de 400 mdp, en 2018 alcanzó 329.83 mdp, con variaciones en el periodo, especialmente a partir de 2016, año en el que experimentó su primera disminución.89

			Por su parte, los Fomix reportaron un comportamiento en el que se advierte una tendencia a la baja en el número de proyectos apoyados, aunque cada uno recibió, en promedio, mayores recursos. Así, mientras en 2013 se aprobaron 202 proyectos con un costo promedio de 3.74 mdp, en 2018 el total disminuyó a 96, con una media de 22.05 mdp por proyecto.90

			Si se analizan los recursos destinados a los Fomix en función del origen de las aportaciones, se evidencia que el Consejo mantuvo el compromiso de impulsar las actividades de i+d en las entidades federativas al aportar en promedio el 59 por ciento del total disponible, porcentaje superior al 52 por ciento registrado en todo el periodo 2000-2019. No obstante estas cifras de tendencia central, la gráfica 3 muestra las variaciones registradas desde los primeros años del siglo xxi.

			Gráfica 3

			Fondos mixtos Conacyt, 2002-2018
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			Fuente: Conacyt (2019d).

			Para las regiones menos favorecidas se diseñaron apoyos especiales y se exploraron ajustes a la normatividad del sni, con el propósito de fortalecer a las universidades estatales que contaban con pocos investigadores en dicho sistema. También se publicaron algunas convocatorias de investigación en el Fondo de Ciencia Básica, financiado juntamente

			Gráfica 4

			Aportaciones a fondos mixtos, 2001-2019 (mdp)
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			*Cifras preliminares.

			Fuente: Conacyt (2019d).

			con la Secretaría de Educación Pública (sep). Tal fue el caso de la Convocatoria para la Atención a Problemas Nacionales, que buscaba atender temáticas de relevancia regional o nacional (Conacyt, 2018c), lo mismo que el de Fronteras de la Ciencia, para impulsar precisamente la generación de conocimiento de frontera. A pesar de ello, en 2018 ninguna de esas dos convocatorias fue publicada, además de que el Fondo de Ciencia Básica no registró aportaciones de la sep, como se puede apreciar en la gráfica 5.

			Gráfica 5

			Aportaciones para investigación científica (mdp)
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			Fuente: Cifras estimadas a partir de una gráfica publicada por Conacyt (2018c: 16).

			Laboratorios nacionales

			El Programa de Laboratorios Nacionales surge en el año 2006, con el objetivo de dar apoyo económico complementario a instituciones de investigación para establecer laboratorios nacionales Conacyt, que son unidades de investigación especializada para i+d.91

			Pese a los incrementos registrados desde 2006 y hasta 2015 —año en el que alcanzó su máxima cifra en los 326.83 mdp—, en 2016 el presupuesto se redujo a 286.41 mdp y en 2018 a 178.99 mdp, ubicándose por abajo del nivel registrado en el año de su creación (Conacyt, 2018d).

			Al final del sexenio, México contaba con un total de 77 laboratorios nacionales y, sin duda, éstos siguen representando un buen ejemplo de los esfuerzos que acertadamente se realizaron para el fortalecimiento de la infraestructura científica y tecnológica de las regiones (véase mapa 3).

			Mapa 3

			Laboratorios nacionales Conacyt
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			Fuente: Tomado de Conacyt (2017a: diapositiva 8).

			Desarrollo tecnológico e innovación

			Si bien la innovación no es parte de las actividades científicas y tecnológicas consideradas en el Manual de Frascati, lanzado en 1963 por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), el “Manual de Bogotá” propone pautas claras para la construcción de los indicadores de innovación tecnológica y “ha servido de insumo para el anexo del Manuel de Oslo destinado a países en desarrollo, también propuesto por la ocde…”.92

			Conviene recordar que a partir de 2007 el Conacyt comenzó a explicitar el presupuesto destinado a la innovación. De conformidad con las cifras oficiales publicadas, ese año asignó a este rubro un presupuesto de 200 mdp que en 2011 se incrementó hasta llegar a 1,079 mdp. A pesar de las variaciones sucesivas que se registraron en años posteriores, en 2018 la cifra se estima que alcanzó los 393 mdp.93

			Las estadísticas disponibles evidencian que, a nivel federal, el Gasto en Investigación y Desarrollo Experimental (gide) destinado a investigación aplicada y desarrollo experimental en conjunto fue mayor que el dedicado a la investigación básica, y que ésta, junto con la innovación, fueron los rubros en los que hubo una mayor disminución presupuestal, lo que indudablemente afectó el sector de la innovación.

			El Programa de Estímulos a la Innovación (pei)

			Desde luego, conviene revisar este programa —sucesor del Programa de Estímulos Fiscales— ya que entre 2009 y 2014 apoyó un total de 3,813 proyectos con un monto de 15,166 mdp, de los cuales 866 corresponden sólo a 2014, cifra que representó una inversión cercana a los 4,000 mdp (Cabrero, 2014).94

			Como en todos los programas apoyados por el Conacyt, la inversión pública destinada al pei registró variaciones, siendo 2016 el año en el que los recursos públicos también resultaron ser los más elevados del sexenio, con un monto total de 4,132 mdp. Como en otros programas, 2018

			Cuadro 1

			Resultados pei 2012-2018, según modalidad
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			Fuente: Conacyt (2018f).

			muestra un recorte severo que dio como resultado que se obtuviera el financiamiento más bajo de todo el sexenio, alcanzando apenas 1,594.29 mdp (Conacyt, 2018e).

			En 2017, durante la presentación del pei, el doctor Cabrero destacó que a partir de ese año serían dos los mecanismos para fomentar la inversión privada en innovación: el directo, precisamente mediante la operación del pei, y el indirecto, correspondiente a los estímulos fiscales.95 Tales medidas se consideraron necesarias para aumentar la relación gide/pib en México, pues la inversión del sector privado en i+d+i ha estado caracterizada por su lejanía de los niveles observados en otros países, aunque poco se haya avanzado en el análisis de los motivos por los que este sector no ha manifestado interés en invertir, o bien, si ello se debe a que los estímulos han resultado insuficientes para aumentarla.

			Congruente con lo anterior, el periodo 2012-2017 reporta un crecimiento más o menos sostenido, tanto en el número de proyectos recibidos como en el de los aprobados, lo que se advierte en la tasa de aceptación, que no presentó grandes variaciones, salvo la caída generalizada en el último año (véase gráfica 6).

			Gráfica 6

			Comparativo de proyectos recibidos y aprobados, pei 2009-2017
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			Fuente: Estimaciones hechas con base en Conacyt (2018g: 23; 2018h). 

			En sus convocatorias 2017 y 2018, el pei contempló tres modalidades: 1) Innovapyme, dirigida a las micro, pequeñas y medianas empresas; 2) Innovatec, dedicada a las empresas grandes; y 3) Proinnova, para proyectos en vinculación con instituciones de educación superior (ies) o centros e institutos de investigación públicos nacionales. Los datos del cuadro 2, a pesar de presentar las cifras correspondientes a sólo dos años, sugieren que son los proyectos vinculados a alguna ies o cpi los más demandados, y también los que recibieron mayores recursos, aunque haya disminuido el monto promedio por proyecto.

			Cuadro 2

			Resultados Convocatoria pei 2017, según modalidad (mdp)
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			Fuente: Conacyt (2018f).

			Por su parte, entre 2013 y 2017 el sector privado invirtió 16,326.44 mdp en el pei. Desde su creación en 2009, hasta la convocatoria 2017, el pei había recibido un monto total de 27,636.17 mdp del sector privado, teniendo el mayor crecimiento (56 por ciento) entre 2013 y 2014, y la mayor disminución (59 por ciento) de 2016 a 2017. El sector público invirtió un total de 16,225.02 mdp en el periodo 2013-2017. Durante el último sexenio se registró el mayor crecimiento (51 por ciento) de 2012 a 2013, pero también la mayor reducción (58 por ciento) de 2016 a 2017 (Conacyt, 2018e).

			Conviene mencionar que hubo otras bolsas destinadas a incrementar la productividad y la competitividad de las empresas mexicanas, además del pei. En efecto, en 2017 Conacyt reactivó un programa dirigido a impulsar la innovación tecnológica para incrementar la competitividad de las empresas mexicanas que realizaran actividades de investigación, desarrollo tecnológico e innovación (i+d+i), y que estuvieran inscritas en el Registro Nacional de Instituciones y Empresas Científicas y Tecnológicas (Reniecyt).

			Limitaciones para la innovación en México

			La innovación todavía debe ser considerada como un gran reto en un país como México. Un reporte del Banco Mundial sobre emprendimiento en América Latina y otro de la ocde sobre la innovación en México, evidencian que se tiene un problema, al que no se le ha dado solución (Lederman et al., 2014; ocde, 2010). Si bien el reporte del Banco Mundial señala que México, Brasil y Chile son los tres países latinoamericanos que mejor se comportan en materia de innovación, también llama la atención hacia la escasa innovación que registra la región, la poca inversión de la iniciativa privada en i+d y la lentitud con la que empresas de la región lanzan al mercado nuevos productos. En su opinión, este fenómeno es parte de una dinámica en la que las nuevas empresas, fundadas con dificultad, se expanden para convertirse en grandes unidades exportadoras, a pesar de presentar una competitividad frágil (Lederman et al., 2014).

			A pesar de no ser reciente, en el referido informe de la ocde, presentado en 2010 como resultado de un estudio sobre las nuevas empresas mexicanas basadas en el conocimiento, los consultores asentaron que si bien en el pasado se habían puesto en marcha planes y programas para fortalecer la innovación —incluso algunos con subsidios directos— no se habían obtenido los resultados esperados. El informe concluye mencionando que los programas para la innovación empresarial tuvieron una eficacia “limitada”, que la participación del sector empresarial en el desempeño y financiamiento de la i+d se estancó o decreció en la segunda mitad de la década del 2000, y que la influencia de la inversión pública en cyt en la inversión privada había sido poco eficaz. En opinión de los autores, algunos de los factores que influyen en este panorama son: mercados financieros que no apuestan al riesgo, escaso capital de riesgo, poco desarrollo y valoración del capital intangible; existencia de obstáculos y lentitud en los trámites para que las ies y los cpi cuenten con oficinas de transferencia y con licenciamientos de tecnologías, a lo que se añaden dificultades en la movilidad de los investigadores y en la acumulación de “activos intangibles que se forman a partir de sus invenciones” (ocde, 2010).

			Ambos reportes refieren que el problema es generalizable a toda América Latina y que la razón y posible solución al dilema tiene que ver más con una política económica que con una política de cti.96 Al menos en la política en curso se contempló explícitamente la articulación entre conocimiento y mercado; se amplió la visión al reinstalar el papel de la ciencia y de la investigación fundamental, y se mantuvo el propósito de dirigir las iniciativas hacia problemas estratégicos, sin menospreciar la “curiosidad científica” ni cancelar el conocimiento de frontera. Sin embargo, aunque la tendencia fue la de impulsar el conocimiento de frontera a nivel nacional, los recortes presupuestales impactaron en la inversión en todos los rubros, incluido el de innovación como ya hemos mencionado, al tiempo que el sector productivo no invirtió de manera significativa.

			Este tipo de consideraciones obliga a la reflexión sobre la responsabilidad de resolver el complejo pero ya antiguo reto de articular la ciencia con el mercado. Es inevitable cuestionarse si es una responsabilidad exclusiva del Conacyt, o si hubiera que incorporar y responsabilizar otras áreas de la administración pública, como pueden ser las secretarías de Economía y Hacienda, además de la necesaria presencia del Legislativo en la construcción de un marco normativo que oriente y encauce al sector privado a incorporar el conocimiento en sus procesos y operaciones, acompañado de una decidida política pública.

			Patentes

			Si bien el número de patentes que se registran en un país de ninguna manera es, por sí mismo, un indicador confiable de su capacidad de innovar, ni del avance de los desarrollos tecnológicos o de la intensidad en la transferencia tecnológica que se está dando en un momento dado, sí se considera importante contemplarlo en tanto que, por un lado, las patentes están ligadas a procesos innovativos y, sin embargo, por el otro, también revelan la incipiente cultura de protección de la propiedad intelectual que existe en un país, cultura que implica costos, no siempre despreciables, y tiempos, frecuentemente medidos en años.

			Gráfica 7

			Patentes concedidas en México, 2000-2018

			[image: ]

			Fuente: impi (2018).

			Ambos recursos por lo general no se encuentran fácilmente al alcance de un investigador y las instituciones donde ellos laboran a menudo tampoco los ponen a su disposición. No huelga señalar que Conacyt todavía no ha visto la necesidad de crear una oficina de gestión de patentes ni de asignar los recursos que serían necesarios para los académicos que requirieran este tipo de apoyos.

			En un breve recuento, México alcanzó las 12,330 patentes en 2012, número que representa el mayor volumen concedido en México en los años transcurridos del siglo xxi, a pesar de que la gráfica 7 revela una tendencia decreciente durante todo el sexenio, ubicándose en 2018 en niveles comparables a los registrados 10 años atrás, lo cual permite identificar los reducidos o casi nulos efectos del conjunto de políticas orientadas al desarrollo tecnológico y la innovación.97

			Como infortunadamente era de esperarse, las patentes concedidas a mexicanos en el país continuaron en niveles bajos, en relación con las otorgadas a extranjeros, de manera similar a lo registrado durante los gobiernos anteriores. No puede dejarse de mencionar el contraste que existe entre el número de patentes concedidas en México a nacionales y el otorgado a extranjeros, evidenciado en la gráfica 8. En las dos décadas transcurridas de este siglo, este porcentaje nunca ha sido inferior a 95 por ciento. Debe señalarse, sin embargo, que Aboites y Soria (2008: 139) afirman que las empresas globales son las directamente vinculadas con las patentes extranjeras, “mientras que las patentes mexicanas están aún dominadas por los inventores individuales”.

			Gráfica 8

			Patentes concedidas en México según nacionalidad, 2000-2018
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			Fuente: impi (2018).

			Dependencia tecnológica

			Si bien algunos indicadores ya analizados ponen en evidencia que México tiene un fuerte rezago en materia de desarrollo tecnológico, la balanza de pagos tecnológica —que es donde se registran las transacciones relacionadas con los flujos de conocimiento y propiedad intelectual e industrial entre un país y el resto del mundo— ha tenido un comportamiento que no hace sino confirmarlo: hay saldos negativos que implican cientos de millones de dólares en las dos primeras décadas de este siglo (Conacyt, Informe general, varios años).

			En efecto, durante el sexenio 2012-2018 la balanza tecnológica continuó con un saldo negativo y mantuvo la tendencia a la baja iniciada en 2010, año en que se tuvo un déficit de 568.60 mdp, hasta llegar a 175.72 mdp en 2016, cifra menor a la de años precedentes (Conacyt, 2016b: 98).

			Más allá del valor de las cifras, resulta evidente que el Estado mexicano no ha podido construir una visión a futuro en la que el país pueda competir en mejores condiciones en un mundo cada vez más globalizado; pareciera que tampoco ha estimado pertinente el diseño de políticas públicas que ayuden a disminuir la dependencia tecnológica del exterior y a incrementar la capacidad innovadora, la transferencia de conocimientos y la protección intelectual, beneficiando así a la economía nacional y a la sociedad.

			Competitividad

			Sin lugar a duda, el comportamiento de los indicadores que se han presentado ayuda a explicar el hecho de que México no haya logrado avances sustantivos en competitividad: mientras que en 2011 se colocaba en el lugar 66, en 2016 se ubicó en el 57. Para 2018 consiguió el lugar 46, encontrándose en la mejor posición de varias décadas, aunque muy por debajo de países con economías similares como Chile, que ocupó el lugar 33 (Expansión, 2018).

			Para finalizar este breve análisis conviene señalar que el desempeño de México en materia de patentes y el déficit en la balanza tecnológica —que implica una gran dependencia del exterior— ponen de manifiesto que la apuesta por la innovación y el fortalecimiento del sector secundario no dieron los resultados previstos, a pesar de los cuantiosos recursos que desde el 2001 se destinaron a ese fin y de que dicho apoyo significó recortes a la actividad científica.

			Desde luego, no podemos soslayar el papel que juegan los marcos normativos y los estándares de propiedad intelectual que prevalecen en México. Como en muchos países en desarrollo, éstos han estado regidos por los intereses o bien de las economías más fuertes, o bien de las grandes empresas globales. Los procesos de reglamentación diseñados por la Organización Mundial del Comercio (omc) no buscan maximizar la innovación ni promover la creación de nuevo conocimiento; por el contrario, los marcos regulatorios de la propiedad intelectual que predominan en la actualidad han disminuido la posibilidad de que estos países alcancen cierto grado de independencia tecnológica (Baker et al., 2017).

			Recursos Humanos en CTI

			Con base en el Manual Canberra de la ocde, México compone su Acervo de Recursos Humanos con aquellos Recursos Humanos Ocupados (rhcyto), Educados (rhcyte) y quienes están tanto Educados como Ocupados (rhcytc) en el ámbito de la ciencia y la tecnología. 

			El Acervo de Recursos Humanos en Ciencia y Tecnología ha tenido un crecimiento constante en el país, ubicándose en 2012 en 10.6 millones de personas y en 2016 en 15.8 millones de personas (Conacyt, 2016b: 47). Este crecimiento, si bien se advierte sostenido en los años transcurridos en este siglo, no ha podido adquirir los niveles deseados. Al expresar estas cifras en términos de la fracción de la población que representan, se observan grandes diferencias con las proporciones reportadas por economías similares a la mexicana.

			En este apartado se presenta un breve análisis de los cuatro programas dedicados a la formación, retención y consolidación de los recursos humanos en cyt: apoyos al posgrado nacional, becas, el sni y cátedras. No huelga señalar que el primero y el segundo son materia del Capítulo VII de este libro, mientras que el referido al sni comprende el Capítulo VI y el último, el Capítulo VIII.

			Programa Nacional de Posgrados de Calidad

			Una de las acciones que la administración pasada apoyó para fortalecer el acervo de recursos humanos en cti está relacionada con la formación de recursos humanos. En 2012 el Programa Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc) incluía 1,583 programas de posgrado; para 2016, la cifra se elevó a 2,069 programas de especialidad, maestría y doctorado. De ellos, poco menos del 10 por ciento fue catalogado como de competencia internacional, 29 por ciento consolidados, 39 por ciento estaban en desarrollo y un 23 por ciento era de reciente creación (Conacyt, 2016b: 127). Pese al crecimiento en su dimensión numérica, y a las críticas recibidas en cuanto al proceso de evaluación y al tipo de indicadores utilizados, llama la atención que las categorías de “competencia internacional” y de “consolidado” representen a menos de la mitad de la oferta nacional. Esto pudiera estar representando o bien un descuido por parte de las instituciones de educación superior en la creación o puesta en marcha de los planes de estudio en este nivel, o bien su juventud. En este punto hay que recordar que uno de cada cuatro programas es, efectivamente, de reciente creación.

			Gráfica 9

			Posgrados nacionales en el pnpc, 2000-2017
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			Fuente: Conacyt (2018i).

			No obstante lo anterior, la descentralización de los posgrados que integran el padrón del pnpc revela cifras muy positivas a partir de 2012, pues se pasó de un 27 por ciento de programas ofrecidos en la Ciudad de México en 2011, a casi un 20 por ciento en 2016, lo que significa una mayor descentralización de estos programas en el territorio nacional (Conacyt, 2018h).

			Becas Conacyt

			El programa de becas para realizar estudios de posgrado en el país está limitado a los programas que integran el pnpc, lo cual hace todavía más difícil que los posgrados de reciente creación puedan consolidarse. 

			Gráfica 10

			Becas totales Conacyt por grado, 2000-2018
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			Fuente: Conacyt (2017c); Gobierno de la República (2018).

			Aunque es notorio el aumento en el número de becas Conacyt para cursar posgrados de calidad en el país, es abismal la diferencia entre los destinos nacionales y el extranjero, como se puede apreciar en la gráfica 11.

			Habría que destacar que se ha mantenido la política de incrementar el número de becas para realizar estudios de posgrado, lo mismo que de integrantes del sni, poniendo de manifiesto el interés por realizar reformas que reconozcan y estimulen el trabajo inter y multidisciplinario y en equipo, junto con otras variables tales como el impacto social, el fomento de la divulgación científica y la colaboración científica internacional, especialmente a partir de una selección rigurosa de países, regiones e instituciones estratégicas que favorezcan la internacionalización de la ciencia.

			No obstante el incremento en el número de becas en los últimos años del sexenio pasado, existieron importantes fallas en la plataforma que Conacyt puso a disposición para el registro de postulaciones, así como atrasos en los depósitos a los estudiantes, aspectos que sin duda afectan el desempeño de los mismos.

			Gráfica 11

			Becas Conacyt por destino, 2000-2018
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			Fuente: Gobierno de la República (2018); Conacyt (2017c).

			Sistema Nacional de Investigadores (sni)

			El incremento en la membresía del sni se mantuvo durante el sexenio del presidente Peña Nieto, lo mismo que la creciente presencia de investigadoras, reduciendo así la brecha de género que durante varias décadas lo caracterizó. En 2012 se registró un total de 18,476 investigadores en el sni (34.1 por ciento mujeres), cifra que continuó aumentando hasta alcanzar los 25,072 investigadores (36.2 del sexo femenino) en 2016, considerando todos los niveles que abarca el sistema (Rodríguez, 2016).

			A pesar de que el presupuesto destinado al sni se ha incrementado, como también sucedió con el de becas, llama la atención que este último casi duplique los recursos aplicados al primero, a pesar del crecimiento experimentado en la membresía del sistema y la caída en el número de becas destinadas a realizar estudios en el extranjero, que siempre han sido más costosas que las nacionales. También se advierte una leve disminución en la distribución porcentual del presupuesto del Ramo 38 correspondiente al sni, mientras que la de becas se mantuvo relativamente estable.

			Debe recordarse que el sni fue creado en 1984 como respuesta del gobierno federal a la crisis económica que se agudizó en 1982 y que tuvo como consecuencia una seria disminución en el presupuesto destinado a las actividades de cti y la imposibilidad de repatriar o retener a científicos mexicanos, en tiempos en los que se corría el riesgo de perder un segmento de investigadores de alto nivel, ya sea porque encontraban mejores opciones en el extranjero o porque cambiaban de actividad. Por tal razón, y a pesar de que desde su creación fue contemplado su carácter transitorio, llama la atención que su peso relativo dentro del presupuesto haya sufrido variaciones a la baja.

			En este sentido, también sorprende que más de la mitad de la membresía del sni esté ubicada en el nivel I, que es el más bajo, no sólo en cuanto a sus requisitos de ingreso y permanencia sino también en términos económicos. Aquí cabe recordar la figura de los candidatos, que es la única distinción que tiene claramente definidos límites en la edad y la vigencia. La brecha que separa el nivel I de los dos siguientes se ha

			Cuadro 3

			Presupuesto del Ramo 38, por programa presupuestario 
(millones de pesos constantes a 2008)

			[image: ]

			Nota: Dado que el Ramo 38 se creó en 2002, las cifras para 2000 son tomados de Conacyt (2000), puesto que las estadísticas se presentan como Informe General hasta el año 2002. El porcentaje fue calculado con base en los datos ahí presentados (presupuesto Conacyt 2000: 2’988,993 miles de pesos).

			Fuente: Rodríguez, C. (2016). Datos de 2018 calculados con base en presupuesto del Ramo 38, 2018, que fue de 26,925.9 mdp. Datos de becas 2002 tomados de Conacyt (2002: 139).

			ido ampliando, lo que ha merecido críticas sobre la integración de los comités evaluadores y la dificultad de aplicar criterios similares a comunidades que acusan grados diferentes de madurez disciplinaria y que reportan culturas académicas distintas.98

			En lo que respecta a la distribución de la membresía en las siete grandes áreas del conocimiento que contempla el sistema a partir de 1999, la que sobresale en los últimos años es biología y química (área II), seguida por físico-matemáticas y ciencias de la Tierra (área I) y después, por ciencias sociales (área V). Si bien los datos no son muy distintos entre algunas áreas, desde el 2008 éstas son las que consistentemente han superado a todas las demás. 

			Podría decirse que esta manera de reconocer el talento con el que cuenta nuestro país para realizar actividades de i+d, además de procurarle una cierta mejora en sus ingresos económicos, se ha mantenido sin mayores cambios, a más de 30 años de su puesta en marcha; empero, para el nivel de su economía, el país todavía carece de una sólida

			Cuadro 4

			Investigadores sni por área de conocimiento, 2000-2018

			[image: ]Fuente: Datos 2011-2018, Padrón de beneficiarios sni, por año. Conacyt (2011b y 2019f); Gobierno de la República (2018). 

			comunidad científica tanto en términos nacionales como en la desigualdad que prevalece en su distribución regional, aunque se reconoce que en la actualidad más del 50 por ciento de la membresía se encuentra fuera del área metropolitana de la ciudad capital.

			Finalmente, no se debe ignorar la perspectiva de género al analizar estas cifras. Numerosos estudios han aludido a la metáfora del “Techo de Cristal” cuando se advierte la participación femenina dentro del sni.99 Más allá de que el porcentaje de mujeres haya crecido en todos los niveles del sistema, no debe soslayarse que su mayor concentración se localiza en los niveles más bajos. Al respecto, conviene también señalar que poco se ha hecho para poner en marcha iniciativas que incrementen el número de mujeres en áreas en donde han estado tradicionalmente poco representadas o ausentes: ciencias físico-matemáticas y ciencias de la Tierra (área 1), lo mismo que las ingenierías (área 7).

			Programa de Cátedras Conacyt

			El objetivo de este programa, creado durante la gestión del doctor Cabrero, fue el de contribuir a la renovación y rejuvenecimiento del personal de investigación mediante la absorción de “capital humano altamente calificado” para la investigación, especialmente en áreas estratégicas, por vía de plazas académicas —adscritas al Conacyt y sometidas a riguroso concurso— destinadas a jóvenes talentosos. La idea central no sólo fue la de apostar al rejuvenecimiento de la planta académica, sino ayudar a su expansión mientras se incursionaba y fortalecían nuevas áreas de investigación. De ahí que el proceso haya estado a cargo del Conacyt y no en manos de otros organismos de cti, evitando de esta manera la autorreproducción. No es errado considerar que este programa fue una especie de continuidad del de Repatriación y Retención, lo mismo que el de cátedras patrimoniales que con tanto éxito funcionaron en los sexenios de los presidentes Salinas y Zedillo.

			Gráfica 12

			Cátedras Conacyt por región, 2014-2018
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			Fuente: Conacyt (2018k).

			Congruente con el interés de brindar apoyos focalizados, en la Convocatoria de Cátedras se incluyó una modalidad especial para apoyar a las regiones menos favorecidas, especificando que se trataba de “destinar a las instituciones de investigación grupos de investigadores que generen una masa crítica de capital humano de alto nivel…” (Conacyt, 2014: 14). 

			Cabe mencionar que, hasta fines de 2018, la distribución de cátedras mostraba que tan sólo el 23 por ciento (294) correspondió a la región 3, que es la que incluye a las entidades con menores capacidades; 32 por ciento (414) a la región 2 y un 45 por ciento (587) a la región 1, donde las capacidades están más consolidadas que en el resto del país (Conacyt, 2018h: 65). En ese mismo sentido apuntan las cifras de proyectos otorgados, pues la región 1 sigue siendo la que cuenta con el mayor número de proyectos y cátedras, como se puede apreciar en la gráfica 13.100

			Gráfica 13

			Proyectos de Cátedras Conacyt por región, 2014-2018
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			Fuente: Conacyt (2018k).

			En lo que respecta a los proyectos que presentaron las instituciones para resultar beneficiadas con una y hasta cinco cátedras, podemos apreciar que se dio prioridad al desarrollo tecnológico. Como se puede observar en la gráfica 14, ésta fue el área más recurrida. La misma gráfica pone de manifiesto la ausencia de políticas claras sobre las áreas del conocimiento que deberían apoyarse para beneficio de la población y del país, en su conjunto.

			Gráfica 14

			Proyectos de Cátedras Conacyt por tema, 2014-2018
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			Fuente: Conacyt (2018k).

			Finalmente, habría que mencionar que para que la estrategia de apoyar a las regiones más atrasadas tuviera mejores resultados, podría haberse establecido algún tipo de correspondencia entre algunos de los programas gestionados por Conacyt. Por ejemplo, el de becas, especialmente considerando las de doctorado, que bien pudieron relacionarse con el de cátedras, a fin de que los becarios que estaban a punto de doctorarse pudieran aspirar a contar con una plaza que les permitiera, por un lado, apoyar el fortalecimiento del posgrado de la institución receptora y, por otro, acelerar su propio proceso de consolidación en la carrera académica. Infortunadamente, no se dispone de información que permita establecer este tipo de relaciones.

			Conclusiones

			Desde el año 2000 la innovación se ha convertido en la piedra angular de la política de ciencia y tecnología, aunque su instrumentación ha sufrido ajustes, correcciones y ampliaciones que no deben ser soslayados. Empero, la particularidad de la gestión del Conacyt durante la administración del presidente Peña Nieto consistió en poner acento en el reposicionamiento de la ciencia, en la revalorización de la investigación fundamental y en el restablecimiento de la relación entre ciencia e innovación, en la que se incluye el desarrollo tecnológico. Estos cambios de rumbo son de la mayor importancia para el desarrollo de la cti en México, especialmente porque durante los dos sexenios previos (2000-2012) esa relación se menospreció o desconoció, privilegiando modelos y visiones sin las debidas mediaciones nacionales.

			A pesar de los esfuerzos realizados para fortalecer la innovación y el emprendimiento durante la gestión del doctor Cabrero, los resultados no fueron los esperados. Por lo mismo, es conveniente preguntarse si el poco avance alcanzado fue responsabilidad del Conacyt o se debió a la ausencia de políticas públicas que estructuraran otro tipo de iniciativas enfocadas a la productividad y la competitividad, basadas en el conocimiento, que tuvieran como fin último elevar la calidad de vida de la población. Para ello, era menester involucrar y asignar la responsabilidad a las áreas económicas, educativas, hacendarias y legislativas, de forma tal que el empresariado mexicano se viera en la necesidad de recurrir a la investigación y al desarrollo (i+d) para aumentar su competitividad y el valor agregado de sus productos o servicios. Dicho de otra forma, el Conacyt no pudo asumir ni liderar una responsabilidad que requería de otra visión, de otros marcos normativos, de otros mecanismos y de recursos humanos de alto nivel más numerosos.

			La visión de las autoridades del Conacyt estuvo concentrada en impulsar una economía del conocimiento, considerada como la mejor estrategia para alcanzar el desarrollo con bienestar. Ello posibilitó que se diera por terminado el falso conflicto que separaba a científicos de tecnólogos, frecuentemente aludido en las dos administraciones precedentes; asimismo, se pudo acortar la distancia entre autoridades y miembros de la comunidad académica nacional, y disminuir un cierto desdén que ha prevalecido durante largos años hacia las ciencias sociales y las humanidades.

			En efecto, la estrategia seguida en el sexenio 2012-2018 tuvo la intención de revalorar la investigación en ciencia básica y la búsqueda del conocimiento de frontera; se impulsaron acciones que buscaban armonizar el desarrollo científico con el tecnológico, la innovación y la transferencia de conocimiento, a la vez que se plantearon nuevas estrategias de generación de conocimiento, donde el trabajo en equipo y la interdisciplina fueron determinantes, lo mismo que otros caminos para propiciar su transferencia, aplicación y su aprovechamiento social.

			En particular, los falsos dilemas que imperaron en las mal llamadas administraciones del cambio —es decir, aquellos que destacaban la productividad y la competitividad sin ciencia— han sido ya superados por temáticas propias del siglo xxi en materia ambiental, energética, de salud y de integración/desintegración social, entre algunas otras. En este sexenio se puso atención a la creación de nuevas entidades de investigación, al fortalecimiento de las existentes y al rejuvenecimiento de la planta académica, considerando incluso el impacto negativo que tuvo para las finanzas públicas el derrumbe de los precios internacionales del petróleo.

			Por su parte, los centros públicos de investigación Conacyt representaron el segundo sistema más importante a nivel nacional, tanto en labores de formación de capital humano como de investigación. Por lo anterior, la apuesta realizada al Sistema de Centros Conacyt pareciera ser uno de los grandes aciertos de las autoridades encargadas de instrumentar y guiar la política nacional en cti, aunque todavía es pronto para evaluar los resultados de los consorcios de investigación, a los cuales es preciso dar seguimiento. Al respecto, habría que cuidar, si los consorcios se mantienen, que no se conviertan en entidades cerradas, pues perderían una de las virtudes de dicha iniciativa: la de ser espacios abiertos a nuevas asociaciones, disciplinas y estilos de trabajo.

			No obstante, conviene reflexionar sobre si todos los programas que la administración gestionó tuvieron los resultados esperados, si generaron impactos en otros sistemas e instituciones de investigación, si éstos fueron negativos o positivos, si respondieron a las reiteradas intenciones de fortalecer las regiones rezagadas en materia de cti, etcétera.

			Los datos y el análisis que hemos presentado en este capítulo permiten concluir que la prometida centralidad de la investigación básica no se logró en términos reales, aunque dentro de los rubros del gide haya sido la actividad que más presupuesto obtuvo del sector gobierno, porcentualmente por debajo de la investigación orientada a fines prácticos y a la innovación, tal y como sucedió en los gobiernos panistas.

			Esta distribución de la inversión nos explica la disminución en materia de dependencia tecnológica, pero la balanza tecnológica negativa nos muestra lo poco que se ha avanzado en la satisfacción de los requerimientos tecnológicos nacionales. Esta información, sumada a la insuficiente inversión privada en cti, evidencia que pese a los esfuerzos por impulsar programas que permitan vincular a la ciencia con el mercado, todavía estamos lejos de considerar a la nuestra como una economía basada en el conocimiento.

			No debe ignorarse que estas características de la política de cti estuvieron alineadas a las iniciativas y recomendaciones que varios organismos multilaterales y expertos elaboraron de manera reiterada para países emergentes (Sagasti, 2011; unesco, 2015), al tiempo que se correspondían con lo que ocurría a nivel internacional, principalmente en países rezagados.

			Como parte de los retos que permanecen inalterados para la política científica de México, la descentralización de las capacidades científicas y tecnológicas continúa siendo una necesidad acuciante.101 El presupuesto es, sin duda, base de cualquier política gubernamental. En este sentido, si bien el gobierno comenzó con un fuerte impulso presupuestal, los recortes posteriores impactaron todos los rubros de la política en cti, mostrando el fracaso de la administración no sólo al no alcanzar la inversión en el gide el 1 por ciento del pib, sino al no oponerse, ante un panorama de recortes presupuestales, a que la cti tuviera que quedarse nuevamente al margen, sin considerar, como dijera el entonces primer ministro francés Pierre Mauroy, cuando en 1982 el gobierno de Mitterand aplicó un severo ajuste presupuestal y control de cambios, que no se debe disminuir el presupuesto a la investigación científica, pues es la vela que alumbra el futuro.
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			Capítulo IV
  Los centros públicos de investigación del Conacyt
  David Ríos Jara102

			La historia

			Desde la fundación del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) en 1970 se identificó la importancia de descentralizar la actividad científica y tecnológica del país. Con este objetivo, y con el apoyo de instituciones académicas importantes del país, la Universidad Nacional Autónoma de México (unam) en particular, el Conacyt fundó en varios estados de la República centros de investigación científica y tecnológica. Estos centros, coordinados por el Conacyt, pasaron, junto con este Consejo, a ser coordinados por la Secretaría de Programación y Presupuesto (spp) a partir del 27 de febrero de 1979 (Conacyt, s/f).

			En 1992, con la reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, se extinguió a la spp, por lo que las tareas relacionadas con ciencia y tecnología pasaron a ser coordinadas por la Secretaría de Educación Pública (sep), a través del Conacyt, a partir del 1 de marzo de 1992. En este contexto, se creó formalmente el Sistema de Centros de Investigación sep-Conacyt. Posteriormente, con la promulgación de la nueva Ley de Ciencia y Tecnología en 2002, que separó al Conacyt de la sep, el sistema se denominó entonces Sistema de Centros Públicos de Investigación del Conacyt. Es interesante señalar que, originalmente, el Colegio de México formó parte del sistema como asociado; sin embargo, al gozar de autonomía concedida por el Ejecutivo federal decidió mantenerse, en el año 2002, bajo la coordinación de la sep.

			Desde la creación del sistema en 1992, solamente han sido fundados tres nuevos centros de investigación pertenecientes al sistema Conacyt; éstos son: el Centro de Investigación en Materiales Avanzados (Cimav), en octubre de 1994; el Colegio de San Luis (ColSan), en enero de 1997; y el Instituto Potosino de Investigación Científica y Tecnológica (ipicyt), en noviembre del año 2000.

			Principales características 
de los CPI del Conacyt

			El Sistema de Centros Públicos del Conacyt está formado por 26 centros de investigación y un fideicomiso. Con sus más de 2,500 investigadores, representa, después de la unam, la segunda comunidad académica de investigación del país (Conacyt, s/f). La mayoría de estos centros han creado a su vez subsedes, de tal manera que actualmente se cuenta con más de 100 sedes y subsedes (Conacyt, 2018a), localizadas en todo el territorio nacional (a excepción de los estados de Morelos y Colima).

			Desde su inicio, el sistema se desagregó en tres subsistemas: el científico (10 centros), el tecnológico (ocho centros) y el de ciencias sociales y humanidades (ocho centros). Sin embargo, los límites de actuación, sobre todo entre los centros científicos y los tecnológicos, son comúnmente muy etéreos, ya que se han definido como ejes principales de acción para todos ellos los siguientes: productividad científica, formación de recursos humanos y vinculación con la sociedad. Todo ello, con calidad y competitividad internacional y sujetos a esquemas de evaluación y rendición de cuentas, lo que los obliga a una constante modernización y actualización de su andamiaje normativo. Conviene enfatizar que en particular la vinculación con la sociedad, que incluye tanto a los sectores sociales como a empresas y gobiernos, es una característica que los hace diferentes a los sistemas de investigación de las universidades públicas del país, ya que está definida explícitamente como una de las prioridades de su quehacer cotidiano, e incluso forma parte de los resultados de su desempeño a ser evaluados. Claramente los centros cumplen en mayor o menor grado con estos tres objetivos, dependiendo de sus líneas de investigación, de la inclinación natural de sus investigadores, de sus antecedentes históricos, etcétera.

			En general, los productos propios de las actividades de investigación de los centros científicos, sociales y algunos tecnológicos del sistema, tales como las publicaciones internacionales y la formación de recursos humanos, son muy competitivos, al compararlos con otros sistemas de investigación nacionales (Conacyt, 2018b). Algunos de estos centros tienen productividades semejantes o incluso mayores a los centros e institutos de investigación de las principales universidades del país. Como se dijo, el sistema tiene la segunda comunidad académica, después de la unam, con mayor pertenencia en el Sistema Nacional de Investigadores (sni) y ocupa el primer lugar en el porcentaje de pertenencia de sus investigadores con respecto al total de ese personal (96.2 por ciento) (Conacyt, 2018b). Los centros generan más de 4,500 publicaciones científicas por año (1.9 por investigador) (Conacyt, 2018c), que es muy superior a la media nacional (scimago Lab, 2018).

			Comparativamente con otros sistemas de investigación nacionales, los centros son “punta de lanza” en materia de vinculación con los diferentes sectores, lo que les permite generar recursos adicionales a su presupuesto fiscal. Estos recursos autogenerados, o propios, han permitido a los centros financiar parcialmente su crecimiento y consolidación. Los centros autogeneran en promedio más del 25 por ciento de su presupuesto total y cuentan con la autorización que les otorga la Ley de Ciencia y Tecnología para aplicar esos recursos en el desarrollo de sus programas institucionales. Para este efecto, la misma ley previó la creación de fideicomisos en los que los recursos propios son depositados y operan mediante reglas bien definidas. La intención de crear este mecanismo fue la de dotar a los centros con una herramienta que les permitiera utilizar los recursos autogenerados, para financiar proyectos institucionales, como empresas de base tecnológica, por ejemplo, que a su vez generaran más recursos de este tipo. Adicionalmente, se estableció la posibilidad de usar estos recursos de forma transanual, que permitiera abordar proyectos de mediano y largo plazos. Los fideicomisos permiten a los centros una operación más flexible, por ejemplo, en la contratación de técnicos y posdoctorantes, así como la adquisición de equipos necesarios para ejecutar adecuadamente un proyecto determinado. Todo ello en un marco de transparencia y rendición de cuentas, ya que estos procesos no evitan los mecanismos institucionales de control tales como los comités de Adquisiciones y el Comité de Fideicomiso, en los que participa la Secretaría de la Función Pública (sfp) a través de los órganos internos de control. Estos recursos autogenerados representan, como ya mencionamos, un porcentaje importante en varios de los centros, e incluso, dos de estos centros no reciben subsidio federal (Comimsa e Infotec) y operan solamente con los recursos que autogeneran (incluyendo percepciones salariales). 

			Los centros realizan alrededor de 2,500 acciones de vinculación por año financiadas por terceros (Conacyt, 2018c). De 2009, fecha en la que se creó en el Programa de Estímulos a la Innovación (pei), a 2017, los centros realizaron más de 1,700 proyectos, que representan más del 30 por ciento del total de aprobados a nivel nacional (Conacyt, 2018c) y ocupan el primer lugar en el monto de recursos otorgados a esos proyectos, con más de 2,200 millones de pesos desde que el programa inició (Conacyt, 2018a). El sistema ocupa el segundo lugar, después de la unam, en títulos de patentes otorgadas históricamente (171 contra 285 de la unam). Cuenta además con 15 laboratorios nacionales (de los 76 creados en el país) y participa en 18 más como asociado; adicionalmente, se tienen 11 oficinas de Transferencia de Tecnología (ott) reconocidas por el Fondo Sectorial de Innovación (Finnova) y 12 unidades de vinculación (Conacyt, 2018c).

			Respecto a la formación de recursos humanos, los centros han privilegiado históricamente la oferta de posgrados (especialidad, maestría y doctorado) por encima de las licenciaturas y, de acuerdo con la Ley de Ciencia y Tecnología, los grados correspondientes pueden ser otorgados por los mismos centros de investigación. Actualmente el sistema ofrece 12 especialidades, 130 maestrías y 89 doctorados, y ocupa el primer lugar nacional en la oferta de estos niveles educativos; además, ofrece 11 licenciaturas (Conacyt, s/f). Casi la totalidad de esos posgrados cuen­tan con el reconocimiento del Padrón de Posgrados de Calidad (pnpc) del Conacyt y el 65 por ciento de ellos están clasificados en los dos niveles más altos de ese padrón (competencia internacional 34 por ciento o consolidado 31 por ciento), lo que se compara muy favorablemente con la media nacional (38 por ciento) (Conacyt, 2018c). La matrícula de esos posgrados asciende a más de 17,000 estudiantes (Conacyt, 2018a).

			El sistema alberga a ocho de los 36 programas de posgrado con la industria, que corresponde a una modalidad lanzada por el Conacyt desde 2013 y cuenta con varios programas de posgrado multinstitucionales, tanto entre centros del sistema como con otras instituciones nacionales e internacionales. Desde 2012 se creó el Programa de Becas de Posgrado para Indígenas (Probepi), a iniciativa del ciesas y con el apoyo del Conacyt. Así mismo, varios centros del sistema cuentan con programas de educación continua, que benefician a un amplio espectro de profesionistas en diversos campos de las ciencias y las tecnologías. El sistema de centros cuenta con ocho editoriales propias y publica al menos 27 revistas científicas en varias áreas de conocimiento, además de llevar a cabo difusión científica y tecnológica en diversos medios impresos, así como en radio y televisión.

			Otra característica importante del Sistema de Centros Públicos de Investigación del Conacyt es su muy alto nivel de cobertura del territorio nacional. Como ya mencionamos, el sistema cuenta con más de 100 sedes, localizadas en prácticamente todos los estados de la República, lo que lo cataloga como el sistema de investigación más descentralizado del país. Esta característica ha convertido a los centros en elementos muy importantes de desarrollo de las regiones en las que se encuentran localizados y comúnmente son utilizados por los gobiernos estatales para apoyar su oferta en la atracción de inversiones nacionales y extranjeras. Aunque su interacción con gobiernos, instituciones académicas y empresas de su región es importante, su actuación no se limita a este ámbito, por lo que prácticamente todos los centros tienen también acciones relacionadas con sus áreas de especialidad en otras regiones del país.

			Otra dimensión importante de su presencia regional es que los posgrados ofrecidos por los centros representan opciones de formación de egresados de las universidades y otras instituciones de educación de la región correspondiente. De hecho, un porcentaje importante de los estudiantes de esos posgrados provienen de las instituciones de educación locales o regionales. Por otra parte, los requisitos de admisión a los pos­grados de los centros generan una dinámica de competencia para los aspirantes, lo que induce un incremento en la calidad de los egresados de licenciatura o maestría de esas instituciones; creando así un círculo virtuoso que reduce considerablemente la deserción y el fracaso en los estudios de posgrado. El cuadro 1 resume una serie de datos de interés de cada uno de los centros (Conacyt, 2017).

			El cuadro 2 muestra, a manera de ejemplo, otra serie de características de los centros para el año 2015, que incluyen presupuestos fiscales y de recursos autogenerados, así como el porcentaje de autosustentabilidad; es decir, el cociente entre los recursos autogenerados por proyectos con los diferentes sectores respecto al presupuesto total ejercido por el centro. También se muestra el número de personal científico y tecnológico, es decir investigadores y técnicos académicos en general, aunque en el caso de algunos centros también incluye a ingenieros tecnólogos. Asimismo, se muestra su productividad per cápita en artículos científicos publicados en revistas con refereo internacional, consideradas como generación de conocimiento de calidad y, finalmente, el número de proyectos externos per cápita.

			Cuadro 1

			Genealogía de los centros Conacyt

			[image: ]

			Cuadro 2

			Algunas características de los centros, 2015 

			[image: ]

			Fuente: Conacyt (2015).

			Gobernanza

			Los cuadros anteriores reflejan la diversidad de los centros, tanto temática como de su origen, lo que ha llevado a diferentes aproximaciones adoptadas en el desarrollo de sus actividades y, en consecuencia, en la variedad de sus productos. Un ejemplo de esto es el nombramiento del titular de la institución, que en general corresponde al de director general, pero que en el caso de los colegios que cultivan las ciencias sociales es el de presidente. En general, los periodos de las direcciones generales son de cinco años, reelegibles por un único segundo periodo de igual duración. Aunque existe el ejemplo de un centro (ColMich), en el que el periodo es de cuatro años y no se tiene reelección.

			Los centros tienen características comunes que los diferencian de otros sistemas de investigación del país, en particular de aquellos pertenecientes a las universidades públicas. El esquema de gobernanza de los centros estuvo definido originalmente por la Ley Federal de Entidades Paraestatales y se mantuvo prácticamente igual en la Ley de Ciencia y Tecnología emitida en el año 2002 por la Cámara de Diputados; el modelo comprende un órgano de gobierno presidido por el Conacyt. En el órgano de gobierno, formado típicamente por aproximadamente 10 miembros, participan obligatoriamente representantes de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp) y de la Secretaría de la Función Pública (sfp) (esta última con voz, pero sin voto). Por lo general incluye directores generales de otros centros del sistema temáticamente afines (típicamente dos o tres), representantes de dependencias del gobierno federal y de organismos empresariales, investigadores relacionados con la temática del centro e incluso personalidades reconocidas de comunidades científicas pertinentes a la materia del centro o de los sectores empresariales, políticos o de la cultura afines al (o los) campo(s) de especialidad del centro, entre otros. En general se cuenta también con uno o más representantes del gobierno del estado en el que se encuentran localizados. No obstante, la propia Ley de Entidades Paraestatales establece que el órgano de gobierno esté conformado por una mayoría de representantes del gobierno federal, lo cual habla de la intencionalidad del sistema de innovar desde sus orígenes y de la constante búsqueda de un modelo de organismo de cti creativo, innovador y con potencialidades para alcanzar mejores metas.

			El órgano de gobierno de un centro es la máxima autoridad y evalúa el desempeño del centro dos veces por año. Originalmente, y siguiendo las reglas establecidas en la Ley de Entidades Paraestatales, el número de reuniones de órgano de gobierno era de cuatro por año. Adicionalmente, se establecieron cuatro reuniones por año (previstas también en la Ley de Entidades Paraestatales) en las que se revisaban los aspectos administrativo-financieros del centro llamadas Cocoa (Comités de Control y Auditoría). Esto implicaba ocho reuniones colegiadas por año para revisar el desempeño de los centros, lo que se traducía en que una vez terminada una de estas reuniones, el centro iniciaba la preparación de la siguiente. Afortunadamente, unos años después (hacia finales del siglo pasado), el Conacyt gestionó con la sfp y la shcp un cambio en este esquema, con el argumento válido de que las actividades académicas tenían tiempos de ejecución más largos, por lo que no resultaba práctico generar información en periodos de tiempo tan cortos. De esta manera se llegó al acuerdo de efectuar sólo dos reuniones de órgano de gobierno por año e integrar los informes administrativos a esas dos reuniones, con lo que los centros pudieron dedicar más tiempo a sus funciones sustantivas. Sin embargo, hacia mediados de 2017, y como resultado de una concesión del Conacyt a solicitudes de la sfp, los Cocoa originales han vuelto a implementarse, aunque ahora con el nombre de Cocodi (Comités de Control y Desempeño Institucional), lo que ha representado un retroceso en la flexibilidad de operación administrativa de los centros.

			Incluso desde el punto de vista jurídico, los centros tienen diferencias con respecto a las garantías constitucionales de sus trabajadores, ya que algunos pertenecen al apartado A del artículo 123 de la Constitución y otros al apartado B, lo que implica, por ejemplo, entre otros efectos, la pertenencia al imss para los primeros y al issste para los segundos.

			Todas estas diferencias han hecho muy complicados los esfuerzos del Conacyt por homologar la operación de los centros, aunque en varios aspectos esto ha sido posible. Por ejemplo, en el procedimiento de nombramiento de directores generales o presidentes, que prevé una presentación de los planes de trabajo de los candidatos ante el personal del centro y una auscultación interna entre su personal de base, seguida de una auscultación externa por un grupo de académicos designados por el Conacyt (grupo de auscultación externa o gae) formado por miembros del órgano de gobierno y del Comité Externo de Evaluación (que describiremos más adelante) y, finalmente, una entrevista con el director general del Conacyt. Dado que los centros son entidades paraestatales, el nombramiento corresponde al presidente de la República, aunque en general éste delega la decisión en el director del Conacyt, quien presenta su decisión, para su ratificación, al órgano de gobierno. Cabe mencionar que, hasta ahora, no se conoce ningún caso en el que el órgano de gobierno no haya ratificado la decisión del director general del Conacyt, aunque sí hay ejemplos (muy pocos, por cierto) en los que el nombramiento ha provenido directamente de la Presidencia de la República.

			Otra característica común a los centros del sistema es que cuentan con comités externos de evaluación, formados en general por investigadores de otras instituciones con reconocimiento nacional y / o internacional, y en varios casos por empresarios pertinentes al área de especialidad del centro. Estos comités analizan anualmente el desempeño sustantivo de los centros y emiten una opinión al órgano de gobierno correspondiente. Los centros también cuentan con comisiones dictaminadoras externas, que evalúan el nivel de ingreso, las promociones y las definitividades del personal académico, con base en sus méritos curriculares.

			Como ya mencionamos, una condición que es común a todos estos centros de investigación es que están catalogados como paraestatales del gobierno federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, y con ese estatus deben cumplir con toda una serie de obligaciones normativas que hacen muy compleja su operación. Por ejemplo, como entidades del gobierno federal todos los centros albergan en su interior un órgano interno de control que depende de la sfp (aunque su salario proviene del propio presupuesto de los centros) y que, de acuerdo con sus funciones, audita constantemente diferentes áreas operativas de los centros, incluyendo el desempeño académico. Si bien tales controles aseguran en buena medida el ejercicio adecuado y transparente de los recursos y la rendición de cuentas, generan un escenario de desconfianza y de amenaza permanente, que resulta poco atractivo para las activi­dades de un centro de investigación, que requiere flexibilidad operativa e innovación en su actuar cotidiano.

			Otro aspecto que entorpece las actividades del personal académico de estas instituciones es que sean considerados como servidores públicos, de acuerdo con la definición constitucional de esta figura: todos los empleados cuyo salario proviene del erario. Esta característica asignada a los académicos de los cpi los encasilla en el contexto de la burocracia gubernamental y, por lo tanto, les aplican todas las disposiciones establecidas para este tipo de trabajadores. Disposiciones que no atienden a la naturaleza propia de las actividades académicas, que requieren, entre otras cosas, flexibilidad y movilidad como parte de su desarrollo eficiente y competitivo.

			Por otra parte, los centros están sujetos a disposiciones generales de la administración pública, que emiten tanto la shcp, como la sfp (entidades globalizadoras) e incluso el propio Conacyt. Tales disposiciones, que se han ido incrementando cada vez más, deben ser acatadas e informadas en tiempo y forma, so pena de recibir amonestaciones e incluso otro tipo de sanciones más severas. Esto se traduce en la necesidad de contar con personal administrativo adicional, elevando la nómina correspondiente e incrementando su estrés financiero y laboral, ya que, ante la imposibilidad de contar con nuevas plazas, ese personal debe ser contratado por honorarios profesionales y pagado con recursos autogenerados por los centros. 

			En general, la carga de trabajo administrativo en estos centros es muy alta, ya que adicionalmente a sus tareas cotidianas, las diferentes disposiciones centrales obligan a la formación de diversos comités y grupos de trabajo internos y a su participación en ellos. Tal es el caso de los comités de Control y Desempeño Institucional, el de Fideicomiso del Fondo de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico, el de becas, el de Ética y Prevención de Conflictos de Interés y el del uso eficiente de la energía; a éstos se agregan los grupos de trabajo para la administración de riesgos, la Comisión de Seguridad, Higiene y Medio Ambiente, el de trabajo de tic y el de trabajo de datos abiertos, al igual que los comités de Bienes Muebles, de Adquisiciones, de Obra y de Transparencia.

			Todo lo anterior ha implicado la creación de equipos de trabajo administrativo bien entrenados, lo cual representa un problema complejo ya que las percepciones que las instituciones pueden ofrecer al personal a cargo de las diferentes áreas (clasificados como mandos medios y superiores) son bajas o muy bajas. Cabe mencionar que ese personal no ha recibido incrementos salariales (incluyendo la inflación) en los últimos 20 años. El congelamiento de estos salarios hace cada vez más difícil la contratación de especialistas en áreas administrativas, que adicionalmente tendrán funciones con un alto nivel de responsabilidad, mismas que eventualmente pueden llevarlos a recibir sanciones importantes.

			Adicionalmente, los centros están expuestos a reducciones presupuestales determinadas por la shcp, a pesar de que sus presupuestos hayan estado definidos originalmente en el Presupuesto de Egresos de la Federación (pef), asignado anualmente por la Cámara de Diputados. Reducciones que han sido una constante en los últimos años y que obedecen sobre todo a la identificación, por parte del gobierno federal, de prioridades diferentes a las de cti.

			Nuevos centros, consorcios 
y otras iniciativas recientes

			Como ya mencionamos, desde la creación del Sistema de Centros Conacyt en 1992, sólo se han creado tres nuevos centros de investigación. Desde entonces, las iniciativas de creación de nuevos centros han estado en el ambiente en varias ocasiones desde el año 2000, pero en ningún caso se han materializado. Todavía más, desde el año 2005 la creación de nuevas plazas académicas en el sistema ha sido prácticamente nula (como en buena parte del sistema de investigación del país). Sólo las instituciones que dependen de la sep han experimentado un crecimiento en este rubro.

			Al considerar que el Sistema Nacional de Investigación, incluido el sistema Conacyt, está generando algunos miles de doctorados desde hace ya varios años, esta situación resulta uno de los peores contrasentidos de los diferentes gobiernos federales en los últimos 25 años. México ha invertido durante ese periodo muchos miles de millones de pesos para apoyar económicamente a sus estudiantes sobresalientes en la obtención de estudios doctorales, en las diferentes áreas del conocimiento. Muchos de ellos en las mejores universidades del extranjero. Sólo en 2018 el número de becas para estudios de doctorado del Conacyt ascendió a más de 19,000 y de ellas más de 2,400 correspondieron a estudios en el extranjero (Conacyt, 2018b). Cabe aclarar que el comenta­rio anterior acota el universo a aquel de los estudiantes que obtienen un doctorado y no incluye a los de maestría o especialidad, ya que actualmente es el grado de doctor el que posibilita a un miembro de la comunidad científica a obtener un puesto como investigador en las diferentes instituciones nacionales de importancia.

			Sin embargo, producto de una enorme miopía, no se han creado las instituciones (ni las plazas) que podrían dar cabida a los cerca de 10,000 graduados de doctorado por año que genera el sistema de investigación de nuestro país. Sólo el Programa de Cátedras Conacyt —abordado en este libro en el capítulo VIII—, en el que jóvenes científicos son contratados por el propio Consejo, vino a paliar parcialmente esta carencia de plazas para investigadores mexicanos. Sin embargo, las 1,076 cátedras vigentes en 2018, de las cuales el sistema de centros del Conacyt alojó a más de 400 jóvenes catedráticos (40 por ciento), no resuelve el problema de forma integral. Como resultado de esta falta de política coherente, actualmente se estima que hay varios miles de personas con grado de doctor en México sin empleo en instituciones de investigación y varios miles de mexicanos con doctorado trabajando en el extranjero (que el Conacyt estima en aproximadamente 30,000 investigadores [Álvarez-Buylla, 2019]), con formación de primera a nivel internacional, muchos de ellos con el interés de regresar a trabajar a su país, pero que no encuentran espacios en el sistema mexicano.

			El último intento de creación de nuevos centros de investigación se dio en la administración de Enrique Peña Nieto (2012-2018), cuando las autoridades del Conacyt anunciaron, al inicio de esa administración, la creación de 15 nuevos centros de investigación en diferentes disciplinas. Posteriormente, hacia mediados del sexenio, principios de 2016, esas buenas intenciones limitaron su alcance, debido a reducciones presupuestales, por lo que se redujo a sólo cuatro la expectativa de creación de nuevos centros: dos de corte tecnológico, el Centro Nacional de Tecnologías Aeronáuticas (Centa) en Querétaro, y el Centro de Innovación Tecnológica y Transferencia para el sector Automotriz (citta) en Aguascalientes; uno de corte científico-tecnológico sobre los recursos naturales de zonas áridas, el Centro de Investigación, Innovación y Desarrollo para Zonas Áridas (ciidza) en San Luis Potosí, y uno más, de corte social, el Centro para el Estudio de Zonas Metropolitanas (CentroMet) en Querétaro.

			Sin embargo, nuevamente y debido a reducciones presupuestales adicionales al sector ciencia y tecnología, hacia el final de la administración en cuestión, ninguno de estos nuevos centros se concretó como tal; en su lugar, el Conacyt generó un esquema de consorcios, con la participación de centros del sistema cuyas áreas de trabajo resultaran pertinentes a un tema específico. Todo ello con la intención de generar interacciones multi, trans e interdisciplinarias que llevaran a la obtención de resultados de forma más eficiente. Si bien en varios casos es criticable la forma en que estos consorcios fueron estructurados, dado que las temáticas no siempre estuvieron bien definidas y la pertinencia de la participación de algunos centros era cuestionable, la verdad es que el modelo es una aproximación moderna de llevar a cabo investigaciones que intentan obtener soluciones a problemas complejos, por lo que se ha constituido en una práctica internacional, que además optimiza los recursos disponibles. 

			Como resultado de esos intentos de creación de nuevos organismos de cti se crearon 23 consorcios en diferentes entidades del país. Sin embargo, en la administración de Andrés Manuel López Obrador (2018-2024) algunos de ellos han sido cancelados o pospuestos debido a restricciones presupuestales. Hasta el momento de escribir este capítulo, la pertinencia y viabilidad de los consorcios se encuentra aún en evaluación, por lo que la administración del Conacyt a cargo de la doctora María Elena Álvarez-Buylla Roces solamente considera 14 consorcios, agrupados en tres temas (Conacyt, 2019):

			
					En manufactura, con ocho consorcios que recibieron diferentes nombres, a saber: el Centro de Innovación Tecnológica y Transferencia para el sector Automotriz (citta) en Aguascalientes; el Centro Nacional de Tecnologías Aeronáuticas (Centa) en Querétaro; el Consorcio de Moldes, Troqueles y Herramientas (mth) en San Luis Potosí; el Consorcio de Innovación Textil y Manufactura 4.0 de Hidalgo; el Centro de Óptica Aplicada (coa) en Monterrey, Nuevo León; el Consorcio en Hidrocarburos de Ciudad del Carmen, Campeche; el Consorcio en Logística y Distribución, Energía y Manufactura Avanzada de Tabasco (clema) en Cunduacán, Tabasco; el Consorcio de Energías Renovables y Medio Ambiente (cerma) en Durango; y el Consorcio de Investigación y de Innovación del estado de Tlaxcala (citlax).

					Para el sector agroindustrial, cuatro, a saber: la Alianza Estratégica para el Desarrollo Sustentable de la Región Pacífico Sur (Adesur) en Acapulco, Guerrero; el Centro de Investigación y Desarrollo en Agrobiotecnología (Cidea) en Pachuca, Hidalgo; el Consorcio de Investiga­ción, Innovación y Desarrollo Tecnológico en Zonas Áridas (ciidza) en San Luis Potosí; y el Consorcio para la Innovación y Transferencia Tecnológica para el Desarrollo Agroalimentario del Estado de Aguascalientes (Coittec).

					Finalmente, dos en política pública y gobernanza: el Consorcio para el Estudio de Zonas Metropolitanas (CentroMet) en Querétaro, Querétaro; y el Consorcio de Información, Inteligencia e Innovación (InteliNova) en Mérida, Yucatán.

			

			Adicionalmente, en la gestión del doctor Enrique Cabrero se buscó agrupar a los centros de forma diferente, pasando de los tres subsistemas a cinco coordinaciones, integradas por centros con temáticas más o menos comunes (Conacyt, 2017). Sin embargo, la integración de estas coordinaciones resultó un tanto artificial, ya que varios de los centros son multidisciplinarios (por ejemplo, el cicese, el ipicyt, el Colegio de la Frontera Sur y el cicy, entre otros) y su clasificación en una sola coordinación no atendió a estas características. En este contexto, los centros en general no se sintieron representados en este nuevo esquema.

			Además, se crearon cuatro “Programas de Investigación de Largo Aliento” (pila), con el objetivo de sumar capacidades en torno a grandes problemas nacionales en un horizonte de 10 o más años en cuatro temas: cambio climático y sustentabilidad, conocimiento del universo, sociedad y desarrollo, y manufactura avanzada. Asimismo, se generaron tres “Estrategias de Centros para la Atención Tecnológica a la Industria” (ecati), que consideraban a grupos de centros con capacidades complementarias para apoyar a varios sectores industriales en: hidrocarburos, automotriz y servicios ambientales. Tanto los cuatro pila como las tres ecati continúan en operación, aunque de forma un tanto disminuida, hasta la fecha.

			Por otra parte, en el plan de trabajo presentado al inicio de la adminis­tración subsecuente del Conacyt, a cargo de la doctora Álvarez-Buylla, se anunció la creación de nuevos centros de investigación, mencionando que: “Será importante impulsar la formación de nuevos centros públicos de investigación en los estados en donde no existe hasta el momento ninguno de estos centros: por ejemplo, Guerrero, Tabasco, Campeche, Colima, Nayarit, con objetivos claramente enfocados en las prioridades propias de dichas entidades” (Álvarez-Buylla, 2018). Se sigue a la expectativa de que esas buenas intenciones sean una realidad.

			Un análisis del panorama de los centros del sistema en el sexenio del Conacyt bajo la dirección del doctor Enrique Cabrero Mendoza (2012-2018), va de la mano con la identificación de los presupuestos federales del Conacyt en ese periodo (shcp, s/f). Esos presupuestos y su variación real en miles de millones de pesos (mmdp) fueron: en 2013, 34.7 mmdp; en 2014, 40.9 mmdp (+ 17.9 por ciento); en 2015, 43.15 mmdp (+ 5.5 por ciento); en 2016, 41.15 mmdp (–4.2 por ciento); en 2017, 30.74 mmdp (–25.6 por ciento); en 2018, 29.47 mmdp (–4.1 por ciento) y ya con la nueva administración en 2019, 25.65 mmdp (–13 por ciento).

			En este contexto es clara la involución seguida por el presupuesto fiscal de los centros del sistema, ya que depende directamente del presupuesto del Conacyt. En efecto, en la primera mitad del sexenio (hasta 2015 o incluso 2016), la bonanza financiera del Conacyt y la voluntad de apoyar a los centros por parte de su director general se reflejó claramente en su presupuesto asignado, lo que les permitió un importante fortalecimiento, sobre todo en su infraestructura de equipamiento científico e instalaciones. Sin embargo, a partir del año 2016, y particularmente en el 2017, sus presupuestos fueron a la baja, por lo que su operación se vio comprometida ante una importante infraestructura creada en los tiempos de bonanza y sin incremento, e incluso una significativa disminución en sus gastos de operación. Desgraciadamente, el presupuesto fiscal de los centros sigue disminuyendo en la actual administración.

			Los centros han ido paliando estas reducciones presupuestales en mayor o menor grado mediante la generación de recursos propios que, como ya comentamos, son canalizados parcialmente a sus fideicomisos de investigación y desarrollo tecnológico; sin embargo, varios de ellos se encuentran, hacia 2020, en una situación complicada en materia presupuestal debido a la desaceleración económica del país, que ha inhibido la inversión del sector productivo y una reducción en la contratación de servicios y proyectos del sector gubernamental. En particular, el año 2018 fue crítico ya que usualmente la contratación de servicios y proyectos por parte del sector gubernamental se realiza en la segunda mitad de cada año y ese año el gobierno federal instruyó a todas sus dependencias a no realizar nuevas contrataciones de ese tipo a partir del mes de julio (debido muy probablemente al cambio inminente de la administración, como resultado de las elecciones presidenciales del 1 de julio), por lo que 2018 fue un año casi “perdido” en materia de generación de recursos propios provenientes de ese sector para los centros.

			El futuro

			Existen actualmente, en el ambiente científico de los centros públicos de investigación del Conacyt, voces que apuntan hacia la conveniencia para los centros, pero también para el gobierno federal y el propio Conacyt, de avanzar hacia la coordinación del sistema por un organismo ad hoc independiente y autónomo de este Consejo. Lo anterior, considerando que el Conacyt no cuenta con la estructura ni con la autoridad académica per se, para establecer políticas sobre la actividad de los centros, ya que su tarea principal es la de coordinar y facilitar el desarrollo, en general, de las políticas científicas, tecnológicas y de innovación del país, incluyendo en ello a todos los actores involucrados, en particular a todos los organismos de cti, como las universidades públicas y privadas que realizan investigación, desarrollo tecnológico e innovación. Por lo mismo, en este universo de tareas se diluye la atención a los centros, por ejemplo, en términos de una planeación integral de su quehacer y de esfuerzos de gestión orientados a su fortalecimiento.

			Estas propuestas de reestructuración consideran modelos alternativos a nivel internacional, de organizaciones de centros de investigación que tienen características similares a las de los centros del Sistema de Centros Conacyt y que han resultado muy exitosos, tales como: los centros Fraunhofer en Alemania, los centros Vascos en España, el Netherlands Organization for Applied Scientific Research (tno) en Holanda, el Instituto Riken en Japón o el Consejo Superior de Investigación Científica (csic) en España, entre otros. Estos ejemplos se han constituido en casos de éxito en el contexto internacional y operan con relativa autonomía como sistemas. Las decisiones se toman en el seno de consejos académicos, que definen las rutas generales a seguir, con base en diferentes criterios, obviamente los académicos, pero también las tendencias internacionales identificadas por observatorios científicos y tecnológicos, las prioridades regionales y/o nacionales, etcétera. Sin embargo, cada uno de estos centros de investigación desarrolla su quehacer con libertad de acción y sus reglas de operación no tienen la enorme carga administrativa que se exige a nuestros centros públicos de investigación.

			En este contexto, cobra sentido considerar la creación de un organismo central y autónomo que aglutine y coordine a los actuales centros públicos de investigación del Conacyt, con autonomía operativa y pre­supuestal, cuya gobernanza sea definida en el contexto de la academia y no en ámbito más político/administrativo como el que los rige. Cabe mencionar que en todos los modelos internacionales que se mencionaron, los presidentes o directores de los organismos coordinadores son investigadores con un alto reconocimiento internacional e incluso premios Nobel.

			Por otra parte, un esquema de este tipo permitiría generar más fácilmente ventajas asociadas a economías de escala en varios ámbitos: adquisición de equipamiento científico y consumibles, costos de importación, seguros médicos, servicios especializados, etcétera. También podría considerarse la centralización de un solo Órgano Interno de Control para el sistema (dependiente de sfp), en lugar del esquema atomizado que se tiene actualmente para estas estructuras. Algunos esfuerzos en este sentido han sido implementados por los centros, formando comisiones que exploran este tipo de ventajas de escala en servicios bibliotecarios, sistemas de cómputo y telecomunicaciones, incluso para el diseño y recreación de la imagen pública de los centros. Sin embargo, muchas de las opciones posibles permanecen aún en las manos de los centros individuales.

			Una oportunidad importante para la generación de este tipo de esquemas se encuentra en la inminente discusión que deberá llevar a la promulgación de una nueva Ley de Ciencia y Tecnología y que tendría lugar en el segundo tramo del año 2020, en el Congreso de la Unión. En efecto, como consecuencia de las modificaciones realizadas al principio de la administración de López Obrador al artículo 3º de la Constitución, la actual Ley de Ciencia y Tecnología deberá adaptarse a tales modificaciones. Esta coyuntura podría dar el espacio ad hoc para incluir estos nuevos esquemas en la ley y dotar a los centros del sistema de un marco de actuación más eficiente y competitivo.

			A poco más de un año de iniciado el gobierno del presidente López Obrador, las instituciones académicas en México entraron en un estado de alerta, en particular aquellas que pertenecen al gobierno federal y no gozan de autonomía constitucional, como es el caso de los centros públicos de investigación del Conacyt, ante la reducción presupuestal a este Consejo y las propuestas de leyes de la nueva administración pública que buscan reducir costos de operación del gobierno federal. En particular, la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos tendrá un alcance negativo en las dinámicas que los centros han intentado generar respecto, por ejemplo, a su vinculación con los diferentes sectores públicos y privados o en la creación de nuevas empresas de base tecnológica. Esto es así porque los incentivos al personal académico, que es el recurso humano que podría generar tales actividades, se ven limitados bajo esa ley, haciendo poco atractiva su participación en este tipo de proyectos. En efecto, ese personal académico, al ser asimilado a la figura de servidor público, sólo podría gozar de compensaciones económicas limitadas derivadas de su actividad innovadora y/o emprendedora. Esto se contrapone a los esquemas comunes de los países desarrollados, los que han identificado las bondades de la participación de los académicos en actividades que les representen un beneficio económico importante, reconociendo que ese beneficio no es sólo para los académicos involucrados, sino también para las instituciones de las que forman parte e incluso para el gobierno, mediante el cobro de impuestos y la generación de nuevos empleos en general bien remunerados y en última instancia para el progreso del país.

			Por otra parte, el Decreto de Austeridad que también se emitió, redujo varias prestaciones del personal de los centros, disminuyendo en la práctica sus percepciones salariales y su nivel de vida. Desgraciadamente, esto desincentiva el interés de estudiantes de bachillerato y de educación superior a inclinarse hacia las carreras de investigación. Lo que muestra una falta importante de visión de largo plazo para el desarrollo de nuestro país, si consideramos que nuestras capacidades de investigación, desarrollo tecnológico e innovación son aún muy limitadas; solamente contamos con un poco más de 30,000 investigadores para una población de cerca de 130 millones, es decir, 2.5 investigadores por cada 10,000 habitantes, cuando en los países desarrollados los números son hasta 10 veces mayores, por lo que no contamos con una “masa crítica” suficiente de investigadores en México. Lamentablemente, y por las razones que ya mencionamos, la otra mitad de los investigadores mexicanos se encuentra trabajando en instituciones del extranjero. Además, nuestra inversión en ciencia y tecnología, del orden del 0.4 por ciento del pib (shcp, s/f), es entre cuatro y ocho veces menor a la de los países desarrollados o en vías de desarrollo.

			Recientemente, al estar terminando la redacción de este capítulo, se emitieron tres disposiciones por parte del gobierno federal, que atentan seriamente contra la operación de los centros. La primera corresponde a un Decreto del Ejecutivo federal, según el cual se ordena la extinción de los fideicomisos alojados en todas sus dependencias. Esta disposición no consideró las bondades, ya mencionadas, que los fideicomisos aportan a la operación exitosa de los centros, en particular en su vinculación con los sectores empresarial y gubernamental. Aunque en principio tal medida no debería afectar a estos instrumentos de los centros —puesto que fueron creados al amparo de la Ley General de Ciencia y Tecnología—, en la práctica la shcp les pidió la integración de los fondos remanentes en estos fideicomisos a la Tesorería de la Federación, aun cuando dichos recursos no son parte del presupuesto federal, ya que han sido generados por los centros mediante sus actividades de vinculación. Lo anterior, contraviniendo incluso al propio Decreto, que exime a aquellos fideicomisos creados al amparo de una ley. Esperemos que las gestiones, que los centros y el Conacyt hicieron ante la shcp lleguen a buen fin y se mantenga la existencia de estos importantes instrumentos operativos de las instituciones.

			La segunda disposición, emitida por la sfp, es la que pidió a todas las dependencias del gobierno federal realizar una reducción de su gasto operativo en 75 por ciento, lo que incluye servicios esenciales como la electricidad, agua, mantenimiento, limpieza, seguridad, internet, jardinería, combustibles y mensajería, entre otros, pero también productos químicos, gases y otros materiales para la operación de múltiples equipos científicos y proyectos de investigación, mantenimiento para ese tipo de equipos, etcétera. Todo esto compromete de manera crítica la operación de los centros ante los cada vez más escasos fondos con los que se cuenta para estos fines.

			La tercera disposición, emitida por la shcp, restringe la contratación de personal adicional con plazas que resulten vacantes o incluso con plazas de carácter eventual o por honorarios, lo que nuevamente afectará las actividades de vinculación de los centros, dada la incapacidad de reforzar grupos de trabajo especializados para la ejecución de proyectos, en particular proyectos de vinculación.

			Todas estas nuevas normas resultarán en obstáculos o limitaciones importantes para el desarrollo de los centros. Desgraciadamente, en la aplicación de estas políticas no se consideran generalmente las repercusiones horizontales negativas que generan en el muy particular quehacer de las instituciones de investigación y, en última instancia, en la competitividad del país y en el bienestar de su población.

			Es históricamente cierto que la ciencia y la tecnología, con su princi­pal aliada: la educación de calidad, son los pilares en los que descansan las innovaciones y los cambios disruptivos, que a su vez incrementan la competitividad, lo que se traducen en progreso y crecimiento de los países que las adoptan como prioritarias. No existe un ejemplo en la historia de una sociedad próspera que no haya contado desde su origen con un desarrollo tecnológico competitivo y de trascendencia. Ignorarlo resulta en un grave error, que puede mantener a un pueblo en la mediocridad y la pobreza, con fatales consecuencias en su bienestar y en su calidad de vida. Son estos factores negativos los que generan insegu­ridad, corrupción e inestabilidad social, al degradarse el tejido social que debería mantener la estabilidad de un país como el nuestro.

			En este contexto, es claro que un avance importante de nuestro país resulta imposible sin una verdadera política de Estado, y no del gobierno en turno, que considere un flujo continuo y de largo aliento de recursos públicos, invertidos en investigación de frontera, en desarrollo tecnológico y en innovación. Al considerar los ejemplos de otros países que han adoptado esta estrategia con éxito, habría que esperar al menos 30 años de una inversión importante para empezar a cosechar los mismos resultados tangibles que han cambiado para bien su realidad económica y social. Prácticamente todos los países exitosos y consolidados en materia de ciencia, tecnología e innovación (cti), particularmente los emergentes, han detonado y están propiciando su crecimiento de esta manera, favoreciendo con ello economías que aseguran el bienestar de sus ciudadanos. Las promesas de resultados importantes de corto plazo en materia de ciencia, tecnología e innovación son solamente expresiones falsas y/o desinformadas de la realidad.

			Los centros del sistema Conacyt, con todas las características que hemos mencionado, como son su productividad científica y de formación de recursos humanos de calidad, su vinculación con los diferentes sectores de la sociedad y su dinámica de transparencia y rendición de cuentas, deberían representar un instrumento muy importante del gobierno de nuestro país para implantar las políticas públicas que permitan el desarrollo exitoso de México y en consecuencia el bienestar de los mexicanos. 
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			Capítulo V
  Consorcios de investigación: apuesta por 
una nueva forma de colaboración en cti
  María Guadalupe Serna103

			Introducción

			En mayo de 2017, durante la primera Sesión de Órganos de Gobierno del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt), se dio a conocer formalmente la reorganización del Sistema de Centros Públicos de Investigación de Conacyt (cpi/Conacyt) mediante la firma de nueve convenios para la creación de un número igual de consorcios.104 Estos consorcios de investigación se plantearon como una nueva forma de agrupamientos para el trabajo en colaboración entre diversos centros. En la presentación se hizo énfasis en que se trataba de una nueva forma de colaborar entre los cpi y que, acorde con los objetivos de creación de cada consorcio, se vinculaban con el sector gubernamental, el empresarial o el social, por lo que no se trataba de una nueva estructura burocrática.105 Por tanto, el Sistema de Centros Públicos de Investigación adoptaba nuevas formas de trabajar “mediante estrategias de integración y fortalecimiento para generar investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación orientadas a resolver los problemas nacionales y promover el desarrollo económico del país”.106

			Los consorcios habían arrancado de manera previa a este anuncio formal, promoviéndose la gestación de otros tantos más, por lo que al cierre de la administración saliente se reportó la creación de 14 consorcios de investigación en 11 entidades federativas, agrupados en cinco sectores: agroalimentario, manufactura avanzada, hidrocarburos, energías renovables y multidisciplinario de sociales, enfocados a distintas especialidades.107

			No obstante, estas acciones puestas en ejecución, que eran fundamentales para integrar el sistema de cpi no ha recibido la atención debida por parte de la academia, aun cuando se trató de una política científica con impacto directo en los centros e institutos de investigación. A pesar de que Conacyt le dio amplia difusión en su página oficial y los medios de comunicación le prestaron alguna atención, no contamos aún con textos que analicen lo que esto representó, o bien que exploren lo que significan estos esquemas de colaboración entre cpi.108 Aún no se ha estudiado la forma en la que se organizaron los participantes de la recién creada figura de consorcio de investigación para atender los diversos problemas que se les plantearon, ni tampoco la manera en que se desarrollaron estas necesarias articulaciones y las dificultades que enfrentaron. Este texto va en el sentido de esta preocupación y tiene un objetivo muy concreto: analizar a partir de tres interrogantes qué, cómo y para qué se construyó esta propuesta de consorcios de investigación planteado, a partir de cinco fases: diseño, construcción e instalación, acorde con el caso, operación y de ahí a la fase de consolidación o cierre del proceso.

			En los párrafos que siguen abordaré este tema en tres apartados, con una reflexión final. En el primero analizo el proceso que se siguió, desde el Conacyt, para sentar las bases de una nueva forma de trabajo que demandaba un esquema de colaboración conjunto, así como una buena comunicación entre las comunidades involucradas en el proceso. En un segundo apartado examino la estrategia seguida para la puesta en marcha de esta forma consorciada, los enlaces y las articulaciones que se dieron a distintos niveles, las bases sobre las que se asentó y los lineamientos a los que debían ajustarse en las distintas fases. En el tercero expongo la manera en que se configuraron estos consorcios de investigación que tuvieron como eje la formulación de un proyecto y la integración de distintos cpi / Conacyt. Como reflexión final presento algunos de los retos que se han enfrentado para la construcción de esta nueva forma trabajo: a) en términos de gobernanza interna; y b) para colaborar con los sectores sociales que requieren la atención de los servicios que brindan.

			El proceso de reorganización para generar 
nuevas formas de colaboración

			El análisis de la documentación sobre la reorganización del Sistema de Centros Públicos de Conacyt, durante el gobierno de Enrique Peña Nieto (2012-2018), expresada en la creación de una figura no jurídica, el consorcio de investigación hace evidente que se trataba de una propuesta particularmente compleja de formular y poner en ejecución, dado los enormes retos que representaba su integración, que excedía nuestro acotado sistema sexenal. Poner en ejecución este planteamiento de carácter transexenal lo situó en un área con poca certidumbre para lograr completar sus fases, como sucedió. 

			Dadas las características del planteamiento, éste requería de tiempo para su formulación, planeación y definición concreta, pero, sobre todo, de lograr comunicar efectivamente lo que significaba esta forma de colaboración para quienes participaban en el proceso. Esta complejidad explica, en parte, que esta propuesta no hubiese sido formulada como tal en el Programa Especial de Ciencia Tecnología e Innovación (peciti) 2014-2018, cimiento de la política científica del país.109 Como se analiza en esta narrativa, que intenta acotar los pasos que se dieron, había que preparar el terreno, nivelarlo para estar en condiciones de pavimentarlo, por decirlo de una manera coloquial, hasta tenerlo listo para echarlo a andar.

			La misma explicación parece viable con relación a que la propuesta de los consorcios de investigación tampoco se formulara en el Programa Institucional del Conacyt (pic) 2014-2018 para los centros sectorizados, sino que sólo se plantearan líneas generales, esbozos de vías alternas ante un contexto cambiante. De estas líneas se planteó que los cpi serían los representantes del sector de investigación/académico, con la colaboración y acompañamiento de los gobiernos estatales, quienes promoverían la integración y colaboración del sector empresarial o social, de acuerdo con las características del proyecto que se echara a andar. Desde mi perspectiva, se trataba de poner en marcha, desde el Conacyt, un modelo espiral de innovación para capitalizar el conocimiento, el de la triple hélice, formulado por Etzkowitz y Leydesdorff (1997).

			Por otra parte, esta forma consorciada de trabajo, promovida por el área directiva del Conacyt, no parece haber sido comunicada y explicada de manera eficiente y oportuna a los actores de los distintos sectores que intervendrían en el proceso. Como ejemplo, en la presentación del primer grupo de consorcios no se detalló que algunos de éstos habían provenido de una demanda hecha por un gobierno estatal por la vía de fondos mixtos (Fomix) y que se había tratado de un proyecto de infraestructura para la creación de algún centro que era de interés para la entidad.110 Lo que implicó que, en esos casos, el Conacyt incorporaba a aquél el nombre de consorcio o incluso un nuevo nombre y una nueva definición, que ya no se ajustaba estrictamente a la del proyecto que le había dado origen. Esto finalmente derivó en imprecisiones de los sectores participantes, los gobiernos estatales y el sector empresarial, al referirse a la figura, para unos era un centro y para otros se trataba de un consorcio.

			En algunos casos donde el gobierno estatal había emitido una demanda para la creación de un nuevo centro para el desarrollo industrial y que había significado una erogación muy importante, el sector de micro y pequeños empresarios que se verían beneficiados, no entendían qué sucedía cuando el Conacyt dio a conocer públicamente que éste sería un consorcio para atender a toda una región. Estas reacciones de desconcierto, originadas en fallas en la comunicación por parte del cpi responsable, provenía de uno de los sectores clave para el proyecto que, al parecer, el director del centro responsable no consideró necesario mantenerlos informados al respecto: el sector empresarial. Es decir que, frente al hecho de poner en marcha una nueva forma de trabajo basada en la colaboración, parte de los colaboradores, el sector al que se atendería, quedaba ausente del proceso de cambio. De manera preocupante lo mismo parece haber sucedido en el caso del gobierno estatal que tampoco parece haber sido informado con precisión de las nuevas decisiones tomadas, por lo que también en éste se registró un periodo de incertidumbre sobre el tema. El consorcio de investigación, como figura planteada sobre la base de la colaboración, inició con escollos generados por la falta de comunicación. Por algún motivo que no ha sido posible esclarecer, desde el Conacyt se optó por no comunicar que la posibilidad de crear nuevos centros se había vuelto inviable, dado que el desempeño económico del país se había complicado en 2016.

			No obstante, para el Conacyt el proyecto que habían formulado era claro, por lo que se dio a la tarea de sentar las bases para su materialización. De entre éstas, externar las preocupaciones sobre los mecanismos concretos para lograr que la sociedad mexicana se apropiara del conocimiento científico y tecnológico para ser más innovadora y productiva, lo que se plasmó en el peciti 2014-2018 vía objetivos, estrategias y líneas de acción para articular esfuerzos. Se planteó también la necesidad de contar con un Sistema Nacional de Ciencia Tecnología e Innovación más vigoroso capaz de ayudar al país a afrontar una realidad apremiante. Esto demandaba una buena valoración de las capacidades locales, las vocaciones de las regiones y su conexión con el mercado global donde una parte importante de la infraestructura de este sistema se ubicaba en los 27 cpi coordinados por el Conacyt, la segunda fuerza de investigación del país “generador del 75 por ciento de la actividad científica y tecnológica”, (peciti, 2014-2018: 30), así como formador de recursos humanos de alto nivel fuera de la Ciudad de México, al tener presencia en 28 estados y 61 ciudades.

			Este conjunto de centros bajo la dirección del Conacyt ha contribuido de manera significativa, por más de cuatro décadas, a la descentralización de las actividades de ciencia, tecnología e innovación (cti), lo que evidencia la enorme relevancia que este subsistema de investigación tiene en el país. Es importante mencionar que este complejo conjunto de cpi, con una amplia diversidad disciplinaria, es la opción que tienen las distintas regiones y su población, al igual que los gobiernos estatales para avanzar en cti. Dada la relevancia de estos cpi a nivel estatal y regional, sin duda es muy importante extender esta red de centros a los tres estados donde aún no se cuenta con alguno, lo que vendría a fortalecer sus capacidades, tanto en el ámbito de la formación de recursos humanos de alto nivel como en las científicas y tecnológicas.

			En el peciti 2014-2018 se consideró la necesidad de ampliar la infraestructura científica mediante la creación de laboratorios nacionales, con lo que se optimizarían los recursos, al igual que los parques científicos y tecnológicos, así como la apertura de nuevos cpi/Conacyt para contribuir al desarrollo regional, acorde con el potencial y vocación de cada región, lo que también implicaba diseñar políticas públicas en cti específicas dada su diversidad. El objetivo era balancear las desigualdades regionales de los recursos entregados a las entidades, que en gran medida obedecían a los distintos grados de madurez de los sistemas estatales de cti y a su habilidad para la gestión (peciti, 2014-2018: 30).

			Para fortalecer los mecanismos de apoyo al desarrollo regional se contaba con dos instrumentos, el Fondo Institucional de Fomento Regional para el Desarrollo Científico y Tecnológico y de Innovación (Fordecyt) y los fondos mixtos (Fomix) para las entidades federativas, lo que contribuyó a cumplir el objetivo general de: “Hacer del desarrollo científico, tecnológico y la innovación pilares para el progreso económico y social sostenible” (peciti, 2014-2018: 53). Esto derivó en un primer objetivo: el de contribuir a que la inversión nacional en cti se incrementara hasta el 1 por ciento el pib, cuya estrategia consistió en articular los esfuerzos que llevaban a cabo los sectores público, privado y social. A partir de esto se trazaron tres líneas de acción conjuntas: invertir en proyectos de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación; concertar de manera transversal las demandas de los fondos a la solución de problemas nacionales; y propiciar la creación de clústeres y consorcios público-privados para el desarrollo de proyectos sectoriales y regionales.

			Un segundo objetivo consistió en promover las vocaciones y capacidades de cti locales para fortalecer el desarrollo regional, donde la estrategia a seguir sería activar su creación en sistemas a partir de líneas de acción, encaminadas a hacerlas más vigorosas. Al igual que orientar la demandas de los Fomix y el Fordecyt hacia la solución de problemas locales y regionales, avanzar en la incorporación de científicos y tecnólogos en instituciones de los estados, apoyar a las pyme innovadoras y fomentar alianzas público-privadas para desarrollar las capacidades tecnológicas (peciti, 2014-2018: 56). Es decir, establecer alianzas con las ies estatales y desarrollar mecanismos de colaboración para beneficio de las entidades y las regiones, a partir de este nuevo modelo de trabajo.

			El Programa Institucional del Conacyt (pic) 2014-2018 alineado con el peciti y el pnd 2012-2018 definió, entre otros temas, los objetivos, estrategias y líneas de acción para el fortalecimiento de la cti. Para contribuir al desarrollo y fortalecimiento de las capacidades de los sistemas estatales de cti y reducir las brechas que existían entre éstos, se planteó mejorar su capacidad de gestión. Al igual que promover el incremento del monto de los Fomix en aquellas entidades donde las demandas estuvieran orientadas a la solución de problemas locales y regionales. Éstos serían apoyados también por el Fordecyt, mediante proyectos de alto impacto para fortalecer las vocaciones regionales, lo que requería de más investigadores y de empresas innovadoras.

			Se planteó también la vinculación academia-empresa para promover la formación y consolidación de redes de investigación en sectores prioritarios, contribuir a la transferencia y aprovechamiento del conocimiento, al igual que favorecer la innovación. Estimular la colaboración entre ies y cpi con la industria local y regional para aprovechar el conocimiento generado. Como una vía para fortalecer la infraestructura científica y tecnológica, se planteaba la creación de unidades de cpi en regiones menos desarrolladas; al igual que crear centros en alianzas público-privadas. Aunque formalmente no se planteó el tema de los consorcios de investigación, sí quedaron esbozadas las bases que requerían para su creación.

			Como parte de los logros inmediatos del peciti (2014-2018), en 2014 se trabajó para que las entidades federativas incrementaran el gasto en cti, lo que derivó en modificaciones a los anexos de ejecución de los Fomix. Estas modificaciones implicaron que habría un tratamiento diferenciado en la asignación de recursos para beneficiar a las entidades más rezagadas en términos de capacidades científicas y tecnológicas. Así, en el caso de entidades con un rezago alto, el financiamiento federal sería de hasta tres pesos por cada peso invertido por el gobierno estatal y de uno a uno a las de mayor nivel de desarrollo. También se emitieron convocatorias encaminadas a la creación de nuevos consorcios —sin especificarlos o definirlos—, o bien nuevas unidades de investigación.111

			Aunado a lo anterior, se puso en marcha la elaboración de Agendas Estatales y Regionales de Innovación (aeyri), cuyo propósito era que fueran un instrumento de política pública para identificar las vocaciones y los sectores estratégicos de las entidades; que se utilizaran como una instancia de apoyo a la innovación; y a su vez con los programas del Conacyt (Logros peciti 2014). Se elaboraron 32 agendas, una para cada entidad federativa, incluida la Ciudad de México, y tres regionales. La centro-norte, donde se integró a Aguascalientes, Guanajuato, Querétaro y San Luis Potosí; la del norte, que incluyó a Baja California, Coahuila, Chihuahua, Durango, Nuevo León, Sonora y Zacatecas, y la sur-sureste formada por Campeche, Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, Tabasco, Veracruz y Yucatán.112 El objetivo era que estas agendas ofrecieran una visión clara de las oportunidades que se tenían tanto en la industria como en las actividades económicas de la región en cuestión. Se partió para ello del reconocimiento de la diversidad que tenía nuestro país, de ahí que se buscara ubicar los rezagos en los sistemas científicos, tecnológicos y de innovación con vistas a contar con herramientas para su fortalecimiento.

			Al convertirse en un instrumento de política pública era factible reorganizar la interacción entre las distintas entidades a diferentes niveles y de esta manera desarrollar, de manera conjunta, la inversión en sectores de alto impacto (Agenda de Innovación Aguascalientes, 2015: 5). En el caso de las agendas regionales de innovación (ari) se definieron los proyectos que serían prioritarios y las propuestas de innovación para generar oportunidades de mercado y/o soluciones técnicas y se esbozó un modelo de gobernanza que permitiera dar continuidad a los trabajos propuestos. Las agendas permitieron identificar las vocaciones y los sectores estratégicos en las entidades federativas, para impulsar el desarrollo económico y con esto generar propuestas específicas que orientaron también las especialidades que tendrían los consorcios, al igual que el lugar donde se debían ubicar (Agenda de Innovación Aguascalientes, 2015: 8). Las ari coinciden con las entidades donde finalmente quedaron asentados los consorcios de investigación.

			Las aeyri se publicaron en 2015, lo que permitió contar con un panorama nacional sobre los sectores estratégicos que era necesario impulsar y aquellos que era ineludible fortalecer. Ante la heterogeneidad que prevalecía en las entidades federativas, se continuó con la política de tratamiento diferenciado en la asignación de los Fomix, lográndose incrementar los apoyos estatales al igual que aquellos provenientes de la Federación. Hubo varios casos en donde esto sucedió un poco antes, como en Aguascalientes, que ya en 2012 se habían incrementado los montos de los proyectos financiados por los Fomix, y para 2015 se incrementó el monto emitiéndose seis demandas por montos importantes.113 De este conjunto, dos demandas eran para infraestructura, una para la creación del Laboratorio Nacional de GeoInteligencia otorgada al Centro de Investigación en Geografía y Geomática Ing. Jorge L. Tamayo A.C. en la futura sede Aguascalientes (Ags-2015-01-264148) con un monto de 16 millones de pesos.114 La segunda (Ags-2015-03-272332) para crear el Centro de Innovación y Transferencia Tecnológica para el desarrollo de la cadena automotriz, autopartes y electrónica del estado de Aguascalientes (cittaa), por 74 millones de pesos, este último, un monto excepcional en el caso del estado donde el Centro de Investigaciones en Óptica (cio) presentó la propuesta ganadora y que, como se discutirá más adelante, se transformó en el Consorcio cittaa.

			Otro caso fue Hidalgo que en 2015 incrementó de manera importante sus Fomix emitiéndose una convocatoria con cuatro demandas, también con montos excepcionales en el histórico de la entidad. Una de éstas, para infraestructura (hgo-2015-01-267837), fue para la creación del Centro de Investigación y Desarrollo en Agrobiotecnología Alimentaria por un total de casi 100 millones de pesos, donde el Centro de Investigación en Alimentación y Desarrollo (ciad) presentó la propuesta gana­dora.115 En este caso, para 2017 este proyecto se presentó como el Consorcio Agro-Hidalgo, que se discutirá más adelante. 

			Para fortalecer el gasto en cti en 2015, el Fordecyt, “creado para promover acciones científicas, tecnológicas y de innovación de alto impacto y para la formación de recursos humanos especializados para contribuir al desarrollo de las regiones y al fortalecimiento de los sistemas locales de ciencia, tecnología e innovación”116 erogó 167.5 millones de pesos para un total de 10 proyectos aprobados.117

			Para 2015, en un contexto de crecimiento de la economía mexicana que oscilaba entre el 2.3 y el 2.5 por ciento, tanto las ies como los cpi ubicados fuera de la Ciudad de México, o con subsedes en otras entidades, fortalecieron sus actividades. Para 2016 se trabajó para fortalecer las aei y ari “mediante la generación de un modelo de gobernanza multinivel”, para buscar articular los apoyos en los tres niveles de gobierno ya identificados por las entidades federativas, esto bajo la rectoría del Fondo Sectorial de Innovación de la Secretaría de Economía-Conacyt (Finnova).118 Este año también se incrementaron las demandas a la solución de problemas locales y regionales, especialmente de infraestructura, mediante el Fomix en entidades que requerían de impulsar la ciencia y la tecnología. 

			Este fue el caso de Guerrero, donde las convocatorias Fomix habían sido por lo regular de proyectos pequeños por montos menores (500,000 a 1’500,000 pesos) y solamente en casos excepcionales de algunos millones. Sin embargo, para 2016 se emitió una convocatoria cuya demanda específica fue para infraestructura, concretamente el “Fortalecimiento y consolidación de un consorcio de innovación y desarrollo tecnológico para el impulso de las capacidades científicas en las áreas de: biotecnología agrícola, sustentabilidad alimentaria y turismo sustentable”, por un monto de 40 millones de pesos, algo excepcional para el estado (gue-2016-01-274488). El Centro de Investigación Científica de Yucatán (cicy) presentó la propuesta ganadora de lo que posteriormente se llamó Consorcio Agroalimentario Alianza Estratégica para el Desarrollo Sustentable de la Región Pacífico Sur (Adesur).

			Lo mismo sucedió en Aguascalientes, donde una de las convocatorias Fomix —la AGS-2016-02-278272 en infraestructura— fue para la “Creación del Consorcio de Innovación y Transferencia Tecnológica para el Desarrollo Agroalimentario del estado de Aguascalientes”, por un total de 54’997,000 millones de pesos, posteriormente Coittec. En este caso la propuesta ganadora la presentó el Centro de Investigación y Asistencia en Tecnología y Diseño del Estado de Jalisco (ciatej).119 También en 2016 el Fordecyt incrementó a 14 el número de convocatorias, las cuales correspondieron a 58 proyectos por un total de 1,196’711,556 pesos.120

			Un nuevo modelo de trabajo en proceso: 
los consorcios de investigación

			Acorde con los objetivos del peciti, Conacyt trabajó sistemáticamente con los gobiernos estatales y con el gobierno federal en la mejora del gasto en cti, aunque no fue posible que esto se lograra en las 32 entidades. También se enfocó en sentar las bases para hacer cambios radicales bajo su liderazgo, como cabeza del sector del sistema de centros que se presentaron en 2017. La reorganización de los cpi se había iniciado en 2015 mediante tres líneas de acción: la reorganización de los centros en coordinaciones, a partir de sus especialidades y orientaciones; trabajar en una alineación temática, es decir, quehacer científico y tecnológico; así como fortalecer las capacidades y especialidades de los cpi, es decir, formas de trabajo consorciadas.121

			El segundo semestre de 2016 Conacyt informó que los cpi, agrupados hasta entonces en tres categorías: ciencias exactas, desarrollo tecnológico y ciencias sociales, sufrirían una reestructuración que consistió en reagruparlos en cinco coordinaciones: Manufactura avanzada y procesos industriales; Física, matemáticas aplicadas y ciencia de datos; Producción de alimentos, desarrollo sustentable y biotecnología; Política pública y desarrollo regional, e Historia y antropología social. Esta modificación obedecía a la necesidad de promover la cooperación entre los sectores prioritarios del país y los cpi/Conacyt, para que con ello se atendiera a las distintas necesidades que se presentaran. En estas coordinaciones estarían varios centros y a su vez distintas áreas.122 Las coordinaciones, conformadas ahora por centros afines, compartían intereses y objetivos, por lo que sería factible planificar colegiadamente, junto con el Conacyt, las decisiones de gran envergadura para lograr mejores resultados. La reorganización se había hecho con base en los temas de investigación que los cpi abordaban.123 En el cuadro 1 se presenta la manera en que se agrupó el conjunto.

			Cuadro 1

			Reorganización del Sistema de Centros Públicos de Investigación de Conacyt, 2017

			[image: ]

			Fuente: https://www.conacyt.gob.mx/index.php/coordinaciones

			La segunda línea de acción fue la organización temática del trabajo científico y tecnológico mediante dos instrumentos enfocados a temas transversales: programas de Investigación de Largo Aliento (pila) y la Estrategia de Centros para la Atención Tecnológica a la Industria (ecati). Los pila encaminados a atender, multidisciplinariamente, los grandes problemas nacionales con un horizonte a 10 años, lo que permitía definir prioridades y elaborar una agenda donde los resultados llegaran de manera más efectiva a los usuarios. Es decir, generar conocimiento.124 La ecati se formuló para fomentar el aporte de los cpi al desarrollo de los sectores económicos clave del país y para mejorar sus capacidades tecnológicas. Para ofrecer servicios especializados al sector productivo, con el que tenían experiencias de interacción, bajo la premisa de que se hiciera de manera más efectiva y en menor tiempo. En 2016 los cpi adoptaron esta estrategia mediante la firma de un convenio general de colaboración.125 Se buscaba que hubiera una mayor vinculación y colaboración entre centros y entre investigadores, algo prácticamente inexistente hasta ese momento. Al propiciar la integración y comunicación entre los 27 cpi se esperaba que se armaran grandes proyectos y especialmente optimizar recursos.

			Hasta ahora se han conformado tres ecati: el de hidrocarburos, para atender a uno de los motores económicos en nuestro país; el automotriz, con el propósito de agregar valor a la cadena productiva; y el de servicios ambientales, en los temas de gestión. Los pila, por su parte, fueron proyectados a partir de un plan cuya ruta era la generación de conocimiento a 10 años o más; se formularon de manera incluyente, por lo que cualquier miembro de la comunidad científica, institución o cpi pudiera participar, para lo que cuenta con un Comité Científico. Los pila se agruparon en cuatro grandes temas: cambio climático y sustentabilidad, conocimiento del universo, sociedad y desarrollo, y manufactura avanzada, cada uno con líneas de investigación específicas.126

			La tercera línea de acción fue la creación de los consorcios de investigación, planteados como una forma de trabajo en colaboración, lo que fue sin duda el efecto de cancelarse en 2016, la posibilidad de crear nuevos cpi, de ahí que fuese necesario echar a andar y consolidar una nueva e innovadora forma organizacional. Dado que “la atención regional requería de acciones ágiles”, se había buscado que los centros mejoraran sus capacidades, vía una cooperación eficaz para auxiliar en la solución de problemas específicos.127 Como los cpi/Conacyt estaban distribuidos en buena parte del territorio nacional, era importante que contribuyeran al desarrollo regional y al impulso de la cti, al trabajar de manera conjunta en propuestas de solución a las problemáticas que se tuvieran. Esto permitía también aprovechar la infraestructura, equipamiento y personal altamente calificado con que contaban los centros. También fue una manera de visibilizar a los cpi ya que no eran realmente conocidos en los lugares donde se ubicaban, pues aun cuando el sector empresarial sabía de su existencia, esto no significaba que estuvieran familiarizados con lo que hacían; algo similar sucedía en el caso del sector social. Por lo que hace al sector gubernamental, éste presentaba una situación un tanto distinta, pues los centros sí tenían relaciones con éste, especialmente los tecnológicos.128

			Para Conacyt cada consorcio fue diseñado acorde con los sectores estratégicos del país, para que su actuar redundara en más y mejores resultados en materia de cti, dividiéndose para ello en cinco sectores: manufactura avanzada, energía renovable, hidrocarburos, agroalimentos y multidisciplinario en ciencias sociales.129 Finalmente, en 2017 se dio a conocer la creación de los consorcios de investigación, mediante la formación de los primeros nueve. Este primer grupo se formaba acorde con las especialidades de las nuevas coordinaciones de cpi/Conacyt y se buscó que hubiese de todos los sectores. Al menos los de manufactura avanzada e hidrocarburos que se crearon fueron el resultado de las primeras acciones de agrupamiento a partir de los recién creados ecati. 

			Este primer listado incluyó al consorcio Alianza Estratégica para el Desarrollo Sustentable de la Región Pacífico Sur (Adesur), en Acapulco, Gro., y el Consorcio Agro-Hidalgo, en Pachuca, Hgo., en el sector agroalimentario. Otros cuatro del sector de manufactura avanzada: el Centro Nacional de Tecnología Aeronáutica (Centa) en Querétaro, Qro., el cittaa en Aguascalientes, Ags., el mth (moldes, troqueles y herramientas) en San Luis Potosí, S.L.P., y el Consorcio de Óptica Aplicada (coa), en Apodaca, N.L. También se incluyó el Consorcio Ciudad del Carmen, del sector hidrocarburos, en Ciudad del Carmen, Camp.; InteliNova, consorcio en inteligencia artificial, ubicado en Aguascalientes, Ags., con un espejo en Mérida, Yuc.; y el CentroMet en Querétaro, Qro., para el análisis de fenómenos urbanos, concebidos con un enfoque multidisciplinario. Se informó también que para fines de ese mismo año se darían a conocer otros ocho consorcios, lo que sucedió posteriormente.130

			La puesta en marcha de las tres líneas de acción para la reorganización de los cpi / Conacyt requirió, como ya apuntó, de incrementar las aportaciones de los estados a los Fomix. Para 2017 las aportaciones de este fondo ascendieron a 1,100 millones de pesos con una participación proporcional entre entidades y gobierno federal. Igual sucedió con Fordecyt que ese año dio marcha al programa “Apoyo a la consolidación de consorcios y redes de cpi en el país” para apoyar gastos de operación, infraestructura y servicios asociados de los consorcios y los centros. También se apuntalaron proyectos estratégicos y de alto impacto en las distintas regiones del país, lo que significó una erogación de 782,500 millones de pesos.131

			Estas acciones de reorganización implicaron discusión sobre las estrategias de despliegue de la política científica ahora reorientada a la atención de los retos nacionales y regionales, que eran de importancia crítica para el país, por la vía de los consorcios de investigación.132 Esto finalmente se tradujo en el documento “Principios básicos de gobernanza y administración de los consorcios de investigación de los centros públicos de Conacyt” como la pauta a seguir para su puesta en marcha y donde se hizo énfasis en que éstos habían sido creados específicamente para los cpi coordinados por el Conacyt, aunque el participar era una decisión unilateral.133

			El modelo para desarrollar, asentado en la confianza y la cooperación entre sus integrantes, se delineó en cinco etapas: propuesta, diseño, instalación, operación y consolidación. Para formalizar la creación de un consorcio, que no tenía como base una figura jurídica, era necesario firmar un convenio de colaboración entre los participantes donde se definían “las bases de colaboración o gobernanza y administración”, cuyo objeto era “la ejecución de proyectos de investigación, formación, vinculación o difusión, y prestación de servicios especializados a terceros” (Conacyt, 2017d: 1). Éstos serían coordinados por la Dirección Adjunta de Centros de Investigación (daci) para la creación de infraestructura, los centros serían los sujetos de apoyo y los recursos humanos podían provenir de éstos mediante comisiones y también se podían solicitar por la vía de cátedras.

			La figura de consorcio de investigación se formuló como una política de cooperación intercentros para generar infraestructura y equipamiento y con ello mejorar las condiciones; optimizar las capacidades con que los centros ya contaban, para con ello atender a los retos nacionales y regionales relevantes y otros que se fueran presentando. La estrategia tuvo dos ejes rectores: flexibilidad y fomento a la interdisciplina y aprendizajes comunes, y a partir de esto, plantear propuestas innovadoras. Se trató de un ejercicio interdisciplinar, una tarea nada fácil donde no había un ejercicio previo de integrar perspectivas que, de entrada, requería de esfuerzos adicionales para hacer converger a personas de diferentes formaciones para realizar un proyecto hasta su cierre.

			Al analizar lo que sucedió con los primeros nueve consorcios dados a conocer observamos que se intentó, por lo menos en teoría, que en un proyecto participaran varias coordinaciones. No obstante, la integración (al menos en el papel) de todas las coordinaciones para la realización de un proyecto, sólo fue posible en un caso, en el del Consorcio de Estudios Metropolitanos. En la mayoría de los casos el proyecto se desarrollaba entre dos coordinaciones, con la participación de algunos de los integrantes, como fue el caso Adesur, Centa, cittaa, InteliNova y coa. En dos casos, los del Consorcio Agro-Hidalgo y el de Hidrocarburos, participaron algunos centros, pero todos de una misma coordinación. Si lo vemos muy positivamente, esto significó que al menos se logró un mínimo acuerdo entre dos coordinaciones. Si reflexionamos al respecto, lo que se observa es que, acorde con “usos y costumbres”, los centros se agruparon temáticamente y lo novedoso fue que los tecnólogos se unieran a los físicos matemáticos.

			No debemos perder de vista que, con independencia del tipo de proyecto, en todos los casos, también fieles a sus “usos y costumbres”, no se consideró la pertinencia de invitar a participar a los científicos sociales, a los expertos en las humanidades o a los economistas, irónicamente, en proyectos que tenían como objetivo promover y contribuir al desarrollo de las regiones. Aunque para Conacyt era relevante fomentar la colaboración entre distintas coordinaciones, esto no logró siquiera percibirse como algo posible entre los miembros de las distintas coordinaciones. Adicionalmente, a este complejo entramado se sumaron fallas severas en la comunicación, lo que impidió que los cpi / Conacyt lograran aglutinarse como sistema, a pesar de contar con unidades en una buena parte del territorio nacional y espacialmente aglutinados alrededor de regiones.134

			En el documento donde se planteaban los principios de gobernanza, se insistió también en que no se trataba de un modelo único, sino flexible, aunque todos debían cumplir las cinco etapas para ser un consorcio consolidado, lo que llevaría tiempo. Todo esto se puso en marcha a mediados de 2017, en el último tramo del sexenio, sin que se sentaran las bases que garantizaran la permanencia de esta “nueva forma de trabajo”, y sin que aun iniciaran, ya que recién se había definido la estrategia y gobernanza. Faltaba el sinuoso y complejo camino de aprender a colaborar entre centros y, una vez definidas al menos las estrategias generales, estar en posibilidades de hacerlo con los sectores gubernamental, empresarial y/o social que, recordemos, eran quienes solicitarían de sus servicios. Aunque esto, en general, no logró concretarse.

			El consorcio iniciaba con una propuesta al Conacyt que provenía del sector gubernamental enlazado con el empresarial —aunque no necesariamente en todos los casos—, lo que sucedía al detectar una necesidad en la región. A partir de esto, se convocaba a los centros cercanos al tema y la región, los que evaluaban e identificaban la viabilidad de generar un consorcio. En estricto sentido, el consorcio de investigación nacía de una necesidad que se transformaba en un proyecto y a partir de esto se iniciaba la fase de diseño, donde la cabeza del sector coordinaba al grupo de trabajo para optar por la mejor opción para aprovechar las capacidades existentes. Esto seguido de la gestión de posibles fuentes de financiamiento en donde, al tratarse de necesidades regionales, se involucraba a la Dirección Adjunta de Desarrollo Regional (dadr) del Conacyt.

			Es importante destacar que la viabilidad de generar un consorcio, o participar en uno existente, se originaba en una discusión de dos o más centros que coincidían en la relevancia de plantear su necesidad. No obstante, como la propuesta era formulada por uno solo de los cpi, por la vía de los Fomix, cuando se asignaba, ésta pertenecía al centro que la había presentado. Únicamente ese cpi recibía la asignación de recursos y firmaba como responsable técnico. El problema de una asignación de fondos y responsabilidades a un solo cpi cuando era un acuerdo compartido entre varios, era que el ganador podía considerar que era, “su” proyecto, no un esfuerzo de colaboración, donde uno fungía como administrador, pero se esperaba un trabajo conjunto.

			El diseño incluía la definición del interés, la participación de los actores regionales, un financiamiento Fomix, montos y prioridades, definición de los centros que participaban, identificar las necesidades y plantear las estrategias de atención.135 Tanto en el financiamiento como en las estrategias intervenían la daci y la dadr con el conjunto de cpi involucrados, definiéndose también el tiempo que esto llevaría en realizarse, antes de pasar a la etapa de instalación.

			Para la etapa de instalación se formalizaba el convenio de colaboración entre los centros que integraban el consorcio y se definían las condiciones de ésta, así como las aportaciones y el destino final en caso de disolución, querellas, etcétera, el tipo de gestiones para solicitar y recibir fondos, al igual que nombrar a un responsable técnico que fungiría como administrador; contar con una propuesta de construcción y equipamiento que se debía someter al fondo que la iba a financiar. Por lo que hace a atraer recursos humanos, los centros participantes podían presentar una propuesta para contar con investigadores del Programa de Cátedras del Conacyt. También en esta fase “se pueden buscar recursos adicionales por la vía del Fordecyt para operación y movilidad”. 

			Para pasar a la operación sería necesario contar con el equipo básico y las áreas especializadas ya concluidas, es decir, que la construcción ya estuviese lista y equipada, por lo que se tenían reglas claras sobre la operación. Este periodo no debía exceder de dos años y el objetivo es que se tuvieran resultados, esto incluía la formalización del Comité Coordinador del Consorcio (ccc) integrado por los directores de los cpi participantes, bajo la batuta de la daci. Éste debía sesionar dos veces al año y podía apoyar en la estructura que hubieran definido, o bien de la Oficina de Transferencia Tecnológica del centro administrador. A estas alturas, el gerente del consorcio ya debía haber sido nombrado y estaba en actividad al ser éste quien garantizaba la operación, ya que era responsable del cumplimiento de los objetivos y la presentación de informes. El gerente podía ser una persona contratada, o bien tratarse de un investigador comisionado para ello. Finalmente, se debía entregar un informe final para los órganos de gobierno y para divulgación a población abierta. 

			En esta etapa el consorcio debía poner a disposición de la región sus capacidades formativas y esto era factible por la vía de posgrados, talleres o cursos de iniciación. También se debía reclutar personal; de hecho, los centros debían aportar dos o más investigadores al consorcio, comisionados de tiempo parcial o completo. Una vez que se lograra el nivel de autosustentable, al menos en parte, se alcanzaba el grado de madurez y con ello se cerraba la fase de instalación, para pasar a la etapa final de consolidación. En esta última fase, el consorcio opera sobre la base de prioridades regionales y aporta capacidades técnicas, científicas y de apoyo a los centros que lo integran.136

			La configuración del consorcio, 
el enlace con los cpi y sus avances

			La publicación de los principios de gobernanza de los consorcios de investigación definió, de manera puntual, el camino a seguir para poner en marcha este nuevo modelo de trabajo. Es importante tener presente que, en la práctica, ya había en marcha varios proyectos de creación de centros y de consorcios promovidos por los gobiernos estatales con apoyo de fondos federales para responder a distintas necesidades. Serán estos proyectos los que posteriormente se incorporaron al rubro de consorcios de investigación. Este parece haber sido el caso de algunos de los primeros nueve consorcios dados a conocer en mayo de 2017; de hecho, a mediados de 2016 había empezado a circular información sobre el logro de acuerdos para su establecimiento en distintas entidades federativas.

			En agosto de 2016 se informó sobre el establecimiento del Consorcio de Hidrocarburos, Cd. del Carmen, en Ciudad del Carmen, Camp., que originalmente había sido una demanda del gobierno estatal, planteada en 2013, donde solicitaba la “Creación de un centro de innovación y desarrollo tecnológico de calidad internacional que contribuya a incrementar la productividad y competitividad de la industria petrolera”, Fomix (camp-2013-01-219978). El financiamiento de Fomix que recibió fue de 100 millones de pesos, monto excepcional para Campeche y la Universidad Autónoma del Carmen (Unacar). La propuesta ganadora fue presentada por el Centro de Ingeniería y Desarrollo Industrial (Cidesi) donde se buscaba optimizar las capacidades disponibles y al que se incorporaron el Centro de Tecnología Avanzada (ciateq), el Centro de Investigación en Química Aplicada (ciqa) y la Corporación Mexicana de Investigación en Materiales S.A. (Comimsa).137

			En la presentación se informó que se “impartirían posgrados y capacitación mediante seis programas de especialidad; así como servicios científicos en 13 líneas de trabajo, como diseño y fabricación de equipo y herramentales para la producción petrolera”. Este consorcio se creaba como el grupo de investigación y desarrollo tecnológico más importante del país.138 En 2018 el Cidesi recibió fondos Fordecyt por un monto total de 25’108,910 pesos para la operación del consorcio. Para fines de 2018 se informó que se continuaba con la fase de instalación; es decir, en proceso de construcción de la infraestructura requerida.139 Este consorcio finalmente ha derivado en la creación de la subsede Campeche de Cidesi, donde se espera “ofrecer servicios de investigación y desarrollo tecnológico para la industria petrolera de la región”. Se tiene planeado que inicie operaciones a fines de marzo de 2020, con la colaboración de los otros tres cpi.140

			Algo similar sucedió con el consorcio Adesur que, como ya se comentó párrafos atrás, provino inicialmente de la demanda Fomix (gue-2016-01-274488), donde cicy presentó la propuesta ganadora.141 Sin embargo, en el proceso de desarrollo del proyecto, en 2017, se dio a conocer que se convertía en el consorcio Adesur, integrándose a éste el CentroGeo, el ciad y el ciatej.142 Éste contó adicionalmente con fondos del Fordecyt para: “desarrollar proyectos conjuntos en la región Pacífico-Sur con enfoque en la transferencia y adopción de tecnología, así como la prestación de servicios tecnológicos de calidad enfocados en resolver problemáticas reales dentro del tejido productivo de la agroindustria regional”.143 Para fines de 2018 se inauguró formalmente al contar con la infraestructura necesaria, sólo con algunos faltantes de equipamiento; actualmente cuenta con algunos proyectos en marcha. A inicios de 2020, el cicy, CentroGeo, ciad y ciatej continuaban involucrados en el proyecto, aunque sin que quede claro cuál de estos cpi tiene ahora el liderazgo.

			Otra vía fue recoger un proyecto recién otorgado para la creación de un centro y convertirlo en consorcio, al eliminarse la posibilidad abrir un nuevo centro. Este fue el caso del proyecto “Creación del Centro de Innovación y Transferencia Tecnológica de Aguascalientes para el sector Automotriz”, emitido en la convocatoria Fomix Aguascalientes 2015 por 74 millones de pesos, donde la primera convocatoria se declaró desierta, por lo que se emitió una segunda.144 A mediados de 2016 se informó que el cio había presentado la propuesta ganadora.145 En septiembre de ese mismo año, durante la presentación formal, se comunicó que cittaa era un consorcio donde participaban un total de 12 cpi/Conacyt, cuyo objetivo era “atender al sector industrial, en particular para fortalecer la cadena productiva del sector automotriz y autopartes, electrónica y tecnologías de la información.146 Por su parte, el director del cio reiteró que cittaa era un “consorcio que concentraba las capacidades científicas, tecnológicas y de infraestructura de cada uno de los centros que lo conformaban, generando una sinergia importante para la innovación y competitividad de las empresas”.147 Sin embargo, esta afirmación quedó en el limbo, al menos para los micro y pequeños empresarios receptores del proyecto, quienes esperaban la creación de un centro para resolver sus urgentes problemas. 

			En este caso, ni el Conacyt ni el cio consideraron necesario ahondar en explicaciones, aun cuando este proyecto había sido promovido por el gobierno estatal.148 En el siguiente apartado retomo este tema al abordar algunas dificultades generadas por fallas en la comunicación por parte de la cabeza de sector y del directivo del cio. Por lo que hace al cittaa, en febrero de 2019 se inauguró formalmente el consorcio y se especificó que iniciaba su fase de operación en instalaciones difíciles de considerar en “obra negra,” esto en razón de que el proyecto ha tenido múltiples retrasos.149 Al iniciar 2020 el edificio seguía sin concluirse, por lo que operan ahora desde la sede del cio en Aguascalientes.

			Algo similar sucedió con el proyecto para la “Creación del Centro de Investigación y Desarrollo en Agrobiotecnología Alimentaria” por casi 100 millones de pesos, emitido en la convocatoria Fomix-Hidalgo en 2015 (hgo-2015-01-267837), donde el ciad presentó la propuesta ganadora.150 Para 2017 se hizo la presentación del Consorcio Agro-Hidalgo, al que se incorporó el ciatej. A mediados de 2018 se informó que se sumaba a la lista de consorcios con el nombre de Centro de Investigación y Desarrollo en Agrobiotecnología Agroalimentaria (Cidea), cuyo objetivo era apoyar el desarrollo sustentable, el autoabasto y la seguridad alimentaria en la región mediante la generación y transferencia de conocimiento, así como la formación de recursos humanos especializados.151 Actualmente se encuentra desarrollando distintos proyectos,152 así como impartiendo posgrados y talleres bajo el liderazgo del ciad.153

			En el último tramo del sexenio se dio a conocer la creación de 13 consorcios más, sumando un total de 22 distribuidos en distintas regiones del país; si bien no todos lograron definirse como tales antes del cierre de ejercicio de esa administración. Este conjunto estaba integrado por:

			
					El Consorcio de Innovación y Transferencia para el Desarrollo Agroalimentario del Estado de Aguascalientes (Coittec) en Aguascalientes, Ags.;

					El Consorcio de Investigación, Innovación y Desarrollo para las Zonas Áridas (ciidza) y el Consorcio Moldes, Troqueles y Herramentales (mth) creado para el desarrollo de infraestructura y recursos humanos como un esfuerzo por disminuir la dependencia extranjera en ese rubro, ambos ubicados en San Luis Potosí, S.L.P.;

					El Consorcio de Inteligencia Artificial en Silao, Gto.;

					El Consorcio de Manufactura Aditiva (Conmad), en Querétaro, Qro.;

					El Consorcio de Energías Renovables (Coer), el Consorcio de Desarrollo y Manufactura Avanzada para la Industria Electrónica del Estado de Jalisco (Conidea) y el Consorcio de Investigación y Diálogo sobre Gobierno Local (Cidiglo) en Zapopan, Jal.;

					El Consorcio de Innovación Textil y Manufactura 4.0 de Hidalgo (Citma) en San Agustín Tlaxiaca, Hgo.;

					El Gran Telescopio Milimétrico (gtm) de Atzitzintla, Pue.;

					El Consorcio en Logística y Distribución, Energía y Manufactura Avanzada de Tabasco (clema) en Cunduacán, Tab.;

					El Consorcio de Energías Renovables y Medio Ambiente (cerma) en Durango, Dgo.;

					El Consorcio en Óptica Aplicada (coa) en Apodaca, N.L.; y,

					El Consorcio del Vino (Convid), en Ensenada, B.C.154

			

			La conformación de los consorcios en 2018 contó también con recursos del Fordecyt, estableciéndose un programa general para apoyar su consolidación, arranque y operación. Como ejemplo, el ciateq recibió 18’524,083 pesos para la consolidación del Consorcio de Innovación Textil y Manufactura 4.0 para el Desarrollo de los Sectores Productivos del estado de Hidalgo (Citma), dado a conocer en el segundo grupo de consorcios de 2018 que, sin embargo, no formó parte de listado final al cierre del sexenio.155 En el informe final Conacyt detalló los avances de 14 consorcios, sin una explicación de lo que había sucedido con los otros restantes (véase cuadro 2). He incorporado a este cuadro el Consorcio de Investigación y Diálogo sobre Gobierno Local (Cidiglo), no incluido en el informe final del Conacyt, pero que ya había iniciado operaciones e incluso proyectos en 2018, acorde con la información recolectada en distintas entrevistas realizadas. No se lograron esclarecer las razones por las que, para el Conacyt, éste no fungía como parte del grupo de consorcios incorporados al informe final presentado. En el cuadro 2 se encuentra un listado de los 14 consorcios, de acuerdo con el Informe de 2018, además del Cidiglo.

			Con respecto a la forma en que estos consorcios fueron financiados, en el cuadro 2 se puede apreciar que 10 recibieron financiamiento Fomix y el resto recursos Fordecyt. En el caso de ciidza, éste se gestó como un nuevo cpi para la atención de las zonas áridas y semiáridas del estado y del país. En este caso la atención se enfocó en poco más del 50 por ciento del territorio nacional que tiene justo estas características de suelos. El proyecto se inauguró en 2015 y fue albergado por el ipicyt en la ciudad de San Luis Potosí, para su creación contó con apoyo federal y, a través del Conacyt, del gobierno estatal. Sin embargo, al considerarse inviable la creación de nuevos cpi éste se convirtió en consorcio. Otro caso similar fue Centa, proyecto que formaba parte de un compromiso presidencial y que, aunque mantuvo su nombre ahora forma parte de los consorcios. Como en el caso de ciidza, no se encontraron datos sobre monto de finan­ciamiento inicial, pero sí se registró que recibió 40’000,000 de pesos en 2017, provenientes del Fordecyt para su fortalecimiento. En el caso de CentroMet, éste fue parte de la política del Conacyt y en 2017 recibió 150’000,000

			Cuadro 2

			Consorcios Conacyt con convenios firmados a diciembre de 2018

			[image: ]

			*No incluyo la ubicación de la sede central de cada uno de los cpi, ya que esta información se encuentra en el capítulo precedente. 

			Fuente: Consorcios 2018, https://www.conacyt.gob.mx/index.php/consorcios, https://occidente.ciesas.edu.mx/cidiglo/

			de pesos para el fortalecimiento y consolidación de infraestructura científica y tecnológica.156 Finalmente, en el caso de cerma y coa, el cicese institución responsable, recibió cerca de 10’000,000 de pesos, de manera conjunta, para impulsar su creación.

			Estos consorcios de investigación (véase cuadro 2) se agruparon por sectores: tres en el agroalimentario, cuatro en manufactura avanzada, otros tres en el denominado sector multidisciplinario sociales, dos en el de hidrocarburos y dos en energías renovables. Todos contaban con los convenios correspondientes firmados y estaban en la ruta marcada por los principios de gobernanza de los consorcios de investigación que había definido el Conacyt. En términos del grado de madurez alcanzada, tres habían iniciado la fase de diseño, nueve avanzaron a la fase de instalación / construcción y tres se encontraban en operación: el Centa157 cuyos campos de investigación se enfocarían al desarrollo de innovaciones en materia aeronáutica; InteliNova158 orientado a resolver necesidades de políticas públicas, análisis de información Bigdata, así como modelos de estudios espaciales y territoriales, y plataformas de servicios geoespaciales; y Cidiglio, enfilado al desarrollo de investigación aplicada y transdisciplinaria en diferentes áreas, para lograr impactos favorables en el desarrollo económico y municipal.159

			Estar en operación, como ya se comentó, significaba contar con instalaciones ya construidas que se estaba en proceso de equipamiento en caso de requerirse y que sus directivos habían firmado los acuerdos de colaboración. Quedaba pendiente la fase más complicada, la consolidación, esto es promoverse entre los sectores a los que se atendería, recibir solicitudes, acordar quienes y en qué condiciones lo harían y entregar resultados. Lo anterior se observa como un avance poco significativo, sobre todo si consideramos que el tiempo definido para cubrir todos los requerimientos había excedido los dos años establecidos.

			Una posible explicación del porqué, para fines de 2018, la propuesta de un nuevo modelo de trabajo en colaboración apenas si se perfilaba claramente entre los directivos de los cpi, puede deberse a que los esfuerzos no se concentraron en fortalecer y apoyar a un grupo inicial y comunicar de manera efectiva el objetivo macro que se perseguía. Es decir, no se fijaron puntos de análisis para evaluar el proceso y sus fallas, lo que implicaba una comunicación constante, con evaluaciones de los problemas que se presentaran, así como puntualizar las posibles soluciones propuestas, al igual que las decisiones tomadas. Por el contrario, se siguió empujando la generación de proyectos, sin que propiamente se lograra poner en ejercicio una colaboración, aunque fuese mínima, en­tre los primeros involucrados y los directivos de los cpi participantes.

			Ante la necesidad de cumplir con el nuevo esquema de colaboración diseñado por el Conacyt a raíz de la cancelación de nuevos cpi, se suponía que todos debían colaborar, esto es tratar de lograr acuerdos de participación, para aprovechar la infraestructura disponible y los recursos humanos de alto nivel con que contaban, como integrantes del consorcio. Especialmente por el hecho de que todos estos proyectos, como ya se apuntó, eran claves para impulsar y fortalecer a las distintas regiones del país, lo que requería, de entrada, de un equipo realmente interdisciplinario, lo que no sucedió en la mayoría de los consorcios. Como se discutirá en las reflexiones finales, la fase inicial parece haber sido, como era factible suponer, el espacio donde se presentaron los problemas más complejos y por ende donde se consumió mayor tiempo del esperado. Pero esto parece no haberse tomado en consideración al seguir empujando sistemáticamente la formación de nuevos consorcios.

			Al optar por abrir el espectro para generar nuevos consorcios y propiciar que los cpi se incorporaran a éstos, lo que parece haber sucedido es que algunos se quedaron en el camino sin avances aparentes. Este fue el caso del Consorcio para el Desarrollo del Sector y Regiones Vitivinícolas (Convid), que contó en 2018 con recursos provenientes del Fordecyt, cuya puesta en marcha se dio a conocer hasta los primeros meses de 2019. Este consorcio, que tiene como objetivo constituirse en una red de investigación aplicada para el desarrollo de este sector, está integrado por el Colef, el ciad y el cicese.160

			Cuadro 3

			La participación de los centros públicos de investigación en los consorcios, 2018161

			[image: ]

			Fuente: https://www.conacyt.gob.mx/index.php/coordinaciones162

			Con respecto a la respuesta de los cpi/Conacyt, al poner en ejercicio esta nueva forma de trabajo se observa que los esfuerzos reales fueron menores. Así tenemos que los centros de la Coordinación 1 de Materiales, manufactura avanzada y procesos industriales se integraron a los consorcios que atendían a ese sector, al de hidrocarburos, y en menor medida al de energías renovables (véase cuadro 3); es decir, por la vía de intereses temáticos comunes. En tanto que los cpi de la Coordinación 2 de Física, matemáticas y ciencia de datos se integraron a consorcios de sectores como manufactura avanzada, energías renovables y agroalimentario. La Coordinación 3, de Medio ambiente salud y alimentación, se integró a los consorcios del sector agroalimentario y en menor medida a los del sector multidisciplinario. Aunque en este caso dos centros de esa coordinación, el Inecol y el Ecosur no se sumaron a ningún consorcio. De la Coordinación 4, Política pública y desarrollo regional, el CentroGeo fue de los más activos, involucrándose en tres consorcios, uno del sector agroalimentario y dos multidisciplinarios, en tanto que el cide sólo participó en dos consorcios, ambos del sector multidisciplinario. En la Coordinación 5, Historia y antropología social, el ColSan fue el centro más activo y se vinculó a dos consorcios, uno en el sector agroalimentario y otro del multidisciplinario.

			Del conjunto de consorcios en activo a inicios de 2020 el Cidiglo, enfocado a fortalecer las capacidades de los gobiernos locales para lograr la sustentabilidad regional, se caracteriza por enfocarse a fomentar la interdisciplina. Ha sido el que ha integrado a tres coordinaciones, la de política pública y desarrollo regional, la coordinación de historia y antropología social, en las figuras del ColMich y el ColSan, al igual que a centros de la coordinación de medio ambiente, salud y alimentación, por la vía del cicy y el ciatej. El dar seguimiento a este consorcio, sin duda enfocado a atender los problemas de manera interdisciplinaria, en mi opinión es importante, pues puede aportar experiencias que contribuyan a la comprensión de lo complejo que resulta la colaboración real entre científicos y tecnólogos. 

			Quedaron pendientes que pudieron ser cruciales, como fue el caso de la colaboración real a partir del trabajo interdisciplinario, pero como lo apunté al inicio de este texto, el objetivo era difícil de cumplir en este acotado periodo sexenal puesto que, adicionalmente, se contó con poco tiempo para impulsar y echar a andar esta nueva forma de trabajo. Como he dado cuenta en este texto, el proceso ha sido complejo, pero lleno de experiencias fundamentales de recoger, tanto las que dieron resultado, como aquellas que no lo hicieron. En el contexto actual, tanto de México como del mundo, es evidente la necesidad de trabajar en colaboración.

			Reflexiones finales: la complejidad 
de desarrollar una nueva forma de 
trabajo en colaboración

			Intentar analizar lo que sucedió con cada uno de los 22 consorcios que creó el Conacyt hasta 2018 es una tarea que excede el objetivo de este texto. En esta investigación se han presentado aspectos concretos que han permitido armar el entramado de piezas para poner en marcha una nueva forma de trabajo en colaboración. La optimización de las capacidades, los recursos humanos de alto nivel y la infraestructura distribuida en una buena parte del territorio nacional con la que contaban los 27 cpi coordinados por el Conacyt, con vistas a configurar un sistema. El proceso puesto en marcha ha sido complejo, ha rendido frutos y aprendizajes, como lo es toda innovación donde se genera un intenso ruido en las rutinas, al mismo tiempo que ha propiciado interacciones que, al final, llevan a generar nuevas propuestas, acuerdos, desacuerdos y fórmulas alternativas que otrora no se hubieran considerado.

			La propuesta de poner en marcha una nueva forma de trabajo colabo­rativo fue, sin duda, una sacudida para los centros coordinados por el Conacyt, al menos para los directivos y los responsables involucrados por ahora en los consorcios, donde además se ha llamado la atención sobre puntos específicos. Por donde íbamos no parece haber sido el mejor camino, si lo que se buscaba era fortalecer e integrar el sistema para avanzar en la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación en la solución de los problemas que le aquejan al país. Era urgente que los cpi / Conacyt, como un sistema articulado, contribuyeran al desarrollo de nuestro país, especialmente al fortalecimiento de las regiones donde se tienen problemas de muy distinta índole. Lo que se descuidó totalmente, y eso hay que decirlo con fuerza, fue la comunicación con los investigadores, el darles a conocer que se echaba a andar una nueva forma de trabajo, ahora en colaboración, entre los distintos centros; es decir, a científicos y tecnólogos. Se descuidó el hecho de que este grupo era el que desarrollaba las investigaciones; formaba a las futuras generaciones de científicos y tecnólogos que el país requiere; que eran quienes llevaban a cabo las investigaciones aplicadas, proporcionaban los servicios que los distintos sectores solicitaban y asesoraban a quienes los requerían.

			La planta de investigadores y tecnólogos es la que conforma los centros, sin ella no tiene sentido alguno promover nuevas formas de trabajo conjunto, ni tampoco será factible que se cree un sistema de cpi. En esta nueva propuesta se caminó de la mano de los directivos del Conacyt y de los cpi, pero estos últimos omitieron comunicarles a quienes iban en realidad a participar en el proceso de crear nuevas formas de trabajo en colaboración. Este grupo, los investigadores y tecnólogos, tiene hasta ahora una idea bastante vaga y en algunos casos inexistente, de lo que son “los consorcios de investigación”. Si lo que se planteó fue una nueva forma de trabajo que demandaba la colaboración, lo adecuado hubiese sido darlo a conocer a aquellos que en realidad lo iban a desarrollar. También era fundamental que se lo comunicaran de una manera muy clara a quienes iban a ser los receptores, esto es el sector empresarial y/o el social. De igual manera, al ser los gobiernos estatales los solicitantes de las demandas era necesario mantener una constante y amable comunicación, definir claramente los acuerdos a los que se llegaran, para que ambos, centro y gobierno estatal, no tuvieran dudas sobre cambios y continuidades. Es evidente que hubo fallas muy severas de comunicación entre las partes.

			En el periodo previo a la propuesta de poner en marcha los consorcios de investigación los centros involucrados habían concentrado sus esfuerzos en aprovechar y maximizar individualmente sus capacidades; será en 2015, como se comentó en este texto, que se propuso la formación de grupos de centros con capacidades complementarias, me refiero a los ecati para promover la interacción con el sector productivo y así consolidar sus servicios.163 Algunos de los centros tecnológicos empezaron a agruparse, unos hacia el sector hidrocarburos y otros al automotriz; probablemente este primer acercamiento permitió que muy tempranamente se promoviera la formación de consorcios en estos sectores donde la respuesta a sumarse fue masiva.

			Sin embargo, aunque muy rápidamente se sumaron los cpi, esto no significó que se caminara por un terreno fácil donde prevalecieran los acuerdos, especialmente cuando ninguno parece haber tenido claro lo que significaba en la práctica promover la colaboración conjunta. Para plasmar algunos de los problemas que se han tenido en el proceso inicial de configuración del consorcio, entendido como una nueva forma de trabajo, he echado mano de recursos cualitativos, que son una herramien­ta metodológica invaluable cuando lo que se busca es, como en este caso, acercarse a los sujetos involucrados para recuperar sus experiencias y reflexiones sobre un proceso específico.164 Un primer punto es que los directivos de los cpi involucrados en los ecati ya estaban discutiendo lo que cada uno podía aportar a las necesidades específicas del sector estratégico de su interés y se enfocaron en dos considerados relevantes: hidrocarburos y el automotriz. Éste fue, en estos casos, el detonante que propició que con cierta facilidad empezaran a pensar en asociarse, y la primera acción fue reunirse, trabajar para lograr coincidir mínimamente y firmar un acuerdo.

			En el caso del sector automotriz, éste tiene características muy amplias, dado que se trata de una compleja cadena de proveeduría donde hay desde micro y pequeñas empresas locales, hasta grandes, así como ensambladoras, al que respondían algunos centros ocupados de este tema. Por ello, cuando surgió la demanda de un gobierno estatal de crear un centro, hubo muchos interesados. Sin embargo, todo se complicó al converger una docena de centros interesados en ello, ahí surgió la dificultad para llegar a acuerdos y cumplir el compromiso. Surgieron dos objetivos que al parecer fueron incompatibles, a saber: la demanda del gobierno estatal para crear un centro para la atención de las necesidades de la cadena de proveeduría del sector automotriz y electrónico, a la que se había comprometido el grupo de cpi, frente al interés de este último de configurar su consorcio, por un lado; y los evidentes retrasos en el cumplimiento de los tiempos, por el otro. Aun ahora, en 2020 son evidencia de las fallas en la comunicación que se tuvieron entre los directivos y el objetivo planteado desde la cabeza del sector, el Conacyt, de unir capacidades. Lo que, al final, ha impactado negativamente en el sector al que debían atender, el empresariado del sector. Esto adicionalmente puede haber jugado en contra del objetivo de los Fomix aportador del recurso monetario.

			El problema urgente de resolver, de acuerdo con los principios de gobernanza de los consorcios de investigación, era definir la manera de echar a andar una filosofía de trabajo en colaboración complementaria. En términos prácticos, cambiar de un trabajo individual, donde el objetivo era ganar de manera individual, a otro compartido, en donde no necesariamente todos ganan al mismo tiempo. El trabajo a realizar por el grupo era entonces ponerse de acuerdo acerca de hacia dónde iban y determinar también si por ese camino que definían, se mantenían sin competir entre sí; es decir, si se lograba un trabajo de colaboración. Cuando esto sucedía se estaba en condiciones de firmar un convenio formal y con ello avanzar al siguiente acuerdo. De manera individual, los directivos de los centros debían entonces aceptarlo como una política y encontrar la forma de implementarlo en su centro. 

			Otro de los problemas que surgieron estuvo en relación con los temas que se incluían en el consorcio y que eran tan amplios que la mayoría de los involucrados podían participar, lo que dificultaba definir la forma de proceder en esos casos y tomar previsiones para mantener la colaboración. Esto los llevó a proponer una política donde se estableciera básicamente que quien tuviera mayores posibilidades, desarrollaría la solicitud pendiente de atender. La salida dada a esto fue un tercero, un gerente que identificara a la institución que más aportara al proyecto y que ésta lo hiciera. Este breve listado de problemas surgidos en el proceso de echar andar una nueva forma de trabajo colaborativo deja ver la complejidad que esto tuvo.

			En esta ruta de análisis queda ahora por explorar lo que ha sucedido con el grupo de consorcios de investigación en activo. Analizar lo que significa compartir temas e intereses y lo complejo que resulta tener certeza de hacia dónde, por qué y cómo avanzar. Esto abre la posibilidad de responder con contundencia al fortalecimiento de las regiones del país y contribuir a su mejora. Todo ello difícilmente se logra por la vía del trabajo separado, es fundamental que investigadores y tecnólogos aprendamos a trabajar realmente en colaboración. Esto necesariamente pasa por el respeto a nuestras propias profesiones y a la de los otros.
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			Capítulo VI
  sni: ¿distinción, beneficio económico o motor de cambio?
  Mery Hamui Sutton165

			Introducción

			El propósito de este capítulo es analizar el Sistema Nacional de Investigadores (sni) en la administración 2012-2018, con el interés de explorar si, para este momento, la distinción de ser miembro para producir y aportar conocimiento sigue siendo pertinente o, por el contrario, se requiere vigorizarlo, transformarlo o cambiar de rumbo. Este cuestionamiento se deriva de los nuevos instrumentos o métricas que se establecen para equilibrar la relación entre formación, productividad e ingresos, que llevan a preguntarnos si el Sistema todavía cumple los objetivos para el que fue creado, o si cambió o ya se agotó el propósito del estímulo. En caso de que así fuera, ¿estamos listos para el siguiente paso? ¿en qué dirección habría que darlo? El punto de referencia para realizar el análisis corresponde al periodo que va de la creación del programa hasta su operación y resultados durante la gestión del doctor Enrique Cabrero (2013-2018). 

			La distinción que mediante un nombramiento y un estipendio económico otorga el sni fue y sigue siendo un privilegio entre quienes son reconocidos como científicos nacionales. Los factores que intervienen en la obtención de este reconocimiento son muy variados; sin embargo, no parece haber duda de que fue y sigue siendo significativo para las y los investigadores, dado que se ha convertido en un complemento salarial importante, en ocasiones incluso superior al ingreso tabular. Ciertamente, la membresía involucra determinados niveles de productividad con calidad que, a la vez, abren puertas a comités, direcciones de tesis y otras oportunidades de reconocimiento. Por ejemplo, un buen comienzo es haberse formado en instituciones de alto reconocimiento académico, seguido por las oportunidades que se abren para realizar movilidad nacional o, mejor aún, al extranjero; y de ahí la posibilidad de participar o contar con equipos, grupos o redes que permiten dirigir la ruta para convertirse y ser reconocido como investigador nacional. En todo esto, como señala Picketty (2014), tuvo que haber herencia, capital social y suerte.

			No obstante, también debe reconocerse que sin el esfuerzo y el talento individual no se obtiene el nombramiento, el cual mueve a los investigadores a ser evaluados para que, mediante el trabajo de las diversas comisiones evaluadoras del sni, se les reconozca. Además, se puede decir que es una suerte de franquicia que permite a las y los investigadores tener mayores posibilidades de optar por fuentes de financiamiento y promociones escalafonarias. Hay que recordar que, por un lado, el sni fue creado para evitar la fuga de talentos, el desinterés en la actividad científica o el empobrecimiento de las instituciones de investigación, fenómenos que empezaron a emerger durante la crisis económica de principios de los años ochenta del siglo pasado. Más tarde, se le visualizó como un mecanismo económico que mantenía la productividad al alza sin necesidad de aumentos generalizados en los sueldos, al tiempo que sirvió para estimular a jóvenes investigadores y lograr que la profesión científica fuera competitiva ante otras ocupaciones en la jerarquía laboral. Por otra parte, no debemos dejar de lado que también constituyó una magnífica opción para los buenos investigadores, ante la laxitud con la que numerosas instituciones evaluaban el desempeño de su personal académico, aunque esto haya generado un sistema paralelo con criterios no siempre compatibles. No obstante, debe reconocerse que se ha generalizado una tendencia a reconocer la pertenencia al sni como un indicador de calidad.

			El ser científico o tecnólogo también se inscribe en un espacio y tiempo del desarrollo del país, en los nichos de oportunidad relacionados con ciertas áreas de conocimiento y en entidades con desarrollos desiguales. Es en este marco que se considera el sentido y la evolución de la política que sustenta este programa y la construcción de las oportunidades de quienes se sometieron y siguen sometiéndose a evaluación.

			Para beneficiarse de ella y contribuir a la ciencia, la tecnología y la innovación (cti) mexicana, quienes solicitan su ingreso deben cumplir una serie de requisitos: contar con una formación de alto nivel (hace más de tres décadas el doctorado no era indispensable, pero actualmente es requisito ineludible); tener un nombramiento laboral que acredite una adscripción institucional de al menos media jornada; una producción reflejada en publicaciones arbitradas; y actividades docentes, como la dirección de tesis e impartición de clases.

			El sni por sí solo no puede consolidar la generación de conocimiento, garantizar la reproducción del gremio, ni llevar a México a una economía o a una sociedad basada en el conocimiento; tampoco a mayores niveles de bienestar. El Sistema está inserto en una estructura gubernamental relativamente estable, lo que le permite perpetuarse en pautas que orientan a los investigadores y tecnólogos hacia oportunidades, aunque con ciertas limitaciones, mediante la concatenación de distintas políticas de las que derivan programas específicos que los pueden beneficiar. Un ejemplo de ello es la Estrategia Capital Humano Altamente Calificado (chac) de Conacyt (2018), en la que se presenta la manera en la que se enlazan programas para lograr sinergias y generar círculos virtuosos.166 La interrelación entre estos programas ilustra una lógica que genera vínculos entre los distintos bloques y sus respectivos programas, como el de Becas, el sni y el Programa Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc), al tiempo que ofrece una estructura de oportunidades. La estrategia chac, que a manera de ejemplo se menciona, fue publicada al final del sexenio del presidente Enrique Peña Nieto.

			En el pnpc, por ejemplo, se evalúan los programas de posgrado y se asegura la calidad en la formación de los estudiantes y futuros investigadores. El Programa de Becas, por su parte, ofrece un apoyo a los estudiantes inscritos en programas de posgrado evaluados y reconocidos en el pnpc, cuya matrícula —cuidadosamente seleccionada— tiene la posibilidad de acceder y gozar de una beca durante su “formación”. Los programas de posgrado, a su vez, requieren de investigadores que sean miembros o busquen participar en el sni, en el Programa de Cátedras Conacyt o en el de Estancias posdoctorales nacionales, a fin de que se reconozca el posgrado y pueda entonces ofrecer becas Conacyt a sus estudiantes.

			La interrelación de los programas ofrece una estructura en la que éstos se fortalecen entre sí, se consolidan las líneas de investigación de los investigadores reconocidos, también se generan redes de colaboración, intercambio de experiencias, flujos de información y conocimiento, direcciones de tesis compartidas y la posibilidad de autorreforzar al gremio mismo. Los investigadores que participan en los posgrados generan y trasmiten conocimiento, algunos otros diseñan aplicaciones para comprender, enfrentar y resolver retos de la ciencia o de la tecnología, contribuyendo así a incrementar el acervo de conocimientos.

			Es en esta estructura donde se sitúa el sni y son distintas las explicaciones y críticas en torno al reconocimiento que otorga a sus miembros. Una de las vertientes destaca el esfuerzo, el trabajo duro, la preparación y la audacia como elementos necesarios para tener éxito y, por ello, se le asocia el prestigio y un mayor volumen de ingresos. En esta tesitura se entiende que las personas somos responsables del éxito o fracaso en la consecución de nuestras metas a lo largo de la vida. No obstante, otras vertientes muestran la intervención de otro tipo de factores y las distintas condiciones en las que se desarrollan sus actividades; de esta suerte, las normas que lo rigen no operan de la misma manera para todos y resulta difícil distinguir la influencia insoslayable de estos factores, ya sean adversos o favorables.

			Entonces ¿qué tanto ayuda al cambio el resultado de la evaluación que un individuo obtenga para lograr los objetivos previstos?, ¿es el investigador el motor del cambio o se requiere de una política pública de cti más integral, lo mismo que de proyectos académicos colectivos para atender las necesidades del país? Los estímulos por el mérito han sido una estrategia para incentivar el esfuerzo en el trabajo académico; sin embargo, pareciera pertinente preguntar si ha logrado el impacto y la productividad deseados. El análisis de algunas dimensiones del sni permite visibilizar condiciones que, mediante los ajustes adecuados, podrían mejorarse o evitarse.

			El SNI y el avance de la ciencia

			La propuesta de crear el sni surgió entre octubre y diciembre de 1983, impulsada por funcionarios del gobierno federal y la Academia Mexicana de Ciencias (en ese entonces, Academia de la Investigación Científica). Con dicha propuesta se buscaba atenuar los efectos de la crisis económica de 1982, que tuvo un fuerte impacto en el presupuesto destinado a actividades de investigación y desarrollo (i+d), pues éste había caído en alrededor de un 40 por ciento. Bajo estas condiciones de estrechez presupuestal era difícil financiar infraestructura, mantener el equipo que se tenía, conseguir materiales y realizar trabajo de campo; más difícil aún resultaba retener a los buenos investigadores que obtenían ofertas de trabajo en instituciones extranjeras.167

			En ese momento, cuando no había posibilidades de incrementar el presupuesto de las instituciones de educación superior ni de los centros de i+d, se hizo el esfuerzo por salvar a los académicos que hacían investigación mediante la creación de un programa que buscaba evitar la fuga de cerebros por medio de un reconocimiento y estímulo económico, previa evaluación de su productividad. De acuerdo con Rodríguez (2016), se tuvo el cuidado de considerar mecanismos que no afectaran el ingreso, tales como: 1) ofrecer un complemento salarial, el cual se estipuló como beca a fin de que no generara impuestos ni pudiera constituirse en demandas sindicales en pro de la homogeneización de los ingresos de los académicos; y, 2) que fuera de carácter transitorio; es decir, como medida temporal para atenuar el periodo de crisis. Sin embargo, con el tiempo se volvió permanente.

			Al inicio, se pensó que el sni podía operar bajo la Academia Mexicana de Ciencias, pero se rechazó la idea y se insertó en la Secretaría de Educación Pública (sep); posteriormente, operó desde el Conacyt. En sus inicios distinguía los niveles I, II y III, pero después se agregó el nivel “Candidato” para facilitar el ingreso de jóvenes investigadores.

			En el Decreto original —publicado en el Diario Oficial de la Federación— que consta de 25 artículos, quedaron establecidos fines, beneficiarios (los investigadores de tiempo completo de instituciones públicas), estructura, operación y funcionamiento del programa.168 Un par de años después, a partir de 1986, comenzaron los ajustes a su estructura y operación: se incrementó el número de áreas de conocimiento y, por ende, de comisiones dictaminadoras, y se agregaron nuevos componentes de evaluación, el recurso de revisión y la participación de investigadores de instituciones particulares, entre otros. 

			Una de las tareas del sni ha sido establecer medios y medidas para evaluar las trayectorias académicas y reconocer a sus miembros mediante el otorgamiento de distinciones y estímulos económicos acordes a su productividad y a la calidad de sus aportaciones. El sni distingue —a través de la evaluación que hacen comisiones integradas por investigadores consolidados— la calidad de la labor desarrollada, al tiempo que contribuye a consolidar el acervo de conocimientos. La distinción representa calidad y prestigio por las contribuciones científicas, mientras que los estímulos económicos varían de acuerdo con el nivel asignado. Los niveles son: Candidato, Investigador Nacional Nivel I, Investigador Nacional Nivel II, Investigador Nacional Nivel III e Investigador Nacional Emérito. 

			La distinción que obtienen los investigadores es evaluada considerando la productividad y el desempeño en actividades académicas: artículos de investigación, libros y capítulos de libros, patentes en México y el extranjero, desarrollos tecnológicos, innovaciones, transferencia de tecnología, dirección de tesis, participación en comités tutoriales, impartición de cursos (licenciatura y posgrado), formación de investigadores independientes y formación de grupos de investigación, principalmente.

			La evolución del sni evidencia el resultado de las transformaciones que ha experimentado a partir de su puesta en marcha. Por ejemplo, en 1984, fecha en la que se creó, contaba con 1,396 integrantes; al cierre de 2019 suman ya 30,548.169 En este lapso se han introducido diversos cambios en su operación, lo mismo que en los términos de sus criterios de ingreso y permanencia, como conceder la posibilidad de ingresar a quienes laboran en instituciones de educación superior particulares, entre otras. Pese a las abundantes críticas que se han publicado sobre los procesos de evaluación que realizan las comisiones dictaminadoras, uno de sus grandes logros es haber impuesto criterios que, por lo general, han tenido aceptación nacional. Desde luego, el modelo de evaluación dista mucho de ser un modelo de certificación de la calidad académica, especialmente si se considera la heterogeneidad y las especificidades de las instituciones donde se realiza i+d.

			La vasta literatura disponible sobre el tema examina distintos ángulos del sni en años previos al periodo correspondiente a este análisis: la administración del presidente Enrique Peña Nieto (2012-2018). Entre ella destacan las que incluyen valoraciones y consensos de especialistas e investigadores, realizadas sobre todo durante aniversarios de la creación del Sistema (Didou y Gerard, 2009). Reiteradamente se mencionan ciertos grados de consenso sobre los siguientes aspectos: 1) el sni mejoró el ingreso de los investigadores reconocidos; 2) reformó los procesos de evaluación de sus miembros; 3) contribuyó a la construcción paulatina de un sistema de aseguramiento de la calidad, promovida por el Estado evaluador, pero con la participación de pares académicos, de expertos y de algunas asociaciones profesionales; 4) evidenció la importancia del reconocimiento en la definición de un prestigio científico basado en parámetros que regulan la carrera académica de manera evolutiva; 5) promovió una carrera paralela a la que se llevaba y se evaluaba en las instituciones de educación superior (ies); y, 6) favoreció una cierta reestructuración de las élites científicas al exigir el grado de Doctor en edades cada vez más tempranas y otorgado por universidades de prestigio, nacionales y extranjeras, aunque no debe soslayarse que también propició —junto con las exigencias del Promep, programa impulsado desde la sep—170 que numerosas ies empezaran a ofrecer programas doctorales en disciplinas en las que no contaban con la masa crítica indispensable para ofrecer este nivel de estudios.

			Independientemente de la vertiente desde la cual se analice el sni, pareciera conveniente realizar esfuerzos para que el Sistema sea visto no como un mecanismo que ofrece estímulos económicos, sino como un elemento de un sistema más grande orientado por un proyecto de desarrollo nacional acorde con una política de cti en la que se enfatiza la importancia de impulsar la i+d en todo el territorio nacional.

			Para mostrar los rasgos más sobresalientes de la evolución del sni durante la administración 2012-2018, en el siguiente apartado se analizan algunos indicadores de su membresía en cuanto a su volumen y su distribución según campo disciplinario, nivel, ubicación geográfica y sexo, entre otras variables. Las estadísticas reflejan el efecto de varios instrumentos de política pública y otros de carácter institucional que se pusieron en marcha.171

			Dimensiones y momentos en la historia del SNI

			La evolución que experimentó el sni entre 2012 y 2018 hace necesario el análisis de algunas variables que ilustran el efecto de los cambios introducidos y explican sus condiciones actuales en un escenario en el que la cti logró una buena interlocución con los gobiernos federal y estatales, a juzgar por los recursos con los que contó, lo mismo que con ciertos grupos beneficiarios de las políticas implementadas.

			Se ha difundido ampliamente la idea de que los motores que impulsan a la sociedad hacia el desarrollo y la prosperidad son el conocimiento y su aplicación, y que los países que los privilegian son los que ofrecen mayores niveles de bienestar a su población porque, como dice Enrique Cabrero (2018), “el conocimiento transforma”. Sin duda, un programa como el sni no logra por sí solo producir desarrollo y progreso. La sinergia entre políticas y programas contribuye a construir capacidades científicas y tecnológicas y puede sentar las bases para crecer a mayor velocidad; no sólo impulsando y consolidando capacidades, sino también mejorando la calidad y la pertinencia del trabajo de sus recursos humanos altamente capacitados para lograr el tránsito hacia una economía y sociedad basadas en el conocimiento.

			Las ies juegan un papel importante en la formación de científicos y tecnólogos, lo mismo que en la producción científico-tecnológica, en el cultivo de la investigación básica y aplicada, así como en los procesos de innovación asociados a las demandas de los distintos sectores de la sociedad, de ahí que las políticas para su desarrollo y consolidación sean fundamentales para que puedan desempeñar sus funciones con calidad y con académicos que participan en el sni. Otros países, destacadamente los desarrollados, han apostado por la formación, consolidación, producción y aprovechamiento del conocimiento por la sociedad y los beneficios se observan en numerosos indicadores. Uno de ellos, por ejemplo, es precisamente el que relaciona el número de investigadores con la magnitud de la fuerza de trabajo. En el caso de México, la comparación con otras naciones resulta muy desfavorable porque apenas alcanza seis investigadores por cada 10,000 integrantes de la fuerza laboral, mientras que en EUA el indicador es de 86; en Canadá, 83; en España, 53; y 100 en Japón.172

			En el contexto nacional, también resulta interesante conocer qué proporción guardan las personas que pueden aspirar a pertenecer al Sistema con relación al número de habitantes del país, o qué porcentaje del total de investigadores en México participa en el sni, indicador que permite estimar grosso modo la capacidad de absorción del Sistema. La gráfica 1, contenida en el Anexo cyt del Primer Informe de Gobierno del 2019, considera al personal con posgrado en los sectores educación superior, gobierno, empresarial y privado no lucrativo. En dicha gráfica se puede observar que el volumen de los recursos humanos altamente capacitados decreció entre 2010 y 2011. Esta diferencia de 9,403 investigadores paulatinamente empieza a disminuir a partir de 2013 y en 2017 el indicador nuevamente alcanza la magnitud que se reportaba en 2010. Por su parte, el sni evidencia un crecimiento constante en el número de sus miembros. Entre 2012 y 2014 se sumaron alrededor de 1,050 investigadores anualmente; posteriormente, se aceleró su crecimiento al aumentar en alrededor de 1,500 por año su membresía.

			Si bien es importante que se registren incrementos en el número de personas dedicadas a la actividad científica y tecnológica, no todos los recursos humanos con altos niveles de escolaridad y capacitación han podido iniciar una carrera como investigadores, dado que las ies no han tenido los recursos para abrir nuevas plazas ni han podido ofrecer programas atractivos de jubilación que permitan que sus académicos con mayor edad y antigüedad se retiren dignamente.173

			La gráfica 1 también evidencia la evolución del padrón del sni en el periodo 2010-2019, donde se aprecia que el mayor aumento de un año a otro sucede en 2014 (el incremento es de un 14 por ciento) y a partir de este año la tasa de crecimiento se mantuvo hasta el final del sexenio, aunque con ligeras variaciones. Un aspecto que vale la pena destacar es que, en todo el sexenio, el número de investigadores del sni creció en 65 por ciento, que es el periodo de mayor expansión que haya registrado el Sistema desde su creación.

			Gráfica 1

			Relación de recursos humanos con posgrado y miembros del sni, 2010-2019

			[image: ]

			Nota: Los datos correspondientes a los Recursos Humanos con Posgrado provienen de la Encuesta sobre Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico, realizada en 2017, considerando los años 2014, 2015 y 2016; a partir de 2018, los datos fueron estimados.

			Fuente: Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, Anexo cyt del Primer Informe de Gobierno, 2019. Presidencia de la República.

			Una decisión que ayudó a esta progresión de la membresía fue implementada en 2003, cuando se hizo coincidir el año fiscal con el inicio de la vigencia de la distinción; de esta manera se agilizó la gestión administrativa y la asignación de los recursos. Así como se logró hacer coincidir el año fiscal, los trámites administrativos y los recursos destinados al Sistema, también se podría haber intentado armonizar los tiempos para el ingreso o el reingreso de la membresía con los de las cátedras y con los apoyos que se ofrecían a través de las convocatorias de los fondos sectoriales para que los investigadores recibieran estímulos para investigar y recursos para desarrollar proyectos.

			Como claramente se observa en la gráfica 2, el crecimiento en la membresía se ha dado en todos los niveles, aunque el Nivel I se haya mantenido durante todo el periodo como el de mayor concentración, superando el 52 por ciento en todos los años del periodo. Una posible interpretación de esta distribución en la que la participación de los Candidatos va ganando terreno mientras que los Investigadores Nacionales Nivel II lo pierden, refleja el trabajo de evaluación rigurosa que hacen las comisiones; sin embargo, también se puede argumentar la falta de condiciones propicias para que las y los investigadores nacionales puedan consolidar sus trayectorias. 

			Gráfica 2

			Distribución del sni según nivel, 2010-2018

			[image: ]

			Fuente: Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, Anexo cyt del Primer Informe de Gobierno, 2019. Presidencia de la República.

			Esta falta de oportunidades para que los académicos evaluados en el Nivel I puedan aspirar a ser promovidos al siguiente nivel pudiera estar relacionada con “el carácter productivista de la evaluación que (se) practica”, en la que se “devalúa la investigación y (se) privilegia(n) los resultados … también al efecto pernicioso que tiene para la reproducción de la comunidad científica”.174

			Como ya se mencionó, México ha invertido en la formación de recursos altamente calificados, aunque los esfuerzos todavía no hayan sido suficientes para que el país cuente con una masa crítica que le permita una mayor presencia internacional en materia de cti; lo mismo para atraer un mayor número de extranjeros a estudiar posgrados o a realizar estancias de investigación. Si realmente se pretende tener cierta competitividad internacional, es indispensable incrementar la inversión. Esto justifica los reclamos que frecuentemente hace la comunidad para que se asigne el 1 por ciento del pib que señala la Ley a cti, lo que permitiría reducir la brecha que nos separa de naciones con mayores contribuciones a la i+d.

			El cuadro 1 muestra el monto de los recursos que han sido destinados al Sistema. A pesar de las variaciones a la baja en los porcentajes del total asignado al Ramo 38 del Presupuesto de Egresos de la Federación, con excepción del último año, se advierte una tendencia creciente en los montos, que pudiera estar acorde con el crecimiento en la membresía que, como ya se dijo, se realizó en los dos niveles más bajos.

			Cuadro 1

			Presupuesto del Ramo 38 destinado al sni, 2012-2018 
(millones de pesos constantes de 2008)

			[image: ]

			Fuente: Rodríguez, C. (2016). Datos de 2018 calculados con base en presupuesto del Ramo 38.175

			Entre otros factores que pudieran explicar las diferencias en los niveles del reconocimiento está la exigencia o flexibilidad de las comisiones al evaluar. Ello varía en función del área de conocimiento; de ahí que se adviertan diferencias en el crecimiento del número de investigadores en cada una de ellas, como se observa en la gráfica 3. Los factores que pueden influir son dos: a) el tipo de saberes o el tipo de conocimiento que se cultiva y que se aprecia desde la óptica de las propias comunidades disciplinares; y, b) los “modos de hacer ciencia” que es la manera en la que se organiza y publica los resultados de investigación, de acuerdo con el objeto de estudio de cada gran campo disciplinario.

			El mayor porcentaje de miembros del sni entre 2012 y 2016 se localizó en el Área II, Biología y Química; los últimos dos años, el Área V, Ciencias Sociales, tomó la delantera sin llegar a superar los porcentajes registrados por la primera durante los cuatro años previos. En el polo opuesto, las dos áreas que se han mantenido con los menores porcentajes de participación son el Área III (Medicina y Salud) y VI (Biotecnología y Ciencias Agropecuarias), oscilando entre el 10 y el 12 por ciento la primera, y entre 11 y 12 por ciento, la segunda.

			Gráfica 3

			Investigadores por área de conocimiento, 2012-2019
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			Fuente: Primer Informe de Gobierno, Anexo cyt, 2019.

			En cuanto al tipo de saberes, las áreas llamadas “duras” están sujetas a la universalización de contenidos y a estándares de aprendizaje, de productividad y de evaluación de desempeños, de ahí que se pueda plantear como hipótesis que en algunas áreas de conocimiento hay una mejor “adecuación” de su productividad científica a los criterios internacionales, lo que les permite tener una mejor socialización y prácticas de publicación que otras disciplinas. No obstante, pareciera que, aunque publicaran más y más temprano en revistas especializadas e indizadas propias de sus disciplinas, no todos logran promoverse o mantenerse en el Sistema. Las diferencias en los modos de hacer ciencia que corresponden a los criterios y a las métricas internacionales de sus disciplinas (Didou y Gerard, 2011), les permite cumplir con los requisitos de evaluación que exige el sni y mostrar un mejor desempeño en su trayectoria, lo cual demuestra que la vara es más alta en unas áreas que en otras.

			En el caso de las Ciencias Sociales (Área V) y de las Humanidades y las Ciencias de la Conducta (Área IV), el tipo de conocimiento y el modo de hacer ciencia es distinto y está marcado por escuelas de pensamiento muy diferentes; de ahí que los criterios de evaluación también sean diferentes. Esta particularidad hace menos clara la clasificación y desclasificación, así como la evaluación de los investigadores en cuanto a saberes y estándares de aprendizaje, y hace que sea mayor la tasa de crecimiento de las áreas de ciencias sociales. En cuanto al caso de las áreas de biología y química, medicina y ciencias de la salud, se podría pensar que la tasa de crecimiento se ha mantenido constante porque el tipo de saberes responde a la aplicación del conocimiento y éste depende más de la oferta de recursos humanos altamente especializados en la atención a pacientes que de la respuesta que ofrecen al bienestar o a los nichos de desarrollo de la industria del país.

			Las cuatro variables que permiten analizar el perfil de los miembros del sni son: el nivel que ocupan dentro del sistema, su escolaridad (grado máximo de estudios), el tipo de institución a la que están adscritos y el área disciplinaria en la que se ubica su investigación. Todas ellas ayudan a definir la posición del investigador y son clave en los procesos de evaluación de su trayectoria, lo mismo que de sus instituciones y de los programas educativos en los que participan. Desde hace ya varios años, la gran mayoría de los miembros del Sistema cuenta con el grado de doctor, aunque todavía permanece un pequeño grupo, alrededor de un 4 por ciento, que solamente reporta estudios de maestría o licenciatura.

			En el análisis del periodo entre 2012 y 2018, el área que ha tenido el menor porcentaje de candidatos es la de humanidades y ciencias de la conducta (cerca de 11 por ciento anual), mientras que el área de ingeniería ha recibido un 24 por ciento. El área con menor porcentaje de investigadores Nivel 1 es la de fisicomatemáticas y ciencias de la tierra, mientras que las demás áreas oscilan entre 8 y 10 por ciento.

			En el nivel II, el área con menor porcentaje es Ingeniería, con 14 por ciento anual en promedio; el área físico-matemáticas y ciencias de la tierra, lo mismo que la de humanidades y ciencias de la conducta, representan el 22 por ciento. Finalmente, en el nivel III predomina el área de físico-matemáticas y ciencias de la tierra, representando un promedio de 13 por ciento. En contraste, el área de biotecnología y ciencias agropecuarias, lo mismo que las ingenierías, reciben menos del 6 por ciento.

			Según el Informe General del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación del año 2018, 178 miembros obtuvieron la distinción de investigadores eméritos; biología y química —con 42 distinciones— fue el área de conocimiento que agrupó el mayor volumen; ingeniería solamente obtuvo cinco y fue la que recibió la menor proporción.

			Resulta interesante constatar que, históricamente, las áreas que más se podrían vincular con el sector privado —como las ingenierías, la biotecnología y las ciencias agropecuarias— cuentan con los menores porcentajes de investigadores en los niveles II, III y Eméritos. Tal vez esta situación se pueda explicar en términos de la matrícula y variedad de programas de posgrado que ofrecen las ies en México, pero también se relaciona con el hecho de que estos campos disciplinarios pueden tener salidas más aplicadas de tipo profesionalizante. Dado que este tipo de vinculación va cobrando importancia es urgente que se promueva de manera más decidida.

			Los miembros del sni trabajan en muy distintos espacios; sin embargo, la mayoría se encuentra adscrita a universidades, centros de investigación e instituciones públicas de educación superior que gozan de cierto prestigio académico. Desde luego, esto se encuentra relacionado con el origen mismo del Sistema y con la característica de que la mayor parte de las actividades científicas y tecnológicas que se desarrollan en México tiene lugar en el ámbito académico, especialmente el del sector público.

			Como se puede apreciar en la gráfica 4, a pesar de que las cifras no están actualizadas, las instituciones que más miembros aportan al Sistema son: la Universidad Nacional Autónoma de México (unam), los

			Gráfica 4

			Investigadores en el sni según institución de adscripción, 2012-2014
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			Fuente: Conacyt y Anexo cyt del Primer Informe de Gobierno, 2019.

			Centros Conacyt, la Universidad Autónoma Metropolitana (uam), el Instituto Politécnico Nacional (ipn) y el Centro de Investigaciones y Estudios Avanzados (Cinvestav). A pesar de no contar con estadísticas más recientes, no es difícil suponer que esta distribución se haya mantenido relativamente estable en el tiempo.

			De acuerdo con los Indicadores de Ciencia y Tecnología publicados por Conacyt, no todos los exbecarios (cuya formación fue impulsada por el propio Conacyt) han podido insertarse en una institución mexicana en la que puedan desarrollar una carrera de investigación.

			El potencial que estos recursos humanos representa para el país es enorme, pero no todos han encontrado las oportunidades necesarias para despegar esos conocimientos en beneficio del país; aunque ha habido esfuerzos para retener y captar talento foráneo, los alcances de esas acciones han sido limitados (Cabrero, 2018). Debido a la falta oportunidades en México y al fenómeno de la globalidad que ha tenido múltiples impactos, no resulta difícil suponer que exbecarios del Conacyt formen parte del fenómeno de migración internacional altamente calificada que se ha registrado y documentado en varios momentos. Dados los cambios

			Gráfica 5

			Distribución de los miembros del sni en el extranjero, 2017
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			Fuente: Base de datos sni. Anexo Cuadros Estadísticos del Informe General del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 2017.

			introducidos al Reglamento del sni en 2014, a partir de ese año sus miembros ya podían residir en el extranjero, lo que ha salvaguardado el carácter internacional de su membresía. 

			Por otro lado, también deben reconocerse los beneficios que han traído al país los movimientos migratorios de científicos extranjeros hacia México. En la gráfica 6 se puede observar la distribución de los miembros del sni según su origen de procedencia. Aunque el número de investigadores de origen extranjero sólo representó el 8 por ciento del total en 2017, su presencia brinda un matiz de diversidad que amplía las posibilidades de establecer redes internacionales de investigación, da una mayor amplitud y enriquece los enfoques, metodologías y líneas de investigación de investigadores nacionales formados en el país, al tiempo que puede facilitar la movilidad hacia otras instituciones en el extranjero. Destacadamente, la procedencia de estos investigadores es España, Colombia, Estados Unidos, Argentina y Cuba, seguida de otros países europeos, Rusia y la India (Anexo cyt 2018, VI Informe de Gobierno).

			Desde luego, la ubicación de las y los investigadores es otra variable importante, especialmente en un país que en numerosas esferas experimenta una gran tendencia a la centralización. Así, resulta interesante analizar la distribución geográfica de los miembros del sni, aunque de

			Gráfica 6

			Miembros del sni según su procedencia, 2017
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			Fuente: Base de datos sni. Anexo Cuadros Estadísticos del Informe General del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 2017.

			antemano se pueda suponer que la entidad con mayor número de investigadores es la Ciudad de México. La información oficial más reciente que se encuentra disponible, correspondiente al año 2017, muestra que persiste la concentración de investigadores en pocas entidades federativas, a pesar de los estímulos que se han ofrecido para realizar i+d en otros estados de la República. Debe reconocerse, sin embargo, que gracias a los esfuerzos realizados se registran avances significativos en la descentralización, aunque deberían impulsarse nuevos instrumentos de política para ubicar investigadores fuera de las metrópolis, dado que el esfuerzo todavía es insuficiente. Ejemplo de ello es que en 2014 los estados de México, Jalisco, Morelos y Nuevo León fueron los que más aumentaron su participación en el sni. Mientras que la Ciudad de México, el Estado de México, Morelos y Coahuila muestran las menores tasas de crecimiento; a su vez, las entidades federativas que presentan las tasas más elevadas son Hidalgo y Tlaxcala.

			Otra variable cuya distribución geográfica conviene analizar es el campo disciplinar en el que laboran los miembros del sni.176 Así se encuentra que en la región norte del país —conformada por Chihuahua, Coahuila, Nuevo León e incluso San Luis Potosí— predominan los investigadores en el Área VII (Ingenierías), aunque en el pasado algunas de estas entidades hayan registrado mayores porcentajes en otras áreas. Así, por ejemplo, Nuevo León en 1999 tenía el mayor porcentaje en el Área II (Biología y Química), mientras que en San Luis Potosí dominaban los investigadores del Área I (Físico-matemáticas y Ciencias de la Tierra). No obstante, tanto en 2008 como en 2016, los investigadores del Área VII son los que tuvieron mayor peso en ambas entidades.

			En la región Sur (Yucatán, Quintana Roo, Campeche y Tabasco), la mayor concentración de los miembros del Sistema en 2016 se ubicó en el Área VI (Biotecnología y Ciencias Agropecuarias), así como en la II (Biología y Química). Chiapas, por su parte, no presentó concentraciones que permitieran suponer ni tendencias en el tiempo ni predominio de alguna de las áreas: en 2008 la de mayor membresía fue el Área IV (Humanidades y Ciencias de la Conducta) mientras que en 2016 fue el Área V (Ciencias Sociales). Vale la pena agregar que precisamente Chiapas, aunado a Jalisco y Ciudad de México, son las entidades con la mayor concentración de investigadores en ciencias sociales.

			Entre las posibles causas de esta distribución disciplinaria en el territorio nacional está el desequilibrio en la distribución de las instituciones de i+d en el país. Son pocos los estados que cuentan con instituciones de investigación en las que se cultiven las siete grandes áreas del conocimiento que reconoce el sni, tanto en términos de grupos de investigación como en su magnitud y grado de consolidación. Efectivamente, se considera deseable que éstos estén en correspondencia con el nivel de sus economías, en particular, y de la economía nacional, en general. Por ello no sorprende que sea la Ciudad de México y su zona metropolitana, aunada a las de Guadalajara y Monterrey las que concentren el mayor número de instituciones y de investigadores, lo mismo que de programas de posgrado de calidad.

			La Ciudad de México, el Estado de México y Jalisco concentraban poco más del 40 por ciento del total de investigadores en el sni en el 2012 y así permanecieron en el 2018, mientras que Tlaxcala, Quintana Roo, Campeche, Guerrero y Nayarit fueron las entidades con menores volúmenes en ambos extremos del sexenio anterior. A pesar de la concentración de investigadores en la Ciudad de México (30 por ciento de la

			Gráfica 7

			Miembros del sni según entidad federativa, 2012 y 2018
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			Fuente: Conacyt. Base de datos sni. Recuperado del Informe General del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación 2017. Datos de 2018 provenientes del Informe de Actividades del Conacyt, enero-marzo 2018, p. 12. 

			membresía total), se advierte que cada vez hay más investigadores en otras entidades del país. 

			Los esfuerzos por descentralizar la i+d iniciados por Conacyt desde hace algunas décadas —como favorecer la movilidad de los miembros del Sistema para que fomenten avances científicos y tecnológicos en las entidades del país y el funcionamiento del Sistema de Centros Públicos de Investigación (cpi) en el territorio nacional— han logrado establecer algunos polos de desarrollo que atienden problemas regionales, propician la formación de nuevos grupos de investigación, al tiempo que contribuyen al desarrollo de la región en la que se ubican.177 Sin embargo, éste no ha sido un proceso homogéneo ni está concluido, aunque con una lógica análoga, diversas instituciones prestigiosas del país (como la unam y el Cinvestav) también han realizado esfuerzos por desconcentrarse y ya registran proyectos de colaboración en las regiones donde se ubican.

			Si bien se ha logrado que las universidades públicas de los estados tengan una mayor presencia en el sni, debe reconocerse que la colaboración académica entre las ies sigue siendo incipiente (De la Peña, 2008). Además de la problemática propia de estos procesos —que los torna lentos y de una gran complejidad, más allá de su institucionalización— la creación de infraestructura, la formación de recursos humanos de alto nivel y la vinculación con el sector productivo requieren de recursos que no siempre se encuentran disponibles. Por ello, y con el propósito de posibilitar una sólida articulación nacional entre las instituciones y organismos que conforman el Sistema Nacional de Innovación mexicano, habría que asignar mayores recursos para promover una interacción más dinámica y el trabajo colaborativo entre ellas.

			Otra dimensión en la que desde hace varios años se pone atención al analizar la membresía del sni es el género. A pesar de la creciente presencia de las mujeres en las matrículas de licenciatura y posgrado, lo mismo que en nombramientos como docentes o investigadoras, nuestro país aún resiente los efectos del retraso de su incorporación al sistema educativo, lo mismo que su presencia mayoritaria en campos disciplinarios afines a las funciones que la persistencia de los estereotipos de género impone.

			Gráfica 8

			Evolución de la membresía del sni por sexo, 2010-2018
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			Fuente: Base de datos sni. Recuperado del Informe General del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 2017. Conacyt.

			Si bien la participación de las mujeres en el sni ha mantenido un crecimiento sostenido, como se muestra en la gráfica 8, el avance ha sido gradual. Así, por ejemplo, en 2017 las mujeres apenas representaron el 37 por ciento de la membresía, aunque aumentaron un punto porcentual con respecto al año anterior. Por ello resulta interesante analizar la proporción hombre-mujer por año, en la que tanto en el total como en cada uno de los niveles se advierten variaciones en el número de hombres por cada mujer, lo que de ninguna manera puede interpretarse como una tendencia hacia la igualdad (véase gráfica 9).

			Gráfica 9

			Variación de la proporción hombre-mujer en el sni, 2010-2017
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			Fuente: Base de datos del sni. Recuperado del Informe General del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 2017, Conacyt.

			No huelga mencionar que no siempre se ha mantenido el crecimiento sostenido en la participación femenina, aunque se deba reconocer que las diferencias empiezan a ser menos notables en algunas áreas y en ciertos niveles.

			Como era de esperar, en la distinción máxima, el Nivel III, la proporción es casi de cuatro hombres por cada mujer, pero a medida que se desciende en los niveles, dicha proporción se reduce. Así, en el nivel de Candidato, hay casi el mismo número de hombres que de mujeres. Esto podría representar un aliciente, en el sentido de que, en los últimos años, las mujeres han tenido mejores oportunidades que en el pasado para acceder al sni, aunque las diferencias globales estén determinadas por las condiciones prevalecientes en el pasado.178

			El mismo ejercicio, pero para las siete áreas de conocimiento, muestra cierta tendencia hacia la equidad. Es decir, aunque el número de mujeres es menor al de hombres, la proporción llega a ser igual o cercana a uno en cuatro de las siete áreas: IV (Humanidades y Ciencias de la Conducta); III (Medicina y Ciencias de la Salud); V (Ciencias Sociales) y II (Biología y Química). En las otras tres —Biotecnología y Ciencias Agropecuarias; Físico-matemáticas y Ciencias de la Tierra, e Ingenierías— la proporción duplica e incluso casi cuadruplica el número de hombres por cada mujer. Esto puede interpretarse como consecuencia de una falta de “tradición” cultural, falta de visibilidad de las aportaciones y trabajos que realizan las mujeres que se desempeñan en estas áreas, lo mismo que por la falta de estímulos que reciben las mujeres desde la infancia para delinear sus vocaciones profesionales, lo que se traduce en una baja presencia femenina en las licenciaturas y en los posgrados de estas disciplinas.179

			Una parte del crecimiento de la participación de investigadores en el sni se debe a que ha aumentado el número de mujeres, resultado de un avance en su formación doctoral y, por tanto, hacia un mejor balance de género. Otros factores que han influido en ese comportamiento son los siguientes: la modificación de las edades límite para el ingreso a las Cátedras Conacyt, diferenciadas para cada sexo, y los cambios realizados en el Reglamento del sni relativos a la concesión de un año adicional de la distinción, en el caso de presentarse el nacimiento de un hijo. Estas acciones han permitido que las investigadoras cuenten con un poco más de tiempo para que los cuidados de los nuevos hijos no impacten negativamente su productividad científica o tecnológica, lo que les impediría ingresar o permanecer en el Sistema, lo mismo que aspirar a un nivel superior de la distinción.

			Todavía falta un largo trecho en el camino para lograr equidad de género, tanto en el ingreso como en la permanencia y la promoción. Ruiz (2012) sugiere implementar más políticas al interior del sni, como apoyos a investigadoras que son madres, incluido el embarazo; incluso también se ha discutido la posibilidad de apoyar con la misma extensión de un año al padre que, siendo miembro del Sistema, decide cuidar al hijo recién nacido. Esas iniciativas, existentes en países desarrollados, vendrían a fortalecer la presencia femenina, especialmente en áreas en las que la segregación ha tenido serios impactos, como lo son las físico-matemáticas y las ingenierías.

			Otra de las dimensiones que también presenta sesgos de género es la movilidad entre los niveles del sni. Esta movilidad puede ser medida mediante el tiempo que transcurre para que un miembro del Sistema cambie de nivel, se mantenga en el que fue evaluado anteriormente o salga del mismo. Rodríguez (2016) menciona que para modelar adecuadamente la movilidad, es necesario tener en cuenta las siguientes condiciones: a) el tiempo que las y los investigadores llevan dentro del Sistema desde su primer ingreso, pues hay miembros que cambiaron de nivel en fecha reciente, por lo que tienen poco tiempo en el nivel actual, mientras otros llegan a tener vigencias de más de 20 años en un mismo nivel; b) el nivel otorgado en el primer ingreso, dado que las características de cada investigador o investigadora son distintas y sus evaluaciones pueden mejorar, empeorar o mantenerse en un determinado nivel, aunque también puedan salir y reingresar posteriormente. Cabe agregar que tanto los periodos de vigencia como los de prórrogas se han modificado a lo largo del tiempo. 

			Este tipo de ejercicios para calcular la movilidad en el sni se han realizado en el pasado; infortunadamente no se cuenta con cifras recientes que den cuenta de lo sucedido en el periodo bajo estudio.180 Pese a ello, conviene formular algunas preguntas en torno a los movimientos que se pueden presentar, como las siguientes: ¿qué tanto la movilidad estimula o limita la actividad científica del país?, ¿la eficiencia del programa varía en función de que haya más o menos movilidad?, ¿el trabajo de las comisiones dictaminadoras considera la movilidad como una característica que deba ser alcanzada?

			Argumentos y sentidos contrapuestos 
en torno al SNI

			Ante preguntas del tipo ¿cómo ha operado el sni y qué resultados ha dado? se puede responder que los esfuerzos realizados son ejemplares en muchos sentidos y sus logros actualmente constituyen puntos de referencia para otras sociedades. Algunos opinan que, sin duda, ha sido un instrumento relevante para incentivar el desarrollo de la actividad científica, tanto a nivel individual como institucional. Otros, aunque reconocen su capacidad para incrementar cuantitativamente la productividad, sostienen que sus efectos no han sido positivos, especialmente para alentar el trabajo colectivo e impulsar la construcción y consolidación de un Sistema en cti. Estos últimos señalan que entre sus “efectos perversos” se encuentra la creación de pequeños grupos de investigadores altamente capacitados y con experiencia internacional, aunque constituyan solamente una pequeña minoría en el grueso de la comunidad académica del país, al representar apenas un 5 por ciento de los más de 400,000 miembros de ese sector. Esta minoría está conformada, en su mayoría, por personas con alta escolaridad que ostentan mayores niveles de capital cultural, experiencia y movilidad internacional, al tiempo que se ubican en los polos de mayor influencia y desarrollo socioeconómico del país (Lloyd, 2018).

			Por su parte, Rodríguez Gómez (2019) afirma que el sistema “fue concebido como una estrategia de política científica; sin embargo, desde sus primeras etapas se entrecruzó con la generación de políticas de educación superior emprendidas desde los primeros años noventa”.

			No cabe duda de que los estímulos económicos que otorga el sni han sido una estrategia para incentivar el mejoramiento del trabajo académico (Galaz et al., 2012). Sin embargo, algunos autores consideran que ha generado enormes diferencias y francas desigualdades en los ingresos del personal académico de las instituciones de educación superior, según la configuración de estímulos diversos a los que se haga acreedor un investigador (De Ibarrola, 2007). Ha generado también un importante “efecto Mateo” (Merton, 1968) conforme al cual los investigadores nacionales reciben prioridad en el otorgamiento de otro tipo de apoyos para su investigación (De Ibarrola, 2012), mientras que otros sostienen que ha contribuido a deslegitimar y desvalorizar el potencial del trabajo académico.

			Entre los problemas ampliamente discutidos por especialistas y concernientes exclusivamente a la gestión del Sistema se encuentran: el número reducido de investigadores, la inequidad de género, el envejecimiento promedio de la membresía y la pequeña élite que conforman las y los investigadores eméritos. Este último punto lleva pensar en la urgencia de que el Sistema se eficientice, se fortalezca y se vincule con las estrategias nacionales para avanzar hacia posiciones de autosuficiencia tecnológica, tarea que los científicos estarían en capacidad de asumir (Canales y Hamui, 2018; Padilla Cobos, 2012).

			En cuanto a la manera de hacer ciencia, hay quienes se extrañan del poco esfuerzo que se hace para estimular nuevas formas de generar conocimiento, como la interdisciplina y el trabajo en equipo, así como proyectos de largo plazo en el que se reconozca el trabajo colectivo y se valore la transferencia del conocimiento.

			También debe aquilatarse si al privilegiar la investigación no se está marginando a un alto porcentaje de docentes que laboran en ies cuyos programas de estímulos jamás podrán competir con los emolumentos y distinción que otorga el sni, y cuyos recursos y condiciones generales para hacer i+d no garantizan el cumplimiento de los criterios mínimos de ingreso.

			En efecto, desde su creación, el sni ha suscitado discusiones de muy distintos tipos; por un lado destaca la que refiere al tipo de evaluación que se aplica, si cumple o no con la función compensatoria con la que se creó, si privilegia ciertos perfiles en lugar de promover la consolidación de grupos de i+d, si realmente ha orientado la actividad científica hacia temáticas pertinentes a las demandas nacionales y si ésta ha tenido impacto en el desarrollo del país (Canales, 2010). Por otro lado, también se han planteado críticas en cuanto a que los esquemas y las formas de evaluar no se ajustan a las peculiaridades de cada área de conocimiento, lo que complica las tareas de evaluación de las comisiones dictaminadoras (al no contar con suficientes integrantes que puedan aplicar criterios adecuados a los distintos campos disciplinarios), así como dificultan el trabajo de las comisiones mixtas que evalúan expedientes en campos inter y multidisciplinarios.

			Como se puede constatar, en este capítulo no se ha intentado dar ni sugerir respuestas a dichas interrogantes. Por el contrario, el análisis presentado ha abordado los resultados del Sistema a través del comportamiento de algunas variables de su membresía. De entre todos los resultados obtenidos, se puede concluir que, durante la gestión del doctor Cabrero, destacan los siguientes:

			
					Un crecimiento notable en el número de sus miembros y la continuación de los apoyos para la creación de redes de colaboración, con el propósito de generar conocimiento, al tiempo de brindar soluciones a problemas específicos;

					En la historia del Sistema, en este periodo es cuando más ingresos se registraron al incrementarse la membresía en un 65 por ciento.

					Se ampliaron las disciplinas en las áreas de conocimiento inicialmente contempladas, al delimitar campos específicos de conocimiento que incluyen más de 40 disciplinas y campos interdisciplinarios diferentes, con comisiones evaluadoras mixtas;

					En cuanto al género, se brindaron facilidades para atenuar los sesgos que dificultan la trayectoria de las mujeres, al intentar compaginar las responsabilidades académicas con las familiares; empero, sigue estando presente la segregación vertical (pocas investigadoras en los niveles más elevados) y la horizontal (pocas investigadoras en áreas tradicionalmente masculinas, como las ciencias exactas y varias ingenierías);

					También se logró que en el sni se considere el género como una categoría transversal que debe evaluarse de manera independiente, junto con otros campos de carácter inter o multidisciplinario;

					En cuanto a la desconcentración geográfica de la membresía del sni, es indiscutible que poco se avanzó, no sólo en términos de la infraestructura institucional, sino también en cuanto a la diversidad temática que en ellas se cultiva. La concentración y el centralismo en materia de cti siguen siendo elevados, distinguiéndose la Ciudad de México y su zona metropolitana, lo mismo que las de Guadalajara y Monterrey.

					Si bien se sabe que con el crecimiento en el número de investigadoras e investigadores en el sni se potencia la oferta de posgrados de calidad, sigue sin lograrse una distribución más equitativa de los recursos y tampoco se han hecho esfuerzos específicos para incorporar una matrícula de posgrado mayor en las áreas agropecuarias ni en las tecnológicas, ambas fundamentales para un país como México y en las que el país presenta cifras muy pobres.

			

			Se puede afirmar que el sni fue un programa pionero en la evaluación del rendimiento individual y de recompensa al mérito académico, lo cual introdujo una relación perniciosa entre evaluación e ingresos. También se debe reconocer que ha logrado retener y garantizar la dedicación de tiempo completo y la permanencia de las y los académicos en actividades de i+d.

			La gran pregunta surge cuando abordamos el enorme reto que representa que nuestra capacidad científica dependa de una política de premiaciones individuales. Es entonces cuando se vuelve pertinente e ineludible el debate sobre si es necesario diseñar y echar a andar otros programas, nuevos instrumentos o métricas que garanticen ingresos decentes para quienes hacen investigación y docencia de calidad, al tiempo que contribuyen a ampliar y consolidar un Sistema Nacional de cti.

			Reflexiones finales

			No son pocos los logros que ha tenido el sni desde su instauración. El programa ha experimentado cambios en el tiempo, aunque en lo esencial ha conservado sus objetivos, principios y bases de organización, los cuales permanecieron inalterables en el periodo 2012-2018.

			Resulta lógico que a través del tiempo se hayan introducido algunas mejoras que beneficien a la comunidad dedicada a la i+d, como se señaló en el apartado anterior. Infortunadamente, Conacyt no pudo actuar más decididamente en la solución de problemas como la creación de nuevas instituciones en las que jóvenes investigadores pudieran insertarse laboralmente; tampoco en generar una distribución más uniforme entre las distintas disciplinas, en función de los nichos de oportunidad de cada región; desde luego, tampoco se pudo revertir la concentración geográfica e institucional que se reporta desde sus primeros años, la inequidad de género o la falta de competitividad tecnológica.

			Tampoco se aprecia un cambio en el propio sni que lo convierta en un programa efectivamente de incentivo y no de compensación salarial condicionada, porque no se advierte que se pueda establecer una base mínima de ingreso salarial —comparable a la que hoy suma el ser miembro del sni— para todo el personal académico y luego establecer incentivos diferenciados. La solución se encuentra más en el terreno de las políticas públicas para los cpi y las ies, lo mismo que en el monto de sus recursos, aunque también deban contemplarse medidas para reducir la centralización y concentración geográfica e institucional, y diseñar las políticas de desarrollo económico regionales y generales que incentiven una mayor actividad, y no sólo la que reporta el Sistema Nacional de Investigadores (Padilla Cobos, 2012). 

			En el documento que publicó el Conacyt en octubre de 2018, el sni se proyecta como parte de un bloque de programas que, junto con otros bloques, puede acompañar al capital humano que así lo decida. El apoyo se da para que la persona interesada construya sus oportunidades para devenir en científico y, así, facilitar el tránsito hacia una sociedad del conocimiento. Es decir, el programa del sni se proyectó como parte de una estructura con la cual se pueden diseñar estrategias para impulsar sinergias y completar un círculo virtuoso para obtener y aprovechar las oportunidades que ofrece el mismo Conacyt.

			Un ejemplo de lo anterior es el relativo a la carrera académica: el sni ha servido para definir uno de los criterios más importantes del Programa de Posgrados de Calidad: el de contar con un cuerpo de profesores que, en su totalidad o en su mayoría, sean miembros del Sistema. En este sentido, se nota un impulso significativo a los programas de posgrado que son el semillero donde se forman los científicos y tecnólogos del futuro, aunque se tenga documentado que muchos egresados se han enfrentado con serias dificultades para ingresar a mercados de trabajo tan reducidos (De Ibarrola, 2012).

			Sin embargo, si el sni ha de conservarse y lograra incentivar, formar, ampliar y consolidar la i+d, debe asegurarse un clima de estabilidad y certeza que, infortunadamente, no está a la vista. Tal parece que el relativamente largo periodo de relativo crecimiento, estable e inercial, que registró el programa desde su instauración a mediados de los ochenta y hasta 2019, podría no prolongarse más, dado que en los planes y programas de la administración 2019-2024 no se aprecia claridad ni confianza en la continuidad de programas, iniciativas e instituciones que fueron creadas en el pasado. Como diría Canales (2020), la confianza “es contingente a la vida social, mira al pasado y se dirige al futuro, se despliega en el presente y en lo que podrá ser, por eso desempeña un papel clave en el funcionamiento y desarrollo de las instituciones, en la forma de hacer frente a los problemas y en la interrelación entre individuos e instituciones”. Algunas de las primeras acciones anunciadas y/o realizadas por las autoridades del sector, como el cambio en los criterios de evaluación, la selección de las y los integrantes de las comisiones dictaminadoras, la vulneración de la institucionalidad, el desconocimiento de su propia normatividad y de resoluciones judiciales sobre los integrantes de las comisiones evaluadoras o la modificación de normas a modo, expresan mensajes confusos y en ocasiones hasta contradictorios, además de una cierta falta de coordinación del programa y del propio sector.

			El sni ha sido parte importante de una política nacional de cti desde la administración de Miguel de la Madrid; lo que empezó como un programa emergente se ha quedado como un instrumento para preservar y estimular a la todavía reducida planta de investigadores y tecnólogos. La evaluación individual no ha sido el motor del cambio, sino apenas un componente relativo, aunque importante, para contribuir al conocimiento y a la manera como se están logrando los objetivos previstos (De Ibarrola, 2012). Sin embargo, a pesar de que el sni presenta retos para su modernización y fortalecimiento, ellos no justifican ni su eliminación ni su sustitución por otra organización distinta (Padilla Cobos, 2012); más bien convendría avanzar en la solución de sus problemas.
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			Capítulo VII
  Políticas de posgrado en México durante el  sexenio 2012-2018: cambios y continuidades 
  Josefina Patiño Salceda181, Armando Alcántara Santuario182

			Introducción

			Los procesos de masificación que enfrentan los Sistemas de Educación Superior (ses) y las nuevas formas de hacer investigación, han representado cambios muy significativos para muchos países, incluido México. De los estudios de posgrado, se espera la formación de personas altamente especializadas y con habilidades para adaptarse a los complejos escenarios derivados de las dinámicas económicas, sociales y políticas, que se interconectan a nivel local y global. 

			Conocer las políticas de posgrado, así como sus cambios y continuidades a lo largo del tiempo, nos permite reflexionar y replantear la orientación en las decisiones para crear nuevos escenarios deseables. Por esta razón, nos propusimos analizar algunos rasgos del posgrado mexicano durante el sexenio 2012-2018 para identificar orientaciones, cambios o continuidades en el comportamiento de la matrícula, de los programas de calidad y de las becas de posgrado.

			Para lograr nuestro objetivo hicimos una breve revisión de la literatura respecto a las tendencias internacionales sobre los ses y los Sistemas Nacionales de Innovación (sni). Esta revisión nos permitió relacionar las orientaciones del posgrado mexicano con las tendencias identificadas en el ámbito internacional.

			Para el análisis de los datos utilizamos el método descriptivo comparativo y retrospectivo, ya que éste nos permitió identificar cambios o continuidades a partir de técnicas de recolección de datos cualitativos y cuantitativos. Con la finalidad de comprender el panorama nacional del posgrado analizamos por separado el comportamiento de la matrícula, los programas y las becas. Para recabar los datos sobre la matrícula recurrimos a dos fuentes: 1) la Secretaría de Educación Pública (sep), a través del Sistema Interactivo de Consulta de Estadística Educativa y la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (anuies); 2) para los datos sobre los programas y las becas recurrimos al Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt); a través del sistema interactivo de consulta del Padrón del Programa Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc) y de los Informes Generales del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, respectivamente. Adicionalmente, contamos con el apoyo de la Dirección de Posgrado y la Dirección de Planeación, ambas dependientes de la Dirección Adjunta de Posgrado y Becas del Conacyt. Personal de estas dos direcciones nos proporcionó bases de datos adicionales a las que se encontraban disponibles en línea. 

			Organizamos toda la información considerando dos ciclos escolares, 2012-2013 y 2017-2018, para comparar los datos al inicio y al final del sexenio, de modo que pudiéramos notar incrementos y decrementos. Para contextualizar este análisis recurrimos a datos anteriores al periodo analizado. Respecto al comportamiento de la matrícula, buscamos identificar el papel que desempeñó el sector de sostenimiento (público-par­ticular), el nivel de posgrado, y la modalidad en su crecimiento y distribución. Respecto a los programas con registro en el pnpc analizamos la modalidad, el nivel de competencia, la orientación y el sector académico. También analizamos los principales cambios en los marcos de referencia utilizados para evaluar a los programas. En el caso de las becas, analizamos los datos de 2012 a 2017 porque fueron los únicos datos disponibles. Analizamos la cantidad de becas vigentes y las nuevas por nivel de posgrado y destino (nacional y extranjero). En el cuadro 1 mostramos los indicadores utilizados por cada unidad de análisis.

			Cuadro 1 

			Unidad de análisis e indicadores del posgrado en México 2012-2018

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia. 

			Advertimos al lector que la sep y el Conacyt utilizan distintas categorías para el registro de las estadísticas del posgrado. El Conacyt, además de considerar la modalidad escolarizada y no escolarizada, como lo hace la sep, creó las especialidades médicas y los posgrados con la industria. Aunque esta clasificación pueda parecer extraña, para el pnpc fue muy importante porque permitió el diseño y la aplicación de marcos de referencia específicos para la evaluación de programas distintos a la mayoría. Los posgrados escolarizados normalmente se cursan en las instituciones académicas, mientras que las especialidades médicas se cursan en los hospitales y su duración puede ir de dos a seis años, dependiendo del área de la especialidad. Los posgrados con la industria pueden ser muy variados en cuanto a su propósito y relación con la empresa, por lo que su esquema de formación ocurre entre la academia y el centro de trabajo del estudiante. Para evitar confusiones a lo largo del texto, en el cuadro 2 presentamos las categorías de análisis, distinguiendo la fuente de origen de los datos.

			Cuadro 2

			Categorías de análisis por tipo de organismo

			[image: ]

			El capítulo se dividió en dos grandes apartados: el primero corresponde a la revisión de la literatura sobre los ses, los sni y los estudios de posgrado, otorgando mayor atención al nivel de doctorado. En el segundo apartado presentamos el análisis de los rasgos nacionales del posgrado y su relación con algunas de las tendencias identificadas en el ámbito internacional. En congruencia con la metodología, subdividimos este segundo apartado en tres secciones: en la primera analizamos la matrícula, en la segunda los programas de calidad y en la tercera las becas.

			Tendencias internacionales de los SES y los SNI

			Los estudios de posgrado se encuentran insertos entre los ses y los sni por lo que se someten a las políticas establecidas para ambos. En este apartado revisamos las tendencias de estos dos sistemas, empezando por la exposición de los 10 cambios que Gibbons et al. (1997) identificaron respecto al tema hace más de 20 años en países industrializados. También describimos el Modo 2 de producción de conocimientos y tratamos de relacionar estos aspectos con tendencias más actuales que nos permitieron comprender los datos del posgrado nacional. 

			10 cambios en la educación superior y la ciencia

			1) Diversificación de funciones. La misión total de la educación superior se ha vuelto cada vez más diversa. Por ejemplo, el incremento de estudiantes a tiempo parcial y la educación continua de profesionales ma­duros ha hecho que las diferencias entre los estudios de grado y posgrado sean comparativamente menos importantes. Las exigencias hacia la investigación pueden ser muy variadas, atendiendo demandas de lo más abstracto hasta lo más utilitario.

			2) Perfil social de las poblaciones estudiantiles. Los estudiantes provienen de una base social más amplia y no sólo de las clases altas y profesionales. Entre los estudiantes hay más equilibrio en la proporción de hombres y mujeres, y los egresados ya no suelen ocupar puestos de trabajo de élite, sino que se unen a los cuadros de asalariados, tanto en el sector público como en el privado.

			3) Educación para las profesiones. La educación superior ya no está dominada por las artes y las ciencias: han surgido etapas en las que se ha dado importancia a ciertas profesiones, primero las liberales, después las profesiones técnicas (ingenierías e informáticas), las profesiones asistenciales asociadas al estado de bienestar y, por último, las profesiones empresariales (negocios, dirección y contabilidad).

			4) Tensiones entre enseñanza e investigación. Aun con la masificación de la educación superior existe una orientación fundamental hacia la investigación, esto ha hecho que el producto más preciado de las instituciones de élite sea la producción de conocimientos en forma de publicaciones e instrumentos tecnológicos, antes que la formación profesional de los jóvenes.

			5) Crecimiento de la investigación orientada hacia los problemas. La investigación ha dejado de financiarse a través de presupuestos generales que podían gastarse con libertad, para transitar hacia esquemas estructurados en los que se tiene que justificar cada tipo de gasto. Se ha dado prioridad a la investigación centrada en la solución de problemas más que en la investigación libre, sin poner mucha atención a la definición y articulación de problemas. 

			6) Declive de la producción de conocimiento primario. La investigación primaria se ha vuelto cara porque exige acceso a equipo sofisticado y a un personal muy experto. 

			7) Ampliación de la responsabilidad. “Las universidades se concibieron a sí mismas como instituciones autocontenidas y autorreferenciales” (Gibbons et al., 1997: 108). Esta visión de las universidades está cambiando porque ahora se entiende que forman parte de una red de instituciones de conocimiento en la que también participan la industria, el gobierno y los medios de comunicación. A las universidades se les identifica como instituciones que pasaron de estar dirigidas hacia el interior para inclinarse hacia el exterior. 

			8) Tecnología para la enseñanza. En un futuro cercano es probable que se enseñe mediante computadoras, videos, televisión y a distancia. 

			9) Fuentes múltiples de financiamiento para la educación superior. El Estado sigue siendo la principal fuente de financiamiento, pero se espera que esto cambie hacia subsidios dirigidos a la consecución de objetivos concretos y otros mecanismos que imiten el comportamiento de los mercados. 

			10) La eficiencia y el ethos burocrático. La preocupación por la administración de las universidades convirtió a las facultades en centros organizativos más que en centros intelectuales. La exigencia de la especialización implacable condujo a las universidades al abandono de ciertas aspiraciones morales y culturales. 

			El trabajo de Gibbons et al. (1997) ha sido un referente sumamente importante por la descripción de las tendencias en las formas de producir investigación. Los autores propusieron el Modo 2 para referirse a la producción de conocimientos en contextos de aplicación, llevada a cabo por una gama de especialistas de diferentes disciplinas. Es heterogénea y diversa en cuanto a los actores, lugares en los que se produce y a las formas en las que se organizan para trabajar. La responsabilidad social permea los procesos de producción; la calidad de la ciencia producida se califica con criterios más variados al evaluarse por actores que no sólo pertenecen a la academia. El Modo 2 se propuso para distinguirse del Modo 1, entendido como la forma tradicional de producir conocimientos, generalmente de corte académico. La propuesta de Gibbons y sus colaboradores goza de gran aceptación en el ámbito académico. Suele utilizarse como modelo teórico en proyectos de investigación universitarios y como ideal en algunos programas de política pública. 

			La Universidad empresarial y el 
binomio investigación-innovación

			Podemos encontrar que los cambios descritos en el apartado anterior se asocian a un nuevo modelo de universidad que Benner y Etzkowitz han denominado Universidad Empresarial caracterizada por la combinación de la enseñanza, la investigación y la capitalización del conocimiento (como se citó en Arocena y Sutz, 2016). Este modelo y una gran cantidad de programas de política en todo el mundo se asocian estrechamente al concepto de innovación que se retoma del Manual de Oslo:183

			[la innovación es] la introducción de un nuevo, o significativamente mejorado, producto (bien o servicio), de un proceso, de un nuevo método de comercialización o de un nuevo método organizativo, en las prácticas internas de la empresa, la organización del lugar de trabajo o las relaciones exteriores (ocde y Eurostat, 2006: 56).

			Así como éste, los conceptos surgidos en la economía de la innovación permitieron que a finales de los años noventa se creara la noción de sni (Kreimer et al., 2014). Éste se refiere a un enfoque donde entran en juego: “procesos de generación, distribución y uso de conocimiento, así como los procesos de innovación […] tienen una diversidad de actividades asociadas, incorporan a una variedad de actores, y son resultado de un conjunto de interacciones entre los actores” (Dutrénit, 2015: 493). En este contexto se consolida la tendencia que años atrás habían señalado Gibbons y colaboradores, al mencionar que las Instituciones de Educación Superior (ies) dejaron de ser los únicos actores en la producción del conocimiento, participando cada vez más la industria, el gobierno y otras organizaciones (Almanza y Hernández, 2009; Dutrénit, 2015).

			Una breve revisión de las políticas de educación superior y de ciencia de la Unión Europea (UE), nos muestra que el concepto de innovación adquirió un papel sobresaliente en las últimas décadas. Actualmente la UE cuenta con dos programas de política que nos sirven de ejemplo: La innovación en la educación (UE, 2019) y Horizonte 2020 (UE, 2014). El primero consiste en cinco estrategias: 1) Cooperación universidad-empresa, 2) Plan de acción de educación digital, 3) Instituto Europeo de Innovación y Tecnología, 4) Educación en emprendimiento y 5) Grupo de trabajo sobre la educación digital: aprendizaje, enseñanza y evaluación (UE, 2019). El segundo es Horizonte 2020, el programa marco de investigación e innovación de la UE. Su objetivo es lograr: “avances, descubrimientos y primicias a nivel mundial convirtiendo las grandes ideas surgidas en los laboratorios en productos de mercado” (UE, 2014: 5). El programa está integrado por tres áreas prioritarias: Ciencia excelente, Liderazgo industrial y Retos de la sociedad (UE, 2014). Así, notamos que la investigación-innovación se ha convertido en el binomio ideal de las políticas para los recién denominados sni y los ses.

			La educación doctoral

			La revisión de la literatura respecto al posgrado nos permitió notar que el doctorado fue el nivel de estudios que enfrentó mayores exigencias y, por lo tanto, mayores transformaciones (Alcántara et al., 2008). Del 2000 a la fecha se ha incrementado el número de trabajos de investigación que abordan los cambios ocurridos en este nivel de estudios. Dada su importancia, enseguida presentamos una breve revisión. 

			De acuerdo con datos de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) entre 1998 y 2006 el número de graduados de doctorado en los países miembro pasó de 140,000 a 200,000 obteniendo un incremento de 40 por ciento en ocho años. Al incrementarse la matrícula se han diversificado los tipos de doctorado, se han creado doctorados para atender la demanda de profesiones distintas a la académica y se está buscando reorientar las funciones de la investigación para que resuelva necesidades de la industria y de los gobiernos, no sólo del ámbito académico (Alcántara et al., 2008).

			En la Unión Europea y en otros países de Asia se discute la existencia de “[…] distintos tipos de doctorados, la gama de competencias que se lograba en la etapa de doctorado —más allá de la habilidad para realizar investigación—, y la relación entre la formación y el trabajo académico productivo en esta fase” (Teichler, 2015: 25). En la revisión que hizo Teichler encontró una gran diversidad de puntos de vista respecto a los doctorados, por lo que resulta necesario analizar las siguientes siete dimensiones:

			
					El grado de expansión de la educación superior.

					El grado y modos de diversificación de los sistemas de educación superior y de investigación.

					La cantidad de los doctorados, así como el destino académico u otro distinto, de los poseedores de doctorados.

					El papel de la fase del doctorado en la educación, formación y desarrollo de carrera en general de los académicos. 

					El papel de la formación doctoral en el contexto de la preparación y desarrollo de carrera en general para aquellas personas que finalmente son activas profesionalmente fuera del mundo académico.

					La situación y el papel en general de los académicos jóvenes. 

					Las opiniones cambiantes de las competencias y los papeles de empleo de los académicos (Teichler, 2015: 25). 

			

			Algunas de estas dimensiones son útiles para comprender la existencia de nuevos tipos de doctorado. En un estudio comparativo sobre el doctorado profesional con el de investigación, se encontró que existen dos tendencias respecto a la definición de un doctorado: una que tiende hacia la homogeneización, y otra hacia la diversidad. La primera de ellas no distingue tipos ni orientaciones; sin embargo, se observan dos definiciones: una tradicional asociada a la formación de académicos, y otra renovada que adopta exigencias como la interdisciplinaridad en la investigación, la pertinencia, la innovación y la internacionalización. En la segunda tendencia se ubican distintos tipos de doctorado como el profesional, industrial, PhD de ruta, basado en el trabajo, etcétera. En la primera tendencia se encuentran países como Argentina, Colombia, Chile y España; en la segunda, Inglaterra, Australia, Alemania, Canadá, etcétera. El pnpc en México se ubica en esta segunda tendencia al proponer dos orientaciones de doctorado: el de investigación, el profesional y, además, la modalidad posgrados con la industria (Patiño, 2019).184

			En síntesis, notamos que es en el doctorado donde se refleja claramente la influencia de las tendencias internacionales sobre los ses y los sni. Las reformas realizadas a la educación doctoral están centradas en la creación o consolidación de economías del conocimiento con altos índices de competitividad en investigación e innovación. Este es el caso de los gobiernos de Australia (Cuthbert y Molla, 2014) y España (Jiménez, 2017). 

			En el caso de México, también se observa que los planes de política científica se orientan hacia la construcción de economías del conocimiento y fortalecimiento de los sni. Basta notar la misión del Programa Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación (peciti) 2014-2018 para entender su orientación: “Hacer del conocimiento y la innovación una palanca fundamental para el crecimiento económico sustentable de México, que favorezca el desarrollo humano, posibilite una mayor justicia social, consolide la democracia y la paz, y fortalezca la soberanía nacional” (Gobierno de la República y Conacyt, 2014: 46). En el siguiente apartado veremos si estas tendencias tienen influencia en el comportamiento de la matrícula. 

			Principales rasgos del posgrado 
en México, 2012-2018

			En este apartado presentamos un análisis sobre algunos rasgos de la matrícula nacional de posgrado, los programas de calidad registrados en el pnpc y las becas otorgadas por el Conacyt. El periodo de análisis fue el sexenio 2012-2018, no obstante, en cada subapartado, tratamos de presentar una mirada retrospectiva para contextualizar los datos.

			La matrícula de posgrado

			Las características de los subsistemas de posgrado varían entre países. De acuerdo con datos de 2014-2015, en México la matrícula de posgrado tenía una mayor proporción en los estudios de maestría, le seguía la especialidad y después el doctorado, cada uno con 71, 17 y 12 por ciento, respectivamente. Pero esto no es un patrón en otros países de América Latina: en el caso de Argentina, la mayor proporción la tenía la especialidad, después la maestría y al final el doctorado con 46, 37 y 17 por ciento, respectivamente. Otra diferencia importante es que la matrícula particular del posgrado en México, en el mismo año alcanzó 56 por ciento del total, en cambio, en Argentina este sector representó apenas 23 por ciento (Patiño, 2018). 

			En congruencia con la tendencia internacional respecto al incremento de graduados de doctorado, México se posicionó como el segundo país entre los miembros de la ocde con el promedio de crecimiento anual más alto de graduados de doctorado que obtuvieron su título entre 1988 y 2006 (Auriol, 2010). Los datos del sexenio analizado nos permiten notar que el incremento de graduados continúa. Si analizamos los datos del inicio y el final del sexenio notamos que hubo un incremento de 73 por ciento al pasar de 4,015 doctores en 2012-2013 a 6,970 en 2017-2018 (anuies, 2019a).

			A pesar del incremento de doctores en el país, los graduados de doctorado de un ciclo escolar representan una proporción muy pequeña respecto de los graduados de tipo superior. Considerando los datos de 2017-2018 los graduados de doctorado representaban apenas 1.6 por ciento de los graduados de licenciatura y maestría, quienes sumaban 550,338 (anuies, 2019a), este porcentaje es bajo en comparación con otros países, que en 2010 registraban porcentajes mayores a 2.5 por ciento. Como ejemplo tenemos a Suiza con 3.6 por ciento, Eslovaquia 3.2 y Alemania 2.6 (Tiechler, 2015: 28). 

			El incremento de la matrícula de doctorado

			Es importante hacer un análisis del posgrado distinguiendo los niveles de éste, dado que, como se verá más adelante, cada uno presenta comportamientos distintos. Antes de revisar las cifras del sexenio, es necesario brindar algunos datos de años anteriores para facilitar el análisis de los datos recientes. En principio, hay que mencionar que la matrícula de maestría históricamente ha tenido la mayor participación porcentual, seguida por la especialidad y, al final el doctorado. Durante el periodo de 1980 a 2010 la maestría y la especialidad disminuyeron su participación porcentual, la primera pasó de 71 a 69 y la segunda de 24 a 20. En cambio, el doctorado incrementó su participación al pasar de 5 a 11 por ciento (Patiño, 2013). Durante el sexenio notamos que la especialidad sigue la tendencia de disminución mostrada desde 1980. En cambio, la maestría recupera algunos puntos porcentuales al inicio del periodo y vuelve a perder uno al final. De los tres niveles de posgrado, destaca el doctorado por el incremento sostenido que tuvo durante la primera década del siglo xxi, y por el punto porcentual que obtuvo durante el sexenio estudiado. Como era de esperarse, el doctorado fue el nivel educativo con el mayor porcentaje de crecimiento durante el sexenio (véase cuadro 3).

			Cuadro 3

			Distribución porcentual de la matrícula de posgrado por nivel 
y tasa de crecimiento sexenal

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Interactivo de Consulta de Estadística Educativa de la Secretaría de Educación Pública y los Anuarios estadísticos de anuies (2019a; 2019b).

			Incremento de matrícula 
por sector de sostenimiento 

			Desde sus inicios, la matrícula del posgrado en México se concentró principalmente en el sector público. En 1970 el sector particular participaba sólo con 17 por ciento del total de la matrícula; fue hasta 1990 cuando la matrícula de este sector se incrementó significativamente pasando de 22 a 40 por ciento. Para el año 2010 la distribución en cada sector era de 50 por ciento (Patiño, 2013). 

			Durante el periodo analizado la matrícula continuó con una tendencia privatizadora, dado que el sector particular alcanzó 60 por ciento de la participación total al finalizar el sexenio. El análisis de los datos desagregados por nivel y sector de sostenimiento nos permite notar que el sector particular es determinante para que la maestría logre la mayor participación porcentual de los tres niveles de posgrado. Como podemos ver en el cuadro 4, al finalizar el sexenio la matrícula del sector particular alcanza casi 70 por ciento del total. La especialidad y el doctorado continúan teniendo la mayor participación porcentual en el sector público. Sin embargo, no sería extraño que en las siguientes dos décadas el sector particular concentre participaciones mayores al 50 por ciento en los tres niveles de posgrado.

			Cuadro 4

			Distribución porcentual de la matrícula de posgrado 
por nivel y sector de sostenimiento
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			Nota: Elaboración propia con base en el Sistema Interactivo de Consulta de Estadística Educativa de la Secretaría de Educación Pública y los Anuarios estadísticos de la anuies (2019a; 2019b).

			Modalidad escolarizada y no escolarizada

			En México observamos un fuerte incremento de matrícula en la modalidad no escolarizada dentro del sector particular. Con los siguientes datos mostramos que la distribución de la matrícula de posgrado en el país corresponde con las tendencias identificadas por Gibbons et al. (1997), en el sentido de la diversificación, tanto en las funciones del ses como en los perfiles de los estudiantes. El incremento significativo de la modalidad no escolarizada implica la existencia de estudiantes con dedicación parcial a los estudios, así como el uso de la tecnología para programas que operan en línea. El financiamiento particular de los posgrados también corresponde con la tendencia respecto a la menor participación del sector público. 

			Con los datos del cuadro 5 podemos observar que la modalidad no escolarizada fue la que determinó que la matrícula del sector particular ganara terreno frente al sector público. Todos los niveles incrementaron su matrícula en la modalidad no escolarizada, pero fue el sector particular el que más se incrementó en la especialidad y la maestría. La participación porcentual de la especialidad pasó de 65 a 89 y en maestría pasó de 65 a 80. 

			Cuadro 5

			Distribución porcentual de matrícula de posgrado por nivel, sector de sostenimiento 
y modalidad, 2012-2018
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			Fuente: Elaboración propia con base en el Sistema Interactivo de Consulta de Estadística Educativa de la Secretaría de Educación Pública y los Anuarios estadísticos de la anuies (2019a; 2019b).

			Si analizamos los porcentajes de crecimiento de la matrícula no escolarizada del sector particular, podemos notar que los tres niveles de posgrado incrementaron su matrícula más de 100 por ciento. En cambio, la matrícula no escolarizada del sector público mostró diferencias entre niveles. La especialidad disminuyó, mientras que la maestría y el doctorado la incrementaron. Destaca el caso del doctorado, dado que fue el nivel con el porcentaje de crecimiento sexenal más alto en la modalidad no escolarizada en el sector público (véase cuadro 6).

			Cuadro 6

			Porcentaje de crecimiento sexenal de la matrícula por nivel, sector de sostenimiento y modalidad
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			Fuente: Elaboración propia con base en el Sistema Interactivo de Consulta de Estadística Educativa de la Secretaría de Educación Pública y los Anuarios estadísticos de la anuies (2019a; 2019b).

			Con estos datos podemos concluir que la especialidad tiene muy poca importancia para el sector público. Probablemente esta falta de interés está asociada a la idea común de que la especialidad es el nivel de estudios que presenta mayores exigencias para evaluarse e ingresar al pnpc, además también se sabe que se otorga mayor importancia a las especialidades médicas. 

			Por otra parte, es cierto que la matrícula de doctorado en la modalidad no escolarizada del sector público era mínima. No obstante, el doctorado presentó altos niveles de crecimiento tanto en el sector público como en el particular. ¿Qué explica este fenómeno? Identificamos, por lo menos siete aspectos: a) el incremento de orientaciones en la formación, lo que permite atender a una diversidad de estudiantes; b) el incremento de doctorados en campos profesionales; c) la tendencia de crecimiento observada desde 1980; d) las políticas de formación como el Programa de Mejoramiento del Profesorado (Promep)185 creado en 1996 para apoyar la formación de posgrado de los profesores universitarios; e) las políticas de contratación de las ies, que poco a poco han establecido como requisito el doctorado para la contratación de nuevos profesores; f) la diversidad de perfiles de quienes buscan opciones de estudio flexibles para obtener este grado y, con ello, obtener mayor reconocimiento; y, finalmente g) a partir de 2014, el pnpc abrió la modalidad no escolarizada para evaluar y acreditar la calidad de los programas. 

			Los programas de posgrado de calidad

			El pnpc como instrumento de política de calidad es el programa que mejor refleja algunas de las tendencias revisadas en el primer apartado de este capítulo. Como mostramos más adelante, durante este sexenio se realizaron acciones que privilegian la diversidad de programas en cuanto a su modalidad y orientación; que promueven la investigación aplicada y la educación orientada hacia las profesiones (liberales, técnicas, asistenciales y empresariales), y que otorgan gran peso al binomio investigación-innovación. 

			La política de evaluación y acreditación de la calidad del posgrado en México tiene sus antecedentes en el Programa de Posgrados de Excelencia (pe), vigente de 1991 al 2000, el Programa de Fortalecimiento del Posgrado Nacional (pfpn), del 2001 al 2006, y el Programa Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc), del 2007 a la fecha. 

			Las nuevas modalidades y orientaciones 
en el pnpc

			En cada versión del programa de acreditación se han efectuado cambios importantes tanto en los procedimientos como en los criterios para evaluar los programas de posgrado. Sin embargo, el pnpc es el instrumento que ha registrado mayores cambios y el que ha estado activo por más años en comparación con sus antecesores. A continuación, se identifican las nuevas modalidades y orientaciones:

			
					A partir de 2012 se utilizó una metodología específica para evaluar las especialidades médicas (Conacyt, Subsecretaría de Educación Superior de la sep y Secretaría de Salud, 2012). 

					En 2012 se creó la modalidad de Posgrados con la industria aplicable por igual a las especialidades, maestrías y doctorados (Conacyt y Subsecretaría de Educación Superior de la sep, 2012).

					Por primera vez, en 2014 se incorporó la evaluación de doctorados profesionales. Hay que recordar que la orientación profesional se permitió en 2001 para las maestrías, pero no se había abierto para los programas doctorales (Conacyt y Subsecretaría de Educación Superior de la sep, 2014a).

					A partir de 2014 se incorporó la modalidad no escolarizada (Conacyt y Subsecretaría de Educación Superior de la sep, 2014b). 

			

			En el cuadro 7 se pueden notar los cambios ocurridos del 2012 al 2018 respecto a las modalidades y orientaciones en el pnpc.

			Cuadro 7

			Modalidades y orientaciones en el pnpc antes y después de 2012
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			Fuente: Elaboración propia con base en los marcos de referencia del pnpc. *Es probable que antes de 2012 hayan existido programas piloto de los posgrados con la industria. Sin embargo, en el cuadro hacemos referencia a la introducción formal de esta modalidad con el primer marco de referencia. **El doctorado profesional se incorporó al pnpc dentro del marco de referencia para la evaluación de programas de posgrado presenciales. No obstante, es posible que antes de 2014 hayan existido programas con características similares a la orientación profesional, sin que se les haya reconocido con esa categoría. ***Aunque la sep sólo reconoce como modalidad la escolarizada y no escolarizada, el pnpc incorporó la especialidad médica y posgrados con la industria. ****En el pnpc, el doctorado de investigación no es compatible con la modalidad no escolarizada, mientras que el profesional es compatible con las tres modalidades posibles.

			La incorporación de nuevas modalidades y orientaciones provocó diversos cambios en la composición del Padrón del pnpc durante este sexenio. El cambio fue significativo porque antes de 2012 el registro de programas se concentraba en una sola modalidad: la escolarizada, en cambio, en 2018 había tres modalidades más. En términos prácticos, el cambio fue de suma importancia porque se dejó atrás la idea de que el posgrado de calidad sólo podía ser aquel que exigía la dedicación a tiempo completo y de manera presencial. A partir de las nuevas modalidades se reconoce que un posgrado de calidad no está determinado por las modalidades, ni por el tiempo de dedicación.

			Cabe mencionar que los doctorados profesionales y los doctorados con la industria son una propuesta del pnpc para formar investigadores con mayores posibilidades de crear innovaciones y transferencia de conocimientos. Su principal objetivo es la formación de investigadores que se puedan desempeñar en la industria, el gobierno o en otras organizaciones no académicas (Patiño, 2019). Los doctorados profesionales y los posgrados con la industria corresponden con algunas de las tendencias identificadas por Gibbons et al. (1997) respecto al auge de profesiones asociadas a las ingenierías, la informática, los negocios, la dirección y la contabilidad. Por otro lado, se encuentra el desarrollo de la investigación en Modo 2 considerando las necesidades de la industria, el gobierno y otras organizaciones; la solución de problemas, así como la investigación aplicada al contexto donde surge el problema, etcétera. 

			Además de los cambios identificados en las modalidades y orientaciones, notamos que, durante el sexenio, el padrón se incrementó 48 por ciento. En 2012 se registraron 1,583 programas, y en 2018 el total fue de 2,346 (Sánchez, 2017). La incorporación de una metodología específica para evaluar las especialidades médicas permitió que durante el sexenio se incorporaran al Padrón 230 nuevos programas en esta categoría. En 2012 las especialidades médicas representaban 3.2 por ciento del Padrón; para 2018 alcanzaron 12 por ciento. Los programas en la modalidad no escolarizada, posgrados con la industria y doctorados profesionales se están incorporando a un ritmo más lento (véase cuadro 8).

			Cuadro 8 

			Composición del Padrón de programas del pnpc por modalidad, 2012-2018

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con base en datos proporcionados por el responsable de la Subdirección de Evaluación de la Dirección de Posgrados de Conacyt.

			La composición del Padrón por nivel de competencia también presentó algunos cambios, pero éstos se explican por la incorporación de las especialidades médicas. En el cuadro 9 se puede notar que entre 60 y 70 por ciento de programas se encuentran en los niveles de competencia intermedios, es decir, Consolidado y En desarrollo. Esto es similar en los dos años comparados. La diferencia principal se encuentra en el nivel de competencia internacional de las especialidades, pues el incremento fue de 88 por ciento entre el 2012 y el 2018.

			Cuadro 9

			Composición del Padrón de programas del pnpc por nivel de competencia, 2012-2018
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos proporcionados por el responsable de la Subdirección de Evaluación de la Dirección de Posgrados de Conacyt.

			Respecto a la orientación de los programas encontramos continuidades y algunos cambios. La especialidad sigue siendo profesional de manera exclusiva; el doctorado, en cambio, había sido exclusivamente de investigación hasta antes de 2014; desde entonces y hasta 2018 sólo se han registrado ocho programas profesionales en el Padrón. Aunque la maestría ya había incorporado la orientación profesional desde 2001, en el Padrón continúa existiendo un porcentaje mayor de programas con orientación a la investigación. No obstante, durante el periodo analizado, el número de programas con esta orientación se incrementó en mayor medida que los de investigación, esto es 57 y 28 por ciento, respectivamente. Probablemente, esto significa que la incorporación de la orientación profesional en el doctorado también tuvo impacto positivo en el nivel de maestría (véase gráfica 1).

			Gráfica 1

			Composición del Padrón de programas del pnpc por orientación de los programas 
en 2012 y 2018
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			Fuente: Elaboración propia con base en datos proporcionados por el responsable de la Subdirección de Evaluación de la Dirección de Posgrados de Conacyt.

			Respecto a la distribución del Padrón del pnpc por sector académico, notamos que los cambios fueron mínimos durante el sexenio analizado (véase cuadro 10). Recordemos que el posgrado en México ha estado laxamente regulado en el sector particular (Fresán, 2013), al mismo tiempo que se ha exigido un alto nivel de calidad al sector público. Esta situación se refleja claramente en la composición del Padrón del pnpc, dado que los programas de las instituciones particulares no alcanzan el 10 por ciento del total. Como observamos en el cuadro 8, este aspecto no presentó un cambio significativo. 

			Es importante mencionar que en noviembre de 2018 se publicó el nuevo Marco de Referencia para la Evaluación y Seguimiento de Programas de Modalidad Escolarizada, versión 7. Este documento incorpora entre sus referentes el concepto de innovación propuesto por la ocde y la UE, así como otros conceptos que se encuentran en las tendencias de los ses y los sni, por ejemplo: la responsabilidad social, la investigación orientada a resolver problemas de la industria o del lugar de trabajo, la formación profesional, la internacionalización, la multidisciplina, etcétera.

			Cuadro 10

			Composición del Padrón de programas del pnpc por sector académico en 2012 y 2018

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con base en datos proporcionados por el responsable de la Subdirección de Evaluación de la Dirección de Posgrados de Conacyt.

			Becas Conacyt

			El programa de becas del Conacyt responde a una política de formación de científicos que, en 2020, cumplirá 50 años de operación. Con la fundación del Conacyt en 1970 se creó un programa de becas-crédito que, en un principio, se otorgaban para realizar estudios técnicos, de licenciatura, idiomas, conclusión de tesis, estudios de maestría y doctorado (Martínez, 2002: 53), posteriormente se concentraron en los tres niveles de posgrado. Actualmente la llamada política de formación de recursos humanos sigue dando prioridad a los estudios de posgrado, pero además abrió nuevas modalidades, las cuales son las siguientes:

			
					Becas nacionales.

					Becas al extranjero.

					Jóvenes talento.

					Apoyo a madres jefas de familia.

					Fortalecimiento académico para indígenas.

					Estancias posdoctorales nacionales.

					Estancias posdoctorales y sabáticas al extranjero.

					Formación para la administración pública federal (Conacyt, 2019).

			

			Los estudios sobre los resultados asociados a las becas son pocos, pero los que existen muestran mejoras, sobre todo en la eficiencia terminal de los becarios. En la evaluación hecha por Silvia Ortega, Giovanna Valenti y Gloria del Castillo en 2001 se identificó que, durante las primeras dos décadas de operación del programa, la eficiencia terminal fue menor al 50 por ciento, pero en 1990 se alcanzó 91 por ciento (Martínez, 2002: 154). De acuerdo con la valoración de Martínez Rizo, el programa de becas operó en sus inicios como “un mecanismo benévolo de financiamiento, y no como instrumento de política para impulsar el desarrollo científico y tecnológico del país, basado en orientaciones precisas y criterios claros de operación” (Martínez, 2002: 15). Contrario a esta valoración, actualmente el programa de becas ha logrado reconocimiento nacional e internacional, lo que ha propiciado que estudiantes extranjeros vengan a realizar estudios a México, beneficiándose también como becarios.

			De las becas-crédito a las becas 
como apoyos económicos

			En sus inicios, las becas crédito eran un préstamo que, como cualquier otro, estaba sujeto a devolución. En 2002 la Directora de Formación de Científicos y Tecnólogos, Judith Zubieta García, mencionó que el Conacyt estaba haciendo exhortaciones para liquidar las deudas de quienes recibieron beca-crédito para realizar estudios en el extranjero (Réyez, 2002). No obstante, en 2003 Conacyt declaró que le “resultaba más oneroso para sus finanzas localizar y cobrar los adeudos de los exbecarios que el dinero que podría recuperar” (Canales, 2005). Fue en 2004 cuando el Conacyt realizó cambios a su reglamento interno para que las becas dejaran de considerarse créditos; durante 2005 se hicieron las propuestas formales de modificación a la ley orgánica del Conacyt (Canales, 2005), pero fue hasta abril de 2006 que se hizo la modificación al artículo 13 de dicha ley (dof, 2014). La ley vigente se refiere a las becas como:

			Los contratos o convenios celebrados con personas físicas para apoyar su formación de alto nivel o de posgrado en instituciones de educación superior o de investigación, públicas o privadas, que se encuentren en el país o en el extranjero, no podrán sujetarse a requerimientos que obliguen o condicionen a garantizar el pago del monto económico a ejercerse (dof, 2014, art. 13). 

			Derivado de este artículo, el Conacyt cambió las becas-crédito por los apoyos económicos.

			Incremento de becas

			Como ya mencionamos, actualmente hay ocho modalidades de becas; sin embargo, los criterios para reportarlas en los Informes Generales del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación han sido poco claros. Algunas de estas ocho modalidades están reportadas en la categoría becas específicas, las cuales se integran de los apoyos para: a) formación técnica y universitaria para madres solteras; b) apoyos para indígenas; c) Conacyt-Sener186 Hidrocarburos y sustentabilidad energética al extranjero o nacionales; y, por último, d) becas para maestros y doctores con la industria. Es probable que estas becas hayan estado incluidas en las estadísticas de años anteriores, pero en los Informes de Conacyt los datos se empiezan a desagregar hasta 2016. Antes de eso sólo se consideraban dos criterios: el destino donde se realizarían los estudios (nacional y al extranjero) y la vigencia de los apoyos, por lo que retomamos estos criterios para revisar su incremento.

			El total de las becas nuevas y vigentes (tanto nacionales como en el extranjero) se incrementó 28.6 por ciento entre 2012 y 2017: mientras en 2012 el total fue de 72,477, en 2017 la suma alcanzó 93,190, esto significó 20,713 becas más. Si analizamos el incremento por destino, notamos que éste fue mayor en las becas para el extranjero que en las nacionales: mientras las del extranjero se incrementaron 37 por ciento, las nacionales alcanzaron 27 por ciento. No obstante, es importante señalar que las becas en el extranjero cuentan menos del 15 por ciento del total de becas.

			Si tomamos como referencia los datos de 2017 encontramos que en el ámbito nacional se otorgaron 81,432 becas y en el extranjero 11,758.187 ¿Cómo entender la dimensión del programa de becas? Para tener un punto de comparación a nivel latinoamericano, podemos recordar que en 2011 la presidenta de Brasil, Dilma Rousseff, implementó un programa llamado Ciencia Sin Fronteras con el objetivo de fomentar las oportunidades de estudio en el extranjero para 101,000 estudiantes (Creso, 2016: 20).188 El programa era ambicioso, pues pretendía otorgar un aproximado de 25,000 becas por año, es decir, poco más del doble de lo que se otorgaba en 2017 en México. Lamentablemente por razones políticas y económicas, el programa no pudo lograr sus objetivos. El programa se suspendió en el otoño de 2015 y sólo continuó apoyando a los becarios que ya estaban en el extranjero (Creso, 2016: 20). Dilma Russeff fue destituida en 2016, después, el presidente Michel Temer resolvió cancelar el programa en abril de 2017 (Prensa latina, Brasil: Gobierno de Temer sepulta el proyecto “Ciencia sin fronteras”, 2017).

			Enseguida, presentamos el análisis distinguiendo entre becas vigentes y nuevas becas, desagregando los datos por tipo de destino, así como por grado de estudios. 

			Becas vigentes

			Durante los primeros años de operación del programa de becas, la mayoría de éstas se otorgaban para realizar estudios de posgrado en el extranjero, dado que había muy pocos programas en el país. Esta situación se fue invirtiendo con el paso del tiempo gracias al incremento de programas nacionales, la consolidación del pnpc, así como sus antecesores.

			Para el año 2000 las becas nacionales vigentes alcanzaron el doble de las becas para realizar estudios en el extranjero; en 2017 el número fue siete veces superior. Aunque del 2012 al 2017 se presentó un mayor incremento porcentual en las becas para el extranjero que en las nacionales (66 y 36 por ciento) sabemos que las primeras tienen una representación mínima respecto a las segundas, en 2017 las nacionales fueron 57,397. En cambio, las del extranjero apenas lograron llegar a 7,597 (véase gráfica 2). Es importante notar que el mayor incremento en becas al extranjero sucedió en parte, gracias a nuevas modalidades integradas en la categoría becas específicas. A partir de 2016 se otorgaron 2,884 becas específicas, 2,327 nacionales y 557 al extranjero. En 2017 se otorgaron 3,610 becas específicas, 2,995 nacionales y 615 al extranjero.

			Gráfica 2

			Becas vigentes de Conacyt por tipo de destino, 2012-2017
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			Fuente: Elaboración propia con base en los Informes Generales del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación. Los datos de 2012 se tomaron del Informe de labores 2012 de la Dirección adjunta de planeación y Cooperación internacional. Los datos de 2016 y 2017 incluyen becas específicas.

			Analizando los datos por grado de estudios notamos que las becas vigentes para realizar estudios de especialidad fueron las que tuvieron un mayor incremento, ya que de 983 en 2012 pasaron a 2,460 en 2017. Esto representó 150 por ciento de incremento. En cambio, las becas para realizar estudios de doctorado tuvieron un incremento de 34 por ciento al pasar de 17,157 a 22,996. Las becas para realizar estudios de maestría presentaron incrementos importantes de 2012 a 2015; pero el incremento durante el periodo fue tan sólo de 27 por ciento al pasar de 27,535 a 35,118 (véase gráfica 3).

			Gráfica 3

			Becas vigentes de Conacyt por grado de estudios de posgrado, 2012-2017
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			Fuente: Elaboración propia con base en los Informes Generales del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación. Los datos de 2012 se tomaron del Informe de labores 2012 de la Dirección adjunta de planeación y Cooperación internacional. Los datos de 2016 y 2017 incluyen becas específicas.

			Nuevas becas

			A diferencia de las becas vigentes las nuevas becas al extranjero no presentaron incremento sostenido durante este sexenio. Como se puede ver en la gráfica 3, el mayor incremento se presentó en 2014, pero después de ese año volvieron a disminuir hasta llegar en 2017, a una cifra muy similar a la que se registró en 2012. En cambio, las nuevas becas nacionales sí presentaron un incremento sostenido (véase gráfica 4).

			Gráfica 4

			Nuevas becas de Conacyt por tipo de destino, 2012-2017
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			Fuente: Elaboración propia con datos proporcionados por personal de la Dirección de Planeación de la Dirección adjunta de posgrado y becas.

			Los criterios de desagregación de los datos disponibles sobre las nuevas becas nos impidieron saber con exactitud el número de becas para realizar especialidades. En su lugar, los datos se desagregaron uti-

			Gráfica 5

			Nuevas becas del Conacyt por grado de estudios de posgrado, 2012-2017
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			Fuente: Elaboración propia con datos proporcionados por personal de la Dirección de Planeación de la Dirección adjunta de posgrado y becas. Otras incluyen especialidades y estancias técnicas. Incluye becas mixtas. No incluye Becas Específicas, apoyos a la consolidación.

			lizando la categoría Otras, la cual incluyó especialidades y estancias técnicas. Las nuevas becas registradas en esta categoría fueron las que registraron un incremento mayor respecto a los otros dos niveles. Así, las nuevas becas para especialidad y estancias técnicas se incrementaron 90 por ciento, mientras que las de maestría 7 y las de doctorado 5 por ciento (véase gráfica 5). Es importante notar que el incremento de las becas para realizar estudios de especialidad es un efecto de los cambios ocurridos en el pnpc, principalmente, la creación de una modalidad específica para las especialidades médicas.

			Conclusiones

			En este capítulo nos propusimos analizar las políticas de posgrado en México durante el sexenio 2012-2018, con el propósito de identificar cambios o continuidades: los resultados observados mostraron la existencia de ambos. Con la revisión de las tendencias internacionales sobre los ses y los sni identificamos que los cambios reportados hace más de 30 años se están reflejando de manera tardía en el posgrado mexicano, sobre todo en la política de evaluación de la calidad. 

			Siguiendo la tendencia mundial, el posgrado continúa creciendo, a través de una oferta más diversa. La distribución de la matrícula y la forma en que se incrementó, indican continuidad en las políticas sexenales sobre todo en cuatro aspectos: 1) el sector particular crece a un ritmo más acelerado que el público; 2) la maestría sigue concentrando más de 70 por ciento de la población escolar de posgrado; 3) la especialidad sigue perdiendo representación frente a la maestría y el doctorado; 4) mientras que este último sigue incrementando su proporción. Los datos presentados nos permitieron plantear que esta tendencia en la distribución de la matrícula no se generó debido a una política establecida durante este sexenio, más bien corresponde a la inercia con la que el posgrado ha crecido desde la década de 1980. 

			Un rasgo del sector particular es que sigue actuando sin mecanismos que regulen la apertura y operación de programas con criterios de calidad. El Padrón del pnpc sigue registrando menos de 10 por ciento de programas pertenecientes a instituciones particulares. Si consideramos que 60 por ciento de la matrícula total de posgrado se encuentra en instituciones particulares, tendríamos que preguntarnos qué porcentaje de esa matrícula pertenece a un programa acreditado.

			Respecto a los cambios, notamos que es en el pnpc donde se muestra mayor interés por incorporar las tendencias internacionales al formato de evaluación. Estos cambios benefician directamente a la profesión médica por la incorporación de una metodología específica para la evaluación de las especialidades; a las profesiones técnicas como las ingenierías y la informática por la incorporación de los posgrados con la industria, y a las profesiones empresariales, y otras por la incorporación de los doctorados profesionales. 

			La modalidad no escolarizada fue uno de los hallazgos más importantes, el incremento de la matrícula en esta modalidad nos indica que el posgrado está atendiendo a una población más diversa, tanto en el sector público como en el particular. La incorporación de esta modalidad al pnpc implica un cambio importante que rompe con el modelo de formación dominante, dado que por mucho tiempo se pensó que la calidad era característica exclusiva de los estudiantes de tiempo completo en programas escolarizados. La modalidad de posgrados con la industria y la orientación profesional para los doctorados siguen la misma lógica, dado que en ambos se permite el registro de estudiantes con dedicación parcial a los estudios. Estos últimos también reflejan una preocupación por orientar a los graduados de doctorado hacia mercados labo­rales distintos al académico. 

			Podemos concluir que, en el sexenio en análisis, el pnpc incorporó cambios congruentes con las tendencias internacionales, esto significa que se están haciendo esfuerzos por crear un modelo de evaluación más abierto, diverso y pertinente, por lo que más adelante será necesario valorar sus resultados. 

			Como era de esperarse, el incremento de las becas está asociado a los cambios ocurridos en el pnpc. Como vimos, estos cambios impactaron sobre todo en la especialidad y el doctorado. Esto corresponde de manera positiva con el incremento de becas en estos dos niveles de posgrado.

			Es importante reconocer que una de las mayores fortalezas del programa de becas del Conacyt se encuentra en haberse mantenido por casi 50 años consecutivos, registrando incrementos en el número de apoyos otorgados. No obstante, el caso de Brasil respecto a la cancelación del programa de becas Ciencia Sin Fronteras, nos muestra que los asuntos político-económicos son determinantes para dar continuidad o cancelar los programas de política científica. 

			Un aspecto que faltó abordar en este capítulo fue el seguimiento de los egresados de los programas del pnpc o, por lo menos, de los becarios del Conacyt. Será indispensable contar con un estudio posterior para saber cuál ha sido el impacto del programa de becas: ¿cuál ha sido el perfil socioeconómico de los beneficiarios?, ¿quiénes han sido los principales empleadores de los exbecarios y de qué manera están contribuyendo a cumplir los ideales de bienestar social y económico para el país? Es momento de hacer un alto para responder estas y otras preguntas.

			En posteriores trabajos se tendría que discutir la conveniencia de mantener la asociación entre el pnpc y el programa de becas. Es necesario pensar en nuevos esquemas de evaluación que nos permitan asegurar la calidad de la mayoría de los posgrados del país, no sólo de aquellos que están vinculados a las becas y que sólo alcanzan alrededor del 20 por ciento del total nacional, como sucede actualmente.
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			Anexo 1

			Distribución porcentual de la matrícula de posgrado por tipo de sostenimiento 
y nivel 2012-2018
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			Fuente: Elaboración propia con base en el Sistema Interactivo de Consulta de Estadística Educativa de la Secretaría de Educación Pública y los Anuarios estadísticos de la anuies. El porcentaje total de cada nivel se refiere a la proporción respecto a la matrícula total de posgrado, por lo que se calculó dividiendo la matrícula total de cada nivel entre el total de posgrado, multiplicándola por 100.

			Anexo 2

			Matrícula de posgrado por sostenimiento, nivel y modalidad 2011-2012
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			Fuente: Elaboración propia con base en el Sistema Interactivo de Consulta de Estadística Educativa de la sep y los anuarios estadísticos de anuies. Los datos de los primeros dos ciclos no corresponden entre sep y anuies por que la primera no registró la matrícula No escolarizada. 

			Anexo 3

			Becas vigentes del Conacyt por grado y destino

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con base en los Informes Generales del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación. Los datos de 2012 se tomaron del Informe de labores 2012 de la Dirección Adjunta de Planeación y Cooperación Internacional. Los totales de 2016 incluyen 2,884 becas específicas, 2,327 nacionales, 557 al extranjero. Los totales de 2017 incluyen 3,610 becas específicas, 2,995 nacionales, 615 al extranjero. La categoría Otras en 2012 incluye: estancias posdoctorales, estancias técnicas y formación técnica para madres solteras y apoyos para mujeres indígenas. De 2013 en adelante, la categoría Otras sólo incluye las estancias posdoctorales y técnicas.

			Nuevas becas Conacyt por grado y destino
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			Fuente: Elaboración propia con datos proporcionados por personal de la Dirección de Planeación de la Dirección adjunta de posgrado y becas. Otras incluye especialidades y estancias técnicas. Incluye becas mixtas. No incluye Becas Específicas, apoyos a la consolidación.

			Capítulo VIII
  Cátedras Conacyt:  por el Rejuvenecimiento de la Comunidad Científica
  Lorena Archundia Navarro189

			Introducción

			En 2014 el gobierno mexicano implementó una política pública cuyo objetivo buscaba “incrementar y fortalecer la capacidad de generación, aplicación y transferencia de conocimiento en las áreas prioritarias para el país” (Conacyt, 2014a). Se trataba del programa de Cátedras Conacyt para Jóvenes Investigadores (en adelante Cátedras), una estrategia que se insertó en el modelo impulsado por el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología durante la administración del doctor Enrique Cabrero (2013-2018).190 En él se proyectaba transitar hacia una sociedad basada en el conocimiento, en la que se reconoce que los recursos humanos altamente capacitados son esenciales para lograr el desarrollo científico, tecnológico y de innovación del país. El propio Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 lo estableció así al plantear como objetivo “hacer del desarrollo científico, tecnológico y la innovación pilares para el progreso económico y social sostenible”.191

			El pnd señala que persiste un rezago en el mercado global del conocimiento, por varias razones, entre las que destacan las siguientes:

			
					La contribución del país a la producción mundial de conocimiento no alcanza el 1 por ciento del total…;

					…los investigadores mexicanos por cada 1,000 habitantes de la población económicamente activa representan alrededor de un décimo de lo observado en países más avanzados;

					… el número de doctores graduados por millón de habitantes (29.9) es insuficiente para lograr en el futuro próximo el capital humano que requerimos…;192

					… las entidades federativas en su mayoría estimulan débilmente la participación de sus sociedades en actividades de cti y terminan desaprovechando sus capacidades y vocaciones…;

					… finalmente, se requiere consolidar la continuidad y disponibilidad de los apoyos necesarios para que los investigadores en México puedan establecer compromisos en plazos adecuados para abordar problemas científicos y tecnológicos relevantes, permitiéndoles situarse en la frontera del conocimiento y la innovación, y competir en los circuitos internacionales… (Gobierno de la República, 2013).

			

			En este sentido, el Gasto en Investigación y Desarrollo Experimental (gide) aumentó ligeramente en el sexenio anterior, aunque continuó siendo insuficiente. Las cifras oficiales estiman que en 2017 fue de 97,166.1 millones de pesos, 6.4 por ciento menos, en términos reales, respecto al de 2016 (Conacyt, 2017).193

			Gráfica 1

			Gasto en Investigación y Desarrollo Experimental en América Latina, 2017 
(porcentajes)
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			Nota: El 59 y el 22.8 por ciento del gide en Uruguay y Colombia, respectivamente, es realizado por las Instituciones de Educación Superior.

			Fuente: Elaboración propia a partir de información de la Red Iberoamericana de Indicadores de Ciencia y Tecnología para el año 2017.

			El gasto público en este rubro representó el 76.8 por ciento del gide total en 2017, mientras que el sector privado tuvo una participación de apenas el 19.1 por ciento, a diferencia, por ejemplo, de Brasil, en donde las cifras reportan 49.7 y 47.5 por ciento, respectivamente (véase gráfica 1).

			En el marco descrito aquí sucintamente, pero abordado con detalle en otros capítulos de este libro, se buscaron mecanismos innovadores que permitieran contribuir al aprovechamiento del talento de los jóvenes científicos. Así, y en coordinación con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (schp), se puso en marcha una nueva iniciativa denominada “Cátedras Conacyt” que pasó a formar parte de la plantilla de servicios personales del Consejo, con vigencia a partir del 1 de enero de 2014, y orientada hacia los Jóvenes Investigadores y Tecnólogos de alto potencial y talento en investigación, desarrollo tecnológico e innovación, con el propósito de que se incorporaran a las funciones de investigación en instituciones de Educación Superior y en Centros Públicos de Investigación (cpi). Este programa se convirtió en un mecanismo de contratación de jóvenes doctores que prometían un alto rendimiento y que realizarían actividades científicas a través de proyectos institucionales propuestos por universidades, institutos y centros públicos de todo el país.

			Con estos antecedentes, el presente texto tiene como objetivo hacer un recorrido por las diferentes aristas de uno de los programas novedosos que la administración 2013-2018 del Conacyt puso en marcha, e iremos más allá de la visión que lo ha calificado únicamente como un programa de reinserción laboral, para situarlo en su justa dimensión: como un instrumento de política pública que logró aprovechar el talento de numerosos jóvenes científicos a favor del desarrollo científico, tecnológico y la innovación de México.

			Repatriaciones y retenciones. Los primeros pasos 
hacia el aprovechamiento del talento formado

			No es posible abordar el programa de Cátedras sin hacer referencia al Programa de Repatriaciones y Retenciones (pryr) que fue puesto en marcha por el Conacyt en 1991 con la denominación de “Programa para Retener en México y Repatriar a los Investigadores Mexicanos”, que tuvo como propósito mantener en el país a los recursos humanos altamente calificados, así como propiciar el retorno de científicos mexicanos que se encontraban en el extranjero y su incorporación a instituciones de educación superior o de investigación científica y desarrollo tecnológico.

			El pryr compartió con el de Cátedras el objetivo de brindar apoyo a científicos mexicanos de alto nivel para que colaboraran con instituciones nacionales de educación superior y contribuyeran en las tareas de investigación, en la formación de recursos humanos y en la vinculación con instancias locales, nacionales y extranjeras.

			No obstante, los mecanismos de implementación fueron distintos. En sus inicios, el pryr asignaba recursos —por un periodo máximo de un año, aunque posteriormente se amplió a dos, previa evaluación— a las instituciones del país que integraran a su planta académica a un investigador mexicano residente en el extranjero (en el caso de repatriaciones) o que quisiera incorporarse a un centro de investigación o universidad, ubicada en una entidad distinta del entonces Distrito Federal (en el caso de retenciones), luego de haber culminado sus estudios en México. Al término del apoyo, las instituciones se comprometían a incorporar a los investigadores a su planta académica.194

			Aquí se identifican las primeras diferencias con Cátedras. Mientras el pryr inició con un apoyo de hasta un año, Cátedras estableció una relación laboral indefinida (permanente, mientras se cumplieran las condiciones del contrato) y vinculó a estos académicos a proyectos que podían desarrollarse hasta en 10 años, con lo que se intentaba establecer condiciones óptimas para la generación de conocimiento.

			Otra gran diferencia se encuentra en las plazas académicas. El pryr dejaba en manos de las instituciones la responsabilidad de abrir los espacios laborales que requerían los investigadores participantes, por lo que no se tenía la garantía de que al término del apoyo se cumpliría con ese compromiso. La bondad del programa radicaba principalmente en fungir como puente para que los investigadores retornaran al país o permanecieran en él, en lo que encontraban un espacio laboral estable.

			En el caso de Cátedras, el mecanismo de asignación era operado y supervisado por el propio Consejo, a través de un proceso de evaluación, selección y seguimiento que se expondrá más adelante, lo que garantizaba estabilidad laboral a los jóvenes participantes, independientemente de la disponibilidad de plazas en las instituciones receptoras. De esta manera se propiciaba un mayor dinamismo académico y el ingreso de talento joven como no se había dado en décadas en algunas de ellas, así como un mayor grado de rotación del personal en el entendido de que la institución receptora lo absorbería y así se liberaba la cátedra para otro investigador joven.

			Otro punto de comparación entre el pryr y Cátedras revela que ambos establecieron en sus requisitos que las instituciones participantes proporcionaran evidencia de la relación que tendría el investigador o investigadora con los planes de desarrollo institucional y con los grupos de investigación existentes, subrayando la participación en programas de posgrado. Sin duda, ambos mecanismos permitieron que las instituciones beneficiadas aumentaran o renovaran su planta académica, al tiempo que fortalecieron sus agendas de investigación.

			No obstante sus bondades, un análisis realizado por el Coneval al pryr en 2015 indicó que “un porcentaje significativo de los repatriados no eran miembros del Sistema Nacional de Investigadores (sni), lo cual sugería que su actividad central no era la investigación, sino que estaba preponderantemente orientada hacia la docencia; asimismo, se detectó que varios enfrentaron dificultades para la realización de su trabajo, pues las instituciones no siempre disponían de la infraestructura requerida para llevar a cabo los proyectos, lo cual obstaculizaba el desarrollo profesional de los investigadores”.195

			Ésta constituye otra gran diferencia entre ambos programas, ya que Cátedras exigía a las y los jóvenes doctores, y en consecuencia a las instituciones que los recibirían, dedicar la mayor parte de su tiempo a la investigación y un porcentaje menor a tareas de formación de recursos humanos y vinculación. Para dar cumplimiento a este requisito, se diseñó un sistema de seguimiento permanente, mediante evaluaciones anuales, trianuales y de cumplimiento de su ingreso y permanencia en el sni, con lo que se garantizaba la observancia de ese requisito.

			A casi 30 años de su creación, se puede decir que el pryr permitió apoyar a investigadores y a numerosas instituciones en su labor a favor del desarrollo científico y tecnológico del país; enriquecer a dichas instituciones con nuevo talento; abrir nuevas líneas de generación y aplicación de conocimiento y a fortalecer las ya existentes. Pese a todas sus bondades, su diseño dificultó que incidiera de manera directa en las dinámicas institucionales y en las rutinas colaborativas.196

			Por su parte, en 2014 el Coneval, en su Ficha de Monitoreo y Evaluación respecto al Programa Apoyo a la Consolidación Institucional, señaló entre las debilidades y/o amenazas del pryr las siguientes: a) el plazo de revisión y actualización del programa no está explicitado en algún documento normativo; b) es deseable contar con un documento avalado por el Coneval que establezca la factibilidad o no de realizar una evaluación de impacto; y c) que sólo el 25 por ciento de sus indicadores cumplieron las metas de 2013, en un rango entre 85 y 110 por ciento. Más aún, en la Evaluación Específica de Desempeño, el Coneval encontró que las debilidades del Programa eran: 1) que no había identificado claramente el problema que buscaba atender; 2) que no cuantificaba la población potencial ni objetivo para las modalidades de repatriaciones, retenciones y otras; y 3) que aún no identificaba un método para estimar el número de personas físicas que se beneficiarían de los apoyos vía las instituciones con las que el programa tenía convenios de colaboración (Coneval, 2015a).

			Este breve análisis evidencia que era necesaria una política pública complementaria que propiciara las condiciones para aprovechar de manera más efectiva al talento joven, formado mayoritariamente con recursos públicos, asignados al propio Consejo.

			El diseño organizacional de Cátedras Conacyt

			Cátedras Conacyt es un programa a través del cual se comisionaron investigadoras e investigadores a instituciones de Educación Superior públicas (ies), Centros Públicos de Investigación (cpi) y, en general, a las instituciones federales y estatales del sector público que realizaran actividades de investigación científica, social o de desarrollo tecnológico en México.

			En otras palabras, se concibió como un mecanismo alternativo para que las y los jóvenes científicos pudieran desarrollarse profesionalmente en una época caracterizada por un creciente pasivo laboral y una baja rotación académica, ligada con el envejecimiento de una comunidad académica que no opta por el retiro debido a la ausencia de condiciones dignas para hacerlo.

			De acuerdo con datos provenientes del “Estudio sociológico sobre las perspectivas de jubilación de los miembros del sni” realizado en 2013 por el Foro Consultivo Científico y Tecnológico en el que participaron 1,238 miembros del sni mayores de 60 años, es posible agrupar a esta población en tres segmentos, de acuerdo con el tiempo en el que planean jubilarse: 1) antes de 6 años; 2) entre 6 y 15 años; y 3) después de 15 años, o nunca. Destaca que el 49 por ciento del total de la muestra corresponda al segundo grupo. De esta forma, es evidente que existe una fuerte relación entre la relevancia de percibir un salario completo y las expectativas de retiro. De esa manera, “quienes reciben una menor proporción de su ingreso total como salarios y prestaciones indican una probabilidad de retirarse en el corto plazo menor que quienes tienen menos estímulos dentro de su ingreso total y, de manera equivalente, señalan una probabilidad de retirarse en el largo plazo mayor que quienes tienen estímulos menos importantes” (fccyt, 2013: 21).

			Cuadro 1

			Comparativo salarial de investigadores, 2012
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			Fuente: Altbach et al. (2012).

			El programa Cátedras establece una nueva categoría laboral para las y los jóvenes investigadores en virtud de que son contratados por Conacyt con “plazas académicas” que se comisionan por el propio Consejo a las instituciones y entidades que realizan investigación y formación de capital humano, mediante un proceso de evaluación académica. Esta característica representó un reto no sólo para el Consejo sino también para las instituciones y los investigadores mismos; además, involucró un importante trabajo de lobbying con la Secretaría de Hacienda para asegurar que cada año se contara con el presupuesto necesario para cubrir los salarios de los investigadores.

			Efectivamente, la operación de Cátedras requirió de un fino equilibrio entre la rectoría del Consejo y la autonomía de las instituciones receptoras. De esta forma, Conacyt —como responsable de la política nacional de ciencia, tecnología e innovación— fue posible mantener el control sobre las plazas de los académicos y cumplir con el objetivo de incidir de manera efectiva en el incremento y fortalecimiento de las capacidades de generación, aplicación y transferencia de conocimiento en las áreas identificadas como prioritarias para el país. Sin embargo, al “comisionar” a los investigadores a las instituciones y centros públicos de investigación, ellos quedaban insertos en marcos normativos autónomos, o en todo caso diferentes de los de Conacyt, mismos que los catedráticos debían observar al tiempo de cumplir con sus tareas.

			Lo anterior quedó establecido en los “Lineamientos para la administración de las Cátedras Conacyt”, publicados juntamente con la respectiva Convocatoria. Allí se planteó que los beneficiarios de tales plazas serían “servidores públicos que formarán parte de la plantilla de servicios personales del Conacyt”, al tiempo que sus funciones se desarrollarían al interior de las ies y de los cpi.

			Esta dualidad fue uno de los principales problemas que enfrentó Cátedras en sus inicios, ya que los jóvenes investigadores se veían sometidos a una doble normatividad: la del Conacyt y la de su institución de comisión. A ello habría que sumar la falta de comprensión del programa por parte de algunas instituciones, ya que varias de ellas asumieron que los catedráticos harían labores de ayudantía de investigación o labores similares a un posdoctorado, sin posibilidad de liderazgo y autonomía, cuando precisamente el objetivo estaba planteado para que las instituciones contaran con investigadores recién formados, de alto nivel, que pudieran insertarse como pares en las tareas sustantivas.

			Por supuesto, varias figuras dentro del Sistema de Ciencia y Tecnología se vieron amenazadas, como los responsables técnicos de proyectos o algunos líderes de líneas de investigación que no habían tenido competencia al interior de sus instituciones por décadas. A pesar de la ventaja que suponían las Cátedras, varias instituciones solicitaron al Conacyt su retiro o reubicación en aras de mantener la estabilidad institucional.

			Sin duda, el programa suponía un diseño disruptivo que cimbraría al sistema de generación de conocimiento tradicional. En contraste, hubo instituciones que se adaptaron rápidamente a este nuevo esquema y modificaron sus mecanismos y reglamentaciones internas, incluidos sus programas de jubilación, para aprovechar al máximo este nuevo mecanismo.

			El diseño del programa no estuvo exento de críticas que llegaron a advertir que se trataba de un sistema de subcontratación laboral (Gil Antón, 2014) o de una condición atípica del empleo al responder legalmente a un empleador mientras que otro es el que dicta los contenidos de trabajo y establece las reglas de actividad cotidiana (Arce, 2016). Por tanto, se puede reconocer que el programa de Cátedras representó un dilema organizacional entre la institución rectora y la institución receptora de los catedráticos, pero de ninguna forma constituyó un sistema de subcontratación, ya que las y los jóvenes investigadores firmaban un contrato laboral indefinido, lo que les brindaba protección mientras cumplieran con las condiciones académicas establecidas en el mismo.

			Las y los participantes en el programa se rigen bajo los Lineamientos para la Administración de las Cátedras Conacyt, el Estatuto del Personal Académico del Conacyt, las prestaciones autorizadas para el personal adscrito al Consejo y los Criterios para la Administración y Operación de las Cátedras Conacyt. A través de estos instrumentos, los catedráticos aseguran un contrato por tiempo indefinido, un salario competitivo, prestaciones de Ley (issste), vacaciones pagadas y el derecho al goce de año sabático.

			Cuadro 2

			Convocatoria Cátedras Conacyt 
Requisitos para Instituciones y Jóvenes Investigadores
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			Fuente: Dirección de Cátedras Conacyt, 2018.

			La primera Convocatoria de “Cátedras Conacyt para Jóvenes Investigadores” se publicó en febrero de 2014 en dos modalidades: Convocatoria para Instituciones y Convocatoria para Jóvenes Investigadores, cuyos requisitos se presentan en el cuadro 2. Es importante destacar que, hasta fines de 2018, se publicaron de forma ininterrumpida cinco convocatorias. La nueva administración del Consejo (2019) a la fecha todavía no ha emitido nuevas convocatorias; por el contrario, se llegó a plantear la posibilidad de desaparecer el programa, aunque en 2019 liberó 99 plazas que estaban pendientes de contratación, derivadas de movimientos previos (como renuncias y bajas) que requerían la reposición de las Cátedras a las instituciones. Finalmente, pareciera que lo que ahora se pretende es que los investigadores dejen de estar en la nómina del Conacyt y, con ello, dejen de ser considerados funcionarios públicos; mediante este mecanismo, argumentan, los investigadores de cátedra podrían incorporarse formalmente a las instituciones y centros de investigación en donde están comisionados (Conacyt, 2019).

			El mecanismo de funcionamiento con el que operó el programa de Cátedras Conacyt aparece resumido en la figura 1. Es importante mencionar que la primera generación de Cátedras contó con la posibilidad de acceder a un apoyo de hasta 500,000 pesos para infraestructura y equipamiento. Este apoyo permitió que los académicos beneficiados tuvieran mejores condiciones para iniciar su investigación. Infortunadamente, esta ayuda ya no se pudo volver a otorgar a partir de la segunda Convocatoria.

			Figura 1

			Proceso de selección de Proyectos Institucionales y Jóvenes Investigadores
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			Fuente: Dirección de Cátedras Conacyt, 2018.

			El salario de los jóvenes catedráticos fue otra de las aristas que causaron polémica al momento de la creación del programa. A fin de atraer al mejor talento, la shcp y el Conacyt acordaron establecer un salario que resultara competitivo. Para fijar el nivel salarial, se estimó la evolución salarial que percibe un investigador promedio en las ies y en los cpi, así como su antigüedad y productividad, considerando la primera década de su actividad productiva.

			El salario competitivo de los catedráticos resultó superior al de un investigador promedio, aunque se estableció que no contarían con prestación alguna, proveniente de las instituciones donde realizarían sus funciones. Desde luego, se tomó en cuenta que las personas que desarrollan labores similares como investigadores y tecnólogos en las referidas instituciones reciben complementos salariales provenientes de diversos programas de estímulos.

			El esquema de Cátedras se basó en el supuesto de que en las instituciones que ofrecían mejores salarios, el investigador sería absorbido entre el quinto y el décimo año (sujeto a la existencia de plazas vacantes), mientras que las instituciones que por limitaciones presupuestales no compiten con las anteriores, contarían con un recurso humano altamente formado sin que eso afectara su situación financiera.

			Es importante señalar que en los contratos individuales celebrados entre el Consejo y los investigadores que ocupan plazas de Cátedras Conacyt, existe la obligación de someterse a las evaluaciones y revisión de sus trabajos de investigación, en el entendido que, de no cumplir dichos trabajos con los estándares mínimos requeridos, sería causal de terminación de la relación laboral. Las evaluaciones a las que se debían someter tanto los catedráticos como las instituciones y los proyectos eran las siguientes:

			
					Evaluación anual de la Institución a los Catedráticos.

					Evaluación anual de la Dirección de Cátedras a los Catedráticos.

					Evaluación Trienal a los Proyectos y Catedráticos.

			

			El modelo de Cátedras obliga a un seguimiento puntual y a una evaluación permanente, procesos que se describen en la figura 2.

			Figura 2

			Proceso de análisis y seguimiento de Cátedras
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			Fuente: Elaboración propia con base en información de la Dirección de Cátedras Conacyt, 2018.

			Cátedras en cifras: resultados y alcances197

			Al concluir la administración 2013-2018, el Conacyt contaba con 1,508 plazas para jóvenes investigadores en el Programa de Cátedras, quienes se encontraban comisionados en 130 instituciones públicas, desarrollando 982 proyectos de investigación, distribuidos en las 32 entidades federativas del país.

			De acuerdo con el Presupuesto de Egresos de la Federación 2018, el programa contó con un presupuesto de 966.5 millones de pesos, para mantener poco más de 1,200 plazas vigentes y 200 millones de pesos más para crear 219 nuevas plazas. Sin lugar a duda, estas cifras revelan el compromiso del Conacyt con el fortalecimiento de la capacidad científica y tecnológica del país al invertir en la formación y la consolidación de los recursos humanos altamente calificados. A todas luces, si se suma el presupuesto destinado a Cátedras al destinado al Sistema Nacional de Investigadores (conformado por poco más de 28,000 miembros), que ese año recibió un monto de 5,000 millones de pesos, y al del Programa de Becas de Posgrado, que sumó alrededor de 10,000 millones de pesos, el monto resultante no tiene precedente en la historia del Consejo.

			El Programa de Cátedras registró un crecimiento sostenido desde su creación en 2014, tanto en el número de Cátedras otorgadas como en el número de proyectos asignados (véase gráfica 2). 

			Gráfica 2

			Asignación de Cátedras y Proyectos Autorizados, 2014-2018
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			Fuente: Cabrero, Tagüeña, Carreón y Archundia (2018).

			Entre los logros reportados hasta noviembre de 2018, destacan que el 45 por ciento de la plantilla de catedráticos se encontraba laborando en actividades vinculadas a posgrados de calidad; otros 166 realizaban investigaciones en laboratorios nacionales y 130 eran responsables técnicos de proyectos apoyados por diversas convocatorias del Consejo. También se reportó que 500 jóvenes investigadores fueron autores de artículos publicados en revistas especializadas nacionales y extranjeras; 140 recibieron reconocimientos por su labor científica; 180 colaboraron en distintos proyectos internacionales; y 84 fueron contratados por instituciones de educación superior. En cuanto a su distribución por sexo, el 40 por ciento de las contrataciones fueron para mujeres.

			Incorporación al Sistema Nacional 
de Investigadores

			Un requisito de permanencia en Cátedras estuvo claramente establecido desde su primera convocatoria: lograr el ingreso al sni a más tardar al tercer año de haber ingresado al programa. Hasta el 2018, el 78 por ciento de los catedráticos eran miembros del sni, con un 47.8 por ciento en el nivel de Candidato, 51.6 por ciento en el Nivel 1, y 0.6 por ciento en el Nivel 2.

			Cuadro 3

			Participación de Catedráticos en el sni, 2018 
(porcentaje)
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			Fuente: Cabrero, Tagüeña, Carreón y Archundia (2018).

			El alto porcentaje de catedráticos que lograron su ingreso al sni demuestra que se cumplió con uno de los objetivos de la estrategia, en el sentido de vincular dos de las políticas públicas más importantes del Conacyt en ese sexenio. Este engarce no estuvo exento de dificultades, ya que varios jóvenes investigadores que tuvieron logros palpables —sobre todo en su vinculación con el sector productivo, en el inicio de nuevas líneas de investigación o en el fortalecimiento de la infraestructura (participación en la creación de laboratorios)— no lograron cumplir los requisitos del sni y, por lo tanto, tuvieron que salir del Programa. Sin lugar a duda, éste es un requisito que, en caso de que esta iniciativa permanezca, deberá ser sopesado.

			Distribución por sexo y tema del peciti

			Hasta el 2018, Cátedras Conacyt tenía una proporción de 40.3 por ciento de mujeres y 59.6 por ciento de hombres (véase gráfica 3), destacando una mayor participación femenina en el tema de Salud; en Sociedad, prácticamente la participación es paritaria, mientras que se ha registrado un incremento de mujeres en Ambiente, manteniéndose menor en Desarrollo Tecnológico. Estas proporciones coinciden con las registradas en otros programas del mismo Consejo, como el sni o Becas. El impulso de la perspectiva de género en programas innovadores como éste sigue siendo, como en muchos otros casos, asignatura pendiente.

			Gráfica 3

			Cátedras activas por tema de peciti y sexo, 2014-2017
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			Fuente: Cabrero, Tagüeña, Carreón y Archundia (2018).

			Fortalecimiento regional

			Respecto a la distribución de Cátedras Conacyt, es importante destacar que nació como un programa que buscaba fortalecer las capacidades científicas y tecnológicas de aquellas entidades que presentaban un rezago en la materia. Si bien el principal objetivo del Programa era la generación de conocimiento científico alineado a las prioridades nacionales, también se estableció como criterio rector apoyar a la descentralización y coadyuvar en la reducción de las asimetrías entre entidades. En este sentido, hasta finales del 2018, el 85 por ciento de los catedráticos se encontraban laborando en instituciones fuera de la Ciudad de México (véase gráfica 4).

			Gráfica 4

			Cátedras activas por entidad federativa y región, 2014-2018
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			Fuente: Cabrero, Tagüeña, Carreón y Archundia (2018).

			Distribución por tipo de institución

			En lo que se refiere a la distribución por tipo de institución, en la gráfica 5 se evidencia que las Universidades Públicas Estatales (upes) concentran el 28 por ciento de las Cátedras en los proyectos aprobados, seguidas de los Centros Públicos de Investigación Conacyt.

			Una de las principales aportaciones de las Cátedras Conacyt fue impulsar los Consorcios Conacyt que, ante la imposibilidad de crear nuevos organismos públicos de investigación por la Secretaría de Hacienda, se convirtieron en la alternativa para fomentar investigación orientada a crear un impacto productivo y social, particularmente en regiones con bajos indicadores en cti o que se encontraban en proceso de fortalecimiento. Varias cátedras se incorporaron como parte de los Consorcios, facilitando la coordinación y la interdisciplina entre personal y proyectos de distintos Centros Públicos de Investigación Conacyt (cpi-c) ya existentes.

			La gestión de las Cátedras dentro de la figura de los Consorcios Conacyt implicó un reto organizacional adicional, derivado del hecho de que los Consorcios no cuentan con una figura jurídica y patrimonio propio que les permitieran operar de forma independiente, como se analiza a profundidad en el capítulo correspondiente. Las Cátedras, sin embargo, se asociaban a través de proyectos concursados por los cpi-c participantes en los consorcios. A finales de la administración se registraban 149 catedráticos asociados a 51 proyectos asociados con los Consorcios Conacyt.

			Gráfica 5

			Cátedras y proyectos por tipo de institución
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			Fuente: Cabrero, Tagüeña, Carreón y Archundia (2018).

			Participación de Catedráticos en otras Convocatorias

			Los catedráticos también figuraron como responsables técnicos de proyectos aprobados en distintas convocatorias del Consejo, con un total de 130 investigadores participantes hasta al final de la administración anterior. La convocatoria con mayor participación fue la de Ciencia Básica, en la cual se registraron 44 catedráticos, seguida por la de Infraestructura Científica con 43; Problemas Nacionales con 28 y el Fondo Sectorial Salud con 10. 

			Lo anterior tuvo un impacto positivo al fortalecer los objetivos de las instituciones beneficiadas, elevando así los indicadores de actividades científicas. Asimismo, dadas las condiciones de poco financiamiento para la actividad científica dentro de algunas instituciones, las cátedras permitieron acceder a fondos que ampliaron el desempeño académico de los posgrados y de los jóvenes investigadores en formación (becarios), brindando nuevos horizontes para la investigación científica, con características de alta competitividad debido a la experiencia de numerosos catedráticos en instituciones extranjeras. 

			Conclusiones y reflexiones finales

			Se puede afirmar que el programa de Cátedras Conacyt fue y sigue siendo una estrategia de intervención novedosa y pertinente, basada en un esquema que combina la centralización de la administración del capital humano y la autonomía institucional en la conducción de proyectos de investigación, mientras se aprovecha el talento de jóvenes investigadores recién doctorados en instituciones de prestigio para la generación de nuevo conocimiento. A la vez, pretende dinamizar rutinas organizacionales y propiciar un recambio en la planta académica; evitar la autorreproducción; apostar por nuevos nichos de investigación y por el trabajo en equipo, tanto interdisciplinario como interinstitucional; así como motivar mejores condiciones salariales para el desarrollo de la investigación, lo cual ha fomentado una renovación en el Sistema de cti nacional, mediante la incorporación de proyectos novedosos e incentivando el trabajo en equipo. 

			El capital humano altamente especializado es, sin duda, uno de los pilares en toda sociedad que desea desarrollarse con base en el conocimiento. Cátedras Conacyt, pese a algunas de sus contradicciones organizacionales, constituye una estrategia que permite el aprovechamiento y la consolidación de dicho capital humano, así como su vinculación con los sectores social, académico, público y privado, lo que le promueve la generación de nuevo conocimiento que más adelante pueda tener impacto en la transformación de las condiciones sociales y económicas de nuestro país. 

			Cátedras Conacyt inicia en 2014, cuando se emite la primer Convocatoria ligada a proyectos de investigación, con vigencia de 10 años. Esto significa que la primera generación de este programa terminará su encomienda en los proyectos institucionales en el año 2024, al final de la actual administración. Esto implica un reto mayor para todo el Sistema de cti en su conjunto, ya que, aunque los proyectos terminen, los catedráticos continuarán porque su relación laboral es indefinida (es decir, permanente) con el Conacyt.

			Si bien la administración subsecuente, particularmente la del Conacyt, no había emitido nuevas convocatorias al momento de conclusión de este capítulo, el programa ha detenido su crecimiento. Ello no implica que no exista una responsabilidad institucional en la definición del futuro de una masa crítica de aproximadamente 1,300 investigadores que continúan siendo parte del programa y que están generando conocimiento de vanguardia en las instituciones de comisión.

			Hasta principios de 2020, la política había sido mantener inercialmente el programa, pero sería deseable conocer cuál será el futuro de los jóvenes doctores que forman parte de esta iniciativa. Entre las preguntas que demandan definiciones que se esperaría conocer se encuentran:

			
					¿Se renovarán los más de 300 proyectos que iniciaron en 2014 a su vencimiento de 10 años? En caso de que la respuesta sea positiva, ¿bajo qué condiciones se hará esta renovación? En caso contrario, si la respuesta sea negativa, ¿qué pasará con los más de 500 catedráticos adscritos a dichos proyectos que iniciaron en 2014, considerando que su relación laboral con Conacyt continúa? El tema de la recisión de contrato no aplicaría en este supuesto ya que ésta únicamente se activa en caso de falta grave y, en este caso, no habría tal situación ya que los catedráticos vigentes en esa fecha habrían cumplido con las condiciones de su contratación. Emprender una batalla legal para dar de baja a una masa crítica que ha aportado su talento a las instituciones del país, no parece una alternativa viable, ni jurídicamente ni como estrategia de una política científica encaminada a fortalecer, más no a obstaculizar la generación de conocimiento. Se esperaría que, en ese momento, se tengan las condiciones para propiciar una gran movilidad de catedráticos hacia nuevos proyectos y hacia otras instituciones para, de esta forma, continuar fortaleciendo al sistema de cti.

					En caso de que se considere reasignar las plazas a las instituciones de comisión, esto implicaría prácticamente una negociación uno a uno, en donde debe intervenir la institución y el catedrático. También se deberán tomar en cuenta consideraciones de índole académico (¿se desea seguir con el proyecto y con el catedrático?), de índole personal (el joven investigador ¿desea continuar en la institución?), laboral (¿se deben reconocer los privilegios laborales ganados como la antigüedad?) y presupuestal (¿la institución receptora solicitará, además de la creación de la plaza, el presupuesto para su mantenimiento en el tiempo?). 

			

			Estas interrogantes deben ser valoradas por la nueva administración del Conacyt que heredó el Programa y decidir la forma en que desea pasar a la historia de la política científica del país: como la administración que logró consolidar, tal vez no incrementar, una masa crítica de alto rendimiento, o como la administración que desestructuró un programa que representó una alternativa para, junto con otras iniciativas, resolver el problema del empleo de los jóvenes doctores formados con recursos públicos, e impulsar la revitalización de las agendas de investigación mediante el lanzamiento de líneas novedosas de investigación, al igual que para fomentar el trabajo por proyectos en equipo. 

			Al escribir este texto se encuentra en discusión la que será la nueva Ley General de Ciencia y Tecnología. Se espera que los actores del Sistema de cti y el Congreso tomen en cuenta que la política científica y sus principales instrumentos y programas, en este caso el de Cátedras, debieran transcender los ciclos sexenales.
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			Capítulo IX
  La inversión pública para el fomento  de las capacidades tecnológicas
  María Josefa Santos, Rebeca de Gortari198

			Introducción

			Desde hace varias décadas se ha construido una relación metonímica entre la inversión en investigación y desarrollo (i+d) para el crecimiento económico y tecnológico y el avance industrial de los países con una visión de largo plazo. Lo anterior ha sido impulsado por las recomendaciones de organismos internacionales como la ocde y puesto en práctica tanto por miembros de dicho organismo como de otros países, apoyado en un conjunto de instrumentos y medidas dirigidos al fortalecimiento de un sistema de creación y difusión de conocimientos que fomente la innovación de las empresas y sus actividades empresariales (ocde, 2016). Un ejemplo podría ser el Manual de Frascati, redactado en 1963, que se ha convertido en un estándar para la medición de las actividades científicas, tecnológicas y de innovación en todo el mundo, pero también, en la base sobre la cual considerar el gasto en i+d como una actividad de creación de capital, es decir, como inversión para el desarrollo (ocde, 2018). Que se traduce en bienestar a través de la innovación, entendida ésta no sólo como el aumento en el nivel de ingresos, sino como el incremento en las capacidades de las personas y la utilización efectiva de éstas para satisfacer sus necesidades (Sen, 2000).

			Economistas como Dosi (1988, 1990) en diversos trabajos han revisado la relación entre las actividades de innovación y la generación de economías de mercado pues, en la medida en que las oportunidades tecnológicas y la estructura y desempeño de las industrias se transforman, las políticas públicas deben tener un papel relevante en el apoyo financiero a la innovación. Por otro lado, se encuentran los trabajos de Etzkowitz y Leydesdorff (2000) quienes encabezaron el movimiento de la Triple Hélice en el que la academia, la industria y el gobierno tienen un papel fundamental en la evolución de los sistemas de innovación para el desarrollo económico de los países. De esta manera, si bien el actor fundamental para el desarrollo de la tecnología es la empresa, pues es la que obtiene ventajas competitivas a largo plazo, el papel del Estado ha sido el de mejorar el potencial y las capacidades para favorecer e incentivar el desarrollo tecnológico en el sector privado a partir de mecanismos como los subsidios directos, los créditos fiscales, el apoyo al sistema de investigación y la formación de recursos humanos; para estimular variadas formas de cooperación y la provisión de instrumentos apropiados de protección a la propiedad intelectual, junto al establecimiento de estándares técnicos y de regulación. Así, las políticas públicas para fomentar la i+d pueden apoyar la vinculación fomentando la cooperación y transformación de conocimiento entre universidades y empresas e impulsar la innovación.

			En México desde la creación del Conacyt en 1970, se han seguido distintas estrategias para impulsar el desarrollo tecnológico, la mayoría del tiempo orientadas a fomentar la investigación aplicada, aunque desde los gobiernos panistas (2000-2012) se estableció una serie de estímulos que tenían como propósito incentivar a las empresas para invertir en innovación y generar capacidades para el desarrollo tecnológico a su interior. Los cuatro programas que analizamos en este texto tienen su origen en este cambio de estrategia: el Programa de Estímulos a la Innovación (pei) creado en 2009, el Fondo para la Innovación Tecnológica (fit) de 2002, el de Estímulos Fiscales a la Innovación (efidt) 2001 y el Fondo Sectorial de Innovación Secretaría de Economía (Finnova) en 2011.

			En concreto, durante el gobierno del presidente Peña Nieto (2012-2018) la política tecnológica del Conacyt tuvo como propósito atacar “la desvinculación entre los actores relacionados con el desarrollo de la ciencia y la tecnología, y las actividades del sector empresarial” (Plan Nacional de Desarrollo, 2013-2018). Para ello se propuso fortalecer los mecanismos de vinculación para traducirlos en una mayor productividad, alineando las visiones del conjunto de actores del Sistema de Ciencia Tecnología e Innovación para que las empresas pudieran aprovechar las capacidades de las instituciones de educación superior y centros públicos de investigación, a través del incremento de la inversión pública y la promoción de la privada en actividades de innovación y desarrollo. Considerando que “la transferencia y aprovechamiento del conocimiento pueden agregar valor a los productos y servicios mexicanos, además de potenciar la competitividad de la mano de obra nacional, la inversión pública y promover la inversión privada en actividades de innovación y desarrollo” (Plan Nacional de Desarrollo, 2013-2018). En concordancia con el Plan Nacional, en el peciti (2014-2018) se establecieron varias metas vinculadas con el desarrollo tecnológico que se retomaron en una política de fomento industrial desde un enfoque sectorial y regional, en donde las Mipymes ocuparon un lugar importante.

			Tenemos que considerar que el desarrollo tecnológico también representa un aprendizaje que está íntimamente relacionado con externalidades positivas y efectivas que estimulan las inversiones en innovación empresarial y la mejora de la productividad, la cual no es un fin en sí mismo, sino que a través de ella hay un crecimiento del producto y distribución del ingreso junto con acciones de políticas públicas para llegar al bienestar de la población. 

			En este trabajo queremos mostrar hasta donde los cuatro programas de Conacyt enunciados anteriormente, favorecieron la gestión, el desarrollo de tecnología, la trasferencia de conocimientos, el desarrollo de capacidades de absorción tecnológica, así como el apoyo a la cooperación formal de proyectos de i+d y, la vinculación entre empresas e Instituciones de Educación Superior (ies).

			De por qué la tecnología es importante 
para el desarrollo

			Los indicadores de innovación muestran las grandes ventanas de oportunidad para los países, en cuanto a sus posibilidades de crecimiento industrial y económico. Al respecto, durante el sexenio de Peña Nieto, el Índice Global de Innovación colocó a México, en 2012, en el lugar 79 y para 2018 en el 56 de los 128 países (Índices Globales de Innovación. wipo, 2007-2018). El fomento, desarrollo, mejora y/o adaptación de la tecnología representa varias ventajas: en primer lugar, la más evidente está vinculada a las ventajas comparativas y competitivas que supone la explotación de un nuevo producto o proceso en uno o varios sectores de la economía (Pérez, 2010); en segundo lugar, el desarrollo de tecnología conlleva un proceso de aprendizaje que genera conocimientos y capacidades para los actores involucrados y, en tercero, la competitividad guarda una estrecha relación con el incremento del nivel de vida de las personas a nivel regional y nacional.

			Para el caso de las ies, los nuevos conocimientos y capacidades derivados de su participación en proyectos de desarrollo tecnológico pueden reorientar trabajos, proyectos y en ocasiones hasta líneas de investigación. Además, la participación confiere nuevas habilidades a los investigadores para transformar el conocimiento producto de sus investigaciones en conocimientos útiles (Asheim, 2007) que otorgan ventajas competitivas al sector industrial en el que se encuentran. En cuanto a las empresas, los conocimientos y capacidades pueden coadyuvar a encontrar soluciones para mejorar procesos, productos, organizacionales, esquemas de comercialización etcétera. De igual forma, se desarrollan habilidades para adoptar los conocimientos y aplicarlos a la solución de problemas específicos. En tercer lugar, el desarrollo de tecnologías genera externalidades que superan a la propia región y al sector para el que fueron desarrolladas (Cyden y Niosi, 2007). Las tecnologías de información y comunicación son un claro ejemplo, en el sentido en que revitalizan otros sectores como el manufacturero y el de servicios. Por ejemplo, la nueva organización que supone el modelo de la industria 4.0 no podría ser entendida sin el avance de las tic.199

			En cuarto, en el mundo actual las capacidades acumuladas y las externalidades derivadas del desarrollo tecnológico, son una suerte de ancla mucho más efectiva que el costo de la mano de obra o la exención de impuestos para retener a las empresas, sobre todo a aquellas que dependen del desarrollo de nuevos procesos y productos para el aumento de la productividad y la competitividad. Por último, cuando el desarrollo está localizado y en él participan varias instituciones de la región, se construyen en un inicio espacios de conocimiento en los que se acumulan saberes subutilizados en distintos campos y se organizan flujos de conocimiento entre diversos actores, los cuales pueden constituirse en redes que resignifican el conocimiento y fomentan la constitución de una “masa crítica” en grupos específicos, especializados (Casas et al., 2000). Además, en algunas regiones del país se han constituido clústeres especializados y sistemas locales de innovación; donde el efecto es notable en regiones e industrias con mayor intensidad en i+d, sobre todo en aquellas pequeñas y menos productivas (Becker, 2015).

			En este capítulo, para caracterizar la innovación partimos de la distinción que hace Schumpeter entre la innovación, vista como la introducción comercial de un nuevo producto, o el diseño y recombinación de un nuevo proceso y la invención, restringida al dominio de la ciencia y la tecnología y cuyos resultados no son aplicables (Schumpeter, apud Pérez, 2010). La innovación depende entonces, de la habilidad de los empresarios y desarrolladores para convertir invenciones en innovaciones explotables, para lo que se necesita una serie de procesos que comienzan con una buena administración del proyecto para encontrar, a partir de estudios de factibilidad técnico-económica, su viabilidad y proceder con ello al diseño y construcción de prototipos, al escalamiento, a las pruebas industriales, de mercado, etcétera. Con esto queremos decir que la innovación no siempre termina en una patente, ya que una invención, por atractiva y novedosa que sea, muchas veces nunca llega a utilizarse. Por el contrario, se necesita un proceso a veces largo, costoso y riesgoso para que se convierta en una innovación útil para las empresas y comercializable.

			Además de considerar las acciones que implica el proceso de transferencia, la instrumentación de las políticas de cti debe considerar las diferentes capacidades productivas y competencias tecnológicas de las empresas, el tamaño, el liderazgo en el mercado y la localización, entre otras. Lo anterior permite crear condiciones que aceleran sus procesos de aprendizaje tecnológico y organizacional, para con ello incrementar el potencial de innovación, y construir un marco institucional que dé sustento a la innovación desde una perspectiva sistémica (Larédo y Mustar, 2001; Archibugi y Lammarino, 2003). Atendiendo aspectos relacionados con la infraestructura del sistema de innovación, las interacciones entre los actores y las funciones atribuibles a las instituciones del propio sistema, ya sea de carácter sectorial, regional o nacional (Wieczorek y Hekkert, 2012).

			En el caso de México y otros países emergentes, se deben tomar en cuenta varios factores: escasez de créditos blandos para la inversión productiva o en i+d y falta de instrumentos para acompañar el desarrollo y/o consolidación de cadenas de valor. Estas deficiencias se agravaron con la apertura del mercado y con los numerosos tratados de libre comercio que han favorecido la importación de productos básicos, intermedios y finales en todos los sectores de la economía; lo que ha generado un contexto de incertidumbre para las empresas donde la tasa de retorno de las innovaciones no está garantizada; con excepción de algunos nichos como el sector de autopartes y en algunos segmentos de la industria eléctrica y electrónica articulados a cadenas globales.

			Si consideramos este contexto, podemos entender el papel del Estado como el actor que incentiva al sector privado mediante mecanismos como la inversión en i+d, subsidios y créditos fiscales para la generación de innovaciones tecnológicas (Becker, 2015); además, es el responsable de generar políticas públicas, reglas, normas, estándares técnicos y de proveer de mecanismos apropiados de protección intelectual de la propiedad para que las empresas y las instituciones de educación superior se involucren en procesos de desarrollo tecnológico. 

			En este sentido, se parte de la definición de Stoney de la política de innovación entendida como aquella política pública dirigida a fomentar el uso de la mejor ciencia y tecnología (c+t) para producir productos y procesos nuevos y competitivos, así como formas de organización innovadoras (Stoney apud Martin, 2016). Por ello, consideramos, por una parte, que el apoyo a la cooperación con una gran variedad de instituciones tiene efectos positivos en la i+d privada a través de joint ventures, reducción de gastos de las empresas y laboratorios, necesarios para la transferencia tecnológica; al igual que, por la otra, el apoyo público se justifica en función de las fallas del mercado que inhiben la inversión en el mercado de capitales y para compensar el bajo nivel de i+d privado. Así pues, mediante la intervención del sector público en países como México, lo que se busca es cambiar y potencializar el comportamiento de los agentes para que interactúen más y mejor como lo señala el peciti.

			De cómo se comportan los apoyos al 
desarrollo tecnológico a nivel internacional

			En numerosos países, particularmente entre los líderes en el mercado y en aquellos que se han sumado desde la posguerra en el siglo pasado, la inversión en investigación y desarrollo i+d ha sido el motor del crecimiento económico. Como se apuntó líneas arriba, el apoyo público para incentivar las actividades de i+d y la misma innovación se justifica en función de las fallas del mercado, que dificultan a las empresas apropiarse de sus retornos, pero también por objetivos estratégicos ligados al interés de construir sectores específicos, tecnologías o a la especialización de ciertas regiones (Vanino et al., 2019). Es por ello que, en primer lugar, los gobiernos intervienen para incentivar las actividades de i+d del sector privado, esperando fomentar las capacidades y el desarrollo de las empresas a través de diversos mecanismos para asignar roles a los actores, establecer reglas de coordinación y atender los problemas que el mercado no puede resolver. Lo que se busca es constituirlos en inductores de cambio y alcanzar un impacto potencial en el conocimiento y en la creación de valor.

			La inversión en i+d, que casi siempre comienza siendo pública, sin dejar de serlo, va transitando paulatinamente hacia el aumento en el financiamiento privado. Se ha demostrado, a nivel internacional, que los subsidios públicos a menudo se desplazan hacia la i+d privada y la estimulan, de manera que algunas empresas sustituyen el incremento de los fondos públicos por los propios (Becker, 2015). Un segundo factor, es la creación de mecanismos que faciliten y mejoren el sistema de investigación y la cooperación entre los centros productores de conocimiento y los sectores productivos y sociales que podrían demandarlo. Por último, los gobiernos deben considerar también los procesos de transferencia que permiten aprovechar los conocimientos que se producen en las ies para transformarlos en soluciones útiles para las empresas y organizaciones sociales, incrementando la innovación local. 

			Corea del Sur es el mejor ejemplo de cómo el impulso a la c+t ha jugado un rol clave para su transformación, de un país cuya economía estaba basada en la agricultura, a una basada en el conocimiento (Myrna, 2017). Como muchos de los países asiáticos (Japón y China, por ejemplo), Corea del Sur inició su transformación a partir de una estrategia de catching up buscando adquirir y adaptar tecnología extranjera para crear las bases para impulsar una tecnología propia. Actualmente, Corea invierte un 4.92 de su pib en cti, superando el promedio de los países de la ocde cuya inversión es del 2.4 por ciento, además de que para 2016 más del 70 por ciento era financiado por las empresas. Mientras que México, en el mismo año, invertía el 0.25 por ciento, del cual sólo el 20 por ciento del total provenía de financiamiento empresarial (uis/fs, 2018). A ello se agrega que la inversión está orientada mayoritariamente hacia la manufactura (casi el 90 por ciento), desde un enfoque de investigación aplicada para la competitividad industrial, favoreciendo sectores como el electrónico. En 2019, los esfuerzos en i+d de Corea del Sur estuvieron orientados por el plan Growth Through Innovation que se enfoca en ocho sectores principales: automóviles “del futuro”, servicios de drones, nuevas energías, biotecnología de la salud, fábricas inteligentes, ciudades inteligentes, granjas inteligentes y tecnología financiera (Bitlegal, 2018).

			Dentro de los países asiáticos se pueden citar, además, varios ejemplos de cómo la historia de su desarrollo tecnológico comienza fomentando estrategias de catching up que permiten la acumulación de capacidades que se combina con una fuerte inversión en i+d y el resultado es el crecimiento económico de estos países. Baste citar los casos de Japón que invierte un 3.4 por ciento de su pib; China que desde hace cinco años ha aumentado considerablemente su gasto en i+d hasta llegar al 2.15 por ciento, destinado a sectores que van desde la agricultura hasta el aeroespacial; sin dejar de lado el apoyo a nuevos modelos de negocios basados en tecnologías digitales vinculados a la forma de producción 4.0. Como país emergente en este mismo continente, podemos citar el caso de Malasia que pasó de invertir el 0.5 al 1.3 de su pib en cti en siete años, impulsando actividades como el comercio electrónico y la construcción de plataformas digitales para promover los bienes y servicios del país a nivel internacional. En este sentido, se avanza también en la robótica para la manufactura a la vez que se impulsan los sectores aeroespaciales y de salud. En todos estos países hay también un fuerte soporte del sector empresarial a las actividades de i+d que va del casi 80 por ciento en Japón a cerca de 60 por ciento en el caso de Malasia (unesco, 2019).

			En cuanto a los países latinoamericanos, Brasil es líder en inversión con el 1.2 por ciento del pib nacional en cti, siguiendo una estrategia de apoyar a empresas de gran escala garantizando su inversión en i+d+i (Investigación, Desarrollo e Innovación) y protegiéndolas con políticas sólidas de propiedad intelectual. Con ello se ha buscado que, grandes empresas innovadoras de distintos sectores (telecomunicaciones, aeronáutica, manufactura de software etcétera), establecieran sus centros de investigación y desarrollo en el país sudamericano. Para ello, el gobierno brasileño ha ofrecido incentivos fiscales y financieros como el “Plano Inova Empresa”, bajo el que se destinaron 16,800 millones de dólares entre 2013 y 2014, para apoyar proyectos tecnológicos de alto riesgo y con ello favorecer el desarrollo de un sistema de innovación (Apex Brasil, 2019).

			Argentina, por su parte, invierte un 0.61 de su pib en i+d. De éste casi una quinta parte es financiada por las empresas (Banco Mundial, 2019). En 2016, el presidente anunció 12 proyectos estratégicos para orientar el desarrollo científico y tecnológico entre los que destacan: agricultura y medicina de precisión, energías renovables, materiales inteligentes y genética forense. Cabe aclarar que estas áreas estratégicas se encuentran cruzadas por los avances en telecomunicaciones, donde destaca el Internet de las cosas (iot), el desarrollo y uso de drones y aplicaciones que permiten dinamizar sectores como la agricultura. 

			México, como se señaló anteriormente, dedica únicamente 0.5 por ciento de su Producto Interno Bruto (pib) a las áreas de investigación y desarrollo, del cual, casi una tercera parte es aportada por las empresas. Esta proporción es idéntica a la reportada para países de África como Tanzania, Uganda, Senegal y Botswana (unesco, 2019). 

			En el siguiente apartado, nos referiremos a la estrategia seguida por México para fomentar el desarrollo tecnológico.

			¿Qué estimulan los programas de fomento 
a la innovación en México?

			Un cambio fundamental en las políticas públicas fue que, desde 2002, en la nueva Ley de c+t y en la Ley Orgánica del Conacyt se estableció que el fomento a la c+t fuera considerado como una política de Estado, con el mandato de dedicar el 1 por ciento del pib en actividades científicas, tecnológicas y de innovación; porcentaje que tuvo variaciones, pero que no se ha alcanzado, a pesar de que fue reiterado en el sexenio 2012-2018. De igual manera, se hizo explícita la necesidad de vincular la política de cti directamente con la competitividad industrial como uno de sus motores, lo que es enfatizado y retomado en los programas de apoyo a la innovación empresarial. 

			La capacidad competitiva de las empresas además del costo, la productividad y el comercio exterior, depende de otros factores dinámicos que influyen en el desempeño empresarial: la innovación, las aplicaciones de la ciencia y el desarrollo tecnológico, el capital humano, nuevas formas de organización empresarial y de producción, y del entorno institucional, entre otros. 

			La innovación es, entonces, una variable estratégica de las empresas que deriva en una ventaja competitiva, métodos de producción y organización que se verán reflejados en el precio y calidad del producto final, mayor productividad, costos menores, empleos especializados y/o la posibilidad de ofrecer productos con un valor más elevado. De igual manera, la innovación abre la posibilidad de crear a menor costo y en menor tiempo que los competidores, un producto nuevo apoyado en la tecnología y las habilidades de las empresas (Bernal y Mungaray, 2017).

			La competitividad se crea y está en función de cada sector industrial para adoptar innovaciones tecnológicas, lo que se traduce en un incremento en la productividad (Krugman, 1991, apud Bernal y Mungaray, 2017). Inicialmente se concentra en territorios vinculados y con frecuencia entra en tensión con otras regiones, con diferenciales en factores como el transporte, las barreras de entrada, los mercados, etcétera.

			En virtud de que México se había insertado en una economía de mercado y de apertura económica desde los años ochenta del siglo pasado, en el año 2000 se definieron líneas estratégicas de acción y prioridades en materia de fomento al desarrollo científico, tecnológico y la innovación, con el propósito de construir una infraestructura que permitiera el acceso a insumos estratégicos para fomentar la competencia y propiciar mayores flujos de capital, insumos y conocimientos entre instituciones y empresas. Ello dio como resultado la implementación de un conjunto de instrumentos con el objetivo de apoyar el desarrollo de las capacidades tecnológicas en las empresas, y de favorecer el incremento de la inversión privada en actividades de Investigación, Desarrollo (i+d) e innovación. Lo anterior estuvo apoyado en una política de fomento económico enfocada en la innovación y desarrollo en sectores estratégicos. Para ello se consideraron la heterogeneidad de intereses y comportamientos que expresan los distintos actores en los contextos científicos, tecnológicos y productivos, intentando resolver con instrumentos de política pública los incentivos para la cooperación y la transferencia de conocimiento entre universidades y empresas, línea que fue seguida en el peciti 2014-2018.

			Sin embargo, un cambio que destaca en los criterios de definición de los instrumentos de la política del sexenio anterior es la recuperación de mecanismos fiscales, para incentivar la inversión en i+d (que habían sido abandonados en 2008) y de coinversión con instituciones académicas para investigación científica y tecnológica, con agencias del gobierno y otras entidades no productivas (clústeres, asociaciones empresariales, consorcios de investigación). Además de que se estimularon apoyos que tuvieron un carácter de subsidio directo a los proyectos de las empresas. En este trabajo se analizan dos tipos de programas: subsidios directos e indirectos como los estímulos fiscales.

			Algunos resultados de los programas 
de transferencia directa

			La lógica del apoyo público a la i+d privada y la innovación tiene un impacto potencial en el conocimiento y la creación de valor. Entre 1995 y 2008 la política pública para estimular el desarrollo tecnológico estuvo apoyada mayoritariamente en estímulos fiscales, mientras que de 2009 y hasta 2017 el apoyo se efectuó a través de un esquema de transferencias directas a partir de tres programas: el pei, el Finnova y, el fit. Posteriormente, a partir de 2017 se implementa una mezcla de ambos instrumentos con la reincorporación del efidt.

			Los programas de transferencia directa están pensados para apoyar a las empresas con el fin de que realicen actividades de i+d que van del desarrollo tecnológico a la gestión y administración de la tecnología. Para conocer el impacto de la política de desarrollo tecnológico durante el periodo de 2012 a 2018 revisamos los tres programas más importantes de transferencia directa, el pei, el fit y el Finnova.

			En principio, el Programa de Estímulos a la Innovación (pei) apoyó a las empresas inscritas en el Registro Nacional de Instituciones y Empresas Científicas y Tecnológicas (Reniecyt), que realizan actividades de investigación en el país de manera individual o vinculada con ies nacionales, públicas o privadas, y/o con centros e institutos de investigación públicos. El pei tuvo como propósito estimular innovaciones incrementales, radicales y desarrollar capacidades de innovación. Desde su fundación en 2009, el programa realizó cambios en su operación con el fin de atender sectores prioritarios establecidos por cada entidad federativa y evaluar sus resultados, para observar el impacto que tiene la innovación en las empresas. El Programa funcionó mediante convocatorias anuales para la participación de las empresas y de las ies que eventualmente trabajarían con ellas. Las propuestas son evaluadas por subcomités estatales, conformados principalmente por autoridades de desarrollo económico de las entidades y por académicos especializados. Los subcomités evalúan con base en varios indicadores, entre los que destacan: viabilidad técnica y de implementación, potencial de mercado y vinculación. Por su parte, el Comité Nacional determina la cantidad de recursos del presupuesto que se destina a cada entidad (Conacyt, 2015). 

			El Consejo aporta hasta el 80 por ciento del valor del proyecto a fondo perdido si la empresa realiza el programa tal como ha sido presupuestado. El porcentaje con el que contribuye Conacyt varía según el tamaño de la empresa y el monto del proyecto como se verá en el cuadro 1. De 2012 a 2018, se beneficiaron 4,748 proyectos principalmente en los estados de Nuevo León, Ciudad de México, Estado de México, Jalisco y Guanajuato que fueron apoyados con 6,919’333,389.90 pesos que representa el 38.05 por ciento del total de los recursos aportados por el programa. Durante el periodo comprendido entre 2012 y 2018, se otorgó un total de 19,776’916,852.45 pesos para la consecución de proyectos de innovación aprobados por el Programa, de los cuales 3,694’852,320 pesos fueron para Innovapyme, 3,449’627,584 pesos para Innovatec y 12,632’436,948.45 para Proinnova.200

			Cuadro 1

			Costo del subsidio y porcentaje del monto de los fondos del pei
por tamaño de empresa, 2012-2018
(millones de pesos)

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con datos del pei publicados por Conacyt. Recuperado de https://www.conacyt.gob.mx/images/pdfs_conacyt/PEI_Beneficiarios_2009-2018.xlsx

			

			Si sumamos lo otorgado a empresas micro y pequeñas tenemos que el 75.7 por ciento del monto total del subsidio del pei correspondió a los proyectos presentados por estas empresas que son las que tienen menores posibilidades de acceder a otro tipo de financiamientos para el desarrollo tecnológico e incrementar su competitividad. 

			En cuanto al número de proyectos, en los seis años revisados se otorgaron 1,073 proyectos a las grandes empresas, 469 a las medianas, 1,984 a las pequeñas y 1,255 a las microempresas. El sector más apoyado durante este periodo, como se muestra, fue el de las tecnologías de la información y la comunicación, lo que se explica porque es un conocimiento transversal y útil (Asheim, 2007), que otorga ventajas competitivas tanto para empresas que desarrollan telecomunicaciones como para aquellas que tienen necesidad de utilizarlas. En esa misma circunstancia se encuentra la biotecnología que es un conocimiento transversal y útil para varios tipos de empresas. Otros dos sectores fuertemente apoyados fueron el de alimentos y el aeroespacial. En este sentido se ha fomentado el apoyo a lo señalado por Vanino et al. (2019) a sectores específicos y tecnologías emergentes.

			Uno de los aspectos de especial interés para el pei fue propiciar la vinculación entre las empresas y las ies. Con ello el Estado mejora el sistema de investigación universitaria y fomenta la innovación local a través de la atracción de i+d industrial aprovechando las interacciones personales directas para promover spin off universitarias, consultorías y colocar a sus graduados entrenados para emplearse en la industria (Vanino et al., 2019). El 91 por ciento de las empresas que solicitaron fondos del programa trabajó con alguna ies. Este porcentaje varía por tamaño de empresa, de tal suerte que el 80 por ciento corresponde a las grandes, 94 por ciento a las medianas, el 94 por ciento a las pequeñas y el 96 por ciento a las microempresas. 

			En la gráfica 1 se muestra el comportamiento de los apoyos a la vinculación por tamaño de empresa, el número de empresas y el monto del apoyo que se destinó. Como se puede apreciar, nuevamente las que recibieron mayor cantidad de recursos fueron las empresas pequeñas seguidas de las microempresas. 

			Gráfica 1

			Monto del apoyo y número de empresas vinculadas según tamaño, 
2012-2018 
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			Fuente: Elaboración propia con datos del pei publicados por Conacyt. Recuperado de https://www.conacyt.gob.mx/images/pdfs_conacyt/PEI_Beneficiarios_2009-2018.xlsx

			Las gráficas 2 y 3 muestran el comportamiento del apoyo a la vinculación por tipo de programa, donde se observa un comportamiento similar al de la gráfica 1: la mayor cantidad de apoyos se dieron a las empresas pequeñas, seguidas por las microempresas.

			Gráfica 2

			Innovatec Innovapyme: apoyos por tamaño de empresa vinculada 
(millones de pesos)
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			Fuente: Elaboración propia con datos del pei publicados por Conacyt. Recuperado de https://www.conacyt.gob.mx/images/pdfs_conacyt/PEI_Beneficiarios_2009-2018.xlsx

			De los 4,781 proyectos aprobados se tomó una muestra sistemática aleatoria de 374 casos/proyectos, con un 95 por ciento de confianza y 5 por ciento de no respuesta, para estimar el tipo de desarrollo que se apoyó a partir del título de los proyectos.201

			Gráfica 3

			Proinnova: apoyos por tamaño de empresa vinculada
(millones de pesos)
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			Fuente: Elaboración propia con datos del pei publicados por Conacyt. Recuperado de https://www.conacyt.gob.mx/images/pdfs_conacyt/PEI_Beneficiarios_2009-2018.xlsx

			En este sentido, los proyectos se clasificaron bajo los siguientes rubros: ingeniería y desarrollo de software, desarrollo de nuevos productos, desarrollo de nuevos procesos, capacidades de gestión y escalamiento donde se incluyeron tareas como robustecimiento de centros de i-d, diseño de prototipos, pruebas piloto y estudios de factibilidad y, por último, desarrollo de capacidades para fortalecer la innovación tecnológica. El tipo de proyectos se organizó, además, cruzando la información entre aquellos que se vincularon con alguna ies y los que realizaron el desarrollo por su cuenta. Los resultados que arroja esta clasificación se pueden apreciar en el cuadro 2, donde se muestra el número y monto de los proyectos apoyados por tipo de actividad.

			Cuadro 2

			Número y monto de proyectos apoyados para las Mipymes 
por tipo de actividades de innovación, 2012-2018
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			Fuente: Elaboración propia con datos del pei publicados por Conacyt. Recuperado de https://www.conacyt.gob.mx/images/pdfs_conacyt/PEI_Beneficiarios_2009-2018.xlsx

			Además, debido a la importancia que tiene para el pei el apoyo a las Mipymes, se incluyó el dato de este tipo de empresas en cada una de las actividades. Siguiendo con el argumento del texto, como se verá también en los resultados del fit, si bien el mayor número de proyectos apoyados corresponde al diseño de nuevos productos, también hay una importante cifra de ellos para apoyar actividades que corresponden a generar capacidades de gestión y de escalamiento, indispensables para concretar los conocimientos transferidos en una innovación. Otro dato interesante es que la mayoría de los casos revisados recibieron el apoyo de una ies, lo cual era previsible dado que más del 90 por ciento del total de proyectos apoyados por el pei trabajan bajo un esquema de vinculación. 

			Como se observa en el cuadro 2, el desarrollo de capacidades de gestión y escalamiento en las Mipymes, ocupa un lugar importante en el tipo de fondos solicitados sobre todo cuando los proyectos no cuentan con el respaldo de una ies, lo anterior se explica debido a que estas empresas necesitan desarrollar capacidades que, en principio, les permitan la asimilación de tecnologías para después generar sus propias innovaciones. Por el contrario, cuando los proyectos están vinculados con una ies lo que predomina es el desarrollo de nuevos productos, de software y de nuevos procesos. Las empresas necesitan de capacidades tecnológicas, de gestión y escalamiento para poder asimilar y desarrollar nuevos procesos, productos y software.

			El Fondo de Innovación Tecnológica (fit) es un fondo sectorial de la Secretaría de Economía (se) y del Conacyt para promover la innovación tecnológica, a través de nuevos emprendimientos de base tecnológica y el apoyo a empresas ya establecidas a partir de la innovación y el incremento de su competitividad. El fit surge en 2002 en el marco del Fondo Sectorial de Ciencia y Tecnología para el Desarrollo Económico y, durante el sexenio peñista, se tomó en consideración un enfoque de política industrial regional y sectorial como quedó establecido en el peciti 2014-2018. Desde su inicio estuvo dirigido a personas físicas con actividad empresarial, Mipymes y grandes empresas que involucraran la participación de las primeras (De León et al., 2016). El fit, además, apoya proyectos desde áreas establecidas como prioritarias para el desarrollo de tecnologías transversales, tales como: nuevos materiales, nanotecnología, electrónica, tic y biotecnología (Villavicencio, 2009).

			Este fondo se distingue de otros, en que cubre una etapa crucial en el ciclo de desarrollo de un producto o servicio, mediante el apoyo de actividades de desarrollo y de validación tecnológica y de mercado, compartiendo el riesgo con las empresas y acelerando la curva de desarrollo. En varios de los trabajos de evaluación del fit revisados para construir este capítulo (De León et al., 2016; Fuentes Castro et al., 2012; 2015) se reporta que los beneficiarios del Fondo recurrían a otras instancias para complementar el financiamiento ofrecido por el fit, como Finnova de Conacyt y del Fondo Pyme de la se, así como de algunos consejos o secretarías de Ciencia y Tecnología estatales (coecyt y siicyt). En algunos casos, también se recurrió a fondos internacionales en España y Estados Unidos, y privados en donde se logró la obtención de recursos; aunque en la mayoría de los casos se trabajó con recursos de la propia empresa o del empresario beneficiado (De León et al., 2016). El cuadro 4 muestra la variación anual del promedio del porcentaje de apoyo recibido por proyecto frente al costo total del desarrollo aprobado.202 Como se puede ver, en 2015 y 2016 este porcentaje aumentó sustantivamente.

			Cuadro 4

			Porcentaje del apoyo recibido frente al costo total del proyecto
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			Fuente: Elaboración propia con datos de padrón de beneficiados por año del 2013 al 2016 publicados por Conacyt.

			El Fondo se reguló mediante reglas de operación aprobadas por la Junta de Gobierno del Conacyt y por el Comité Técnico y de Administración del propio fit. Para la evaluación de las propuestas presentadas, contó con una Comisión de Evaluación (Ceval) integrada por científicos, tecnólogos y empresarios especialistas en la materia, designados por la se y el Conacyt. La comisión era la encargada de definir los mecanismos, instancias y criterios de evaluación (De León et al., 2016).

			Del 2012 al 2018, el fit apoyó 124 proyectos con un costo total de 342’819,298 pesos que se ubican en distintas áreas, entre las que destacan los sistemas de manufactura avanzada, industria agroalimentaria, ingeniería y desarrollo tecnológico y biotecnología.203 El financiamiento del fit puede ser hasta del 50 por ciento (en algunos casos) del total del proyecto presentado. En la gráfica 4 se muestra el monto aprobado por Conacyt según el tamaño de la empresa.

			Gráfica 4

			Monto aprobado por tipo de empresa
(millones de pesos)
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			Fuente: Elaboración propia con datos del Padrón de beneficiados publicado por Conacyt, 2013-2016.

			Como se observa en la gráfica 4, el monto mayor fue destinado a micro y pequeñas empresas. Las principales entidades apoyadas por el fit fueron Ciudad de México con 25 proyectos, Nuevo León 23, Jalisco 9 y Guanajuato 8. Por otro lado, casi el 50 por ciento de los proyectos apoyados por el fit se llevaron a cabo con la colaboración de alguna Institución de Educación Superior. Las áreas que fueron mayoritariamente apoyadas son: agroalimentaria con 20 proyectos, sistemas de manufactura avanzada con 19 y biotecnología con 8. 

			Siguiendo los criterios bajo los que también se clasificaron los proyectos apoyados por el pei, las actividades de innovación que se favorecieron, según se deduce del título de los proyectos y del número de iniciativas apoyadas en cada uno de ellos, se muestra en el cuadro 5, donde se observa que hay un fuerte apoyo a las actividades de gestión y escalamiento que son las que permiten concretar los procesos de innovación. También hay una importante actividad de desarrollo de nuevos productos que refleja una estrategia de diversificación para entrar a nuevos mercados.

			Cuadro 5

			Número de proyectos apoyados por actividad de i+d

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con datos del Padrón de beneficiados publicado por Conacyt, 2013-2016.

			El tercer programa de apoyos directos que funcionó durante el sexenio que analizamos fue el Fondo Sectorial de Innovación Secretaría de Economía-Conacyt Finnova, creado en 2010 por instrucciones del Comité Intersecretarial para la Innovación como un instrumento de política pública para impulsar la innovación. El fideicomiso tenía como propósito: incrementar la base de las empresas en innovación, incentivar el desarrollo de bienes públicos y/o proyectos con altas externalidades que impulsen la innovación en el país y fortalecer la vinculación entre el sector privado y las instituciones generadoras de conocimiento. El financiamiento se otorgaba a través de subsidios parciales o totales (bonos para innovación y transferencia del conocimiento) que impulsaron la innovación empresarial, la creación de oficinas de transferencia de conocimiento y el fortalecimiento de los vínculos de la industria con la academia (Red Interamericana de Competitividad, 2015).

			Desde 2012 (Conacyt, 2018b), a dicho fondo se agregaron nuevas convocatorias y objetivos. Por ejemplo, en 2015 se apoyó a los proveedores del sector automotriz para desarrollar una cadena de valor innovadora y en 2018 se otorgaron tres fondos para la reactivación económica del estado de Campeche (Secretaría de Economía, 2018). Durante este sexenio, el fideicomiso del Finnova estuvo constituido a partes iguales por fondos de la Secretaría de Economía y de Conacyt, y fue administrado por un Comité Técnico constituido por dos representantes de la primera, dos del segundo y tres de los sectores científicos, tecnológicos y académicos. Los apoyos del Finnova se organizaron en las distintas convocatorias que se presentan en el cuadro 6.

			Como se aprecia en el cuadro 6, todas las convocatorias del Finnova estaban dirigidas a los distintos actores que integran el sistema de innovación, en donde destaca el impulso a las Oficinas de Transferencia de Tecnología (ott). La participación de estos actores se presenta en la gráfica 5, donde se observa que las empresas que fueron los actores que más participaron (571 de los 965 que participaron en el programa los seis años analizados) recibieron el 41 por ciento del total otorgado que en pesos fue poco más de 425 millones de pesos.

			La convocatoria más apoyada fue la de Creación y fortalecimiento de oficinas de transferencia de conocimiento en sus dos modalidades: Bonos de servicios para la innovación, que recibió un 38.24 por ciento del total del presupuesto, y Bonos para la transferencia del conocimiento, que recibió poco más de un 5 por ciento, lo que en total hace un 43 por ciento del total de los fondos otorgados en el programa. Estas dos acciones favorecen la vinculación entre las empresas y las ies y constituye un incentivo para que las empresas inviertan en i+d. El comportamiento de los apoyos puede verse en la gráfica 6.

			Cuadro 6

			Características del Finnova
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			Fuente: Elaboración propia con datos de Conacyt, 2013 y 2015.

			Gráfica 5

			Monto de apoyo por tipo de institución, 2012-2018
(millones de pesos)
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			Fuente: Elaboración propia con datos del Padrón de Beneficiarios de Prosoft Innovación Fondo sectorial de Innovación 2011-2018. Recuperado de https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/43304/Convocatoria_Desarrollo_Proveedores_Version_FINAL.pdf

			Como el pei, el Finnova apoyó también fuertemente el desarrollo de capacidades de innovación. A manera de ejemplo podemos citar la labor de certificación de las Oficinas de transferencia tecnológica, donde participaron 117 oficinas sin gasto para el Conacyt. Otra actividad de formación fue el desarrollo de capacidades empresariales donde participaron 137 actores y que sólo significó el 3.6 por ciento de los apoyos del programa (Conacyt, 2015). También apoyan a los consultores tecnológicos que, en ocasiones, pueden atender las necesidades de asesoría o desarrollo tecnológico de las empresas con mayor oportunidad que las ies o los centros de investigación.

			Gráfica 6

			Monto del apoyo por tipo de convocatoria y participación por tipo de institución
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			Fuente: Elaboración propia con datos del Padrón de Beneficiarios de Prosoft Innovación Fondo sectorial de Innovación 2011-2018. Recuperado de https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/43304/ConvocatoriaDesarrollo_Proveedores_Version_FINAL.pdf

			En cuanto a los sectores más favorecidos por el programa, destacan el de Tecnologías de Información que recibió un 21.2 por ciento de los apoyos, seguido por el de biotecnología (recordemos que había una convocatoria especial para este sector) que recibió el 19.1 por ciento. Ambos son transversales y, sobre todo, las tecnologías de información pueden favorecer el diseño de procesos y formas de administración más eficientes, que se constituyen en ventajas comparativas y para varios sectores de la economía (Pérez, 2010). En el contexto actual de la pandemia las capacidades desarrolladas en estos dos sectores se han vuelto indispensables, pensemos por ejemplo en cómo las tic permiten resolver infinidad de problemas (educación, abastecimiento, fortalecimiento de vínculos); sin dejar de mencionar el papel de la biotecnología para atacar los problemas derivados del Covid-19. La gráfica 7 muestra los sectores más apoyados por este programa.

			Por último, las entidades que mayormente fueron apoyadas por este programa fueron cdmx con 299 millones, Nuevo León con 120 y Jalisco con casi 71 millones.

			Gráfica 7

			Monto del apoyo por sectores principales, 2012-2018
(millones de pesos)
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			Fuente: Elaboración propia con datos del Padrón de Beneficiarios de Prosoft Innovación Fondo sectorial de Innovación 2011-2018. Recuperado de https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/43304/ConvocatoriaDesarrollo_Proveedores_Version_FINAL.pdf

			El programa de estímulos fiscales

			A diferencia de los subsidios directos como el pei y el fit, que se dirigen a pequeñas empresas, que tienen y/o comienzan proyectos innovadores, pero que carecen de recursos propios o acceso a financiamiento para capitalizarse, el programa de Estímulo Fiscal a la Investigación y Desarrollo de Tecnología (efidt) está dirigido a las grandes empresas, otorgándoles créditos que, en general, se ha visto son más adecuados para realizar actividades de i+d en las empresas que tienen los medios para invertir por su cuenta en actividades de innovación.

			El antecedente es el Programa de Estímulos Fiscales al Gasto en Investigación y Desarrollo de Tecnología (pefidt), que funcionó entre 2001 y 2008, y que buscó otorgar un crédito fiscal de hasta 30 por ciento del gasto en desarrollo tecnológico de las empresas, incluyendo la formación del personal dedicado a i+d. En dicho programa la selección de participantes estaba a cargo de un comité integrado por el Conacyt y las secretarías de Economía y de Hacienda. El programa tuvo una importante demanda, pero presentó problemas. El primero fue que los estímulos fueron aprovechados mayoritariamente por las grandes empresas; el segundo, que las empresas utilizaron los recursos en actividades que no necesariamente estaban relacionadas con el desarrollo tecnológico. Por ello, en 2009 fue sustituido por el pei, como ya se mencionó anteriormente, dando un mayor apoyo a las Mipymes (Conacyt, 2017).

			La inclusión nuevamente de los incentivos fiscales en años posteriores formó parte del Plan Nacional de Desarrollo 2012-2018, en el cual la ciencia, la tecnología y la innovación fueron establecidas como prioridades nacionales. Así, el Conacyt con la asistencia de la cepal y bmz/giz (The Federal Ministry for Economic Cooperation and Development de Alemania) elaboró la legislación que recomendó retomar el estímulo en forma de crédito fiscal, con el mismo porcentaje de los gastos e inversiones en i+d, de manera que se puso en práctica a partir de 2017.

			La aplicación a los fondos estaba dirigida a las empresas, que tuvieran al menos tres años realizando i+d, a proyectos que no estuvieran siendo apoyados por otros programas del Conacyt, y que el monto del proyecto tuviera un incremental respecto al promedio de gasto en i+d de los tres años anteriores. Para asignarlo se planteó que las empresas promediaran el dinero invertido en i+d en los tres años anteriores, de manera que el subsidio podía ser hasta del 30 por ciento de lo superado al promedio invertido. Así si el promedio de los años anteriores era de 10 millones y el año en que se solicitaba el apoyo se planeaba gastar 20, se otorgarían exenciones fiscales hasta por 3.3 millones. El estímulo otorgado era acreditable contra el isr de los contribuyentes y podía ser ejercido en un periodo de 10 años, hasta agotarlo (edfit, 2017).

			La ventaja de los créditos fiscales es que, si bien tienen efectos de mediano a largo plazo y menor en el corto, son más rápidos en el fomento de la innovación que los subsidios directos, como el pei, fit y Finnova, debido a que los desarrollos que se hacen en las empresas bajo este esquema son útiles para su desempeño. Además, si bien pueden contribuir a una concentración alta en i+d, también ayudan a que las empresas mantengan su liderazgo en el mercado y sean competitivas. Este es un modelo muy seguido en los países que dedican un alto porcentaje del pib al desarrollo tecnológico y casi siempre se complementa con el de apoyos directos pues estimulan cosas diferentes. Los subsidios directos suelen estimular la vinculación entre los actores del sistema de innovación y la integración de capacidades, mientras que los estímulos fiscales favorecen al desarrollo tecnológico y estimulan el monto de la inversión en tecnología.

			En los años que operó el programa se apoyó un total de 62 proyectos, 45 en 2017 y 17 en 2018. El monto total de los apoyos fue de 843’367,478.60 pesos. Las principales entidades que los recibieron fueron Ciudad de México, Jalisco, Nuevo León, Puebla y Guanajuato. Se apoyaron las áreas de: ingeniería y tecnología (70 por ciento), ciencias agropecuarias y biotecnología. Entre los principales sectores estuvieron: automotriz, alimentos y farmacéutica. En cuanto a los apoyos las empresas de acuerdo con el Informe edfit (2018), se calcula que pusieron 4.84 pesos por cada peso recibido. El impacto de los proyectos estuvo dirigido a la generación de empleos, la competitividad y establecimiento de redes de negocios. 

			Conclusiones

			A lo largo del capítulo, se mostró el rumbo que siguió la política tecnológica durante el periodo gubernamental de 2012-2018, para ello se describieron las características y el manejo de cuatro programas. Los tres primeros el pei, el fit y el Finnova corresponden a fondos de transferencia directa, mientras que el edifit se vincula con estímulos fiscales a empresas que hacen innovación. Si bien los cuatro programas fueron creados durante los sexenios previos, quizá en este periodo, el gobierno colocó el acento en el fomento a la vinculación entre los actores que participan en el sistema de ciencia, tecnología e innovación. Por otro lado, y como se mostró también, en este periodo hubo un fuerte impulso al desarrollo de las capacidades de gestión, vinculación y escalamiento que acompañan y posibilitan primero, la asimilación y después, el desarrollo de nuevas tecnologías. Lo anterior se refleja en un mayor desarrollo social y económico para las empresas y localidades donde están ubicadas.

			La inversión en desarrollo tecnológico es básica para el crecimiento de los países. Como se mostró en el segundo apartado de este capítulo, los países asiáticos inician su despegue a partir de estrategias de catching up buscando adquirir y adaptar la tecnología extranjera, para crear las bases para impulsar una tecnología propia. Para ello el Estado juega un importante papel, debido a que el respaldo público a la i+d puede aumentar la liquidez y fortalecer las finanzas en las empresas, lo que permite que inviertan en proyectos de innovación. Por otro lado, los instrumentos de fomento pueden estimular, la acumulación de capacidades y conocimientos de las empresas que al encontrar soluciones para mejorar procesos, productos, organizacionales o sistemas de comercialización son más competitivas en su sector; a la vez, la participación de grupos de investigación en este proceso confiere nuevas habilidades a los investigadores para transformar el conocimiento producto de sus investigaciones en conocimientos útiles (Asheim, 2007). A lo que se suma que muchas veces la solución de un problema tecnológico lleva al planteamiento de nuevas líneas de investigación. Es por lo que los incentivos para promover y financiar la i+d en las empresas, incluyendo los que apoyan las actividades de gestión y escalamiento de tecnología, favorecen la transmisión de conocimientos entre los distintos actores.

			En concordancia con lo anterior en México, durante el sexenio del presidente Peña Nieto, los programas de subsidios directos (pei, el fit y Finnova) estuvieron dirigidos, principalmente, a las micro, pequeñas y medianas empresas para estimular la generación de capacidades tecnológicas y a la adopción de tecnologías. En este sentido podemos resaltar que 75.6% de las empresas apoyadas por el pei y casi el 100% del fit fueron Mipymes. Los programas también estimularon la vinculación entre ies y sectores industriales: el 90 por ciento de los proyectos del pei y el 50 por ciento de los del fit son proyectos conjuntos entre empresas e ies. Por su parte, Finnova tuvo un fuerte impacto en la generación de capacidades, a partir de las convocatorias para la creación de oficinas de transferencia de conocimientos y, para la formación de competencias de transferencia, a nivel regional. Bajo estos programas se apoyó a los distintos actores que participan en el sistema de innovación, que van de organizaciones no gubernamentales a las empresas públicas y privadas, pasando por oficinas gubernamentales y centros públicos de investigación y desarrollo. El edifit, por su parte, se centró en estimular el desarrollo tecnológico de empresas medianas y grandes que ya tenían esta práctica. El uso de ambos esquemas ha sido bastante explorado (ocde, 2015) y es seguido por países como Corea del Sur, entre otros. 

			Además, lo anterior muestra que el tipo de apoyos debe establecerse de acuerdo con el tamaño de empresas y con el sector en el que están ubicadas, y aun regionalmente. Así, por ejemplo, en las Mipymes muchas veces se tiene que iniciar con la formación de capacidades tecnológicas que permitan: primero, conocer el tipo de tecnologías adecuadas a sus procesos productivos y, segundo, cuando los desarrollos llegan a la empresa, transitar por un periodo de asimilación. En contraste, las grandes empresas, sobre todo las de sectores tradicionales, requieren fi­nanciamiento para desarrollar innovaciones incrementales, al tiempo que necesitan asimilar a sus procesos productivos tecnologías de punta, como las que se vinculan a la industria 4.0.

			Así, uno de los primeros resultados de los programas descritos es la generación de nuevos conocimientos y capacidades para empresas e ies que, a mediano y largo plazo, otorgan ventajas competitivas para el sector industrial, nuevas líneas de investigación para las ies, así como formas de organización innovadoras (Stoney apud Martin, 2016) en las regiones donde están ubicadas. Otro resultado para las empresas ha sido que los apoyos en i+d tienen efectos heterogéneos, en el corto y mediano plazo, en el aumento del empleo y en su participación en el mercado. Además, y como estuvo planteado en los programas de subsidio directo, el soporte público a las actividades de i+d puede jugar un papel de habilitador o de puente, ayudando a las firmas a acceder de otra manera al conocimiento no disponible o nuevo (Vanino et al., 2019).

			Al revisar algunos de los trabajos que se han hecho a propósito de los programas, encontramos que, al referirse a la innovación, suelen dar mayor importancia a los cambios tecnológicos radicales; y no se visibilizan como necesarias las actividades de gestión, formación de capacidades y las mejoras incrementales; visión que, parece ser, ha sido retomada por el Conacyt de la nueva administración. Sin embargo, para nuestro país el retomar actividades de gestión, asimilación y mejoramiento como factores indispensables para el desarrollo tecnológico, es fundamental si consideramos el tipo de industrias que tiene México, que son mayoritariamente manufacturas tradicionales y/o commodities, y un aún pequeño sector de base tecnológica.

			Es por ello por lo que, en este capítulo se hizo especial énfasis en la relevancia de las innovaciones incrementales, así como en las actividades que apoyan el proceso innovador, tales como la integración de capacidades, mejoras graduales en productos y procesos, y la gestión y escalamiento. Es en ese sentido que consideramos que, aunque todavía no se ha hecho una evaluación más amplia sobre los resultados e impacto de los programas, pues solamente pueden ser medidos en el mediano y largo plazo, los instrumentos analizados muestran que han fomentado el desarrollo de capacidades, pero sobre todo han puesto en comunicación y colaboración a los diferentes actores que demandan y ofrecen conocimientos y tecnología en los principales sectores económicos del país, al igual que en las entidades con mayor concentración industrial donde existen clústeres y sistemas estatales de innovación.

			Algunas de las cuestiones que quedaron pendientes en el peciti 2014-2018 son: en primer lugar, que no se alcanzó el porcentaje de inversión del pib previsto para las actividades de apoyo a la cti. De igual manera, tampoco se logró que las empresas destinen mayor financiamiento a las actividades de i+d. Finalmente, los apoyos al desarrollo tecnológico no consiguieron estimular el desarrollo industrial en otras regiones. Resultado de la desarticulación de la política de cyt con otras políticas públicas que no han incentivado el desarrollo de las regiones del sur principalmente. 

			En la administración subsecuente del Conacyt (2018-2024) ha habido reiterados cuestionamientos de la dirección de Conacyt, destacando el mal uso de los recursos destinados a apoyar la innovación de las empresas en los sexenios anteriores, refiriéndose especialmente a los fondos de transferencia directa como el pei, el fit y el Finnova. En principio, se sostuvo que los fondos del Programa de Estímulos a la Innovación habían sido un subsidio a las grandes empresas, asunto que, como se demostró en este capítulo, no se apega a la verdad. Por otro lado, también se señaló que los apoyos no habían culminado en innovaciones concretas, sin considerar que, como ocurre en otros países, para lograr un desarrollo tecnológico se tiene que comenzar por apoyar el desarrollo de capacidades entre los actores que forman parte del sistema de innovación. Como resultado de lo anterior, es necesario señalar, por una parte, que el único programa que se renovó en la convocatoria del Conacyt del 2020 fue el edifit, con un esquema casi idéntico al que se siguió durante el sexenio de Peña Nieto, que favorece la participación de medianas y grandes empresas que tienen capacidades de innovación más o menos consolidadas y cuentan con recursos para desarrollar innovaciones. La continuación de este estímulo por la administración actual permite tomar en consideración el gasto de las empresas en proyectos de i-d, para que aparezca como un incremento a los fondos gubernamentales en i-d. Por otro lado, es muy importante señalar que, al desaparecer los programas de transferencia directa apoyados en diferentes fideicomisos, se dejan de apoyar a las Mipymes; con ello, el dinero que el Conacyt no designa a proyectos de desarrollo tecnológico no se invierte en desarrollo científico.
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			Capítulo X
  Consorcio Nacional de Recursos de Información  Científica y Tecnológica (Conricyt)
  Adolfo Rodríguez Gallardo204

			Introducción

			En México, hasta 2010 el acceso a la información académica —tanto científica como social y humanista— se encontraba restringido a unas cuantas Instituciones de Educación Superior (ies) e Investigación. La disparidad en el acceso a recursos documentales era muy grande: algunas entidades no tenían acceso a ningún recurso, otras sí, pero éste era limitado, y sólo una minoría contaba con recursos documentales en sus bibliotecas tal como en las instituciones de países desarrollados. La mayoría de las ies no destinaban recursos financieros al desarrollo de colecciones documentales, en particular a la suscripción de revistas y bases de datos en forma permanente. Esta situación contribuía a una formación deficiente y un bajo índice en trabajos aceptados para su publicación en revistas de alto impacto; es decir, perjudicaba la enseñanza, especialmente la de posgrado, y la investigación, que se veían condicionadas por una información escasa, de mala calidad y desactualizada.

			La información relevante y fidedigna es uno de los componentes básicos de la investigación; es tan importante como las sustancias y los equipos empleados en las investigaciones de laboratorio o de campo. Y, como ocurre con las sustancias y los reactivos, la información no puede ser sustituida. La carencia de información, además de retrasar la formación de recursos humanos, dificulta la investigación y la publicación de sus resultados. Esto último constituye el indicador internacional del estado de la ciencia y tecnología en las naciones.

			Este trabajo tiene como objetivo describir brevemente el esfuerzo interinstitucional realizado por más de ocho años para democratizar el acceso a la información científica especializada y cerrar la brecha entre quienes lo tenían y quienes no, al considerarse un aspecto fundamental para la creación de nuevo conocimiento y el desarrollo de la investigación en México.

			Un consorcio de información para México

			En el ámbito bibliotecario, a partir de la segunda mitad del siglo xx, se establecieron diferentes tipos de consocios para impulsar el trabajo colaborativo. Aunque no siempre fueron denominados como tales, todos ellos tenían el propósito de dar solución de forma conjunta a algún aspecto del trabajo bibliotecario. Así, por ejemplo, se unieron bibliotecas que tenían el propósito de asegurar la compra de libros y revistas de una región determinada o sobre algún tema específico; también se conjuntaron esfuerzos para catalogar y clasificar los libros y evitar la duplicación en estas actividades que representaban costos elevados y demora en los tiempos en que un libro se ponía a disposición de los lectores. 

			Por el elevado precio de las suscripciones a las revistas científico/técnicas y bases de datos, surgieron los consorcios que tenían como principal propósito adquirir colecciones hemerográficas; el desarrollo de la computación y la posibilidad de transmitir la información vía electrónica facilitó la consulta de materiales por usuarios de diversas instituciones en forma simultánea y concurrente y favoreció la proliferación de los consorcios para la adquisición de materiales hemerográficos en formato electrónico.

			En México, a finales del siglo pasado se había planteado la posibilidad de establecer un consorcio que adquiriera en forma cooperativa suscripciones a las revistas y bases de datos más importantes; que extendiera el acceso a esos recursos a la mayor cantidad de instituciones y sus comunidades académicas; que fortaleciera la enseñanza superior, especialmente el posgrado, y que impulsara una producción científica de mayor calidad y una mejora en las publicaciones nacionales. El consorcio pretendía que el problema de la disparidad en el acceso a la información se resolviera con una acción conjunta; que sus integrantes se responsabilizaran de ello, y que no fuera exclusivamente una solución gubernamental paternalista. Se buscaba que la participación institucional individual y colectiva provocara un mayor compromiso al ofrecer servicios de información actualizados en las bibliotecas de las instituciones de educación superior y de investigación.

			Entre las instituciones que tenían acceso a ricas colecciones, que no eran más de una docena, se encontraban la Universidad Nacional Autónoma de México (unam), la Universidad Autónoma Metropolitana (uam), el Centro de Investigación y Estudios Avanzados del Instituto Politécnico Nacional (Cinvestav), la Universidad de Guadalajara (udg) y el Instituto Politécnico Nacional (ipn). Además de estas instituciones, la mayoría de las universidades e instituciones de educación superior contaban con unas cuantas revistas e incluso hubo quienes no tenían acceso a ninguna.

			La idea de establecer un consorcio para adquirir en sociedad las revistas y bases de datos fue planteada por la unam desde 1999, sin que se hubiera podido concretar por diversas razones. Resultaba evidente que la educación superior profesional y de posgrado no tenía acceso a la literatura científica de mayor impacto, y el poco que se tenía estaba limitado por la ausencia de recursos presupuestales destinados a mantener las suscripciones a publicaciones periódicas y bases de datos:

			El mantenimiento de accesos actualizados y amplios a bancos de datos nacionales e internacionales, sistemas de información, revistas científicas electrónicas, artículos y libros en texto completo, entre otros, por las instituciones de educación superior y centros de investigación es una condición mínima para el trabajo de los investigadores e imprescindible para la formación de recursos humanos de alto nivel (posgrado) (Ontiveros y Sánchez de la Barquera, 2018: 2).

			La mayoría de las instituciones consideraba que era obligación de la Secretaría de Educación Pública (sep) la adquisición de recursos bibliográficos, por lo que se limitaban a adquirir recursos documentales cuando el dinero del Programa Integral de Fortalecimiento Institucional (pifi) estaba destinado a tal fin. Sin embargo, como no todos los años los recursos del pifi se dedicaban a este objetivo, el resultado fue obvio: sólo se tenía acceso a colecciones documentales pobres y discontinuas, y en la mayoría de las instituciones no existía una partida regular para el enriquecimiento de las colecciones hemerográficas. Esta falta de compromiso de las ies en ofrecer a sus comunidades acceso a lo mejor de la literatura científica influía en una deficiente formación de los alumnos y una investigación que además de ser escasa no poseía mayor relevancia. Se pretendía que, a través del consorcio dedicado a la adquisición conjunta de recursos electrónicos, se asegurara el acceso simultáneo a la literatura científica de calidad para todas las instituciones de educación superior, públicas y privadas.

			Según un diagnóstico realizado por el Consejo Nacional para Asuntos Bibliotecarios (Conpab) entre las bibliotecas afiliadas, en el que se excluyó a la unam para evitar sesgos, las ies contaban con las colecciones de libros que se resumen en el cuadro 1.

			Cuadro 1

			Resumen del diagnóstico de las bibliotecas de ies afiliadas a Conpab-ies, 1993-2013. 
Existencia de colecciones: libros

			[image: ]

			Fuente: Conpab-ies (2015), Diagnóstico de las bibliotecas de Instituciones de Educación Superior e Investigación afiliadas al Conpab-ies 1993-2013, pp. 40-41. Recuperado de http://www.conpab.org.mx/Documentos/Publicaciones/DiagnosticoBibliotecas%20CONPAB_2015.pdf

			Como se observa, de 33 instituciones, 30 tenían menos de 300,000 volúmenes y solamente tres sobrepasaban esa cantidad. Si se pudiera saber cuántos de esos volúmenes estaban duplicados, desactualizados o en mal estado, encontraríamos que los recursos disponibles eran exiguos. 

			Debe notarse que ninguna ies tenía en su haber un millón de libros, y el asunto se torna más preocupante si se considera que la mayoría de los materiales no habían sido adquiridos para apoyar una docencia actualizada o impulsar la investigación.

			Es evidente también la desigualdad con respecto de la colección hemerográfica. El cuadro 2 sintetiza la situación. Así como en la colección anterior, se omitió una institución que queda fuera de rango al reportar una colección de 21,502 títulos de revistas,205 una que no proporcionó información, y cuatro más que no tenían colección hemerográfica.206 Por ello, el cuadro se refiere a 28 ies.

			Cuadro 2

			Resumen del diagnóstico de las bibliotecas de ies afiliadas al Conpab-ies, 1993-2013. 
Existencia de colecciones: revistas
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			Fuente: Conpab-ies (2015), Diagnóstico de las bibliotecas de Instituciones de Educación Superior e Investigación afiliadas al Conpab-ies 1993-2013, pp. 40-41. Recuperado de http://www.conpab.org.mx/Documentos/Publicaciones/DiagnosticoBibliotecas%20CONPAB_2015.pdf

			En el sistema educativo mexicano, el acceso a información científica actualizada y variada no se consideraba una necesidad; la enseñanza se basaba en libros de texto, oficiales o no, pero únicos, de manera que los estudiantes y los profesores no necesitaban buscar información complementaria sobre un tema. El profesor se limita a enseñar lo que dice el libro y, de la misma forma, el alumno se conforma con estudiar en su libro. Hay casos en los que los estudiantes ni siquiera tenían un libro de texto, sino que estudiaban en fotocopias o en los apuntes que tomaban durante la exposición de los profesores. Por situaciones como la anterior, es casi imposible que los estudiantes valoren la información científica, pues el sistema educativo no les enseña a privilegiar su utilización.

			Los dos cuadros anteriores nos ayudan a comprender la gravedad de la pobreza de las colecciones con que contaban las instituciones de educación superior e investigación.

			En el gobierno de Felipe Calderón, el Conacyt estuvo bajo la dirección de Juan Carlos Romero Hicks y la dirección adjunta a cargo de José Antonio de la Peña, personajes que, por su formación y experiencia, se mostraron sensibles a la necesidad de crear una instancia de cooperación que permitiera que la mayoría de las instituciones de educación superior e investigación tuvieran acceso a la mejor literatura académica que se publica en el mundo.

			Con la participación de un puñado de instituciones, se iniciaron los trabajos para establecer un Consorcio Nacional de Recursos de Información Científica y Tecnológica (Conricyt) que tuviera como principales objetivos, mas no únicos, la adquisición cooperativa de recursos documentales y el libre acceso de éstos a las comunidades académicas. Como se describe adelante, los objetivos se ampliaron y se enfrentaron retos que no eran consecuencia del accionar de Conricyt, sino de la realidad educativa del país.

			El primer resultado fue la firma de una carta de intención para el establecimiento del consorcio. Con esta acción se formalizó el deseo de establecer una cooperativa ante el cambio del gobierno federal que ocurriría en breve. En orden alfabético, las nueve instituciones que firmaron la carta fueron: Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (anuies), Centro de Investigación y Estudios Avanzados del Instituto Politécnico Nacional (Cinvestav), Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt), Corporación Universitaria para el Desarrollo de Internet (cudi), Instituto Politécnico Nacional (ipn), Secretaría de Educación Pública (sep), Universidad de Guadalajara (udg), Universidad Autónoma Metropolitana (uam), Universidad Nacional Autónoma de México (unam) y Secretaría de Educación Pública (sep). Es notorio que no todas ellas tienen actividades docentes y de investigación, pero sí están relacionadas con la educación superior. Sólo cinco de las nueve eran directamente responsables de ofrecer recursos documentales a los miembros de su comunidad. 

			A la carta de intención siguió la formalización de un acuerdo que contenía los puntos de vista de los participantes, las fuentes de financiamiento y el proceder para integrar los órganos de gobierno y su supervisión a través de cuerpos colegiados. Con respecto al financiamiento, se determinó que los integrantes aportarían anualmente una cantidad que se definiría en función de su tamaño; así, la institución más grande, la unam, contribuía con el 20-25 por ciento de los costos de suscripción de las colecciones. Por otra parte, se establecieron cuatro cuerpos colegiados: el Comité Directivo, la Comisión de Planeación y Análisis, la Comisión de Selección de Materiales y Adquisiciones y la Comisión de Desarrollo Tecnológico; los últimos tres rendían informes sobre sus actividades al Comité Directivo integrado por los representantes de las nueve instituciones participantes bajo la coordinación de Conacyt.

			Si bien en los órganos colegiados participaban los representantes de las instituciones fundadoras, no tenían un carácter democrático, sino técnico. No se pretendía ser democráticos, como órganos de dirección, lo que se ambicionaba era democratizar el acceso a la literatura científica; se aspiraba a que ninguna institución careciera de acceso a recursos de información por falta de presupuesto. En 2019, con la transición del gobierno federal este objetivo fue desestimado y, de acuerdo con la dirección del Conacyt, se carecía de democracia por el hecho de que todas las instituciones beneficiadas por los servicios brindados por el Conricyt no habían participado en la elección de los cuerpos de gobierno. Bajo el argumento de la falta de democracia, se atacó la integración y operación del Conricyt.

			El Conricyt inició actividades en 2011, y desde ese momento discutió si debía invitarse a formar parte de él a las instituciones de investigación que no dependieran de una universidad, también discutió si se debía facilitar la incorporación de las instituciones privadas dedicadas a la enseñanza superior e investigación. En todos los casos la respuesta fue afirmativa, pues prevaleció la idea de ser lo más incluyente posible y se consideró que la incorporación de las instituciones privadas redundaría en beneficio de la educación superior y de la investigación del país.

			Resultados del consorcio: incremento en el 
número de recursos de información para las IES

			Los primeros recursos que adquirió el consorcio en el año de 2010 entraron en operación al siguiente año y fueron los siguientes: las cuatro editoriales más grandes que producían el mayor número de títulos, el Institute of Electrical and Electronics Engineers (ieee), Elsevier Science, American Association for the Advancement of Sciene (aaas) y Springer. También se contrataron dos bases de datos: Thomson Reuters y American Mathematical Society (ams), y por último dos agregadores o recopiladores de información que fueron Ebsco y Cengage Learning.

			Los datos más relevantes relacionados con el fortalecimiento de los recursos del Conricyt se pueden observar en la gráfica 1, que sintetiza el incremento en el número de recursos de información.

			Gráfica 1

			Recursos de información, 2011-2017
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			Fuente: Conricyt (2018).

			En unos cuantos años, la cantidad de recursos de información se multiplicó; si en 2011 se contrataron 10 recursos, para 2017 se habían incrementado en 1,770 por ciento. La integración de la colección 2017 se ilustra en el cuadro 3.

			Cuadro 3

			Colección 2017 del Conricyt

			[image: ]

			Fuente: Conricyt (2017), Reporte estadístico 2012-2017, uso de los recursos de información científica y tecnológica de las instituciones miembros del Conricyt, p. 8. Recuperado de http://www.conricyt.mx/files/estadisticas/estadisticas-uso-2017.pdf

			El cuadro 4 muestra el total de recursos por tipo de material. Al agrupar los recursos de esta manera, pueden parecer limitados, pero no lo son; por ejemplo, sólo dos editoriales, Elsevier y Springer, publican en conjunto alrededor de 4,000 títulos de revistas de alta calidad.

			Cuadro 4

			Acervo editorial Conricyt
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			Fuente: Conricyt (2018).

			El consorcio ha tratado, en la medida de lo posible, de abarcar todas las ramas del conocimiento. Si bien es cierto que las humanidades y ciencias sociales inicialmente eran áreas que contaban con la menor cantidad de recursos, también lo es que con el paso del tiempo se fueron fortaleciendo como se ilustra en el cuadro 5. Como puede observarse, se trató de ofrecer una amplia variedad de recursos documentales, y no solamente revistas y bases de datos.

			Los datos disponibles indican que, a fines de 2016, las ies ya disponían de 14,371 títulos que siguieron incrementándose en años poste­riores. Para la mayoría de los títulos que se adquirieron se negoció con los proveedores el acceso a los acervos retrospectivos para así contar con colecciones completas; lo anterior representó el acceso a millones de fascículos de revistas que no se tenían anteriormente.

			Del mismo modo en que las colecciones crecieron, aumentó el número de instituciones con acceso a los recursos documentales, como se ilustra en la gráfica 2.

			Gráfica 2

			Entidades participantes en Conricyt, 2011-2017
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			Fuente: Conricyt (2018).

			El número de instituciones que formaron parte de Conricyt muy pronto creció hasta alcanzar poco más de 500 miembros. Esto fue posible porque desde el primer año de operaciones del consorcio se impulsó la adhesión de las instituciones de educación superior e investigación. Para 2017, 519 instituciones podían hacer uso de los recursos de información sin distinción, algo insólito en México; es decir, 

			Cuadro 5

			Revistas científicas por áreas del conocimiento

			[image: ]

			Fuente: Conricyt (2016), Distribución por áreas de conocimiento de los recursos de información científica y tecnológica contratados por el Conricyt, en 2016. Recuperado de https://www.conricyt.mx/files/cobertura/cobertura_tematica2016.pdf

			se cerró la brecha de acceso a la producción académica de la mayor calidad. Algunas instituciones fueron incorporadas en grupo por medio de una solicitud a la sep, como es el caso de los institutos tecnológicos. En su conjunto las instituciones asociadas generaron cerca del 90 por ciento de la producción científica producida en México en ese año.

			Es crucial señalar que la cantidad de instituciones beneficiadas por el Conricyt han variado con el tiempo debido a que algunas de ellas no emplean o no comprenden cómo emplear la información disponible. La razón del desuso o bajo nivel de uso se debe a la falta de difusión y capacitación entre las comunidades de las entidades, pero también a que los estudiantes han sido educados en la consulta de un libro de texto, lo que provoca que no sientan la necesidad de buscar fuentes documentales alternas, pues parten de la idea de que todo el conocimiento que requieren se encuentra en el libro de texto. Algo similar pasa con los docentes, quienes piensan que en el libro de texto está todo el conocimiento que

			Cuadro 6

			Miembros del Conricyt en 2018
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			Fuente: Conricyt (2018), Consorcio Nacional de Información Científica y Tecnológica. 

			deben transmitir y no incentivan a los alumnos a la búsqueda de fuentes de información alternativas.

			De acuerdo con la última información pública, en 2018 el total de instituciones adheridas al Conricyt había llegado a 348 (véase cuadro 6).

			Además de ampliar el acceso a revistas y bases de datos, el Conricyt contribuyó al fortalecimiento de las revistas académicas que el Conacyt evaluaba e incorporaba a su lista de publicaciones académicas mexica­nas de calidad. Al consorcio se le encomendó la tarea de dar impulso a las revistas académicas mexicanas, lo que hizo a través de un proceso de normalización y registro de las mismas, el cual fue resistido por muchos de los editores que no comprendían la necesidad de normalizar sus publicaciones para hacerlas competitivas a nivel internacional y, con ello, tener la posibilidad de ser incluidas en los servicios de bibliometría que reconocen el impacto de las publicaciones, entre otros aspectos.

			La resistencia de los editores a que se hace referencia, y cuyo análisis puede ser motivo de otro trabajo, responde a diversas circunstancias. Se trataba de académicos brillantes en sus disciplinas, pero sin experiencia en el campo editorial, que no valoraban la importancia de la normalización en sus publicaciones. Tampoco aceptaban que el objeto del gasto de los apoyos económicos fuera decidido por el Conacyt. 

			En los pocos años en que se ligó la actividad editorial con el consumo de información se logró una mejora de los resultados de investigación publicados en México. Si se compara el crecimiento de las consultas y la producción científica se encuentra un crecimiento semejante: en 2012 se hicieron 9.4 millones de descargas y se produjeron 18,345 trabajos, para 2015 las descargas habían aumentado a 21.7 millones y los trabajos publicados sumaron 21,536, como puede apreciarse mediante las gráficas 3a, 3b, 4a y 4b. Es necesario destacar que sin consorcio el promedio de citas por trabajo publicado era de 87.5 documentos, con el consorcio el promedio de citas aumentó a 119, acercándose a las pautas internacionales.

			Gráfica 3a

			Descargas de textos completos y consumo de información científica. 
Fuentes primarias
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			Gráfica 3b

			Descargas de textos completos y producción científica. 
Fuentes primarias
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			Fuente: Ontiveros y Sánchez de la Barquera (2018: 6, Gráfico 1. Evolución de uso, consumo y producción total de fuentes primarias).

			Gráfica 4a

			Evolución del acceso a las bases de datos referenciales y consumo de información científica, 2012-2015
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			Gráfica 4b

			Evolución del acceso a las bases de datos referenciales y producción científica,
2012-2015
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			Fuente: Ontiveros y Sánchez de la Barquera (2018: 6, Gráfico 2. Evolución del uso total de fuentes secundarias, comparado con consumo y producción). 

			Resultados del consorcio: uso de los 
recursos de información

			Los criterios de evaluación internacionales adoptados por el consorcio incluyen los dos siguientes indicadores: cantidad de consultas de bases de datos y la cantidad de textos completos que los usuarios descargaron de los recursos disponibles. Este último criterio elimina aquellas consultas en que solamente se ven los títulos, pero que no son impresos, leídos o descargados a un equipo o dispositivo. 

			Consulta de bases de datos. Las bases de datos especializadas son una herramienta ampliamente valorada por la comunidad académica y de investigación. A partir de ellas, es posible identificar los documentos publicados sobre una especialidad, pues indizan las principales revistas técnicas y científicas publicadas en el mundo. La posibilidad de consultar las bases de datos y obtener las referencias bibliográficas y los resúmenes que describen el contenido de los documentos —artículos sobre un tema específico, o de un autor en particular— para posteriormente obtener aquellos que se desee, así como de establecer un perfil de interés para recibir periódicamente actualizaciones, es de gran utilidad durante el proceso de investigación. En 2017, se hicieron 14.7 millones de consultas que en comparación con las realizadas en 2012 representan un crecimiento espectacular, pues en ese año se hicieron un poco más de un millón de consultas. La consulta se multiplicó por 14 en comparación con la que se hacía antes del consorcio (véase gráfica 5). 

			Es posible que la consulta esté concentrada en unas cuantas instituciones y que determinadas universidades, que no tenían acceso con anterioridad, consultaran poco los recursos por falta de conocimiento y habilidades informativas, y porque esos recursos no habían sido incorporados a los planes de estudio ni a la práctica docente.

			A más de contabilizar la consulta a las bases de datos, se cuentan las consultas realizadas a través de los diferentes agregadores. Los agregadores son compañías que elaboran bases de datos generales que contienen información de diverso tipo, tal es el caso de Ebsco y Cengage.

			Gráfica 5

			Consulta de bases de datos por año
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			Fuente: Conricyt (2017), Reporte estadístico 2012-2017, uso de los recursos de información científica y tecnológica de las instituciones miembros del Conricyt, p. 15. Recuperado de http://www.conricyt.mx/files/estadisticas/estadisticas-uso-2017.pdf

			A partir de la gráfica 6 se advierte que, más allá de ligeras variaciones, las bases de datos de los agregadores son ampliamente utilizados por la comunidad académica. Los servicios proporcionados por esas empresas admiten la búsqueda de contenido en bases de datos de texto completo, bases de datos de citas y colecciones locales como catálogos de bibliotecas y otras colecciones digitales.

			Por último, veamos con ayuda de la gráfica 7 el total de descargas de textos completos de artículos y capítulos de libros digitales. Esta forma de medir el uso de los recursos es la más común; solamente se contabiliza como una descarga cuando el texto se baja a una computadora, a un dispositivo móvil como una usb, o se imprime en papel. El solo hecho de desplegar un documento y salir de él sin haberlo leído no es contabilizado, por lo que este modo de reunir la información proporciona una base confiable sobre el uso de los textos completos.

			Gráfica 6

			Consultas a través de agregadores por año, 2012-2017
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			Fuente: Conricyt (2017), Reporte estadístico 2012-2017, uso de los recursos de información científica y tecnológica de las instituciones miembros del Conricyt, p. 15. Recuperado de https://www.conricyt.mx/files/estadisticas/estadisticas-uso-2017.pdf

			Gráfica 7

			Descargas de texto completo por año (revistas científicas y libros digitales)
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			Fuente: Conricyt (2017), Reporte estadístico 2012-2017, uso de los recursos de información científica y tecnológica de las instituciones miembros del Conricyt, p. 14. Recuperado de https://www.conricyt.mx/files/estadisticas/estadisticas-uso-2017.pdf

			En 2012 se descargaron 6.3 millones de textos completos y durante los siguientes años se incrementó esta cifra en forma notable; después de tres años, la cantidad de descargas había alcanzado los 21 millones. En 2017, último año del cual se tiene información, se bajaron 22.4 millones de textos completos. Lo anterior significa que en cinco años se incrementó la descarga de textos completos en 355 por ciento. 

			Es evidente que el uso de los recursos que ofrece el Conricyt ha aumentado continuamente, a pesar de que algunas instituciones participantes aún no los aprovechan. Pero, como ya se mencionó anteriormente, alumnos y maestros son producto de la cultura del libro de texto en la que no se fomenta el uso de información complementaria, variada y diferente. Se debe señalar que también se incrementó el consumo de información producida en México, pasando de 341,450 en 2012 a 462,000 en 2015. El incremento en la producción científica mexicana no es atribuible exclusivamente a la operación de Conricyt, pero no cabe duda de que fue una variable importante. Al aumentar el acceso al conocimiento científico generado en el mundo, incrementó también el número de citas: en un 66 por ciento (de 705,881 a 1’171,263) y el número de revistas citadas en un 51 por ciento, alcanzando el 100 por ciento de la corriente principal de la ciencia (Ontiveros y Sánchez de la Barquera, 2018: 8).

			Como ya se ha mencionado, sin consorcio, en promedio los trabajos publicados por investigador mexicano citaban 87.5 documentos por trabajo publicado; con consorcio el promedio de consumo aumentó a 119 citas por trabajo publicado, acercándose a la pauta internacional. 

			El progreso hubiera sido mayor a no ser porque la mayoría de los estudiantes provienen de escuelas que no prestan servicios bibliotecarios modernos y eficientes. Los estudiantes no han sido enseñados a buscar, evaluar y obtener información relevante y pertinente para sus actividades académicas mediante el uso de bases de datos, los recursos de los agregadores y las colecciones de texto completo.

			En síntesis, en 2017 los recursos contratados por el consorcio cubrieron alrededor del 67.49 por ciento del consumo y el 64.54 de la producción nacional aproximadamente. 

			Resultados del consorcio: 
productividad científica nacional

			La carencia de habilidades para buscar, evaluar y recuperar información relevante y pertinente quedó de manifiesto al iniciar la operación del consorcio. Tener a disposición un cúmulo de información sin saber cómo recuperarla era igual a no tenerla; por este motivo, el consorcio implementó acciones como el seminario anual Entre Pares, en el que se reunían autores-investigadores, académicos, estudiantes de licenciatura y posgrado, bibliotecarios y editores nacionales e internacionales; es decir, todos los actores involucrados en la cadena de producción y difusión de la investigación científica. También organizó las Jornadas de capacitación para que los usuarios desarrollaran o perfeccionaran sus habilidades de búsqueda, recuperación, selección y uso de información científica y tecnológica. La capacitación se proporcionaba en las modalidades presenciales y en línea en todo el país.

			De acuerdo con el Estudio del uso, valoración e impacto de la información científica y servicios que el Conricyt provee al sistema de ciencia y tecnología de México, presentado en el seminario Entre Pares 2017 por Félix de Moya y Anegón, director general de scimago Research Group, el resultado del esfuerzo de Conricyt es el siguiente: 

			Aumentó la cantidad y calidad del conocimiento científico y tecnológico generado en México, así como el número de campos temáticos en los cuales se desarrolla investigación.

			Elevó la calidad del aprendizaje de los estudiantes de ies. Los estudiantes de ies de México usan de forma intensiva los recursos de información provistos por el consorcio. Contribuye en forma activa a que los estudiantes desarrollen la competencia de gestión de información. Permite a los profesores universitarios mejorar la calidad de su docencia.

			Se observa un efecto sinérgico entre el sni y el Conricyt.

			Descentralizó el acceso al conocimiento científico y tecnológico, al permitir que estudiantes de instituciones situadas fuera de los grandes centros de generación de conocimiento del país, se beneficien de la infraestructura nacional de acceso a la información científica.

			Mejoró la calidad de las revistas donde publican los investigadores de México, así como la calidad de las revistas científicas publicadas en México.

			Sumó nuevos actores institucionales nacionales que han comenzado a generar investigación científica.

			Provocó un efecto de adicionalidad, permitiendo que más instituciones se beneficien de una infraestructura nacional de acceso a la información científica, situación que no se daba en el escenario previo a la existencia del consorcio.

			Generó equidad a nivel país, al permitir que instituciones pequeñas tengan acceso a los mismos recursos de los cuales gozaban las más grandes.

			Generó economías de escala que permiten administrar los recursos públicos con mayor eficiencia. Este efecto esperado no es estudiado en este informe, dado que requiere un abordaje metodológico diferente.

			[…]

			Mejoró las pautas de generación de conocimiento en México y aumentó la cantidad de conocimiento científico de utilidad para la innovación.

			Aumentó la cantidad de conocimiento científico y tecnológico generado en México a una tasa más dinámica que el mundo. Con 21.310 documentos publicados en 2015 (Scopus-scimago), respecto de los 16.327 en 2010 (Scopus-scimago), la producción científica generada en México creció un 23%. El mundo en el mismo periodo creció un 17,7%.

			[…] y mejoró la calidad respecto del mundo. 

			En el 2015 México alcanzó un Impacto Normalizado (ni) de 0,82, respecto del 0,74 de 2010 (año base), ganando 8 puntos porcentuales desde la creación del consorcio. 

			El país también muestra una mejora en su capacidad de publicar en revistas Q1, pasando de un 32,8% de la producción en 2010 a un 35% en 2015.

			En Excelencia 1 avanza de un 0,92% en 2010 hasta alcanzar un 1,03% en 2015. Se aprecia un cambio en el nivel de Esfuerzo Investigador en áreas temáticas claves para el país. 

			A partir del 2011, han ganado Esfuerzo Investigador Medicina, Agronomía, Ciencias Sociales y Artes y Humanidades; esto es, un aumento en el nivel de producción relativa a las demás categorías temáticas cultivadas en el país. 

			Adicionalmente, se expande el número de categorías temáticas en las cuales el país produce investigación, las que pasan de 289 a 301.

			Mejoró la calidad de las revistas donde publican los investigadores y la calidad de sus trabajos. 

			El Impacto Normalizado (ni) obtenido por los trabajos nacionales publicados en revistas Q1 crece desde 1,48 en 2011 a 1,52 en 2015. Se observa una creciente descentralización en el acceso al conocimiento científico y tecnológico, permitiendo que más instituciones se beneficien de la infraestructura nacional de acceso a la información científica.

			En 2010 el 69% de la producción científica nacional se concentraba en 7 instituciones. En 2015 éstas aportan el 66,6%.

			Una de las mayores debilidades del sistema mexicano de ciencia y tecnología es su alta concentración geográfica. 

			En 2015 la Ciudad de México aportó el 56% de la producción nacional, en tanto que en 2010 aportaba el 61,5% (De Moya y Anegón, 2017: 5-7; 10-12).

			A manera de conclusión

			A pesar de los evidentes logros al expandir el acceso a la literatura científica e incrementar la productividad científica nacional, la nueva dirección del Conacyt decidió modificar el funcionamiento del Conricyt y seguir una política de ahorro bajo el razonamiento de que hay recursos con poco uso y que algunas instituciones y sus comunidades no los empleaban. Ese argumento tiene algo de cierto, pero se debe a que los estudiantes llegan a las universidades sin la preparación necesaria para utilizar los recursos documentales, carencia derivada de la deficiencia del sistema educativo. La solución pertinente debió ser el fortalecimiento de las actividades de capacitación que permitiera un crecimiento exponencial en el uso.

			Dado que la política implementada por la Cuarta Transformación (4T) es la de ahorrar a cualquier precio sin medir las consecuencias y culpar de una mala operación a la administración anterior, el poco uso que algunas instituciones hacen de los recursos contratados por el consorcio fue el pretexto deseado para tomar medidas que van a afectar a las comunidades más pobres que no cuentan con recursos de información ni dinero para adquirirlos. 

			Adicionalmente, el recorte presupuestal al que se sometió a las ies hará imposible que con sus propios recursos tengan acceso a lo mejor de la literatura científica y por lo tanto reparar el daño causado. Sin lugar a duda, el Conricyt enfrentó y enfrenta los problemas de distinto tipo que se han analizado aquí, el más importante es la promoción del uso de los recursos contratados.

			Las dos únicas acciones que no se debieron tomar porque constituyen un error son: 1) reducir el número de suscripciones a revistas y bases de datos, dejando a las instituciones más pobres sin la posibilidad de tener acceso a los recursos documentales, y 2) afectar a cientos de ies, y a miles de sus miembros, al obstruir el acceso a los recursos que requieren para sus actividades académicas y de investigación. 

			La solución es fortalecer el programa de capacitación para que quienes no utilizan los recursos estén en posibilidad de hacerlo. Ya se ha dicho que uno de los problemas en el uso de recursos documentales es que cientos de miles de estudiantes de educación superior no han tenido acceso a buenas bibliotecas con ricas colecciones y servicios bibliotecarios eficientes. Castigarlos por no saber cómo utilizar los recursos que ofrecía el Conricyt resulta incoherente.

			La dirección del Conacyt presentó como un logro, al referirse al Conricyt, el ahorro de 275.5 millones de pesos para 2019, pero omitió mencionar a las instituciones que perdieron acceso a los recursos de información y el impacto negativo a la educación superior y la investigación del país.

			Los resultados de las medidas del Conacyt no han provocado un mayor uso de los recursos disponibles, han ahorrado dinero, y han privado a miles de alumnos y académicos del acceso a lo mejor de la literatura científica mundial. Han ampliado la brecha entre comunidades con acceso a libros y artículos científicos de calidad. Las políticas de Conacyt han fomentado la vuelta a la inequidad en el acceso y afectado a las instituciones que cuentan con menos recursos para utilizar la rica documentación científica internacional.
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			Consideraciones finales
  Los autores

			Como se ha expuesto a través de los capítulos que integran este libro, la política en Ciencia, Tecnología e Innovación (cti) implantada a lo largo de los seis años de la gestión del doctor Enrique Cabrero registró avances en algunos campos; en otros lanzó iniciativas que el esquema presupuestal, al final del gobierno del presidente Enrique Peña Nieto, desgraciadamente impidió alcanzar; y en unos más los resultados no fueron del todo como se esperaba.

			Entre los haberes de esa administración destaca la restauración de cierta armonía entre el sector de cti y los organismos concernientes, después de que las administraciones previas no habían logrado una comunicación ágil y sin cortapisas con las comunidades científicas y porque, a inicios de la administración, se inyectaron cuantiosos recursos al sector, junto con una ambiciosa política que apostó por la creación de nuevos organismos de cti, por la implantación de programas de largo plazo y por la reestructuración del propio Consejo, con el interés de imprimir miradas y compromisos de largo plazo, además de la propuesta de lograr el 1 por ciento del pib de inversión en el sector, como establece la Ley General de Ciencia, Tecnología e Innovación todavía vigente, junto con una estrategia para alcanzar el 2 por ciento en el mediano plazo.

			A estos avances se suman el impulso que se dio a las regiones a través de los programas de fondos, especialmente los fondos mixtos (Fomix) y el Fondo Regional de Desarrollo Científico y Tecnológico (Fordecyt), que aun cuando venían de administraciones pasadas ya habían demostrado sus bondades; la continuidad y fortalecimiento de los laboratorios nacionales; la formulación de 32 agendas estatales y tres regionales de innovación; el impulso a la renovación generacional del personal de investigación mediante el Programa de Cátedras Conacyt que exploró líneas novedosas, la interdisciplina y el trabajo en equipo, así como los consorcios que se instalaron fuera de la zona metropolitana de la Ciudad de México.

			El Programa de Cátedras se propuso incorporar a jóvenes investigadores recién graduados de doctorado a actividades de i+d, para propiciar el rejuvenecimiento de la planta científica y ayudar a mejorar las capacidades de las regiones, atender prioridades nacionales y promover la investigación de frontera. Con este programa, a partir de 2014, se promovió la retención de jóvenes investigadores asentados en México y la repatriación de aquellos que estaban en el extranjero, mediante un contrato indefinido entre Conacyt y sus investigadores, vinculándolos a proyectos de hasta 10 años en instituciones públicas de investigación como los cpi y las ies, bajo un esquema de selección rigurosa y evaluación. 

			Ante la imposibilidad de crear nuevos organismos de ciencia, se impulsaron consorcios de investigación en diversas regiones del país, con el propósito de fomentar la colaboración entre los centros Conacyt, bajo dos ejes rectores: la flexibilidad y el fomento a la interdisciplina. En este sentido, destaca la creación del consorcio para el acceso libre a la información científica, Conricyt, cuyo propósito de democratizar el acceso al conocimiento y facilitar la amplia circulación del reservorio científico significó no sólo ahorros para numerosas instituciones, sino la posibilidad de optimizar los recursos, siempre limitados, con los que difícilmente cuentan para comprar suscripciones para que sus académicos puedan hacer uso de la información.

			El esfuerzo por crear consorcios incluyó la determinación de mantener y dar continuidad a un centro de investigación en temas socioambientales —el único de reciente creación, desde que se fundó el Instituto Nacional de Genómica en el año 2004—, en el estado de Tabasco. Empero, éste tuvo que ralentizar su crecimiento y frenar su desarrollo por las dubitaciones y controversias políticas del gobierno estatal en turno, así como por su desinterés en la i+d.

			En lo relativo al desarrollo tecnológico y la innovación, la gestión del doctor Cabrero mantuvo la dinámica que venía de las administraciones pasadas, de forma tal que recuperó los mecanismos fiscales para incentivar la inversión privada en i+d. Los principales programas de transferencia directa a las empresas fueron tres: 1) el Programa de Estímulos a la Innovación (pei) que, en sus tres modalidades (Innovapyme, Innovatec y Proinnova), otorgó numerosos apoyos a proyectos de grandes, medianas, pequeñas y micro empresas, cuyos resultados lograron incentivar la inversión privada en actividades de i+d, al alcanzar un incremento de su participación del orden de un 51 por ciento en el primer año y haber concurrido con poco más de 16,000 mdp entre 2013 y 2017; 2) el Fondo de Innovación Tecnológica (fit) que apoyó 124 proyectos mayoritariamente de pequeñas y microempresas, destacando los de sistemas de manufactura avanzada, industria agroalimentaria, ingeniería y biotecnología; y 3) el Fondo Sectorial de Innovación (Finnova), que buscó impulsar la innovación de empresas con subsidios promedio de entre el 70 y el 80 por ciento del costo total de los proyectos.

			A estos tres programas se agregó la reactivación del programa de Estímulo Fiscal a la Investigación y Desarrollo de Tecnología (efidt) que otorgó créditos a empresas que realizaban actividades de i+d. En suma, en el año 2017 se destinó a investigación aplicada y desarrollo experimental el 62 por ciento del presupuesto, cifra similar a lo destinado en 2007 y que sintetiza con claridad la continuidad e interés por la vinculación del sector académico con el sector productivo.

			No cabe duda de que, gracias a este comportamiento, se mejoró la competitividad del país, al pasar de la posición 66 a la 46 al final del sexenio; ello se explica por una cierta mejoría de la balanza tecnológica. Si bien ésta mantuvo saldos negativos, la tendencia a la baja —iniciada en 2010— hizo posible que en 2016 se tuviera uno menor al de los años precedentes.

			Todos estos programas son analizados rigurosamente en cada uno de los respectivos capítulos, en los que, además de presentar indicadores, se ofrecen conclusiones específicas. No cabe duda de que varias de estas iniciativas impulsaron la generación de nuevos conocimientos y capacidades, especialmente en las micro y pequeñas empresas beneficiadas. Su impacto deberá ser sopesado a mediano y largo plazo, y será entonces cuando se observen sus bondades, tanto para fortalecer su potencial como para favorecer la vinculación del sector académico (ies y cpi) con el privado.

			En lo que se refiere a la ampliación y consolidación de los recursos humanos dedicados a cti, el Programa de Cátedras, como lo indica el capítulo respectivo, propuso incorporar a jóvenes investigadores recién graduados de doctorado a actividades de i+d, para propiciar el rejuvenecimiento de la planta científica y ayudar a mejorar las capacidades de las regiones, atender prioridades nacionales y promover la investigación de frontera. Con este exitoso programa, a partir de 2014 se promovió la retención de jóvenes investigadores asentados en México y la repatriación de quienes estaban en el extranjero, vinculándolos a proyectos de hasta 10 años de duración en instituciones públicas de investigación como los cpi y numerosas ies.

			El fortalecimiento del Programa de Becas, el programa más antiguo de todos los que opera Conacyt, también se encuentra entre los logros de la administración pasada, al haber incrementado el número total de becas nuevas y vigentes (nacionales y al extranjero) en casi un 30 por ciento entre 2012 y 2017, si bien las becas nacionales tuvieron más impulso que las otorgadas para realizar estudios fuera del país, dado que éstas no superaron el 15 por ciento. Directamente relacionado con las becas nacionales, el Programa de Posgrados de Calidad también registró incrementos en el número de programas evaluados satisfactoriamente, además de haber incorporado programas de becas de doctores en la empresa y en instituciones de reciente creación. El sni, por su parte, también registró un incremento significativo en su membresía, al pasar de poco más de 18,000 a 25,000 al término del periodo, siendo el nivel 1 el que más creció.

			Se otorgó un apoyo decidido a los centros Conacyt que se concretó en un incremento sustancial de su presupuesto. Los refuerzos a estos centros también se visualizan en la creación de los consorcios de investigación, lo mismo que en otros cuatro programas más: el primero, el “Programa de Investigación de Largo Aliento” (pila), con duración promedio de 10 años en cuatro temas: cambio climático y sustentabilidad, conocimiento del universo, sociedad y desarrollo, y manufactura avanzada; los otros tres son los denominados “Estrategias de Centros para la Atención Tecnológica a la Industria” (ecati).

			Como se puede observar, el balance de la gestión es, en términos generales, positivo. No obstante, debe mencionarse que el impulso y algunos de los programas referidos provocaron molestias y desaliento entre sectores de la comunidad, sobre todo al final de la administración, por razones como las siguientes: a) porque se percibió cierta preferencia hacia los proyectos de los centros Conacyt respecto de otros organismos de ciencia y universidades públicas; b) por la aplicación de severos recortes presupuestales en los años de cierre, particularmente en 2017 y 2018; y c) por el descuido del gobierno o el desinterés del Poder Legislativo que hicieron que no se lograra la reestructuración del Conacyt ni la aprobación de una ley específica para los cpi. No obstante, tampoco debe soslayarse que el presupuesto creció de poco más de 17,000 mdp en 2012 a casi 25,000 mdp en 2016, para terminar con poco más de 21,000 mdp en 2018.

			Por otra parte, la gestión de la cti en el gobierno de la restauración priista se mantuvo dentro del horizonte planteado desde el gobierno del presidente Salinas de Gortari, consistente en seguir fortaleciendo el sector científico como soporte para el desarrollo tecnológico, en una visión lineal que predominó durante muchos años en el análisis y discusión de políticas públicas en la materia. Las administraciones panistas agregaron la vocación por la innovación con el compromiso de fortalecer la productividad de la economía y la competitividad de las empresas nacionales, lo que, en su visión, se traduciría en un mayor desarrollo. Los resultados de la gestión del doctor Cabrero, como se expone en los diversos capítulos, no fueron sino producto de la continuidad de los programas dirigidos al desarrollo tecnológico y la innovación, hacia donde se destinaron considerables recursos, y de haber logrado una relación más armónica entre ciencia y desarrollo tecnológico.

			Sobre este último punto conviene señalar dos aspectos: el primero, que el reposicionamiento de la ciencia no es lo mismo que su centralidad, como se propuso al inicio de la administración; el segundo, que la dirección que se imprimió a la política de cti tuvo la orientación sugerida por los organismos internacionales rectores, como la ocde y el Banco Mundial, en el sentido de alentar la relación del sector científico con el privado —especialmente en temas de desarrollo tecnológico e innovación—, aunque con recursos disminuidos en los apoyos a la ciencia básica. Empero, lo que no se pudo cumplir fue lo sugerido por esos mismos organismos en cuanto a aumentar el porcentaje de inversión en cti respecto al pib, aun cuando el propósito del propio gobierno federal haya sido alcanzar la meta del 1 por ciento del pib al final de su administración. Como se expone en el capítulo correspondiente, este porcentaje al término del sexenio fue del 0.47 por ciento, si bien en el año 2015 alcanzó el 0.53 por ciento que representa la cifra más elevada que se haya registrado en la historia de este país. No eludimos observar que estos recursos, sin precedente, ocultan la dificultad o imposibilidad de aumentar la inversión del sector privado en cti, que no ha podido superar el 20 por ciento de lo invertido, cuando en países avanzados se encuentra entre el 60 y el 70 por ciento.

			Este rápido y apretado recorrido que resume lo realizado en cti durante la administración del presidente Peña Nieto, desde la ventana del Conacyt como instancia coordinadora y promotora de tales actividades, nos permite concluir que la gestión del doctor Cabrero dio continuidad a esfuerzos iniciados en administraciones previas; ajustó programas y creó otros nuevos con el objetivo de enriquecer y dinamizar los recursos humanos dedicados a la i+d, a la vez que buscó que las instituciones y la comunidad de cti aceleraran el tránsito hacia el trabajo interdisciplinario, en equipo e interinstitucional para el abordaje de fenómenos y proyectos de mayor pertinencia y apremio, al igual que para descentralizar y fortalecer las capacidades de las regiones.

			A pesar de los resultados y aciertos, los esfuerzos se desdibujaron al final de la administración por razones como las siguientes: a) por el rechazo de la Secretaría de Hacienda a crear nuevos organismos de ciencia con recursos públicos; b) por la drástica reducción presupuestal de 2017 debido a la caída de los precios del petróleo, junto con la perenne inclinación del gobierno federal de no valorar adecuadamente y desproteger a la cti en momentos de crisis; y c) por la escasa participación de otros niveles de gobierno en la promoción y el financiamiento de tales actividades, sin dejar de señalar las resistencias del sector privado a ver al conocimiento como un factor estratégico para la productividad y la competitividad. A ello debemos agregar la fragilidad o el desinterés de los partidos políticos por crear un mejor entorno normativo, con mirada de Estado y de largo aliento, de ahí que en los últimos meses de la administración se haya dejado en comisiones una reforma al sector que podía haber ayudado a dar un salto cualitativo y proyectar al incipiente sistema nacional de cti hacia un futuro menos incierto.

			Visto con la mirada en el presente, los tiempos que corren no han mostrado ser los mejores para la cti en México, de ahí que las sugerencias que se puedan ofrecer, con base en las reflexiones contenidas en este libro, no necesariamente encontrarán oídos entre quienes tienen a su cargo la política en la materia, como infortunadamente tampoco se percibe que la administración del presidente Andrés Manuel López Obrador esté comprometida con el conocimiento. Por el contrario, lo que de inicio ha mostrado este gobierno es la intención de cuestionar todo lo realizado y alcanzado en cti, tomando como argumento que se trata de resultados producto de un modelo, el del “neoliberalismo”, que solamente articuló la ciencia a los intereses del mercado. A partir de esta concepción se ha menospreciado y denostado a las comunidades científicas y de la innovación; se empezaron a desmontar programas estratégicos del Conacyt; se ha objetado la relación de la academia con la empresa; se recortaron severamente los presupuestos; se vulneró la institucionalidad construida y se pusieron en entredicho organismos que han aportado espacios de reflexión y acompañamiento, al tiempo de realizar diagnósticos y contribuir a la exploración de mejores horizontes para la cti, como es el caso de las academias —particularmente la Mexicana de Ciencias— y el Foro Consultivo Científico y Tecnológico.

			De manera señalada, la administración actual ha puesto en cuestión el horizonte sobre el que se construyó la ciencia y la tecnología en México, con sus variantes y diversidad de visiones, desde los años setenta del siglo pasado. Se desconoce la trascendencia de fortalecer el vínculo del conocimiento científico con el sector productivo y la búsqueda de soluciones a los grandes problemas nacionales, sin menosprecio del conocimiento por su propio valor. Ello, además, constituye una provocación para el propio sistema nacional de i+d, dado que pone en entredicho la investigación de frontera al manifestar el interés por volcar la investigación hacia el mejoramiento de los sectores sociales desprotegidos, bajo el argumento ideológico de ponerse en sintonía con los propósitos programáticos del gobierno en turno. Con esta visión, la administración actual del Conacyt desafía la dinámica propia del conocimiento que demanda caminar sin ataduras políticas.

			Dicho de otra manera, en lugar de que el conocimiento se pueda seguir desarrollando por encima de los límites y controles que suelen poner el Estado, los poderes y las élites dominantes, ahora se pretende subordinarlo y ponerlo en sintonía con las únicas aspiraciones del poder político en turno. Visto desde otro ángulo, para que la ciencia progrese debe imperar un clima de libertad; sólo desde ahí será posible construir las mejores políticas que compatibilicen el avance del conocimiento con los proyectos de desarrollo.

			Por otra parte, a mediados de junio de 2020, el Diario Oficial de la Federación publicó un “Acuerdo” por el que se expide el Programa Institucional 2020-2024 del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, firmado por su directora general, en el que se menciona haber sido aprobado por la “H. Junta de Gobierno” del Conacyt. Esta publicación se dio en momentos en los que todavía no se había presentado ni discutido con la comunidad el Plan Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación (peciti), ni se había elaborado una nueva Ley General de Ciencia, Tecnología e Innovación, según lo establece la reforma constitucional al artículo 3º en materia de ciencia, innovación y desarrollo tecnológico, aprobada en mayo de 2019.

			En esta circunstancia, estimamos que es el momento de alentar y participar en un debate que genere nuevos destellos y mejores horizontes para consolidar lo que se ha avanzado, modificar lo que no funciona y desarrollar nuevas iniciativas que permitan avanzar sin retrocesos y sin dilación. Por ello, estimamos que, de la investigación y reflexiones expuestas en este libro, es posible derivar algunas sugerencias de carácter genérico que puedan orientar el rumbo de la cti para quienes dirigen organismos dedicados a la i+d, igual que para enriquecer la discusión y el debate entre los estudiosos de dichas actividades. 

			Es precisamente con ese ánimo que a continuación presentamos algunas propuestas genéricas que podrían ayudar a disponer de referencias para el momento en que se pueda reencauzar el camino; a saber:

			
					Alentar una visión integral de la cti bajo el criterio de que deben desarrollarse en condiciones de libertad y por encima de intereses políticos y tiempos sexenales;

					Promover la atención a problemas regionales, nacionales y globales en un modelo en el que la comunidad científica participe en la definición de las líneas de trabajo en el ámbito de su responsabilidad, incluyendo la atención a requerimientos pertinentes de los distintos niveles de gobierno, sectores sociales y sector productivo, e incorporando los principios del bien común y la sustentabilidad;

					Mediante disposiciones normativas y políticas públicas, impulsar la participación, responsabilidad y obligación de los distintos niveles de gobierno de promover y financiar las actividades de i+d, mediante el apoyo a la creación y fortalecimiento de entornos institucionales favorables;

					Facilitar una mejor relación entre academia y empresa, lo mismo que una decisiva participación del sector privado en las actividades de i+d. Ello comprende la definición de políticas de desarrollo económico y de promoción de empresas de base tecnológica que incluyan la intervención y financiamiento del sector privado;

					Fortalecer la participación de comunidades y del sector social en los programas de innovación;

					Robustecer los criterios normativos, operativos e institucionales que faciliten la participación de organismos públicos de cti en actividades de i+d —con supervisión no invasiva—, al tiempo de considerar que tales organismos puedan crear y se beneficien de proyectos productivos de base tecnológica, entre otros;

					Fortalecer la gobernanza de la ciencia con la creación de un organismo autónomo de coordinación que pueda formular políticas de largo plazo y sin dependencia del Ejecutivo en turno; que la responsabilidad se encuentre en manos de personalidades del sector cti con liderazgo, visión amplia, sensibilidad interdisciplinaria y dispuestos a entrar de lleno a las nuevas formas de generar y transferir conocimiento;

					Disponer de organismos de financiamiento y otras instancias especializadas que formulen diagnósticos independientes y visualicen el horizonte para desarrollar una cti de frontera, al tiempo que alientan y coadyuvan a financiar las academias disciplinarias;

					Fortalecer y desplegar una política ambiciosa del modelo de cpi que contemple, entre otros temas, la creación de una coordinación nacional autónoma que incluya a los centros Conacyt; el fortalecimiento del modelo mediante la definición de criterios ad hoc y la incorporación de otros organismos similares, así como la modificación del marco que define a los miembros de su personal científico y tecnológico como servidor público;

					Alentar la creación de nuevos cpi, incorporando la modalidad de centros mixtos, dotados de la flexibilidad necesaria para ejecutar proyectos de largo plazo, con presupuestos plurianuales y agilidad para la transferencia de conocimiento y colaboración con el sector productivo; ello incluye el respeto y fortalecimiento de los fideicomisos, así como el diseño de otros instrumentos con fines similares.

					Impulsar la creación de instituciones de cti dedicadas especialmente a la atención de nichos de oportunidad de manera pluridisciplinaria, aprovechando las ventajas regionales; que fortalezcan las capacidades de las regiones, con especial énfasis en las más desprotegidas;

					Diseñar políticas para que los estados de la Federación no sólo construyan parques tecnológicos —previa evaluación de expertos externos y autónomos sobre la pertinencia y viabilidad de dichas infraes- tructuras—, sino que también financien la creación y operación de organizaciones de i+d, con criterios estrictamente académicos;

					Retomar y subsanar el modelo de los consorcios como una iniciativa viable para impulsar la cti; ello incluye retomar el Conricyt para beneficio de las comunidades académicas y estudiantiles, especialmente en las regiones más atrasadas, para ofrecer literatura científica de calidad y con enfoques diversos;

					Mantener y modernizar los instrumentos de estímulo y reconocimiento al trabajo de investigación y desarrollo tecnológico, poniendo el acento en el trabajo cualitativo y de largo aliento, al tiempo que se favorezca e impulse el trabajo transdisciplinario y en equipo, y que valore la colaboración internacional;

					Continuar el programa de becas, sin descuidar las que se destinan para realizar estudios en el extranjero con criterios de amplitud temática, a la vez que se diseñan las estrategias que promuevan la movilidad internacional de los becarios nacionales. Lo mismo aplica para los posgrados de calidad, a los cuales se debe dotar de mayores apoyos y favorecer su internacionalización, junto con la promoción de posgrados compartidos y la inclusión de movilidad presencial y virtual.

			

			En suma, lo que se sugiere son lineamientos para una política de Estado y una estructura de gobierno de la cti que se rija por visiones de largo plazo, comprometidas con la búsqueda de soluciones dentro del compromiso irrevocable por cultivar el conocimiento, en un marco de entera libertad acotado únicamente por criterios éticos y de sustentabilidad. El marco normativo del sistema de cti debe ser reformulado con el propósito de que predomine una visión sistémica, en la que no sean solamente la Federación y las universidades públicas las que asuman responsabilidades en la materia; resulta urgente que también participen los poderes legislativos —federal y estatales—, lo mismo que otros niveles de gobierno y, desde luego, la iniciativa privada.

			La generación de conocimiento y su transferencia es un asunto de tal complejidad y trascendencia que no puede dejarse solamente en manos de un gobierno, de un organismo o de modas sexenales pasajeras.
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					11Si nos remontamos un poco más atrás, al término de la Segunda Guerra Mundial y en la medida que se reconstruían las economías europeas devastadas por el conflicto mundial, se dio un impulso decisivo a la investigación científica y a su articulación con los sectores militar y productivo, con el afán de modernizar la economía, impulsar la productividad y avanzar hacia una mejora significativa de las condiciones sociales.

				

				
					12Véase bid (2000).

				

				
					13Resulta curioso que, en sus Ensayos o Consejos, Bacon ya reconozca las tensiones existentes entre el proceso de innovación y los productos derivados de dicho proceso. De esta manera, y en pleno siglo xvii, sugiere innovar sólo donde hay una necesidad urgente o una ventaja clara, pensando con cautela en las consecuencias derivadas de dicha innovación.

				

				
					14No es de extrañar que ése haya sido el mandato de la ocde, considerando que el propio Manual de Oslo —desde su primera edición en 1992— estuvo basado en conceptos desarrollados por Rogers (1962), en los que se ignora la dimensión social de la innovación.

				

				
					15En términos generales, nos estamos refiriendo a la corriente neo-schumpeteriana de la innovación, donde se plantea el impulso únicamente de aquella de tipo tecnológica, con un alto componente economicista y empresarial. De ahí que no llame la atención que se haya institucionalizado el trinomio cti en los sistemas nacionales de cyt, lo mismo que en el discurso oficial sobre la materia.

				

				
					16En efecto, durante la gestión del ingeniero Jaime Parada, el Conacyt se desectorizó de la sep y pasó a depender de la Presidencia de la República, aunque el presidente nunca haya presidido sesión alguna del Consejo General de Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación (cgicdti), máximo órgano del sector, cuya creación se impulsó precisamente durante su gestión.

				

				
					17Conviene recordar que el gide total considera las aportaciones del sector productivo, gobierno, instituciones de educación superior, sector privado no lucrativo y el financiamiento exterior.

				

				
					18Vale la pena señalar que fue precisamente en 2012 cuando se dio la discusión sobre la conveniencia de que México contara, como muchas otras naciones, con una Secretaría de Ciencia y Tecnología (o Ciencia, Tecnología e Innovación, a partir del uso indiscriminado del último término). No obstante, dicha Secretaría aún no ha sido creada y la discusión se vio postergada, al no contar con interlocutores que pudieran transmitir argumentos a favor.

				

				
					19Aunque en el capítulo III se presentan estadísticas desagregadas por áreas disciplinarias, no es sino hasta el capítulo VI que aborda el Sistema Nacional de Investigadores, donde se puede advertir el impacto de la orientación que ha tenido la educación superior en México.

				

				
					20Las apreciaciones sobre los centros Conacyt y los cpi, provienen de la experiencia y participación de dos de los autores en esas instituciones y en el propio Conacyt, ya fuera como directivos o como evaluadores durante el periodo de análisis.

				

				
					21Desde luego, no debe soslayarse que estos países tienen tradiciones científicas diferentes, aunque la ciencia sea valorada en todos ellos. Vaccarezza (1998) presenta un espléndido análisis comparativo sobre ciencia, tecnología y sociedad en América Latina que, aunque un poco lejano en el tiempo, no deja de ser ilustrativo y acertado.

				

				
					22Conversación personal con el doctor Enrique Cabrero, marzo 6, 2020, cdmx.

				

				
					23En las administraciones de Vicente Fox y de Felipe Calderón —salvo en la corta gestión de los doctores Gustavo Chapela y Enrique Villa al frente del Conacyt— predominó la idea de mejorar la “gobernanza” de la ciencia mediante el diseño de una estructura pesada y de un marco normativo complejo.

				

				
					24El propio doctor Cabrero hizo declaraciones en el sentido de que el Conacyt apoyaría a las empresas que invirtieran en el ramo, con lo cual puso a revisión los programas y las estrategias aplicadas anteriormente para estimular la innovación, incluyendo el propio Programa Especial de Innovación (pei) que en 2009 sustituyó al denominado Programa de Estímulos Fiscales (mismo que benefició a numerosas empresas sin posibilidades de innovar). Cabe mencionar que los estímulos fiscales se volvieron a incorporar al programa en 2017.

				

				
					25Además de asignar un 18 por ciento más para todo el ramo y un 13 por ciento para el Conacyt en el ejercicio de 2013, se agregó la necesaria participación del sector privado, sin que el Estado renunciara a pivotear el esfuerzo. Cfr. Peña Nieto (2013) y Cabrero (2013).

				

				
					26Véase Conacyt (2014a). A todas luces, este nuevo enfoque contrastaba con el que ejecutaron las administraciones del pan que, en su momento y con el apoyo de un reducido y poco plural grupo de académicos, definieron un listado de prioridades en el que se corroboró su visión limitada, lo mismo que su inclinación únicamente empresarial. 

				

				
					27El Foro Consultivo Científico y Tecnológico fue una de las instancias que se ajustaron en 2002 —a partir de la promulgación de una nueva Ley de Ciencia y Tecnología— como órgano autónomo de consulta permanente del Poder Ejecutivo Federal, del cgicdti y de la Junta de Gobierno del Conacyt; su antecedente fue el Foro Permanente Científico y Tecnológico, creado en la ley promulgada en 1999.

				

				
					28De manera ilustrativa, Cabrero declaró: “la inversión federal va bien, la inversión privada no va tan bien” (Cfr. Medina Viedas, 2016).

				

				
					29Para alcanzar esta meta, se mencionaba un incremento en la participación de otros niveles de gobierno y de la iniciativa privada.

				

				
					30Destaca la especial atención a la formación de científicos e ingenieros en áreas estratégicas o prioritarias, lo mismo que los recursos humanos especializados que se requieren en las distintas regiones.

				

				
					31Además de la inversión promedio de los países miembros de la ocde, otro indicador es la relación gide/pib (ocde, 2018).

				

				
					32El gfcyt es el gasto destinado por la Administración Pública Federal para el financiamiento y ejecución de actividades científicas, tecnológicas y de innovación. Cfr. Conacyt-dape (2018).

				

				
					33El Gasto en Investigación y Desarrollo Experimental del Gobierno (gide-Gob) es definido como “el conjunto de erogaciones que por concepto de gasto corriente, inversión física, inversión financiera, así como pago de pasivos o deuda pública, realizan las secretarías de Estado y los departamentos administrativos; la Procuraduría General de la República; los organismos públicos autónomos; los organismos descentralizados; las empresas de control presupuestario directo e indirecto; los fideicomisos para el financiamiento de las actividades científicas y tecnológicas, principalmente, en los que el fideicomitente sea el gobierno federal. Este gasto comprende las tres actividades científicas y tecnológicas: i) Investigación y Desarrollo Experimental (ide); ii) Educación y Enseñanza Científica y Técnica (eecyt) (formación de recursos humanos en el nivel de posgrado); y iii) Servicios Científicos y Tecnológicos (scyt). El gfcyt se integra con los datos de presupuesto que las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal destinan a la realización de esas actividades, incluyendo recursos fiscales y propios, y se reportan inicialmente en el Presupuesto de Egresos de la Federación. Posteriormente, estos datos se actualizan con el cierre del presupuesto, reportado en la cuenta de la Hacienda Pública Federal”. La definición es recuperada de la ocde y la unesco; en este último caso deriva de la “Recomendación respecto a la Normalización Internacional de Estadísticas sobre Ciencia y Tecnología”. Cfr. Conacyt (2004).

				

				
					34ocde, “Frascati Manual” (2015). De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi), la Investigación y Desarrollo Experimental (ide) se define: “como el trabajo sistemático y creativo realizado con el fin de aumentar el acervo de conocimiento, y el uso de este último para idear nuevas aplicaciones. La ide se divide en: 1) Investigación básica: trabajo creativo o teórico realizado principalmente con objeto de generar nuevos conocimientos sobre los fundamentos de los fenómenos y hechos observables, sin prever ninguna aplicación específica inmediata; 2) Investigación aplicada: investigación original realizada para la adquisición de nuevos conocimientos, dirigida principalmente hacia un fin u objetivo práctico, determinado y específico; y 3) Desarrollo experimental: trabajo sistemático llevado a cabo sobre el conocimiento ya existente, adquirido de la investigación y experiencia práctica, y dirigido hacia la producción de nuevos materiales, productos y servicios, hacia la instalación de nuevos procesos, sistemas y servicios, y hacia el mejoramiento sustancial de los ya producidos e instalados”. Cfr. Conacyt (2014b).

				

				
					35En la clasificación de las actividades científicas y tecnológicas, Conacyt mide cada una en las actividades para proyectos de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación apoyados con fondos mixtos, sectoriales e institucionales; el Sistema Nacional de Investigadores; el programa de becas y el de fortalecimiento del posgrado; la cooperación científica y técnica internacional; la capacitación y actualización de recursos humanos; la difusión y publicación científica y tecnológica; y la administración y la planeación. Esta nota metodológica puede ser consultada en el Quinto Informe de Gobierno Federal (Gobierno de la República, 2017: 283).

				

				
					36Véase Zuckerman (2016) y Corona (2015). Para un panorama histórico de los precios del petróleo, también consúltese https://www.banxico.org.mx/apps/gc/precios-spot-del-petroleo-gra.html

				

				
					37Entre 2014 y 2015 se consideraron 16 ramos administrativos dentro del gasto por función para cti; éstos fueron: agricultura, ganadería, desarrollo rural, pesca y alimentación; comunicaciones y transportes; economía; educación pública; salud; medio ambiente y recursos naturales; energía; provisiones salariales y económicas; Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. Posteriormente, a partir del año 2016, se incluyeron dos ramos adicionales: el imss (Instituto Mexicano del Seguro Social) y el issste (Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado).

				

				
					38A mediados del año 2016, las estimaciones del doctor Cabrero eran que el presupuesto para cyt aumentaría un 50 por ciento, en tanto que para el final del mandato del presidente Peña Nieto el nivel de la inversión se encontraría entre el 0.7 y 0.8 por ciento del pib (Medina Viedas, 2016).

				

				
					39Investigador titular en unam-iisue/puees. canalesa@unam.mx

				

				
					40Cfr. Secretaría de Educación Pública, “Ley para el Fomento de la Investigación Científica y Tecnológica”. Diario Oficial de la Federación, mayo 21, 1999, pp. 24-35; Secretaría de Educación Pública, “Ley de Ciencia y Tecnología”, Diario Oficial de la Federación, junio 5, 2002, pp. 176-195.

				

				
					41Gaceta del Senado, LXI/3PPO-264/31656, septiembre 8, 2011.

				

				
					42Luigi Rivera Ramírez, “amlo propone secretaría de ciencia con René Drucker”, El Universal, 25 de enero de 2012.

				

				
					43Coalición Movimiento Progresista (prd, mc y pt) (s/f), “Plataforma electoral”, p. 41.

				

				
					44(s/a), “Hacia una agenda nacional en ciencia, tecnología e innovación”, Ciudad Universitaria, D.F., septiembre de 2012.
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					47Cámara de Diputados, Gaceta Parlamentaria, año xv, número 3646-III, 15 de noviembre de 2012.

				

				
					48“Diversas Intervenciones durante la Toma de Protesta al director general del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología”, Comunicado de la Presidencia de la República, Los Pinos, enero 3, 2013.

				

				
					49La Junta de Gobierno de Conacyt se integra por 13 miembros: siete representantes de secretarías de Estado, el titular de anuies, un representante del Foro Consultivo Científico y Tecnológico; dos miembros del sni y dos más del sector productivo. A su vez, la fracción IX del artículo 6 de la Ley Orgánica de Conacyt establece que la Junta de Gobierno tiene entre sus facultades: “Nombrar, a propuesta del director general, a los servidores públicos del Conacyt que ocupen cargos en las dos jerarquías administrativas inferiores a la de aquél, y ser informada de su remoción”.

				

				
					50Las acciones sobre la reorganización de Conacyt fueron más detalladas en una colabo­ración publicada en el Boletín de la Academia Mexicana de Ciencias: Fabiola Trellez Ramírez, “Necesitamos de un Conacyt que salga de sus oficinas de Insurgentes”, Boletín de la Academia Mexicana de Ciencias, núm 19, noviembre 28, 2013, pp. 3-4.

				

				
					51Artículo 41 del “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Ciencia y Tecnología”, Diario Oficial de la Federación, Primera sección, junio 12 de 2009.

				

				
					52En realidad, el tema de fomento a la productividad, la innovación y el empleo cobró impulso desde la promulgación de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (Diario Oficial de la Federación, 30 de diciembre de 2002). A partir de ahí también se pusieron en marcha diferentes programas, mecanismos e iniciativas, también se crearon algunos organismos de consultoría, como el denominado Comité Nacional de Productividad e Innovación Tecnológica (Compite), pero este comité no era un organismo gubernamental, sino una asociación civil de consultoría y atención directa a las Mipymes. De hecho, el gobierno federal emitió un marco de regulación para normar los recursos públicos entre las Mipymes y Compite (“Reglas de operación e indicadores de resultados para la asignación del subsidio destinado a facilitar a las micro, pequeñas y medianas empresas el acceso a los servicios de consultoría y capacitación especializadas que brinda el Comité Nacional de Productividad e Innovación Tecnológica (Compite)”, Diario Oficial de la Federación, Quinta sección, 30 de diciembre de 2009).

				

				
					53Cfr. Diario Oficial de la Federación, Primera sección, 26 de febrero de 2013, pp. 2-5.

				

				
					54Cfr. Gaceta Parlamentaria, año xv, núm. 3455-IV, febrero 21 de 2012.

				

				
					55Cfr. Gaceta Parlamentaria, año xvi, núm. 3708-II, febrero 19 de 2013.

				

				
					56Cfr. Gaceta Parlamentaria, año xx, núm. 4766-VI, abril 25 de 2017.

				

				
					57Jorge Ramos Pérez, “Renuncias. El adiós al presidente al dejar los cargos”, El Universal, 1 de abril de 2016.

				

				
					58Cfr. “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento de la Oficina de la Presidencia de la República”, Diario Oficial de la Federación, 1 de octubre, 2015, pp. 2-6.

				

				
					59Comunicado Conacyt 32/16, 1 abril de 2016.

				

				
					60Versión estenográfica de la “Reunión Ordinaria de la Comisión de Ciencia y Tecnología del Senado de la República con el Dr. Enrique Cabrero Mendoza, director general de Conacyt”, celebrada el 23 de septiembre de 2014. http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/versiones/15470-reunion-ordinaria-de-la-comision-de-ciencia-y-tecnologia.html

				

				
					61Los plazos cambiaron posteriormente, una reforma de febrero de 2018 del artículo 30 de la Ley de Planeación modificó y precisó las fechas de publicación de los programas sectoriales y especiales, ahora establece que: “Los programas sectoriales, regionales, especiales e institucionales deberán ser publicados en el Diario Oficial de la Federación, en los plazos previstos por las disposiciones que al efecto emita el Ejecutivo federal. En el caso de los programas sectoriales y los especiales que determine el Ejecutivo federal, deberán publicarse dentro de los seis meses posteriores a la publicación del plan”.

				

				
					62Comunicado Conacyt No. 36/14, 20 de mayo de 2014.

				

				
					63Véase supra nota 19, pp. 10-11.

				

				
					64Comité Intersectorial de Innovación, “12ª sesión ordinaria del Comité Intersectorial de Innovación”, 30 de abril de 2013. http://innovacion.economia.gob.mx/index.php?option=com_content&view=category&layout=blog&id=14&Itemid=161 (consultado el 13 de julio de 2019).

				

				
					65Comité Nacional de Productividad, “Acta de la quinta sesión ordinaria del Comité Nacional de Productividad”, Palacio Nacional, 26 de noviembre de 2015.

				

				
					66Cfr. Enrique Peña Nieto, “Estrategias y líneas de acción transversales”, 4to Informe de gobierno, México, 2016, pp. 3-5.
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					68Cfr. Enrique Peña Nieto, 6to Informe de gobierno 2017-2018, México, 2018, pp. 97 y 138.

				

				
					69Cfr. Conacyt, “Presenta el Conacyt nuevos consorcios dedicados a la investigación y desarrollo industrial”, Comunicado 30/17, mayo 24 de 2017.
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					71Iniciativa de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Ciencia y Tecnología, Oficio No. SELAP/300/1094/18, 5 de abril de 2018.

				

				
					72Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 3º y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con fecha de recibido del 3 de marzo de 2018, pp. 4-5.

				

				
					73Investigador del Instituto de Investigaciones Sociales de la unam, México.

				

				
					74Investigadora del Instituto de Investigaciones Sociales y Secretaria Académica del Programa Universitario de Estudios sobre Educación Superior, unam, México.

				

				
					75Ayudante de investigador del Centro para el Cambio Global y la Sustentabilidad, Tabasco, México.

				

				
					76Un análisis de la política en cti en el sexenio del presidente Fox se encuentra en J. Zubieta y R. Loyola (2007).

				

				
					77Para el mes de marzo de 2018, todos los estados contaban ya con un Consejo estatal o Secretaría de Ciencia y Tecnología, a pesar de que tan sólo 10 entidades federativas disponían de un programa de cyt (Conacyt, 2018).

				

				
					78Véase Zubieta (2003).

				

				
					79No está por demás señalar que en esa dirección seguramente influyó la circunstancia de que el director general del Conacyt, el doctor Enrique Cabrero, había dirigido el Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide), por lo que era conocedor de estas instituciones y de sus potencialidades.

				

				
					80De todos los centros planeados, sólo tuvo continuidad el Centro del Cambio Global y la Sustentabilidad en el Sureste, en el que participan tanto el Conacyt como el gobierno del estado de Tabasco, la unam y la Universidad Juárez Autónoma de Tabasco, en la modalidad de “centro mixto” que no se formalizó en la ley. Este centro está ubicado en la ciudad de Villahermosa, Tab.

				

				
					81Para mayor detalle, véase el Capítulo V, dedicado al análisis de los consorcios.

				

				
					82Véase Conacyt (2018b).

				

				
					83A este percance se suma, además, el de la iniciativa de ley que se quedó en comisiones en el Legislativo. Esta iniciativa, formulada al final de la administración de Peña Nieto, no prosperó, a pesar de que buscaba dotar al Conacyt de una nueva institucionalidad, incluyendo la nueva organización de los centros. Cfr. unam (2018).

				

				
					84Véase Conacyt (2019a).

				

				
					85Las agendas pueden ser consultadas en Conacyt (2019b).

				

				
					86Existen grandes contrastes en la localización geográfica del sector productivo que demanda investigación y desarrollo, aunque grosso modo, también esto se pueda apreciar en la distribución geográfica de los integrantes del Registro Nacional de Instituciones y Empresas Científicas y Tecnológicas (Reniecyt).

				

				
					87Autores como García Fuentes (2017), Edquist (2005) y Arocena y Sutz (2002) han fundamentado la necesidad de aplicar de manera crítica los enfoques de sistemas regionales de innovación de los países desarrollados en los países menos desarrollados. En particular, el primero ha reflexionado sobre el caso específico de México.

				

				
					88Por citar un ejemplo, en Guerrero se determinó como sector prioritario la agroindustria, cuando el mayor número de investigadores que pertenece al Sistema Nacional de Investigadores (sni) de la entidad se ubican en el área III, medicina y ciencias de la salud.

				

				
					89La importante disminución en las aportaciones al Fordecyt durante el sexenio anterior tampoco se recuperó en el primer año de gobierno del presidente Andrés Manuel López Obrador, pues para 2019 se otorgaron 344.61 mdp, cifra menor a lo asignado en 2013. Véase Conacyt (2019c).

				

				
					90Hasta junio de 2019, el Conacyt no había realizado aportación alguna al Fomix, fondo que sólo obtuvo recursos de los gobiernos de los estados por 20.1 millones de pesos, correspondientes a dos proyectos aprobados. Véase Conacyt (2019d).

				

				
					91Véase Conacyt (2019e).

				

				
					92Cfr. “Manual de Bogotá”, elaborado por la Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología Iberoamericana/Interamericana (ricyt) y la Organización de Estados Americanos (oea) para la normalización de Indicadores de Innovación Tecnológica en América Latina y el Caribe (véase ricyt, 2019). Conviene agregar que el Manual de Frascati, generalmente aceptado por países miembros de la ocde y por sus comunidades científicas, se ha constituido en un referente para definir y catalogar las actividades de investigación y desarrollo (i+d). A pesar de sus numerosas revisiones, en las que se han intentado incorporar nuevas tendencias en la medición de los esfuerzos que se realizan en cyt, numerosos países (entre ellos, los latinoamericanos) han cuestionado su aplicación para cuantificar los esfuerzos que realizan en la materia. Más aún, la ricyt, creada en 1994, expuso como su objetivo general “promover el desarrollo y el uso de instrumentos para la medición y el análisis de la ciencia y la tecnología en Iberoamérica…”.

				

				
					93Gobierno de la República (2018).

				

				
					94El Programa de Estímulos Fiscales fue suspendido en 2008 por las denuncias que se presentaron, a propósito de la simulación que fue detectada en algunas empresas que resultaron beneficiadas por tal estímulo.

				

				
					95Cfr. Cabrero (2017).

				

				
					96Desde luego, no debemos dejar de señalar que, además de la explicación económica, también hay factores de índole cultural, social, jurídico y hasta normativo que inhiben el interés por la innovación.

				

				
					97Cfr. impi (2018).

				

				
					98Convendría hacer estudios a profundidad para aclarar las dudas que frecuentemente surgen en relación con la equidad entre los distintos campos disciplinarios, al tiempo de analizar si el sistema ha contribuido a incrementar la madurez de algunos mientras contribuye a fortalecer capacidades en las regiones más desprovistas de infraestructura en cti.

				

				
					99Véase Zubieta y Herzig (2016).

				

				
					100Región 1: Baja California, Coahuila, Ciudad de México, Estado de México, Guanajuato, Jalisco, Morelos, Nuevo León, Puebla, Querétaro y Sonora. 

					Región 2: Aguascalientes, Chihuahua, Hidalgo, Michoacán, San Luis Potosí, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán.

					Región 3: Baja California Sur, Campeche, Colima, Chiapas, Durango, Guerrero, Nayarit, Oaxaca, Quintana Roo, Tlaxcala y Zacatecas.

				

				
					101La tabla de capacidades científicas y tecnológicas por entidad puede ser consultada en Gobierno de la República (2018).

				

				
					102Instituto Potosino de Investigación Científica y Tecnológica, A.C.
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					104Conacyt (2017), Reorganizan el Sistema de Centros Públicos de Investigación de Conacyt, https://centrosconacyt.mx/objeto/reorganizacion-de-cpi/

				

				
					105En este texto empleo indistintamente las siglas cpi/Conacyt o cpi y en ambos casos me refiero a los centros coordinados por el Conacyt.

				

				
					106Conacyt (2017), Reorganizan el Sistema de Centros Públicos de Investigación de Conacyt, https://centrosconacyt.mx/objeto/reorganizacion-de-cpi/

				

				
					107Conacyt (2018), Consorcios, https://www.conacyt.gob.mx/index.php/consorcios

				

				
					108En México, los temas relacionados con ciencia, tecnología o innovación en general reciben muy poca atención de los medios de comunicación.

				

				
					109Programa Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación (peciti), 2014-2018.

				

				
					110La búsqueda de información sobre el conjunto de los consorcios en el periodo 2012-2018, en la documentación de los Fomix y de los Fordecyt ha sido particularmente difícil de conseguir, pues en algunos casos éstos provienen de proyectos de infraestructura para creación de centros y en otros se especifica que se trata de un consorcio, lo que representa un problema. 

				

				
					111Logros peciti 2014-2018, http://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/logros-programa-especial-de-ciencia-tecnologia-e-innovacion-peciti-2014-2018/1487-logros-peciti-2014/file

				

				
					112Quedaron fuera de este planteamiento regional los estados de Jalisco, Michoacán, Colima, Nayarit, Sinaloa en el pacífico, e Hidalgo, Tlaxcala, Morelos, Ciudad de México y Estado de México en el centro, y Tamaulipas en el golfo. No se encontró información que explique esta decisión. 

				

				
					113Estas variaciones en los tiempos de incremento de apoyos obedecen a los sexenios diferentes en las entidades federativas.

				

				
					114Que cambió su nombre a Centro de Investigación en Ciencias de Información Geoespacial (CentroGeo).

				

				
					115Fomix Hidalgo (2002-2018), https://www.conacyt.gob.mx/index.php/proyectos-apoyados; para diciembre de 2018 el proyecto aún estaba en desarrollo.

				

				
					116Conacyt (2015), Fondo Institucional de Fomento Regional para el Desarrollo Científico, Tecnológico y de Innovación, https://www.conacyt.gob.mx/index.php/sni/convocatorias-conacyt/convocatorias-fordecyt

				

				
					117Conacyt (2015), Logros 2015, http://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/logros-programa-especial-de-ciencia-tecnologia-e-innovacion-peciti-2014-2018/1488-logros-peciti-2015/file

				

				
					118Logros peciti (2016), http://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/logros-programa-especial-de-ciencia-tecnologia-e-innovacion-peciti-2014-2018/3747-logros-peciti-2016/file

				

				
					119Fomix Aguascalientes (2002-2018), https://www.conacyt.gob.mx/index.php/proyectos-apoyados; el proyecto aún está en desarrollo.

				

				
					120Padrón proyectos apoyados Fordecyt (2019), https://www.conacyt.gob.mx/index.php/fondo-institucional-de-fomento-regional-para-el-desarrollo-cientifico-tecnologico-y-de-innovacion-fordecyt

				

				
					121Conacyt (2018), Sistema de Centros Públicos de Investigación Conacyt, http://riditmx.net/04_Sistema_de_CPI.pdf 

				

				
					122Verenise Sánchez (2016), Se renueva el Sistema de Centros Conacyt, http://cienciamx.com/index.php/sociedad/politica-cientifica/9762-se-renueva-el-sistema-de-centros-conacyt

				

				
					123https://www.conacyt.gob.mx/index.php/coordinaciones

				

				
					124https://www--conacyt--gob--mx.accesible.inclusite.com/index.php/temas-transversales

				

				
					125Idem.

				

				
					126Idem.

				

				
					127https://www.cimat.mx/es/vinculacion/consorcios

				

				
					128Estas afirmaciones acerca de la forma en que se les ve a los cpi en los lugares donde se ubican se hacen con base en un trabajo de campo que ha estado realizando, desde inicios de 2017, la autora del texto.

				

				
					129http://cienciamx.com/index.php/sociedad/politica-cientifica/9762-se-renueva-el-sistema-de-centros-conacyt

				

				
					130https://www.pt-mexico.com/noticias/post/conacyt-presenta-nuevos-consorcios-dedicados-a-la-investigaci%c3%b3n-y-desarrollo-industrial

				

				
					131http://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/logros-programa-especial-de-ciencia-tecnologia-e-innovacion-peciti-2014-2018/3904-logros-peciti-2017/file; no se especifica en el documento cuáles fueron estos proyectos estratégicos.

				

				
					132Conacyt, Estrategias de consorcios, https://www.inaoep.mx/~jgob/hjg/2018/prim/Anexo2.pdf

				

				
					133Conacyt (2017), Principios básicos de gobernanza y administración de los consorcios de investigación de los centros públicos de Conacyt, https://www.inaoep.mx/~jgob/hjg/2018/prim/Anexo1.pdf

				

				
					134Debemos tener presente que, cada proyecto a desarrollar tenía de por medio montos muy importantes de dinero. Será necesario ahondar sobre este punto para determinar el papel que este hecho jugó. Lo que excede el objetivo de este texto.

				

				
					135Que en algunos casos ya había sido otorgado, como se señala más adelante.

				

				
					136Conacyt (2017), Principios básicos de gobernanza y administración de los consorcios de investigación de los centros públicos de Conacyt, https://www.inaoep.mx/~jgob/hjg/2018/prim/Anexo1.pdf

				

				
					137Se asignaron los recursos al Cidesi, que también fungió como responsable técnico en la figura de su director general, el doctor Cirilo Noguera Silva. Fomix, Campeche (2002-2018), https://www.conacyt.gob.mx/index.php/proyectos-apoyados

				

				
					138Se estableció el Consorcio de Hidrocarburos en Carmen: Sedesu en comparecencia,  http://www.comunicacarmen.com.mx/Php/locales.php?id=149186

				

				
					139Aunque de acuerdo con los datos de la base de Fomix, el proyecto se finiquitó a fines de 2018.

				

				
					140Inaugurará Cidesi unidad Campeche, https://www.mipatente.com/inaugurara-cidesi-unidad-campeche/

				

				
					141De acuerdo con los datos de la base Fomix, este proyecto se dio por concluido a fines de 2018.

				

				
					142Consorcios cpi Conacyt, Sistema de cpi Conacyt, https://www.cimat.mx/sites/default/files/Vinculacion/Fichas%20Consorcios.pdf

				

				
					143Consorcios cpi Conacyt, Sistema de cpi Conacyt, https://www.cimat.mx/sites/default/files/Vinculacion/Fichas%20Consorcios.pdf

				

				
					144Fomix (AGS-2015-03-01), https://www.conacyt.gob.mx/index.php/el-conacyt/convocatorias-y-resultados-conacyt/convocatorias-fondos-mixtos-contituidos/convocatorias-fondos-mixtos-constituidos-aguascalientes/convocatorias-cerradas-fondos-mixtos-aguascalientes/2015-03-fomix-aguascalientes/10749-demandas-especificas-43/file

				

				
					145Para información puntual del cittaa, véase Serna (2020).

				

				
					146http://www.cienciamx.com/index.php/centros-conacyt/boletinescentros/10467-presentacion-del-centro-de-innovacion-y-transferencia-tecnologica-de-aguascalientes-cittaa-e-inauguracion-de-los-laboratorios-de-radiometria-y-fotometria-del-cio

				

				
					147Idem.

				

				
					148Este desdén por los usuarios y los receptores de los proyectos es algo que cotidianamente se comenta en las entrevistas donde se toca el tema de los cpi.

				

				
					149Véase Serna (2020).

				

				
					150Fomix Hidalgo (2002-2018), https://www.conacyt.gob.mx/index.php/proyectos-apoyados

				

				
					151Anuncia Omar Fayad durante su informe inauguración del Cidea, https://hidalgo.sintesis.mx/2018/09/07/omar-fayad-inauguracion-cidea/

				

				
					152Alistan inauguración de la Litoteca Nacional en Hidalgo, https://www.pressreader.com/mexico/milenio-hidalgo/20190527/281904479653083

				

				
					153Centro de Investigación y Desarrollo en Agrobiotecnología Alimentaria (Cidea), http://www.cidea.mx/paginas/posgrados.html

				

				
					154http://cienciamx.com/index.php/sociedad/politica-cientifica/3448-inauguran-centro-de-investigacion-innovacion-y-desarrollo-para-las-zonas-aridas-ciidza

				

				
					155https://www.conacyt.gob.mx/index.php/fondo-institucional-de-fomento-regional-para-el-desarrollo-cientifico-tecnologico-y-de-innovacion-fordecyt

				

				
					156https://www.conacyt.gob.mx/index.php/fondo-institucional-de-fomento-regional-para-el-desarrollo-cientifico-tecnologico-y-de-innovacion-fordecyt

				

				
					157Inauguración Centa, https://www.cidesi.com/site/inauguracion-centa/

				

				
					158Nuevos consorcios para impulsar al sector automotor en Aguascalientes. http://www.mexicoindustry.com/en/news/san-luis-potosi-aguascalientes/nuevos-consorcios-para-impulsar-al-sector-automotor-en-aguascalientes 

				

				
					159https://occidente.ciesas.edu.mx/cidiglo/ Se confirmó en campo que el Cidiglo se encontraba en operación.

				

				
					160https://todos.cicese.mx/sitio/noticia.php?n=1300

				

				
					161Centro en coordinaciones 2 y 3.

				

				
					162En las coordinaciones 4 y 5.

				

				
					163https://www.conacyt.gob.mx/index.php/temas-transversales

				

				
					164Para estas reflexiones utilizo tres entrevistas que llevé a cabo en 2017 a un directivo de centro y dos empresarios, sus opiniones resultaron fundamentales para entender el proceso que tenía lugar al poner en marcha un consorcio.

				

				
					165Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Azcapotzalco mhs@azc.uam.mx

					La autora agradece a la doctora Judith Zubieta su revisión y las numerosas aportaciones que hizo a este texto.

				

				
					166Para conocer detalladamente esta estrategia, véase Conacyt (2018).

				

				
					167Véase Rudomín, P. (1996).

				

				
					168Véase sep (1984).

				

				
					169Véase Anexo Estadístico del Primer Informe de Gobierno (2019).

				

				
					170Entre los objetivos iniciales del Programa de Mejoramiento del Profesorado (Promep), estaba elevar la calidad de la educación superior, especialmente en universidades públicas es­tatales, mediante el otorgamiento de becas para que un mayor número de profesores contara con el grado de doctor y realizara tareas de investigación. Véase Zogaib (2000).

				

				
					171La información, cuadros y gráficas provienen de fuentes secundarias que proporciona el Foro Consultivo en 2016, en su análisis titulado El Sistema Nacional de Investigadores en números, firmado por Carlos Rodríguez; también de la publicación Fortalecimiento del capital humano. La persona como pieza clave en la consolidación de una sociedad y economía del conocimiento del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (agosto de 2018), y de los anexos de los informes de gobierno de 2018 y 2019, lo mismo que de artículos de estudiosos sobre el tema.

				

				
					172Anexo cyt, VI Informe de Gobierno, 2017-2018.

				

				
					173Para una discusión completa de este tema, véase Bensusán, G. y G. Valenti (2018).

				

				
					174Véase Granados (2020).

				

				
					175Conacyt, Plataforma Nacional de Transparencia (mayo, 2018) y shcp, presupuesto Ramo 38.

				

				
					176Todas las cifras que se ofrecen en este apartado provienen de Rodríguez, op. cit.

				

				
					177Véase Canales (2011).

				

				
					178Conacyt (2018).

				

				
					179Cátedra Regional unesco Mujer Ciencia y Tecnología en América Latina, Flacso Argentina (2017).

				

				
					180Se identificaron dos trabajos en la literatura sobre el tema: el de Rodríguez (2016) y, antes, el de Zubieta y Rueda (2001).

				

				
					181upn, Unidad 094 cdmx jsalceda@upn.mx

				

				
					182iisue, unam aralsantuario@gmail.com

				

				
					183Este Manual es una publicación de la ocde y Eurostat con tres versiones, la primera en 1992, la segunda en 1997 y la tercera en 2005. El Manual contiene conceptos, definiciones y una metodología para medir la innovación. Su contenido se enriquece gracias a los resultados y análisis de la Encuesta Comunitaria de Innovación (eci). 

				

				
					184En otros países, los posgrados industriales se refieren a programas distintos a los de investigación, en cambio, en el pnpc los posgrados con la industria se insertaron como una modalidad. Esto permite combinar la orientación en investigación con las modalidades escolarizada y con la industria; mientras que la orientación profesional puede impartirse en la modalidad escolarizada, no escolarizada y con la industria. Por ejemplo, en el Padrón del pnpc 2020 existe un Doctorado en Ingeniería Mecatrónica con orientación profesional, en modalidad con la industria; este es un programa que se ofrece en la Universidad Popular Autónoma del Estado de Puebla, A.C. (upaep).

				

				
					185A partir de 2013 cambió su denominación a Programa para el Desarrollo Profesional Docente (Prodep).

				

				
					186Secretaría de Energía.

				

				
					187Estos datos suman las becas vigentes y las nuevas. 

				

				
					188El programa estaba destinado a los estudios en ciencia, tecnología, ingeniería y matemática (ctim). El objetivo era lograr 101,000 estudiantes becados en cuatro años. 

				

				
					189*Se desempeñó en Conacyt como Directora de Planeación de Ciencia en (2013-2017) y como Directora de Cátedras Conacyt (2017-2018); fue responsable de los programas de Repatriaciones y Retenciones y de Estancias Posdoctorales y Sabáticas (2013-2015).

				

				
					190Su creación se enmarcaba en la Ley de Ciencia y Tecnología publicada en 2002 que, en su artículo 2, fracción I, establecía “incrementar la capacidad científica, tecnológica, de innovación y la formación de investigadores y tecnólogos para resolver problemas nacionales fundamentales, que contribuyan al desarrollo del país y a elevar el bienestar de la población en todos sus aspectos”.

				

				
					191Se refiere al Objetivo 3.5 de la Meta Nacional VI.3. México con Educación de Calidad del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, pág. 128.

				

				
					192A pesar de que no hay comparativos actualizados, no existen elementos para pensar que la situación que se reportaba en 2013 no sea la que prevalece. Ese año México reportó 252 investigadores dedicados a i+d por cada millón de habitantes, mientras que, en países como Brasil y Argentina, las cifras eran significativamente mayores (838 y 1,198, respectivamente). Véase https://datos.bancomundial.org/indicador/SP.POP.SCIE.RD.P6

				

				
					193El gide mide la inversión federal en Ciencia, Tecnología e Innovación (cti), distribuida en tres actividades fundamentales: Investigación y Desarrollo Experimental (ide); Posgrado, Servicios Científicos y Tecnológicos (scyt); e Innovación. 

				

				
					194El contrato establecía que la contratación sería realizada “únicamente en la forma y bajo las condiciones establecidas por el ‘sujeto de apoyo’”. Esto significa que la contratación se debía hacer de conformidad con la normatividad de cada institución y, si éstas no tenían plazas al término del apoyo, entonces no podían cumplir.

				

				
					195Véase Collado, Salgado y Meyenberg (2015).

				

				
					196Repatriaciones y Retenciones es una modalidad de apoyo del Programa “Apoyo a la Consolidación Institucional” del Conacyt y, como lo menciona el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval, 2015c), una dificultad es que el programa está integrado por cinco diferentes tipos de apoyos, lo que dificulta la medición y seguimiento de sus resultados. De acuerdo con la Evaluación de Consistencia y Resultado del Programa “Apoyo a la Consolidación Institucional del Conacyt” de 2012, el cual incluye, entre otras modalidades de apoyo, a las Repatriaciones y Retenciones de Científicos y Tecnólogos de alto nivel, el programa “sigue un procedimiento establecido en un documento; contempla el mediano y/o largo plazo; establece los resultados que quieren alcanzar y; cuenta con indicadores para medir los avances en el logro de sus resultados”. No obstante, para el caso de las modalidades de Repatriación y Retención, el personal del programa ha señalado que las metas son conservadoras dado que existe una variable determinante y no controlable por el Consejo: la disponibilidad de plazas dentro de las instituciones. Véase Bracho et al. (2012).

				

				
					197La mayoría de las cifras aquí presentadas, salvo cuando se indique lo contrario, fueron tomadas de Cabrero, Tagüeña, Carreón y Archundia (2018). 

				

				
					198Las dos autoras son investigadoras del Instituto de Investigaciones Sociales, unam.

					Agradecemos la colaboración de las estudiantes: Cynthia Lisset del Razo Méndez, Estefanía N. Hidalgo Lozano, Nadia Maurin López Torres y Alejandra Rojas Pérez y, en particular de la licenciada Laura Calvo Bretón.

				

				
					199La industria 4.0 es una revolución tecnológico-organizacional que se fundamenta en tres pilares tecnológicos principales: redes de conectividad, plataformas cross industry y especialización vertical, donde convergen diversas tecnologías que están en distintos niveles de desarrollo. 

				

				
					200El Programa incluye tres modalidades: Innovapyme, dedicada exclusivamente a propuestas y proyectos de las Mipymes, que pueden presentar propuestas de manera individual o vinculada con ies, ci o ambos. Innovatec, dirigida a proyectos de empresas grandes, en propuestas individuales o vinculadas a ies, ci o ambos. Proinnova, proyectos en red orientados a la innovación, en propuestas que tengan vinculación con al menos dos ies, o dos ci o uno de cada uno.

				

				
					201Agradecemos a la maestra Yvon Angulo su apoyo en el diseño de la muestra.

				

				
					202Se tomaron estos cuatro años porque ni en 2012 ni en 2017 y 2018 se tuvo acceso al costo total de los proyectos, sólo se encontró el monto asignado a las empresas por proyecto. 

				

				
					203Para el año de 2017 no se cuenta con información para el fit.

				

				
					204Instituto de Investigaciones Bibliotecológicas y de la Información (iibi), unam.

				

				
					205Universidad Autónoma de Nuevo León.

				

				
					206El Colegio de Sonora, la Universidad Autónoma de Hidalgo, la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo y la Universidad Autónoma de Querétaro no tienen colección, en tanto que la Benemérita Universidad de Puebla no reportó el dato.
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1lo de Recursos Humanos México blico va de la SHCP. Apoya becas recuperables y

no realiza actividades de investigacion.

INAOE, Instituto Nacional de 12 de noviembre Tonantzintla, Cientifico Organismo des- Creado por Decreto Presidencial a partir
Astrofisica, Optica y de 1971 Puebla centralizado del Observatorio Astrofisico Nacional de
Electronica Tonantzintla.

CICESE Centro de Investigacién 418 de septiem-  Ensenada, Cientifico Organismo des- Creado por Decreto Presidencial con parti-
Cientifica y Educacion bre de 1973 Baja California centralizado cipacion inicial de la UNAM.

Superior de Ensenada

CIESAS Centro de Investigacio- 19 de septiem- Ciudad de Ciencias socia- Organismo des- Creado por Decreto Presidencial a partir
nes y Estudios Superio- bre de 1973 México les y humani- ~ centralizado del Centro de Investigaciones Superiores del
ges .efl Antropologia dades Instituto Nacional de Antropologia e Historia.

ocial

Infotec  Centro de Investigacion 2 de junio de Ciudad de Tecnolégico Fideicomiso pu-  Inicié como Fondo de Informacion y Docu-
e Innovacion en Tecno- 1974 México blico mentacion para la Industria y a partir del
logias de la Informacién 12 de junio de 2014 cambi6 su nombre al
y Comunicacion actual.

CIDE Centro de Investigacion 25 de noviembre Ciudad de Ciencias socia- Asociacion civil Creado por el Conacyt para atender la cre-
y Docencia Econdmica  de 1974 México gasdy humani- ciente actividad econdémica del pais.

ades

Fcosur El Colegio de la Fronte- 2 de diciembre Chetumal, Ciencias socia- Organismo des- Creado por Decreto Presidencial original-

ra Sur de 1974 Quintana Roo les y humani- — centralizado mente como CIES (Centro de Investigacio-
dades nes Ecoldgicas del Sureste), en 1995 se
integro con el Centro de Investigaciones de

Quintana Roo.

[necol Instituto Nacional de 7 de agosto de ~ Xalapa, Vera-  Cientifico Asociacion civil  Originalmente localizado en anexos del
Ecologia 1975 cruz Museo de Historia Natural de la Ciudad de

México, en 1989 se reinstalo en Xalapa.

CIBNOT Centro de Investigacio- 241 octubre de La Paz, Baja  Cientifico Asociacién civil  Creado originalmente como CIB (Centro de
nes Biologicas del 1975 California Investigaciones Biologicas) a instancias del
Noroeste gobierno del estado con el apoyo de la SEP

y el IPN, en 1994 paso a ser CIBNOT.

Ciatec Centro de Innovacion 13 de febrero de Leodn, Guana- Tecnoldgico Asociacion civil  Creado a iniciativa de la Industria de cuero
Aplicada en Tecnologias 1976 juato y del calzado del estado de Guanajuato,
Competitivas originalmente se llam¢ Centro de Investi-

gaciones y Asistencia Técnica del Estado
de Guanajuato (CIATEG), en 1994 cambio a
Centro de Investigacion y Asesoria Tecno-
l6gica en Cuero y Calzado y posteriormen-
te a su denominacién actual.

CIATEJ Centro de Investigacion 24 de agosto de  Guadalajara, Tecnoldgico Asociacion civil  Creado a iniciativa de empresarios del ra-
y Asistencia Técnica del 1976 Jalisco mo de joyeria con el apoyo del Instituto
Estado de Jalisco Mexicano de Comercio Exterior y el Depar-

tamento de Economia de Jalisco, original-
mente denominado Centro Regional de In-
vestigacion y Asistencia Técnica del Estado
de Jalisco (CRIATEJ).

CIQA Centro de Investigacién 2 de noviembre  Saltillo, Tecnologico Organismo des-  Creado por Decreto Presidencial a partir de
en Quimica Aplicada de 1976 Coahuila centralizado un estudio del Guayule en colaboracién

con Conaza, la UNAM y el Conacyt. Poste-
riormente cambi6 su objeto.

CIATEQ Centro de Investigacion 9 de noviembre Querétaro, Tecnoldgico Asociacion civil ~ Creado para apoyar a la industria metalme-
y Asistencia Técnica del de 1978 Querétaro canica.

Estado de Querétaro

ColMich El Colegio de Michoa- 15 de enero de  Zamora, Ciencias socia- Asociacién civil Creado para descentralizar las investiga-
can 1979 Michoacén les y humani- ciones en actividades socioculturales de la

dades provincia.

Centro  Centro de Investigacién 15 de agosto de  Ciudad de Ciencias socia- Asociacion civil ~ Creado por acuerdo presidencial con el ob-

Geo en Geografia y Geomati- 1979 México les y humani- jetivo original de recopilar y difundir las
ca dades obras del ingeniero Jorge L. Tamayo, en

1994 cambia su nombre y su objeto para
convertirse en un centro de investigacion.

CICY Centro de Investigacio- 16 de noviembre Mérida, Yu-  Cientifico Asociacion civil  Creado originalmente para apoyar a la in-
nes Cientificas de Yuca- de 1979 catdn dustria henequenera, posteriormente cam-
tan bio su objeto.

Cimat Centro de Investigacion 416 de abril de Guanajuato,  Cientifico Asociacién civil  Creado para el desarrollo de las matemati-
en Matematicas 1980 Guanajuato cas y su aplicacion en diversos campos.

CIO Centro de Investigacio- 18 de abril de Ledn, Guana- Cientifico Asociacion civil  Creado originalmente con investigadores
nes en Optica 1980 juato de la UNAM, el CICESE y el INAOE.

Mora Instituto de Investiga- 24 de septiem- Ciudad de Ciencias socia- Organismo des- Creado originalmente por Decreto Presi-
ciones Dr. José¢ Maria bre de 1981 México les y humani-  centralizado dencial como biblioteca, para albergar
Luis Mora dades acervo bibliografico especializado en histo-

ria de México.

CIAD Centro de Investigacion 416 de marzo de Hermosillo,  Cientifico Asociacién civil  Creado a partir del Instituto de Investiga-
en Alimentacion y 1982 Sonora ciones y Estudios Superiores del Noroeste
Desarrollo (1ESNO).

Colef Fl Colegio de la Frontera 6 de agosto de  Tijuana, Baja Ciencias socia- Asociacion civil ~ Creado por Decreto Presidencial original-
Norte 1982 California les y humani- mente como el Centro de Estudios Fron-

dades terizos de Norte de México (Cefnomex)
y, posteriormente, el 6 de febrero de 1986,
modifico su nombre al actual.

Cidesi ~ Centro de Ingenieriay 9 de marzode  Querétaro,  Tecnoldgico Organismo des-  Creado por Decreto Presidencial para el
Desarrollo Industrial 1984 Querétaro centralizado desarrollo de tecnologias nacionales.

Cideteq  Centro de Investigacion 26 de septiem-  Sanfandila, Tecnoldgico Sociedad civil Creado por el Conacyt para apoyar a varios
y Desarrollo en Electro- bre de 1991 Querétaro sectores industriales.
quimica

Comimsa Corporacién Mexicana 4 de noviembre Saltillo, Tecnolégico S.A.de C.V. Creado por Decreto Presidencial que extin-
de Investigacion en de 1991 Coahuila guio al Instituto Mexicano de Investigacio-
Materiales nes Siderurgicas, que era el brazo tecnolo-

gico de Siderurgica Mexicana (Sidermex).

Cimav Centro de Investigacién 25 de octubre de Chihuahua,  Cientifico Sociedad civil Creado por el Conacyt a partir de su gesta-
en Materiales Avanzados 1994 Chihuahua cion en la UNAM, con el apoyo del gobierno

del estado e iniciativa privada de Chihuahua.

ColSan  Fl Colegio de San Luis 22 de enero de  San Luis Po- ~ Ciencias socia- Asociacion civil Creado por el Conacyt a iniciativa del go-

1997 tosi, San Luis les y humani- bierno del estado, para cultivar las ciencias
Potosi dades sociales y las humanidades en el centro
norte del pais.

PICYT Instituto Potosino de In- 24 de noviembre San Luis Po-  Cientifico Asociacion civil  Creado por el Conacyt con el apoyo del

vestigacion Cientifica y
Tecnoldgica

de 2000

tosi, San Luis
Potosi

gobierno del estado a partir de investigado-
res de la Universidad Auténoma de San
Luis Potosi.
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Especialidad  Escolarizada  Profesional Escolarizada Profesional
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Maestria Profesional Escolarizada Profesional**
Investigacion ~ No escolarizada Investigacion
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Convocatoria para instituciones

Convocatoria para jévenes investigadores

Dirigida a Instituciones de Educacién Su-
perior, Centros Publicos de Investigacion
y en general, instituciones federales y
estatales del sector publico que presen-
ten proyectos de investigacion.

Enfasis en el fortalecimiento regional y la
movilidad de los investigadores.

Dos modalidades:

—Individual

—-Grupal (2 a 5 catedras)

Dirigida a J1 registrados en el Padron de
JI 'y que cumplan con los siguientes re-
quisitos:

Contar con hasta 43 afios cumplidos las
mujeres y 40 los hombres, al 1 de enero
de la convocatoria vigente.

Poseer grado de doctor, equivalente o, de
preferencia, posdoctorado.

Ser de nacionalidad mexicana o extranje-
ros residentes legalmente en México Yy,
en este ultimo caso contar documento
migratorio valido y vigente.
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Tipo de actividad apoyada

Num. de proyectos

Ingenieria y desarrollo de software
Nuevos productos

Nuevos procesos

Actividades de gestion y escalamiento
Desarrollo de capacidades

9
41
28
39

9
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Revistas cientificas

Libros digitales

Bases de datos

Area 2015 2016 2015 2016 2015 2016
gé‘elz %‘ie(gincias fisico-matemadticas y ciencias 1,397 1,520 9,764 13,292 4 53
Area 2. Biologia y quimica 1,414 1,487 2,040 7,256 8 10
Area 3. Medicina y ciencias de la salud 3,160 3,981 9,092 24,770 4 3
Area 4. Humanidades y ciencias de la conducta 1,953 2,380 5,222 9,673 2 2
Area 5. Ciencias sociales 2,766 3,435 2,969 20,211 5 5
Area 6. Biotecnologia y ciencias agropecuarias 225 237 430 2,706 3 6
Area 7. Ingenieria 1,267 1,331 27,442 43,162 38 43
Total 12,182 14,371 56,959 124,070 64 122
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Nivel

Especialidad Maestria Doctorado Total

Competencia 2012 2018 2012 2018 2012 2018 2012 % 2018 %
[nternacional 4 24 73 134 55 90 132 8 248 11
Consolidado 55 102 303 380 175 196 533 34 678 29
Fn desarrollo 81 213 362 517 135 213 578 37 943 40
Reciente creacion 21 70 189 232 130 175 340 22 477 20
Total 161 409 927 1,263 495 674 1,683 100 2,346 100
% 10 17 59 54 31 29
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Ciclo Sostenimiento E % M % D % Total posgrado
2012-2013 Publico 29,966 63 81,655 40 18,587 58 130,208
Particular 17,798 37 124,856 60 13,425 42 153,079
Total 47,764 17 203,511 72 32,012 11 283,287
2013-2014 Publico 30,753 61 80,702 39 20,384 56 131,839
Particular 19,483 39 127,560 61 15,702 44 162,745
Total 50,236 17 208,262 71 36,086 12 294,584
2014-2015 Publico 31,250 60 82,635 37 22,550 58 136,435
Particular 21,228 40 139,745 63 16,589 42 177,562
Total 52,478 17 222,380 71 39,139 12 313,997
2015-2016 Publico 31,204 60 83,716 35 23,282 60 138,202
Particular 24,125 40 153,615 65 15,488 40 190,228
Total 52,329 16 237,331 72 38,770 12 328,430
2016-2017 Publico 32,352 58 83,364 35 23,888 61 139,604
Particular 22,913 42 156,032 65 15,560 39 194,505
Total 55,625 17 239,396 72 39,448 12 334,109
2017-2018 Publico 32,334 56 82,981 33 25,095 57 140,410
Particular 25,254 44 167,619 67 18,649 43 211,522
Total 57,588 16 250,600 71 43,744 12 351,932
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Participacion de empresas

Tipo de actividad Num. de Monto destinado micro, pequerias
apoyada proyectos (en pesos) y medianas en:
Ingenieria de producto y 66 267'922,557 50
desarrollo de software.
S Nuevos productos. 159 739'185,235 124
%’ Capacidades de gestion y 85 391'416,645 75
g escalamiento.
=  Nuevos procesos. 38 161'457,843 17
Desarrollo de capacida- 6 297'417,96 4
des.
Capacidades de gestion y 7 17'518,030 3
escalamiento.
'®  Ingenierfa de productoy 5 5'049,514 2
< desarrollo de software.
;g Nuevos productos. 4 8'728,372 0
& Nuevos procesos. 2 10'796,999 2
Desarrollo de capacida- 3 2'493,391 3

des.

374

1,634'310,382
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Vaivenes entre innovacion y ciencia : la politica de CTI en México 2012-2018
/ editado por Rafael Loyola Diaz y Judith Zubieta Garcia — 1 ed. — México

Universidad Nacional Autnoma de México, Goordinacion de la Investigacion
Gientifica, Coordinacién de Humanidades, Programa Universitario de Estudios
sobre Educacién Superior, Instituto de Investigaciones Sociales, Instituto de In-

vestigaciones Economicas : Miguel Angel Porria, 2020.

ISBN UNAM 978-607-30-3824-8
ISBN MAPorriia 978-607-524-395-5

1. Giencia y Estado - México. 2. Tecnologia y Estado ~ México. 3. Politicas pibli-
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© 2020
'UNIVERSIDAD NACIONAL AUTONOMA DE MEXICO
"PROGRAMA UNIVERSITARIO DE ESTUDIOS SOBRE EDUCACION SUPERIOR
COORDINACION DE LA INVESTIGACION CIENTIFICA
COORDINACION DE HUMANIDADES
INSTITUTO DE INVESTIGAGIONES SOCIALES
INSTITUTO DE INVESTIGAGIONES ECONOMICAS
ISBN 978-607-30-3821-8

© 2020
Por caracteristicas tipogréficas y de disefio editorial
MIGUEL ANGEL PORRUA, librero-editor

Derechos reservados conforme a la ley
ISBN 978-607-524-395-5

Portada: Construccion de imagen
elaborada en el drea de diseno del editor

Queda prohibida la reproduccion parcial o total, directa o indirecta
del contenido de la presente obra, sin contar previamente con la
autorizacion expresa y por escrito de MARorra en términos de 1o asi
previsto por la Ley Federal del Derecho de Autor y, en su caso, por
los tratados internacionales aplicables.

_ ~kés -

wWwW WL mm apor
Amarsura 4. San Angel Alvaro Obrexén. 01000,

ua.com.mx
dad de México






OEBPS/image/154.png
Candidato Nivel 1 Nivel 2 Total

Numero de Catedras 453 490 6 949
Porcentaje 47.8 51.6 0.6 100
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Costo

Modalidad del programa Innovapyme Innovatec Proinnova Total promedio

Proyectos 2012 Numero 152 126 244 522 $3'731,521
Monto 394'347,468 448'254,396 1,105'251,968 1,947'853,832

Proyectos 2013 Numero 198 146 362 706 $4'159,198
Monto 590'654,268 587'028,331 1,758'711,258 2,936'393,857

Proyectos 2014 Numero 241 169 456 866 $4'473,689
Monto 766'173,072 818'947,346 2,289'094,058 3,874'214,476

Proyectos 2015 Numero 210 129 455 794 $4'472 403
Monto 644'186,055 568'648,824 2,338'252,717 3,5651'087,596

Proyectos 2016 Numero 257 153 527 937 $4'410,311
Monto 839'787,088 666'477,488 2,626'196,979 4,132'461,555

Proyectos 2017 Numero 79 48 294 421 $4'134,470
Monto 209'468,120 205'554,944 1,325'588,692 1,740'611,756

Proyectos 2018 Numero 100 49 354 503 $3'169,570
Monto 250'236,249 154'716,255 1,189'341,276 1,594'293,780
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Modalidad Escolarizada Escolarizada (presencial)
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Instituciones de Educacion Supe-
rior particulares
Centros de Investigacion federales
Tecnologico Nacional de México
Otras instituciones
Sector de Publico
sostenimiento Particular
Orientacion Profesional
Investigacion
Destino Nacionales

Extranjeras






OEBPS/image/G_07-03.png
40,000
5,000
30,000
25,000
20,000
15,000
10,000

5,000

34981 25118
smors 34746 . X
80,442 _ e—— e —— @
27,585 - —
i 24,274 22,168 22,998
18,491 20,149 ’ - »
17,457 % - =
» L
983 1,236 1542 1,713 1,843 2,460
A A S 3 A——h
2012 2018 2014 2015 2016 2017

Doctorado






OEBPS/image/2.png
Programa
Universitario

de Estudios
sobre Educacién
Superior
UNAM

°

=qns= £ 9

NSTITUTO DE INVESTIGACIONES COORDINACION Coordinacién de la
SOCIALES SEMOMANIDADES Investigacién Cientifica






OEBPS/image/51.png
Rubro 2000 2002 2004 2006 2008 2010 2012 2014 2016 2018
SNI 72 961 41,406 1,706 2,020 2,221 2,457 2,971 38,070 5,000
Dist. %  2.4% 21% 15.0% 417.3% 17.0% 154% 13.2% 12.0% 12.0% 18.6%
Becas 1,461 4,544 2,281 2,509 3450 3,871 4,991 6,257 6,851 10,100
Dist. % 88.8% 34% 24.3% 255% 29.4% 26.3% 26.8% 25.2% 26.8% 37.5%
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Coordinaciones Centros integrantes de las coordinaciones

Materiales, manufactura CIATEQ, Cideteq, Cidesi, Comimsa, Cimav, CIQA, Ciatec.
avanzada y procesos

industriales

Fisica, matematicas y ciencia CIO, INAOE, Infotec, Cimat, CICESE, Instituto Potosino
de datos de Investigacion Cientifica y Tecnoldgica (IPICYT).
Medio ambiente, salud y CIAD, CIBNor, CIATEJ, Instituto de Ecologia (Inecol),
alimentacion CICY, CICESE, IPICyT.

Politica publica y desarrollo Colegio de la Frontera Norte (Colef), Centro de Inves-
regional tigaciones y Docencia Fcondmica (CIDE).

CentroGeo, Centro de Investigaciones y Estudios
Superiores en Antropologia Social (CIESAS).

Historia y antropologia social — Instituto Mora, Colegio de Michoacan (ColMich), Colegio
de San Luis (ColSan), CIESAS.
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% de crecimiento sexenal

Publico Particular
Niveles Esc. No esc. Esc. No esc.
Fspecialidad 11 -43 22 153
Maestria -3 20 1 156

Doctorado 32 182 -8 136
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2012-2013 2017-2018
Niveles/Ciclos Publico Particular Publico Particular
Fspecialidad 63 37 56 44
Maestria 40 60 33 67
Doctorado 58 42 57 43
Total 46 54 40 60
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Proyectos

Personal Generacion de externos por

Centro Presupuesto Presupuesto % de cientifico y conocimiento investigador

(acrénimo) fiscal (mdp) propio (mdp) autosustentabilidad tecnoldgico de calidad o tecndlogo

Fiderh 81.9 118 59 0 0 0

INAOE 387.7 421 9.8 274 1.79 0.77
CICESE 542 70.3 11.5 471 1.30 0.77
CIESAS 291.7 0 0 216 2.72 0.52
Infotec 0 1,022 100 0 1.35 0.95
CIDE 410.7 136.4 25 263 2.55 0.49
Fcosur 331.3 65.9 16.6 341 1.87 0.81
[necol 276.1 57.4 17.2 237 2.54 1.00
CIBNOT 427.2 69 14 350 3.21 1.88
Ciatec 216.9 81.9 27.4 131 0.34 114
CIATEJ 222.3 42.2 16 138 2.02 2.88
CIQA 184 62.2 25 170 2.22 0.70
CIATEQ 261.7 290.8 52.6 225 0.50 1.58
ColMich 153.1 5.2 3.3 129 2.16 0.25
CentroGeo 67.6 7.8 10.3 45 1.00 2.15
CICY 260.5 15.7 5.7 237 1.86 1.00
Cimat 225.2 27.8 11 143 2.01 0.43
CIO 230.6 26.9 10.4 167 1.96 0.57
Mora 220.2 9.2 4 112 1.91 0.19
CIAD 351.5 47 11.8 330 2.50 1.00
Colef 304.4 57.2 15.8 211 1.80 0.58
Cidesi 431.4 360.3 45.5 222 0.21 0.68
Cideteq 161.8 34.5 17.6 100 2.34 3.28
Comimsa 0 681 100 0 0.42 0.23
Cimav 205.4 62 23.2 152 5.36 1.96
ColSan 112.8 041 0 61 1.80 0.23

[PICYT 183.8 226.8 55.2 98 3.83 2.01
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Otras Especialidad Maestria Doctorado Total

Total Total
Afio Nacionales Egtranjero Total Nacionales Extranjero Total Nacionales Extranjero Total Nacionales Extranjero Total Nacional Eaxtranjero Total
0012* 1,191 15 1,206 967 16 983 25455 2,080 27,535 14,709 2,448 17457 42,322 4559 46,881
2013 639 11 650 1,223 13 1,236 27,892 2,550 30442 15,884 2,607 18,491 45,638 5181 50,819
2014 841 21 862 1,499 43 1,642 30,045 3,033 33,078 17,255 2,894 20,149 49,640 5,991 55,631
2015 1,089 13 1,402 1,680 33 1,713 31,479 3,267 34,746 18,124 3,150 21,274 52,372 6,463 58,835
2016™* 1,160 440 1,600 1,827 16 1,843 32,319 2,662 34,981 18,864 3,302 22,166 56,497 6,977 63,474

00174 483 327 810 2,214 246 2,460 32,203 2,915 35118 19,502 3494 22,996 57,397 7,597 64,994
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Nivel

Especialidad Maestria Doctorado Total/ Participacién porcentual
Modalidad 2012 2018 2012 2018 2012 2018 2012 % 2018 %

Escolarizada 107 122 909 1,245 492 667 1,508 95 2,004 85
Esspecialidad 51 281 n/a n/a n/a n/a 51 3 281 12
médica
No escolarizada 0 2 13 20 0 1 13 1 23 1
Posgrado con la 3 5 28 3 11 1 38
industria
Total 161 409 927 1263 495 674 1,683 100 2,346 100
Porcentaje 10 17 59 54 31 29
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Convocatoria

Beneficiarios

Objetivo

% del apoyo

Monto

Creacién y fortalecimiento de
oficinas de transferencia de co-
nocimiento OTT
Dos modalidades
a) bonos de servicio de innova-
cion; y,
b) bono para la transferencia y
comercializacion del conoci-
miento

Desarrollo de bienes publicos y
fortalecimiento de los pilares de
la innovacién
Dos modalidades
a) NAMA Proyectos ejecutivos
de mitigacion de gases efecto
invernadero
b) Proyectos para fortalecer el
ecosistema de innovacion

Biotecnologia productiva

Dos modalidades
a) proyectos de innovacion
aplicada;
b) proyectos de innovacién
biotecnoldgica

Desarrollo de habilidades em-
presariales para la innovacion
Dos modalidades:

1. Impulsar las capacidades del
personal para la gestién de la
tecnologia;

2. Capacitar a las empresas en
procesos de innovacion

Proveedores del sector automo-
triz,
Convocatoria 2015 tnica

Reactivacion econémica de los
estados de Campeche y Tabasco

IES, centros de investiga-
cion, unidades de vincu-
lacion y transferencia
de conocimiento (UVTC),
empresas, instituciones
publicas o privadas

Empresas mexicanas
publicas y privadas, or-
ganismos, instituciones,
centros, agrupamientos
empresariales, empre-
sas integradoras, aso-
ciaciones civiles, perso-
nas fisicas con actividad
empresarial

IES, empresas publicas o
privadas y personas con
actividad empresarial

Empresas

Empresas integradoras,
y clusteres del sector
automotriz

Empresas privadas

Comercializar conoci-
mientos producidos por
IES y centros de I-D.
Dividido en tres fases
precertificacion, certifi-
1

cacion y apoyos de cor-
to y largo plazo

Dos modalidades:
Impulso a la innovacion
de alto impacto secto-
rial, regional o nacional;
N

Lograr las metas del Co-
mité Intersecretarial de
Innovacion: talleres de
formacion para comer-
cializacion, banco de
mentores, etc.

Desarrollar proyectos
de biotecnologia pro-
ductiva, para resolver
problemas en &reas es-
pecificas e integrar clus-
teres y desarrollar pa-
tentes

Capacitacion empresa-
rial para: generar ideas,
transferir nuevos bie-
nes y servicios, disefiar
modelos de negocio, op-
timizar los procesos de
las empresas adoptando
las TIC como agente faci-
litador de la innovacion.
Proyectos, bajo esque-
ma de consorcio, que
fortalezcan la posicion
competitiva de las em-
presas del sector auto-
motriz en toda su cade-
na de valor favoreciendo
la sustitucion de impor-
taciones

Herramientas y plata-
formas tecnoldgicas pa-
ra mejorar distintas acti-
vidades productivas del
estado

Hasta un 70% en
bonos de servicio
de innovacién
80% para el bono
para la transfe-
rencia y comer-
cializacion del co-
nocimiento

Hasta 70% del
costo del proyecto
en las dos modali-
dades

Hasta el 70% del
proyecto en am-
bas modalidades

Hasta el 80% en
ambos casos

Hasta el 75% del
costo total del
proyecto

Sin datos

Hasta tres bonos de
$100,000 para evaluar la
viabilidad comercial de
resultados de investiga-
Cién;

Hasta $3'000,000

para desarrollo del con-
cepto, pruebas piloto,
integracion de paquetes
transferencia y comer-
cializacion

Hasta $3'800,000 prime-
ra modalidad y,

hasta $5'000,000 en la
segunda.

Hasta $2'500,000 prime-
ra modalidad;
Hasta$1'000,000 para la
segunda

Hasta $250,000 modali-
dad habilidades empre-
sariales y para la ges-
tio’n;

Hasta $150,000 la de pro-
cesos de innovacion

Proyecto unico hasta por
$30'000,000

3 proyectos de
$4'998,000
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Ubicacién

Grado de

Sector Nombre del consorcio cpi Integrantes d - Financiamiento
el consorcio madurez o fases
Agroalimentario  Alianza Estratégica para CentroGeo, CIAD, CIATEJ, CICY.  Acapulco, Gro. Fomix Instalacion/
el Desarrollo Sustentable 40'000,000 construccién
de la Region Pacifico Sur equipamiento
(Adesur).
Consorcio de Innovacién ~ CIATEJ, Centro de Investiga-  Aguascalientes, Fomix Disefio
y Transferencia para el ciones Biologicas (CIB), CIO,  Ags. 55'000,000
Desarrollo Agroalimenta-  Gentro de Investigacién en
rio del Estado de Aguas- Quimica Aplicada (CIQA).
calientes (Coittec).
Consorcio de Investiga- Centro de Investigacion en  San Luis Potosi, Proyecto Institucional — Disefio
cion, Innovacion y De-  Alimentacion y Desarrollo  S.L.P. Conacyt
sarrollo para las Zonas (CIAD), CIATEJ, CIB, CIQA, Cole-
Aridas (CIIDZA). gio de San Luis Potosi (Col-
San), Instituto Potosino de
Investigacion Cientifica y
Tecnoldgica (IPICyT).
Centro de Investigacion  CIAD, CIATEJ Pachuca, Hgo. Fomix Instalacién/
y Desarrollo en Agrobio- 100'000,000 construccion
tecnologia Alimentaria
(Cidea).
Manufactura Centro Nacional de Tec- CIDESE, Centro de Innova- Querétaro, Qro. Compromiso presi- Operacion
avanzada nologias Aeronduticas cion Aplicada en Tecnolo- dencial
(Centa). gias Competitivas (Ciatec),
Centro de Tecnologia Avan-
zada (CIATEQ), Centro de In-
vestigacion en Materiales
Avanzados (Cimav), CIQACO-
MMsA, Cideteq, Instituto Na-
cional de Astrofisica, Optica
y Electrénica (INAOE).
Consorcio de Investiga-  Cideteq, INAOE CIQA, Tlaxcala, Tlax. Fomix Instalacion/
cion y de Innovacién del  Comimsa. 21'000,000 proyeccion
Estado de Tlaxcala (CIT-
lax).
Centro de Innovacién y  cIo, Ciatec, Cimat, Cimay, Aguascalientes, Fomix Instalaciéon/
Transferencia Tecnoldgi-  IPICyT, CIATEQ, Cidesi, Ags. 74'000,000 construccion
ca de Aguascalientes pa- Cideteq, CIQa, Infotec,
ra el Sector Automotriz INAOE, Comimsa.
(CITTAA).
Consorcio Moldes, Tro-  cCIATEQ, Cidesi, Comimsa. San Luis Potosi, Fomix Instalacién/
queles y Herramentales S.LP 100'000,000 Proyeccion
(MTH).
Sector Nombre del consorcio cpi Integrantes d Ubwacmq . Financiamiento Grado de
el consorcio madurez o fases
Multidisciplina-  Consorcio de Estudios Centro de Investigacion y = Querétaro, Qro.  Politica Conacyt Instalacion/
rio sociales Metropolitanos (Centro- Docencia Fcondmica (CIDE), Construccion
Met). CentroGeo, Cidesi, Infotec, equipamiento
Colegio de la Frontera Norte
(Colef), Instituto Mora.
Consorcio de Investiga- Centro de Investigaciones y  Zapopan, Jal. Fomix Operacion /
ci6n y Didlogo sobre Go-  Estudios Superiores en An- 23'000,000 Verificada en
bierno Local (Cidiglo). tropologia Social (CIESAS), campo
ColMich, ColSan, CIATEJ, CICY.
Consorcio de Informa-  CentroGeo, CIDE, Cimat, Aguascalientes, Fordecyt Operacion
cion, Inteligencia e Inno-  Infotec. Ags. Mérida, 43'000,000
vacion (InteliNova). Yuc.
Hidrocarburos Consorcio en Logistica CIATEQ, Cidesi, Comimsa. Conduacén, Fomix Disefio/
y Distribucion, Energia y Tab. 86'000,000 construccion
Manufactura Avanzada
de Tabasco (CLEMA).
Consorcio de Hidrocar- cIATEQ, Cidesi, Comimsa, Cd. del Car- Fomix Instalacion/
buros Cd. del Carmen. CIQA. men, Camp. 100'000,000 construccion
equipamiento
Energias reno- Consorcio de Energias CICESE, Cidesi, Cimayv, CIO. Durango, Dgo. Fordecyt Instalacién/
vables Renovables y Medio Am- proyeccion
biente (CERMA).
Consorcio en Optica CICESE, CIO, INAOE. Apodaca, N.L. Fordecyt Instalacién/
Aplicada (coa). construido
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Nivel

Especialidad  Maestria  Doctorado Total

Sector académico 2012 2018 2012 2018 2012 2018 2012 % 2018 %
[nstituciones de Educacion Supe-
rior Publicas de los Estados (UPES) 130 245 498 735 239 364 867 55 4,344 57.3
[nstituciones de Educacion Supe-
rior Publicas Federales 12 105 159 186 103 118 274 17 409 17.4
Centros Conacyt 5 5 77 90 53 57 135 85 152 6.5
[nstituciones de Educacion Supe-
rior Particulares 10 33 73 75 31 41 117 74 149 6.4
Centros de Investigacion Federales 0 0 56 68 51 60 107 6.7 128 5.5
Tecnoldgico Nacional de México 2 1 56 99 17 32 75 5 132 56
Otras instituciones 2 20 8 10 1 2 11 0.7 32 1.4
Total 161 409 927 1,263 495 674 4,583 100 2,346 100
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Nivel

Especialidad Maestria Doctorado
Ciclo Sostenimiento Esc. No esc. Total Esc. No esc. Total Esc. No esc. Total  Total general
2012-2013 Publico 28,483 1,483 29,966 66,317 15,338 81,655 18,159 428 18,587 130,208
Particular 15,076 2,722 17,798 92,827 29,029 121,856 9,032 4,393 13,425 153,079
Total 43,559 4,205 47,764 159,144 44,367 203,511 27,191 4,821 32,012 283,287
2013-2014 Publico 29,475 1,278 30,753 65,437 15,265 80,702 19,946 438 20,384 131,839
Particular 15,294 4,489 19,483 89,640 37,920 127,560 9,409 6,293 15,702 162,745
Total 44,769 5467 50,236 155,077 53,485 208,262 29,355 6,731 36,086 294,584
2014-2015  Publico 29,988 1,262 31,250 67,849 14,786 82,635 22,059 491 22,550 136,435
Particular 16,962 4,266 21,228 90,930 48,815 139,745 9,305 7,284 16,589 177,562
Total 46,950 5528 52,478 158,779 63,601 222,380 31,364 7,775 39,139 313,997
2015-2016 Publico 29,897 1,307 31,204 67,035 16,681 83,716 22,696 586 23,282 138,202
Particular 16,495 4,630 21,125 93,569 60,066 153,615 7,935 7,663 15,488 190,228
Total 46,392 5937 52,329 160,594 76,737 237,331 30,631 8,439 38,770 328,430
2016-2017 Publico 30,930 1,422 32,352 65,617 17,747 83,364 23,140 748 23,888 139,604
Particular 17,817 5,096 22,913 93,815 62,217 156,032 7,563 8,007 15,560 194,505
Total 48,747 6,518 55265 159,432 79,964 239,396 30,693 8,755 39,448 334,109
2017-2018  Publico 31,487 847 32,334 64,532 18,449 82,981 23,890 1,205 25,095 140,410
Particular 18,363 6,891 25,254 93,388 74,231 167,619 8,288 10,361 18,649 211,522
Total 49,850 7,738 57,588 157,920 92,680 250,600 32,478 141,566 43,744 351,932
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Porcentaje del

Afio costo total del proyecto
2013 34.49
2014 23.48
2015 50.50
2016 60.52
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Sueldo (délares)

Pais Inicial Promedio Méaximo
Argentina 3,151 3,755 4,385
Brasil 1,858 3,179 4,550
Canadd 5,733 7,196 9,485
Fstados Unidos 4,950 6,054 7,358
Francia 1,973 3,484 4,775
Japon 2,897 3,473 4,604
México 1,336 1,941 2,730
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Instituciones

Numero
de miembros

Universidades y centros de investigacion publicos federales
Centros publicos de investigacion

[nstituciones sectorizadas

[nstitutos nacionales de salud y hospitales de alta especialidad
Instituciones del sector salud

Universidades publicas estatales

Universidades publicas estatales de apoyo solidario
Universidades politécnicas

Universidades tecnologicas

[nstitutos tecnoldgicos (federales y descentralizados)
[nstituciones particulares de educacion superior
[nstituciones gubernamentales

Otras

Total

6
29
7
25
4
33
20
13
34
122
41
9

5
348
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Tipo de recurso

Cantidad

Colecciones de revistas cientificas
Colecciones de libros digitales
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Ciclo escolar

2012-2013 2017-2018
% de crecimiento
Niveles Absolutos % Absolutos % sexenal
Fspecialidad 47,764 17 57,588 16 21
Maestria 203,511 72 250,600 71 23
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Modalidad

Escolarizada No escolarizada
Ciclo Sostenimiento Absolutos % Absolutos %
Especialidad

Publico 28,483 65 1,483 35
2012-2013 Particular 15,076 35 2,722 65

Total 43,559 100 4,205 100

Publico 31,487 63 847 11

Total 49,850 100 7,738 100

Maestria

Publico 66,317 42 15,338 35
2012-2013 Particular 92,827 58 29,029 65

Total 159,144 100 44,367 100

Publico 64,532 41 18,449 25

Total 157,920 100 92,680 100
Cuadro 5 (Continuacion)

Modalidad
Escolarizada No escolarizada
Ciclo Sostenimiento Absolutos % Absolutos %
Doctorado

Publico 18,159 67 428 9
2012-2013 Particular 9,032 33 4,393 9

Total 27,191 100 4,821 100

Publico 23,890 74 1,205 10
2017-2018 Particular 8,288 26 10,361 90

Total 32,178 100 11,566 100






